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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Harboe Bascuñán, Felipe
--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, las Ministras de Vivienda y Urbanismo, señora Paulina Saball Astaburuaga, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas. 
Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Pesca y Acuicultura, señor Pablo Berazaluce Maturana. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 61ª y 62ª, ordinarias, en 21 y 22 de noviembre de 2017, respectivamente; y 63ª, especial, en 23 de noviembre de 2017, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y los señores Senadores hasta la sesión próxima para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Cuatro de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea la Defensoría de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.584-07).



Con los tres siguientes retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala (INDESPA) (boletín N° 9.689-21).



2) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



3) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha dado su aprobación, con las excepciones que indica, a las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018 (boletín N° 11.452-05), y la nómina de los Diputados que integrarán la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión Mixta.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Remite sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad acerca de las siguientes normas:



-Artículo 470 del Código del Trabajo.



-Artículo 9°, inciso tercero, del decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y la constitución del dominio sobre ella.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.



-Inciso primero del artículo 4° de la ley N° 19.886, sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios, y artículo 294 Bis del Código del Trabajo.



-Artículo 418 del Código Procesal Penal.



-Artículos 5°, inciso segundo, y 10, inciso segundo, de la ley            Nº 20.285, sobre acceso a la información pública, y artículo 31 bis de la ley N° 19.300, bases generales del medio ambiente.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:


Anexa antecedentes relativos a los trabajadores que se desempeñan como brigadistas de CONAF, materia consultada en nombre del Honorable señor Navarro.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Honorable señor Quinteros, acerca de la red vial secundaria en la provincia de Chiloé.



De la señora Ministra de Salud:


Envía antecedentes de la situación contractual de dos médicos por no haber aprobado el EUNACOM, ante consulta en nombre del Honorable señor Tuma.



Del señor Ministro del Medio Ambiente:


Informa en cuanto al proceso de conformación de los Comités Regionales de Cambio Climático (CORECC), frente a petición realizada en nombre del Honorable señor De Urresti.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales:


Adjunta respuesta a solicitud de información, enviada en nombre del Honorable señor Bianchi, sobre situación de terreno en la ciudad de Punta Arenas.



Del señor Superintendente del Medio Ambiente:


Contesta petición de antecedentes, formulada en nombre del Honorable señor Navarro, atinente a las fiscalizaciones efectuadas en la planta Horcones de la empresa CELCO en período indicado.



Del señor Alcalde de la Municipalidad de Temuco:


Responde requerimiento de información, planteado en nombre del Honorable señor García, con relación al estado del proyecto “Villa Altos del Sol” en esa comuna.



De la señora Alcaldesa de la Municipalidad de Viña del Mar:


Da respuesta a consulta, expuesta en nombre de la Honorable señora Allende, sobre el Parque Ecológico de Reñaca Alto de esa ciudad.



Del señor Director Ejecutivo (s) del Servicio de Evaluación Ambiental:


Informa, a solicitud del Honorable señor Matta, acerca del “Proyecto Hidroeléctrico Achibueno”, Región del Maule.



Contesta petición de antecedentes, formulada en nombre del Honorable señor De Urresti, respecto de denuncia efectuada por la Alianza Territorial Puelwillimapu ante la construcción de carretera eléctrica que afectaría a las comunas de Paillaco, La Unión, Futrono y Lago Ranco, Región de Los Ríos.



Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social:


Adjunta antecedentes sobre situación previsional de persona que se individualiza, consultada por el Honorable señor Chahuán.



Del señor Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos:


Atiende consulta concerniente a las peticiones formuladas por la mesa del sector público en cuanto a la tramitación del proyecto de ley de reajustes, particularmente con relación a la asignación de zona y bono de zonas extremas, formulada en nombre del Honorable señor Bianchi.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile:


Adjunta antecedentes sobre la compra de once contenedores blindados destinados a la protección de personal en la Región de La Araucanía, consulta enviada en nombre del Honorable señor Navarro.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 2 y 3).



De la Comisión de Defensa Nacional, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.222, en cuanto a extracción de naves hundidas o varadas y materias nocivas contenidas en ellas (boletín N° 10.325-02) (Véase en los Anexos, documento 4).



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, modificatorio de la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (boletines números 11.053-13 y 11.103-13, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Honorables señora Van Rysselberghe y señor Moreira, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo relativo al cumplimiento de la pena impuesta al condenado mayor de setenta años o que padezca una enfermedad incurable en estado terminal (boletín Nº 11.517-07) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables señores Girardi, Araya, Bianchi, Chahuán y Quinteros, con la que comienzan un proyecto de ley para estimular la actividad física y el deporte en los establecimientos educacionales (boletín Nº 11.518-11) (Véase en los Anexos, documento 8).



--Pasa a la Comisión de Salud. 

Comunicación



Del Comité Unión Demócrata Independiente, con la que da a conocer que ha designado representante al Honorable señor Pérez Varela, en reemplazo del Honorable señor Moreira.



--Se toma conocimiento.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Puede intervenir el Senador señor Moreira.

REFLEXIONES SOBRE DESAFUERO
El señor MOREIRA.- Señor Presidente, le agradezco estos minutos en este día, bastante ingrato, pero en la vida es preciso hablar fuerte y claro.



Señor Presidente, estimados Senadoras y Senadores, pronto se materializará mi desafuero, que solo me impide ejercer mi derecho de votar y legislar por un incierto período, el cual depende hoy exclusivamente del Ministerio Público.



Me voy, como Senador, con la frente en alto a trabajar más que nunca por mi Región de Los Lagos, en terreno, con las organizaciones sociales, gremiales y sindicales, para seguir defendiendo sus intereses, y, como siempre, con las puertas de mi oficina parlamentaria abiertas para todos.



Quiero reiterar ante el Hemiciclo que en ningún momento he cometido delito alguno que justifique las acusaciones del Ministerio Público. He dicho la verdad -¡sí: he dicho la verdad!-, sin que nadie me lo pregunte, porque jamás he de esconderme detrás de una mentira.



Si el Ministerio Público afirma que en mi caso no han existido arbitrariedad ni persecución política, pido que lo demuestre, y que lo haga en un juicio justo -y ahora-, donde no se busque dilatar un proceso que afecta a la democracia en sus quorums constitucionales.



Solicito y tengo derecho a un juicio justo, rápido. No estoy pidiendo ni privilegios ni un trato mejor, señor Presidente. Quiero ser juzgado como ciudadano, no como político. Pero entiendo que el Senado debe seguir cumpliendo sus funciones con los quorums establecidos en la Constitución. Mi alejamiento de esta Corporación es temporal y debe ser breve precisamente porque la voluntad ciudadana no puede ser alterada por actos del Ministerio Público.



Tengo confianza y tranquilidad para defenderme, ¡más aún cuando la mitad de la Corte Suprema ha dicho que, en este caso, no hay delito, y la otra ha afirmado que mi inocencia debo demostrarla en un juicio oral en los tribunales!



En esa instancia recurriré a la verdad, porque esta es la forma en que he actuado durante toda mi carrera política.



¡Sí! ¡Defenderé mi honra! Porque siempre he actuado con convicción, defendiendo principios y valores que me han permitido caminar con la frente en alto.



¡No nací para vivir de rodillas, ni menos para dejarme seducir por acuerdos que me obliguen a admitir un grado de culpabilidad que no me corresponde! Porque, como ya he expresado, jamás he cometido un delito.



Creo oportuno referirme a la conducta del Ministerio Público, no solo en mi caso, sino también en otros que igualmente han llamado nuestra atención. Dirán que respiro por la herida, pero, más que juicios de valor, quiero consignar hechos concretos.



Hace tres años, el Ministerio Público inició una investigación en mi contra, pero recién en enero de 2017 afirmó que pediría mi desafuero, luego de dos años en que la causa estuvo sin movimiento.



¿Por qué se hace esto? ¿Qué se pretende?



Señor Presidente, ya lo dije: llevo tres años en la incertidumbre. Y la Fiscalía se ha tomado todo el tiempo del mundo para armar un escándalo político donde hay solo una desprolijidad en gastos de campaña.



Me querrán sacar del Senado, pero no voy a rendirme jamás. Y no se trata de un discurso épico ni heroico: es el sentimiento que abrigo a mis 61 años de edad.



Hoy somos testigos de intromisiones que significan que el Ministerio Público ha asumido funciones que ni la Constitución ni la ley le encomiendan. Es incomprensible que las más altas autoridades de la República queden sometidas a escuchas telefónicas de difícil justificación.



En este contexto, señor Presidente, las acciones de la Fiscalía contribuyen gravemente al descrédito institucional al que se quiere someternos.



La prensa del día informa del ofrecimiento de una suspensión condicional formulado por la Fiscalía en hechos idénticos a los que se me atribuyen: uno dice relación con el financiamiento de un instituto, y el otro, con el de una campaña. ¿Por qué razón hay criterios distintos, en dos causas similares, para el Ministerio Público?



A unos -pido un último minuto, señor Presidente, pues estoy terminando- se les ofrece una suspensión condicional, mientras que respecto de otros se llega al desafuero y el juicio.



Esperamos que el propio Ministerio Público aclare tal contradicción.



En este momento deseo recordar una importante frase de Churchill, un verdadero estadista: “Por más prolongada que resulte esta incomoda experiencia, no buscaré llegar a ningún acuerdo, ni tampoco toleraré una negociación. Estoy decidido a demostrar la verdad con coraje y ganas y determinación.”.



Queridos amigos, colegas, quiero decirles, con la amistad cívica que hemos construido en democracia, que la vida política es dura -¡qué duda cabe!-, pero siempre ofrece revanchas.



Hoy es el momento de demostrar al país que, con la misma lealtad y consecuencia con que he actuado siempre ante el Congreso Nacional, superaré esta nueva adversidad. ¡Porque ahora quiero escuchar que la voz de la justicia declare que soy inocente!



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo a la delegación del octavo año básico del colegio Niños Felices, de la ciudad de Vilcún, Novena Región.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión del día de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1° Retirar de la tabla de esta semana el proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señor Girardi, señora Goic y señores Ossandón, Rossi y Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



2° Tratar en la sesión ordinaria de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el punto signado con el número 8 en el Orden del Día, esto es, el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (boletín 11.218-10).



3° Analizar en el primer lugar del Orden del Día de la presente sesión el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala (INDESPA) (boletín N° 9.689-21).

ACUERDO DE SEDE ENTRE CHILE Y ENTIDAD BINACIONAL PARA PROYECTO “TÚNEL INTERNACIONAL PASO DE AGUA NEGRA”
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme a lo acordado por los Comités, corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.218-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite: sesión 24ª, en 20 de junio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 62ª, en 22 de noviembre de 2017.



Hacienda: sesión 62ª, en 22 de noviembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del texto es permitir a la EBITAN el pleno ejercicio en todo el territorio chileno de la capacidad jurídica otorgada por el artículo 4 del II Protocolo.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por ser de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín, Letelier y Pizarro, en los mismos términos propuestos por la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores García-Huidobro, Lagos, Montes y Pizarro.



Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Se ofrece la palabra.



Se ofrece la palabra.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (17 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, Girardi, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pizarro.
V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE INSTITUTO NACIONAL DE DESARROLLO SUSTENTABLE DE LA PESCA ARTESANAL Y DE LA ACUICULTURA DE PEQUEÑA ESCALA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde continuar con la discusión en particular del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA, con segundo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.689-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 13ª, en 4 de mayo de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 67ª, en 22 de noviembre de 2016. 



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017. 



Hacienda: sesión 54ª, en 17 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesiones 71ª, en martes 29 de noviembre de 2016 (queda para segunda discusión en general); 72ª, en 30 de noviembre de 2016 (queda aplazada la votación en general); 73ª, en 13 de diciembre de 2016 (se aprueba en general); 62ª, en 22 de noviembre de 2017 (queda pendiente la discusión particular).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe hacer presente que está pendiente dejar constancia del quorum para dar por aprobados los artículos 14 (numeral 1) y 16 permanentes, que no tuvieron indicaciones ni modificaciones en el segundo informe y son normas de rango orgánico constitucional, que requieren 21 votos favorables para su aprobación.



Asimismo, deben ser votadas sin debate las enmiendas unánimes recaídas en los artículos 3°, 6° y 7° permanentes, que precisan 21 votos favorables para su aprobación, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Con el mismo quorum orgánico (21 votos favorables) debe ser aprobado en particular el artículo 9°, en el cual recayó una modificación acordada solo por mayoría de votos, que se verá en su oportunidad.



De consiguiente, si le parece a Sus Señorías, se puede hacer una sola votación en que se incluyan las normas que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones y respecto de las cuales se debe dejar constancia del quorum y las enmiendas unánimes que requieren quorum orgánico constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a suspender la sesión por cinco minutos. Les pido a los Comités que convoquen a sus Senadores, porque las normas que se someterán a votación requieren 21 votos favorables para ser aprobadas.



Se suspende la sesión.

)---------------(



--Se suspendió a las 16:38.



--Se reanudó a las 16:44.

)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la sesión.



Se votarán en un solo acto las normas mencionadas por el señor Secretario, con excepción de aquella aprobada por mayoría.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, se han puesto en votación las enmiendas unánimes que inciden en normas de quorum orgánico constitucional y las que no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones pero respecto de las cuales se debe dejar constancia del quorum. Solo quedará pendiente la disposición que fue aprobada por mayoría en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, solo deseo preguntar si para la segunda votación quedaría únicamente el artículo 9°, es decir, que ahora nos pronunciaríamos por los artículos 3°, 6°, 7°, 14 (numeral 1) y 16.



¿Es así?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por las cinco normas que mencionó el señor Secretario.

El señor QUINTEROS.- Okay. Gracias.

El señor LETELIER.- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solicito que se precise qué artículos son los que se votan, porque no se escuchó bien.



Con todo respeto, un proyecto de ley que tiene tanta importancia no se puede abordar con ligereza.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se están votando las cinco normas que indicó el señor Secretario, que requieren 21 votos para ser aprobadas. Unas no recibieron modificaciones y las otras son enmiendas aprobadas por unanimidad.

El señor LETELIER.- Estoy preguntando cuáles son, porque no entendí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ya las mencionó el señor Secretario, pero las repetirá.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se encuentran en votación las enmiendas a los artículos 3°, 6° y 7° permanentes.



La modificación al artículo 9° fue aprobada por mayoría en la Comisión, por lo que se votará después.



Además, se debe dejar constancia del quorum respecto de los artículos 14 (numeral 1) y 16 permanentes, que no fueron objeto ni de indicaciones ni de modificaciones. Estas normas también están en votación, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los presentes, pida que se voten aparte.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueban los artículos 14 (numeral 1) y 16 y las enmiendas a los artículos 3°, 6° y 7° (25 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido.



Votaron las señoras Allende, Goic, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde pronunciarse acerca de la modificación al artículo 9º. Esta disposición se ubica en las páginas 21 y 22 del comparado.



La norma también es de quorum orgánico constitucional. Se aprobó por mayoría la oración final del último inciso, la que dice: “que se realizará en virtud de lo establecido en la ley N° 20.500 sobre participación y las demás normas legales vigentes que le sean aplicables.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, este artículo se refiere a la creación de catorce consejos consultivos regionales, que tendrán como función principal la de entregar al Consejo Directivo de INDESPA propuestas e información para la formulación de sus programas a nivel local, y que estará integrado, preferentemente, por el sector pesquero artesanal.



Cabe hacer presente que la creación de estos consejos obedece a una petición de las propias organizaciones de pescadores artesanales y de otros actores vinculados al sector, con el objeto de mejorar la participación ciudadana en estos organismos.



De eso se trata este artículo 9°.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala el señor Subsecretario de Pesca.



¿Habría acuerdo?



Acordado.



En votación la modificación señalada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la última frase del inciso final agregado al artículo 9º (21 votos a favor y un pareo), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido, y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic y Lily Pérez y los señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Quintana.

MEJORAMIENTO EN NIVEL DE TRANSPARENCIA DE MERCADO DE SUELO E INCREMENTO DE VALOR POR AMPLIACIONES DE LÍMITE URBANO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliación del límite urbano, con segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo e informe de la de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.163-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 58ª, en 26 de octubre de 2016 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 7ª, en 11 de abril de 2017. 



Vivienda y Urbanismo (segundo): sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Hacienda: sesión 52ª, en 10 de octubre de 2017.



Discusión:



Sesión 12ª, en 3 de mayo de 2017 (se aprueba en general).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 3 de mayo del año en curso.



La Comisión de Vivienda deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 1, 4 (que pasa a ser 5), 6 (que pasa a ser 7), 7 (que pasa a ser 9) y 10 (que pasa a ser 12) del artículo primero, el número 1 del artículo tercero y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Ahora bien, hay que dejar constancia del quorum respecto del artículo 37, contenido en el número 7 del artículo primero, por ser una norma de rango orgánico constitucional, que requiere 21 votos favorables para su aprobación. Con el mismo quorum deben ser aprobados en particular el inciso tercero del artículo 28 septies, contenido en el numeral 4, y las letras c) y g) del número 10, normas de rango orgánico constitucional que no tuvieron modificaciones en el segundo informe.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas por unanimidad, con excepción de aquellas que serán puestas en discusión y en votación oportunamente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, se pronunció acerca de las normas de su competencia y efectuó modificaciones unánimes en el artículo 28 septies, contenido en el número 4 del artículo primero y en los artículos 1, 5 y 6 propuestos en el artículo cuarto del texto despachado por la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. 



De las modificaciones  unánimes, las recaídas en el artículo 28 sexies, contenido en el número 3; en los artículos 28 octies y 28 nonies; en las letras b) y c) del inciso primero del artículo 28 undecies, propuestos en el número 4; en el inciso primero del artículo 36, contenido en el número 6; en el inciso primero propuesto en la letra a) del número 10; en la letra b) de dicho numeral -salvo en lo relativo al ordinal ii, que fue aprobado solo por mayoría-, y en la letra b) del número 11, requieren para su aprobación 21 votos favorables, por incidir en normas de rango orgánico constitucional.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado que transcribe el texto aprobado en general, las enmiendas realizadas por la Comisión de Vivienda, las modificaciones de precisión introducidas por la de Hacienda y el texto como quedaría de aprobarse los cambios propuestos. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, en nombre del Comité de Senadores de la UDI, pido segunda discusión para este proyecto.

El señor MONTES.- ¿Se había solicitado antes, señor Presidente? 

El señor PÉREZ VARELA.- No.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha pedido segunda discusión para cada una de las disposiciones de la propuesta legislativa. Reglamentariamente, procede.

El señor MONTES.- Señor Presidente, ¿me permite?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MONTES.- Señor Presidente, deseo plantearle al Senador Pérez Varela la posibilidad de iniciar la discusión del proyecto de una vez por todas, sin perjuicio de que la votación quede pendiente para una próxima sesión.



¡Pero empecemos el debate de una vez por todas!



Vuelvo a preguntar si ya hubo anteriormente una solicitud de segunda discusión.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No.

El señor MONTES.- Bien. Quería aclarar eso.



Sin embargo, considero que deberíamos iniciar la discusión, aprovechar de avanzar y dejar pendiente la votación para otra oportunidad. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Conforme al Reglamento, se pidió segunda discusión. Pero puede efectuarse la primera.



Tendríamos que hacerla en cada artículo que corresponda poner en votación. Son todos, salvo las enmiendas que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones, las que daré por aprobadas conforme al Reglamento.



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, habría que debatir las modificaciones que fueron objeto de indicaciones y las que no se aprobaron por unanimidad. Haré el recorrido por cada una de esas normas y Sus Señorías podrán intervenir, luego de lo cual la iniciativa quedará para segunda discusión y será votada en particular en una próxima sesión.



El procedimiento es algo complicado, pero hay que cumplirlo.



Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, este segundo informe contiene bastantes cambios respecto del primero. Tal vez, sería interesante darle un tiempo a la Ministra para que haga una presentación global del proyecto, si usted lo permite, y no ir solo revisando artículo por artículo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala y la señora Ministra solicita la palabra, no hay ningún inconveniente.

La señora ALLENDE.- Sí.
El señor MONTES.- Claro.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Aprovecho de saludar a los estudiantes del octavo año básico de la Escuela Héroes de Chile, de Yumbel, quienes nos visitan esta tarde.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora SABALL (Ministra de Vivienda y Urbanismo).- Buenas tardes, señor Presidente, Senadores y Senadoras.



El presente proyecto, que trata sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliación del límite urbano, tiene tres propósitos: primero, mejorar los niveles de transparencia del mercado del suelo; segundo, perfeccionar el impuesto territorial en esta materia, y, tercero, en el caso de cambios de uso de suelo de rural a urbano, generar un tratamiento tributario específico buscando que los incrementos de valor allí producidos sean compartidos con la comunidad.



Esta iniciativa se fundamenta en las propuestas del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano respecto de gestión de suelo y en los planteamientos de la Comisión Engel sobre transparencia.



Mediante este proyecto, se modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones y el decreto ley Nº 1.939, que dispone Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado. 



Con relación a las enmiendas introducidas a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, lo primero y lo más importante es que se adelanta la participación ciudadana en el proceso de elaboración de los instrumentos de planificación territorial (IPT). Se generará una consulta pública que permita que las comunidades concuerden la “imagen objetivo” con la que se van a generar los nuevos IPT.



Asimismo, se buscará armonizar tal participación ciudadana con la evaluación ambiental estratégica, objetivo realmente importante dada la cantidad de conflictos que hemos visto en este último tiempo por los cambios de uso del suelo, proceso en el cual la comunidad señala no haber tenido una participación adecuada.



Por otra parte, se establece un conjunto de mecanismos destinados a proveer información actualizada, transparente y en línea con relación a los instrumentos de planificación territorial existentes y a su estado de tramitación.



Además, en la misma línea de la transparencia, se propone crear observatorios del mercado del suelo urbano, de los estados de tramitación de los IPT y de los permisos de construcción. En esta materia el Senado introdujo modificaciones para especificar exactamente qué información debiesen proveer esos observatorios.



Luego, se dispone la incorporación de estándares mínimos -también fue una propuesta de esta Corporación- que deben ser considerados en la generación de los instrumentos de planificación territorial. Se procura que en todos ellos se garantice un mínimo de áreas verdes, de equipamiento, de estacionamientos y se establezcan mecanismos de evaluación de la capacidad vial antes de elaborar los instrumentos referidos.



Por otra parte, en la discusión en la Comisión del Senado y paralelo a los conflictos que teníamos en Estación Central, se acordó incorporar normas supletorias para regular la altura y densidad permitidas para construir en los casos en que no existe instrumento de planificación territorial.



Se establece también que las viviendas sociales que se originen a consecuencia de la aplicación de incentivos urbanísticos por parte de los instrumentos de planificación deben mantener dicho carácter, por lo cual solo podrán ser adquiridas u ocupadas por personas con subsidio habitacional.


Y, por último, se les da reconocimiento legal a los incentivos urbanísticos actualmente existentes en los planes reguladores.


El segundo artículo de la iniciativa modifica el decreto ley Nº 1.939, de 1979, que establece Normas sobre Adquisición, Administración y Disposición de Bienes del Estado. 



Se propone incorporar la obligación de que el Ministerio de Bienes Nacionales ponga a disposición en un sitio web el catastro de todos los bienes raíces de la Administración del Estado, tanto los fiscales como los de otras instituciones públicas, señalando su ubicación, avalúo, titularidad y los demás antecedentes que indique el reglamento respectivo. 



Eso también va en la línea de la transparencia.



Luego, están las modificaciones tendientes -tal como lo anticipamos- a incorporar medidas destinadas a perfeccionar el impuesto territorial. 



En ese sentido, se dispone que el Servicio de Impuestos Internos deberá reevaluar, en el período comprendido entre dos reavalúos nacionales, a las comunas o sectores de estas en que se produzca una ampliación en el límite urbano, de manera que las contribuciones capturen de forma adecuada el incremento de valor de los bienes raíces ante esta situación.



Asimismo, a los predios cuyo avalúo se determine entre dos reavalúos nacionales se les girará el total del impuesto reavaluado en el semestre anterior al que corresponda aplicar el nuevo avalúo fiscal.



Por último, respecto de aquellos bienes raíces no agrícolas urbanos que correspondan a sitios no edificados, propiedades abandonadas y pozos lastreros, se aplicará la sobretasa de 100 por ciento, se trate de sitios urbanizados o no.



Finalmente, el proyecto de ley contiene un artículo cuarto, el cual grava, con una tasa especial de 10 por ciento, el incremento de valor que se produzca a consecuencia de la ampliación del límite urbano, a contar del inicio del proceso del anteproyecto de plan regulador, impuesto que se materializará en el momento en que se enajena el inmueble y hasta la primera enajenación que se realice después de publicado el referido plan.



Los tributos que se van a recaudar por esa operación se destinarán al Fondo Común Municipal (62,5 por ciento) y a la comuna donde se verifique dicho cambio (37,5 por ciento).



Señor Presidente, con esta iniciativa de ley buscamos, primero, perfeccionar y mejorar los niveles de participación en la generación de nuevos instrumentos de planificación territorial; segundo, crear niveles de transparencia en el mercado del suelo, y, tercero, establecer el impuesto territorial especial para los cambios de uso de suelo (de rural a urbano) cuando los bienes que se hallen en esa condición se enajenen.



Muchas gracias, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto de ley viene a complementar otros que ya hemos despachado y que han sido promocionados en mensajes de la Presidenta de la República y activados a través de la Cartera de Vivienda, gracias a la labor de la Ministra Paulina Saball, a quien le expreso mi reconocimiento.



Son varias las iniciativas que ha aprobado la Comisión de Vivienda con el objeto de ir ordenando lo relativo al crecimiento y desarrollo urbanos. De hecho, el Senado ya despachó un proyecto que dice relación con el aporte a los espacios públicos. 



Cuando se construyen villas o poblaciones, nadie se hace cargo de las inversiones para construir los accesos, por ejemplo. Por eso se presentó una iniciativa que se ocupa de resolver el aporte proporcional que cada uno de los proyectos en construcción contempla, con una carga para el área pública respecto de la cual no hay financiamiento. Eso es lo que se busca resolver.



De otra parte, nos encontramos con fenómenos relacionados con aumento de plusvalía a raíz de la medida administrativa de cambio de uso del suelo. Ello genera falta de competencia y opacidad en el mercado del suelo y propicia un enriquecimiento -no diría “ilícito”- absolutamente injustificado, lo que busca remediar el proyecto que nos ocupa. En efecto, cuando se origina un cambio de uso del suelo, se produce un alza de precios sustantiva, significativa, que solo va en beneficio de los propietarios que se ven favorecidos por dicha medida.



En la Comisión debatimos respecto de los alcances de las distintas acciones que realiza el Estado cuando hace inversiones en infraestructura, como la construcción de una línea del Metro. ¿Acaso no mejora también la plusvalía de las propiedades que se ubican alrededor de esas grandes obras que benefician y desarrollan el sector? 



Habría sido deseable que el proyecto hubiese considerado la captura de una parte del mayor valor que genera el Estado con la construcción de infraestructura.



Sí se consideró que una parte de la ganancia, de la utilidad que se obtenga por el mayor valor que se produzca por un cambio de uso de suelo, de rural a urbano, que será un impuesto de 10 por ciento, va a ir en beneficio de la comuna. 



Eso da una razón de justicia a la iniciativa, de equidad, pero también de transparencia, pues todos quienes intervengan en el mercado del suelo contarán con la información que les permita igualdad de oportunidades para competir. 



Si alguien recibe información privilegiada o llega a conocer, de manera administrativa, de manera rápida, poco transparente, sin participación, una decisión administrativa que lo beneficia en particular, naturalmente quedará en condiciones de privilegio, lo que atenta contra la libre competencia. Y, a mi juicio, eso no nos ayuda a defender lo que queremos: los intereses de la comunidad y la promoción de la libre competencia y del desarrollo.



Alguien dijo: “Con este impuesto se va a desincentivar la inversión en desarrollo”. ¡Todo lo contrario! Va a crear condiciones de transparencia y de mayor participación de la comunidad: la gente tendrá conocimiento de que en este mercado la información se entrega de manera transparente.



Por último, hago presente que el gravamen que busca establecer este proyecto va a favorecer que las comunas reciban recursos interesantes y significativos, que les van a permitir realizar inversiones de desarrollo en otras áreas.



Creo que esta iniciativa es parte de lo que se ha ido construyendo con distintas normativas, en orden a contar con mayor transparencia, mayor regulación y mayores incentivos para que la comunidad tenga más conocimiento y participación.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, en esta materia, sin lugar a dudas, hay grandes vacíos en nuestra legislación, debido a que el suelo es un bien especial. No se le puede dar el mismo tratamiento que a cualquier otro bien. No se trata de un tema simple de oferta y demanda. 



Ello viene de la época de Adam Smith, quien fue el primero en decir que la renta del suelo no tiene nada que ver con los márgenes, con la utilidad de cualquier otro negocio, de cualquier otra actividad.



Desde los tiempos de Adam Smith y David Ricardo, se planteaba que había que darle otro tratamiento y entender la lógica del suelo en relación con la función que cumple, además de considerar el aspecto de las rentabilidades.



En esta materia tenemos mucho atraso. Estamos muy lejos de la legislación de varios países. Sin ir más lejos, me refiero a Colombia, Brasil, Estados Unidos, las naciones europeas. 



¡Nosotros estamos muy atrasados!



Entiendo que la OCDE está trabajando sobre ese tema, a propósito del caso chileno. Luego conoceremos un informe que dice relación con este asunto. En dicho documento -hasta donde yo sé- la OCDE constata que nuestro sistema es malo, porque carece de instrumentos para ver cómo organizar el territorio e influye mucho la espontaneidad. 



Por otro lado, carecemos de un sistema de tributos que permita que los que usan el suelo de determinada manera aporten de la forma correspondiente a la sociedad.



Asimismo, analizaron nuestra reforma tributaria y la encontraron realmente muy precaria. No logran entender que hayamos puesto un colchón a la ganancia de capital de 8 mil UF. Son muy críticos con el hecho de que se haya puesto ese colchón. 



Del mismo modo, les llama la atención que haya tanta propiedad en Chile que no paga contribuciones y que exista un monto exento, una franquicia tributaria, hasta para las viviendas más caras, porque los primeros 22 millones de pesos no pagan contribuciones. Pero esa es nuestra forma de organizarnos.



Bueno, todo eso es muy crítico.



¿Qué hace el proyecto? Busca avanzar en establecer normas que permitan un uso más racional del suelo y, además, que garanticen más transparencia en la forma en que se mueve este mercado. Efectivamente hay muy poca transparencia, tal como ha dicho la Ministra.



La transparencia tiene que ver, por ejemplo, con los observatorios del mercado del suelo; con contar con un sistema que permita entregar información al resto de la gente para que se sepa a qué valor se están transando las propiedades. Se necesita que haya claridad en todo ello, porque este mercado, por definición, es muy poco transparente. Además, el que eso se conozca va a permitir que se tomen decisiones con datos más concretos.



A su vez, se requiere una planificación. 



Nosotros tenemos un serio problema: los instrumentos de planificación no son imperativos, sino normas orientadoras, generales, lo cual es totalmente distinto al concepto de planificación que había antes de la dictadura. En ese tiempo, la planificación igual tenía muchos problemas, pero había cierta certeza respecto de por dónde debían caminar las ciudades.



Este proyecto actualiza instrumentos, crea formas de información y da mucha mucha transparencia al mercado del suelo. 



Para todo eso se contempla la existencia de estándares mínimos para los instrumentos de planificación urbana y normas urbanísticas supletorias para terrenos sin planificación comunal o seccional.


O sea, lo que se dice de Estación Central es increíble: que no haya habido ninguna planificación y que haya ocurrido lo que ahí ocurrió debido a que la municipalidad no hizo la planificación correspondiente; aunque parece que la había y no se aplicó.



Se requiere que la planificación se vaya actualizando muy periódicamente y que existan formas más rápidas de corregir que las actuales, pues estas van bastante detrás de los hechos.



Hay un tratamiento singular en el caso de las viviendas sociales. 



El tema que más polémica provocó en la Comisión fue qué pasaría con la plusvalía obtenida ante cambios de planes reguladores de aquí en adelante, y con las utilidades alcanzadas en el momento de la venta. 



Pues bien, la iniciativa propone una tasa de 10 por ciento sobre el diferencial, como aporte a la ciudad, pero solo con respecto a cambios en los planes reguladores. Si uno ve otras legislaciones, también se aplican a propósito de la instalación del metro y, en general,  de grandes avances en inversiones públicas. Acá no: únicamente por cambios en el plan regulador. O sea, solo un cambio normativo obligará a hacer un aporte al desarrollo de la ciudad. 



En mi opinión, si bien este es un proyecto que avanza, constituye un paso bien modesto, bien moderado, en la línea que exhiben otros países latinoamericanos. Nosotros estamos tremendamente atrasados.



Recién nos estamos poniendo a tono con respecto al retraso que tenemos por una determinada concepción del suelo, como si fuera un bien cualquiera y no uno que posee condiciones muy singulares.



Considero que hay que aprobar este proyecto de ley. Ya lo hicimos en general y ahora deberíamos hacerlo también en particular.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, esta es una iniciativa que, como se ha dicho, es un paso modesto pero importante.




En Chile hemos sido testigos, a través de diversos medios de comunicación, de muchos casos (CAVAL y otros) relacionados directamente con el tema que estamos abordando en el presente proyecto de ley, como es la especulación en el mercado del suelo y la modificación de los planes reguladores cuando se cambia el destino del uso de suelo para un negocio de alguien, generalmente cuando ese alguien es una persona que tiene no solo conflictos de interés, sino también información privilegiada sobre los cambios en los planos reguladores.



Aquí mismo, en San Antonio, hay un caso en Altos de Barranca, donde un privado tiene un paño enorme, un exfundo, y, efectivamente, hay mucha especulación en cuanto a que un cambio en el plan regulador podría darle la posibilidad de instalar empresas no contaminantes, afectando la calidad de vida de miles de vecinos, personas de trabajo y de clase media, que compraron allí su vivienda, por los trastornos que ello implicaría,  como el paso de camiones de alto tonelaje. Es lo que ocurre cuando se cambia el uso residencial del suelo por uno industrial, para la instalación de empresas no contaminantes.



Obviamente, y con justa razón, los vecinos tienen todo el derecho a pensar que ahí puede haber información privilegiada de parte del privado, que este sabe que tiene la posibilidad de solicitar un cambio en el respectivo plan regulador.



Por esa razón es tan importante, como en el caso de San Antonio, que el alcalde, los  concejales y las autoridades municipales se reúnan con los vecinos, conversen el tema y despejen cualquier duda que exista al respecto.



Menciono este ejemplo porque hay otros en los que no hay aclaración de dudas y los alcaldes no se reúnen con los vecinos. Con la iniciativa en debate, en cambio, la ciudadanía va a tener una participación destacada en el desarrollo de cada proyecto y, por supuesto, habrá un impuesto adicional frente al eventual cambio en el uso del suelo. 



A mí, en lo personal, me cargan las alzas de impuestos, pero aquí estamos hablando de casos en que hay un interés en el cambio del plan regulador, lo cual, evidentemente, debe ir de la mano con el cobro de un impuesto, a fin de que no sigamos viendo la especulación que se aprecia a propósito de muchos terrenos que existen en nuestro país. Todos somos testigos de que de la noche a la mañana se cambia el uso del suelo, y un lugar que era residencial, destinado a un parque o espacios comunitarios, finalmente se asigna a otros objetivos, afectándose la calidad de vida de la gente que vive en las distintas comunas.



Por esa razón, este es un proyecto modesto en sus propósitos. No implica un tremendo cambio o revolución, pero sí constituye un paso adelante en transparencia; en participación de la comunidad, para que ningún cambio se haga a sus espaldas (los planes reguladores son un instrumento de trabajo muy importante y, obviamente, la comunidad también debe participar en ellos), y en cuidar el buen uso del suelo, el cual, al igual que el agua, se convierte cada día en un bien más escaso. De pronto no se dimensiona que suelos destinados originalmente a parques y áreas verdes terminan usándose para la construcción de áreas comerciales, afectándose con ello la calidad de vida de las personas que han comprado sus viviendas en la zona.



Anuncio mi voto a favor.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más Senadores inscritos.



Por lo tanto, el proyecto queda para segunda discusión. 



--El proyecto queda para segunda discusión. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, quiero referirme a una cuestión más bien de orden.



La Comisión Mixta despachó el Presupuesto. Entiendo que la Cámara está citada a las 6 y media para tratarlo junto al proyecto de ley de reajuste. ¿Usted ya definió los tiempos en que veremos ambas iniciativas? ¿Habrá sesión especial mañana? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tenemos la sesión ordinaria de la tarde, de cuatro en adelante, y creo que ahí se pueden despachar ambos proyectos, porque vienen consensuados.

El señor PIZARRO.- Sí, pero siempre son bien discutidos. 



Tal vez sería conveniente citar a una sesión especial de 12 a 14 para ver una materia y en la tarde ver la otra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tendría que solicitar el acuerdo de los Comités para esos efectos.

El señor PIZARRO.- ¿Lo puede pedir ahora, señor Presidente? 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a hacer las consultas y le respondo, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Gracias, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Le propongo a la Sala ver a continuación los proyectos que no son de quorum especial, empezando por el signado con el número 13 en la tabla (relativo a la prohibición del uso de leña y que es de artículo único), para seguir con los números 14 y 15.
El señor BIANCHI.- El 13 no, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, el proyecto número 13, iniciado en moción del Senador señor Girardi, prohíbe el uso de la leña. 



Yo necesito más tiempo para revisarlo, porque hay lugares de la región que represento que precisamente usan leña para calefaccionarse. Por lo tanto, no me parece una prohibición tan simple de aprobar. Creo que se trata de un proyecto que amerita mayor discusión. Como la mía, habrá otras regiones donde el uso de la leña es la única posibilidad de calefaccionarse en época de invierno.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El proyecto se refiere solo a la Región Metropolitana, señor Senador. Nada más.

El señor BIANCHI.- ¿Y qué pasa en las zonas rurales de la Región Metropolitana, señor Presidente? Me parece que hay que discutir bien el tema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con respecto a lo planteado por el Senador señor Pizarro, estoy haciendo las consultas pertinentes.

El señor PIZARRO.- Cite de dos y media a cuatro, señor Presidente. Vemos primero el proyecto de Ley de Presupuestos y después el de reajuste, que es más entretenido. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No tengo problema. 



Algunos Comités me acaban de manifestar que sería factible hacer eso. 

El señor PIZARRO.- Perfecto. 



Su capacidad para buscar acuerdos, señor Presidente, lo ha caracterizado toda su vida.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Me alegra, señor Senador, que me reconozca esa capacidad. 



Entonces, podríamos citar primero -aunque de todas maneras lo verificaré con el resto de los Comités, porque solo consulté a algunos- para despachar el informe de Comisión Mixta sobre el proyecto de Ley de Presupuestos, y después pronunciarnos respecto del reajuste del sector público, siempre que nos llegue el proyecto desde la Cámara. 

El señor PIZARRO.- Lo despachará hoy, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pero primero debe pasar por la Comisión de Hacienda. 

El señor PIZARRO.- Puede verlo en la mañana. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por eso, yo citaría de una a dos para tratar en primer lugar el proyecto de Ley de Presupuestos y luego el de reajuste. 

El señor PIZARRO.- De acuerdo. La Comisión de Hacienda está citada en la mañana para ver el reajuste del sector público. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en ese sentido?

El señor PIZARRO.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lo que pasa es que hay Comisiones citadas con anticipación, a las cuales viene gente de regiones, que se ha preparado para participar. 



Entonces, si cita a la una, no podrán funcionar, por lo que sería mejor sesionar desde las 15 horas. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hay dos posiciones: una, citar de 13 a 14 y de 15 en adelante, y otra, realizar una sola sesión, de 15 en adelante. 

El señor LARRAÍN.- Hagamos dos sesiones, señor Presidente. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me parece muy bien que hagamos un esfuerzo excepcional para funcionar de una a dos y de tres en adelante, pero acordemos por unanimidad que las Comisiones citadas puedan funcionar y que sus integrantes bajen a votar en el momento oportuno. 



Creo que podemos compatibilizar las cosas si se abre la votación al principio de la discusión del informe de la Comisión Mixta sobre el proyecto de Ley de Presupuestos, y lo mismo con respecto al proyecto relativo al reajuste del sector público.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Yo le pediría al Senador señor Prokurica un poquitito de voluntad para poder compatibilizar nuestro trabajo. 



Hay que tener claro que mañana obligatoriamente, desde el punto de vista constitucional, debemos despachar el Presupuesto, cosa que, en mi opinión, podemos hacer en una hora. Y después tenemos que hacer lo propio con el proyecto de reajuste.



Por ello, solicitaría sesionar de una a dos, y luego, de tres de la tarde en adelante, dándole el tiempo necesario a la Comisión de Hacienda.

 El señor PIZARRO.- Ya está citada a las 11.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, pero quiero pedir autorización para que pueda conocer del proyecto de reajuste antes de que se dé cuenta en la Sala.



¿Habría acuerdo?

El señor LETELIER.- Sí, señor Presidente, pero que también se acuerde que las Comisiones citadas mañana podrán funcionar normalmente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto.



Entonces, si le parece a la Sala, habrá dos sesiones: una, especial, de 13 a 14, para despachar el Presupuesto, y otra, ordinaria, desde las 15 horas, para tratar el reajuste del sector público y el resto de la tabla; se autorizará a las Comisiones citadas mañana para sesionar, incluida la de Hacienda, y se facultará a esta última para estudiar el proyecto de reajuste antes de que se dé cuenta en la Sala.



--Así se acuerda. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- A continuación, veríamos el proyecto signado con el número 13 en la tabla. 

PROHIBICIÓN DE USO DE LEÑA EN REGIÓN METROPOLITANA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción del Senador señor Girardi, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario para prohibir el uso de leña y otros derivados de la madera o de la biomasa en la Región Metropolitana, con informe de la Comisión de Salud.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.180-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción del Senador señor Girardi):



En primer trámite: sesión 33ª, en 8 de julio de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Salud: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Bianchi ha pedido segunda discusión. 



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Seguimos con la iniciativa signada con el número 14 en el Orden del Día. 

JUEGOS INFANTILES NO MECÁNICOS PARA NIÑOS Y NIÑAS EN SITUACIÓN DE DISCAPACIDAD
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, en el sentido de establecer la obligatoriedad de juegos infantiles no mecánicos en espacios públicos y privados para niños y niñas en situación de discapacidad, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.701-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 17ª, en 30 de mayo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 45ª, en 12 de septiembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (presidente).- Esta iniciativa es de artículo único. 



Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, usted nos sorprende con estos cambios en la tabla. Pero está bien. 



Ahora, sobre este proyecto, puedo decir que hay una iniciativa de mi autoría, en la misma lógica, que no se ha refundido, subsumido y ni siquiera considerado en esta otra. Y, por lo tanto, pido que se estudie esa posibilidad. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No puedo hacer eso en la Sala, señor Senador. 

El señor BIANCHI.- Entonces, solicito que el proyecto vuelva a la Comisión, para que se analice ahí. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tampoco es factible acceder a esa petición, Su Señoría, porque ambas iniciativas están en trámites constitucionales distintos. 

El señor BIANCHI.- En ese caso, pido segunda discusión. 



--El proyecto queda para segunda discusión.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, propongo ver el proyecto signado con el número 15 de la tabla, que es de artículo único.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, el número 7 es muy sencillo. Tal vez podríamos ver ese.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Muy bien. 

ACUERDO ENTRE CHILE E ISRAEL SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA ADMINISTRATIVA MUTUA EN MATERIA ADUANERA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre Cooperación y Asistencia Administrativa Mutua en Materia Aduanera”, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.207-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto acuerdo:



En segundo trámite: sesión 28ª, en 11 de julio de 2017 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 62ª, en 22 de noviembre de 2017.



Hacienda: sesión 62ª, en 22 de noviembre de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Respecto de este proyecto, en la discusión que tuvimos en la Comisión de Relaciones Exteriores se planteó que técnicamente estaba bien y era bueno para ambos países. E incluso se sugirió la posibilidad de que el acuerdo se hiciera extensivo después, en los mismos términos, al Estado de Palestina. Así que no habría ningún problema en aprobarlo, señor Presidente. 



Ahora, si alguien lo quiere votar en contra, que lo haga, pero eso es otra cosa. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay acuerdo.



Está pidiendo segunda discusión el Senador señor Tuma, del Comité PPD. 

El señor PIZARRO.- Entonces, veámoslo mañana.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, siguiendo el orden de la tabla. 



--El proyecto de acuerdo queda para segunda discusión.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, no hay más asuntos en tabla que sean de quorum simple.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la iniciativa que figura con el número 15 es bastante obvia, pues se trata de una demanda de los trabajadores que tienen contrato con los municipios para la extracción de basura, mantención de áreas verdes, etcétera. 



Es un proyecto bastante elemental, en el que hubo unanimidad de la Comisión para garantizarles a estos trabajadores ciertos derechos. 



A mi juicio, deberíamos abocarnos ahora a su estudio. 

El señor LARRAÍN.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor PIZARRO.- Sigamos el orden de la tabla, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si hay acuerdo en la Sala, yo no tengo ningún inconveniente. 



Ya lo había planteado con anterioridad. 

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, le estoy solicitando que sigamos el orden de la tabla. 



Sé que tenemos ciertos problemas con algunos proyectos que necesitan quorum especial para su aprobación, pero hay otras iniciativas que no lo requieren y están antes. 

El señor LETELIER.- ¿Tiene problema en ver ese proyecto, colega?

El señor PIZARRO.- Ninguno. Solo estoy planteando seguir el orden de la tabla. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Senador Pizarro, hemos seguido precisamente ese orden. Sacamos de la discusión todos los proyectos que requieren quorum especial. No queda ningún otro de quorum simple, salvo el número 7, que quedó para segunda discusión, lo mismo que los números 13 y 14. Solo faltaría el 15, que es el único que podríamos tratar.
MEJORAMIENTO DE CONDICIONES DE REMUNERACIÓN Y EMPLEO DE TRABAJADORES DE EMPRESAS PRESTADORAS DE SERVICIOS EXTERNOS A MUNICIPALIDADES EN MATERIA DE ASEO DOMICILIARIO Y ORNATO 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas que incentivan mejoras a las condiciones de remuneración y empleo de los trabajadores que se desempeñan en empresas que prestan servicios externalizados a las municipalidades en recolección, transporte o disposición final de residuos sólidos domiciliarios, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.


--Los antecedentes sobre el proyecto (11.012-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 15ª, en 16 de mayo de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 53ª, en 11 de octubre de 2017. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer para las licitaciones que efectúen las municipalidades respecto de los servicios de recolección, transporte y disposición de basura domiciliaria, barridos y mantención de áreas verdes, una regla especial de evaluación en lo que se refiere a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones de los trabajadores, la que deberá alcanzar al menos el 15 por ciento de la ponderación total.



Asimismo, la remuneración que se ofrezca no podrá ser inferior al promedio devengado en los tres últimos meses previos a la licitación.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Así, lo aprobó en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier, y en particular con las modificaciones y por las votaciones unánimes que se consignan en su informe.


Cabe hacer presente que la mencionada Comisión, teniendo en consideración que la iniciativa no incide en materias presupuestarias o financieras del Estado, acordó que no requerirá informe de su par de Hacienda y solicita a la Sala proceder en ese sentido.


El texto que se propone acoger se consigna en las páginas 22 y 23 del informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión general y particular, ofrezco la palabra.



Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

El señor BIANCHI.- Yo había solicitado hablar antes.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- No tengo problema en que intervenga primero Su Señoría, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Gracias, señora Senadora.



Señor Presidente, por supuesto que comparto absolutamente el criterio de que, en la medida que mejoren las remuneraciones de quienes trabajan en esta noble, importante y esforzada actividad de la recolección de la basura, las empresas tengan mejores opciones de quedarse con la función pertinente en los distintos municipios del país.



Eso lo comparto y voy a votar favorablemente en tal sentido.



Pero hace un buen tiempo presenté otro proyecto de ley relacionado con los utensilios que los trabajadores o trabajadoras usan para la recolección de la basura. Por ejemplo, los buzos, los guantes, los zapatos de seguridad. Tales prendas las deben trasladar a sus domicilios donde las lavan o las limpian.



Y todos comprenderán que es una situación del todo compleja. En un domicilio donde hay niños puede significar un foco de infección. Esas prendas, al no estar esterilizadas ni nada parecido implican un claro riesgo de transmisión de enfermedades.



Entonces, la iniciativa de mi autoría exige que las empresas que presten servicios de recolección de basura permitan que el trabajador o la trabajadora, una vez finalizada su labor, deje su implementación en un lugar que se estime conveniente y se le entregue otro juego limpio a fin de que no deba llevarla y limpiarla en la casa, con los riesgos de contaminación que ello significa.



Ese proyecto está aún en la Comisión de Trabajo. Y por su intermedio, señor Presidente, quiero pedir a quienes la integran que a lo menos le den alguna velocidad a un texto que va en la misma línea de buscar mejoras a una actividad que no cualquiera hace, que no todos realizan, y que implica un enorme sacrificio. 



Ni hablar acerca de lo que envuelve recolectar la basura en la Región de Magallanes en la época de invierno, con nieve, con vientos sobre 80 kilómetros por hora, con el frío que se siente en esa temporada. Y lo mismo pasa en otras tantas regiones donde por cierto la situación climática hace que la recolección de basura sea una actividad extremadamente adversa, extremadamente dura y rigurosa.



Tratándose de tales personas, hoy día estamos dando la posibilidad de que los municipios manifiesten una preocupación y que a lo menos haya un 15 por ciento de ponderación especial, para que la empresa que ofrezca un mejor sueldo se quede con la licitación. También, se obliga a que con respecto a los implementos que se usen exista la precaución de que se esterilicen, se laven por la propia empresa y no tengan que ser llevados a los hogares, con los riesgos que ya he señalado.



Voy a pronunciarme -si usted abre la votación sería mejor todavía, señor Presidente- favorablemente por el presente proyecto de ley.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, la Comisión de Trabajo aprobó tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes, la iniciativa que nos ocupa, cuyo fundamento es entregar mejores condiciones de empleo y de remuneraciones, así como también dignidad a los trabajadores de servicios externos de recolección, transporte y disposición de la basura domiciliaria, y asimismo de barrido y mantención de áreas verdes, de las distintas comunas del país.


Lo anterior tiene que ver con un esfuerzo que se realizó para establecer requisitos en los procesos de licitación de los servicios externalizados, dado que de las 345 municipalidades existentes en el país, unas 263 llevan a cabo la función de aseo y ornato por medio de empresas externas, considerando todo lo que es barrido de calles, así como la extracción de residuos domiciliarios.



No olvidemos que en la Región de Valparaíso hubo conflictos muy grandes en esta materia, lo cual llevó en un momento a otorgar un bono a los trabajadores de la extracción de basura.



En el fondo, lo que queremos hacer, a través de esta iniciativa, es generar un requisito vinculado con cómo se deben realizar las licitaciones en forma más adecuada.



Cuando se discutió el proyecto, se tomaron en cuenta iniciativas de otros colegas, incluyendo la del Senador que me antecedió en el uso de la palabra. Se tuvo a la vista su texto y se consideró que no era materia de este proyecto, dado que aquí se trata, en primer término, de modificar el artículo 6° de la ley N° 19.886, respecto a la base de contrato administrativo y suministro de prestación de servicios (es decir, de ChileCompra, por así decirlo), en que se incluyen ciertos criterios. 



En términos generales, se establece que va a existir, cuando se evalúen los contratos, una ponderación en que a lo menos el 15 por ciento del total de la licitación tenga que tomar en cuenta...

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Me permite abrir la votación, señor Senador?

El señor LETELIER.- Muy bien.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede continuar, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Como decía, señor Presidente, se debe a lo menos dar un 15 por ciento de la ponderación total de la licitación a la mejoría de condiciones de empleo y remuneraciones.



Se contempla, igualmente, como requisito el hecho de que no pueda ocurrir -y muchas veces constituye una práctica- que las personas que vienen laborando en un municipio donde se produce una licitación vuelvan a fojas cero; es decir, que todas las conquistas que hayan alcanzado los trabajadores organizados con una empresa durante cuatro años sufran un retroceso al licitarse nuevamente, lo que en numerosas oportunidades significa una pérdida de remuneraciones.



Por ello, se dispone -y es una de las modificaciones que se consagran- que la oferta no podrá ser inferior al promedio de las remuneraciones devengadas en los 3 últimos meses previos a la licitación. Y aquel antecedente debe ser incluido por los municipios en las bases de licitación: han de especificarse tales promedios.



Asimismo, se establece como requisito de admisibilidad, y es importante que así sea, que la empresa presente una dotación suficiente de trabajadores que posibilite la realización de las labores habituales dentro de la jornada laboral, de manera de evitar una sobrecarga (algo que pasa en algunos municipios con demasiada frecuencia), sin perjuicio del derecho a que exista el pago de las horas extraordinarias cuando corresponda.



Finalmente, en la línea de los requisitos de admisibilidad de las ofertas, es bueno destacar que en el texto aprobado por la Cámara de Diputados y por la Comisión de Trabajo se consigna la exigencia de presentar un programa de gestión de los riesgos que implican las labores de aseo y ornato, con sujeción a las disposiciones legales y la normativa que las regulan, como también a los criterios definidos en la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo.



Señor Presidente, en el presente proyecto estamos hablando de miles de personas que trabajan en actividades de aseo y ornato o de barrido de calles o de extracción de residuos domiciliarios.



La ley en proyecto, de alguna forma, es muy parecida al esfuerzo que hemos hecho respecto de las manipuladoras de alimentos, quienes trabajan para empresas contratadas por el aparato público, normalmente por la JUNAEB.



En este caso…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminó su tiempo, señor Senador. 



Le vamos a dar un minuto adicional para que pueda concluir.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que en este caso lo que se busca es que en los contratos de los municipios exista la posibilidad, para ciertos servicios pagados, de garantizar a los trabajadores condiciones dignas de remuneración, de seguridad y de higiene.



Estamos hablando de miles de trabajadores, y por eso la Comisión aprobó esta iniciativa en forma unánime. Constituye un tremendo avance, por lo cual esta invita a aprobarla de la misma forma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, quiero reiterar lo que hicimos en la Comisión de Trabajo, que es bien importante, en términos de algunas mejoras y de la especificación de algunos temas durante la tramitación del proyecto que venía de la Cámara de Diputados.



Además, es bueno para la historia de la discusión de este proyecto que se sepa que discutimos acerca de la pertinencia de aumentar el porcentaje. Todos teníamos la tentación de que se ponderaran en mayor medida aquellos elementos que tienen que ver con las remuneraciones, con las condiciones de empleo, que es el gran aporte que se hace: el fijar un piso de 15 por ciento.



Para eso revisamos, junto con distintos municipios y la Asociación Chilena de Municipalidades, las experiencias existentes. En definitiva, también se buscaba respetarlas.



De otra parte, no se trata de fijar un techo, sino un piso, un mínimo. Y ojalá que sea tomado de esa forma, porque aumentar más el porcentaje hacía que se pusieran en riesgo otras condiciones también relevantes, en términos de equipamiento, de la calidad de los carros. En fin, eso fue parte de lo que vimos en el detalle.



Es importante que hayamos incluido al servicio de barridos, no solamente de retiro de residuos domiciliarios y de mantención de áreas verdes, que no estaban incorporados inicialmente, y que se encuentran en iguales condiciones: es decir, muchas veces están sujetos a la misma licitación, o deben ser garantizados por el municipio que los contrata.



Por otro lado, respecto del detalle de lo que significan las condiciones de seguridad, de higiene, tuvimos una discusión, y es relevante que la pueda conocer el resto de los colegas en la Sala.



Era difícil empezar a determinar cada uno de los aspectos relacionados con el cumplimiento de las normas en materia de higiene y seguridad en el trabajo.



Su significación está consignada en el texto, entendiendo que hay puntos más en detalle que corresponde verificar a la Dirección del Trabajo en su inspección operativa. Pero el contenido está puesto sobre la mesa y en el texto específico.



Por último, quiero destacar que se haya establecido también un piso para siguientes licitaciones. Porque es habitual que cuando se termina una licitación, aunque siga la misma empresa y los mismos trabajadores, exista una merma en las remuneraciones de estos, incluso tras un proceso de negociación colectiva.



Entonces, establecimos que se tomen en cuenta los últimos tres meses de remuneraciones, y que sean considerados también en las bases de la licitación para marcar cuál es la referencia respecto a sus montos. Esto, a fin de que la existencia de una nueva licitación no sea la vía para disminuir o mermar las condiciones salariales y laborales.



Hemos visto que lamentablemente eso se da no solamente en el caso de estos trabajadores, sino también de las manipuladoras de alimentos y en otras áreas donde el Estado licita a terceros que proveen los servicios.



Así que esta iniciativa, tal cual la hemos aprobado en forma unánime en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, y tras una revisión bastante exhaustiva junto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y el Ministerio del Trabajo, significa una mejora, un piso, en términos de mejores licitaciones, poniendo al centro a los trabajadores que, además, en esta área son fundamentales para cumplir con la tarea de mantener las áreas verdes, el aseo en la ciudad, la recolección de residuos domiciliarios.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito la anuencia de la Sala para que el Senador señor Tuma me reemplace en la testera.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me quiero sumar a las consideraciones que han hecho presentes los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra.



Efectivamente, este proyecto de ley busca mejorar las condiciones de remuneración y de trabajo de las personas que se desempeñan en empresas que prestan servicios externos a las municipalidades, en el ámbito de la recolección de basura, de residuos sólidos domiciliarios y de barrido.



Hoy día existe una norma que fija algunos criterios sobre cómo se hacen las bases de licitación, pero estas han probado ser insuficientes, y de ahí la conveniencia de avanzar en precisar algunos de ellos con carácter de mínimos.



Así, por ejemplo, la norma actual establece que “se otorgará mayor puntaje o calificación a aquellos postulantes que exhibieren mejores condiciones de empleo y remuneraciones.”. Y este proyecto fija cuáles son esas condiciones mínimas, en un porcentaje bastante razonable.



Lo que se ha dicho, como se recordaba, es que “la ponderación del criterio referido a las mejores condiciones de empleo y remuneraciones (…) no podrá ser inferior al 15% de la ponderación total de la evaluación.”.



Uno incluso podría decir que es poco (los representantes de los trabajadores nos pedían que fuesen de 20 o 25).



Sin embargo, como bien se señaló, aquí se han hecho las ponderaciones de las posibilidades alternativas de las situaciones que afectan a los municipios. Y se estimó que ese porcentaje era razonable, sin perjuicio de lo cual se agregó un criterio adicional que, a mi juicio, es quizás tanto o más relevante que el anterior: la existencia de un piso. Así, se dice que, efectivamente, “la remuneración íntegra que se ofrezca pagar a cada trabajador, no podrá ser inferior al promedio de las remuneraciones devengadas a los trabajadores que cumplían igual función en los tres últimos meses”.


Este punto garantiza que la situación de los trabajadores no va a empeorar. La situación se va a ir estabilizando al alza, dentro de lo que razonablemente se pueda pagar, pero nunca en forma inferior.



Muchas veces estas licitaciones servían precisamente para rebajar, cuando había gran oferta, las condiciones del mercado en perjuicio de los trabajadores.



Por eso, este 15 por ciento parece razonable, sobre todo si se hace en conexión con el piso que se fija en el sentido de que las remuneraciones no puedan ser inferiores a las que percibían los trabajadores en los últimos tres meses.



 Y eso ayuda enormemente.



En cuanto a cómo se pondera ese 15 por ciento: “se distribuirá en un 70% respecto del monto de las remuneraciones y en un 30% respecto de las condiciones de empleo ofrecidas que superen los mínimos legales,”.


Obtener una ponderación adicional si se hace un esfuerzo mayor por mejorar los mínimos legales es un incentivo para las empresas.



Finalmente, un factor que surgió en la discusión, que pareció muy interesante, es que en numerosas ocasiones la dotación que presentan las empresas prestadoras de servicios no se compadece con el número de horas de trabajo que realizan las personas en la recolección de basura.



Vale decir, se supone que los trabajadores deberían estar laborando ocho horas normales, o las 45 semanales, en total. Sin embargo, el tiempo efectivo de trabajo en la recolección de basura supera largamente aquello.



Entonces, desde el momento en que se presenta la licitación, se puede desprender que no van a tener el número de trabajadores, o la dotación suficiente para las horas de trabajo que supone la recolección de basura.



Por lo tanto, para asegurar que no se excedan los topes legales, se agregó una exigencia: “Será requisito de admisibilidad de la oferta la presentación, por parte de la empresa postulante, de una dotación suficiente de trabajadores que impida exceder los límites legales establecidos para la jornada de trabajo, incluidas las horas extraordinarias”.



Dicho de otra manera, si los trabajadores tienen que cumplir jornadas largas, estas no podrán ser superiores a las horas del contrato, más las horas extraordinarias autorizadas diariamente.



A los representantes de los trabajadores eso les pareció también una garantía que permite asegurar que no van a ser sobreexplotados más allá de las horas en que legalmente les corresponde cumplir funciones de acuerdo con las normas que rigen para todos los trabajadores.



Creo, señor Presidente, que esta normativa contribuye a mejorar las condiciones de los trabajadores de estas empresas, sin que ello constituya una merma o una dificultad económica para los municipios; y asegura, además, que las empresas que prestan estos servicios se adapten a las condiciones legales que son razonables de exigir para cualquier empresa.



En consecuencia, nos parece que este es un proyecto que avanza. Nosotros contribuimos a su perfeccionamiento en el debate habido en la Comisión y esperamos que la Sala tenga a bien aprobarlo, ojalá por unanimidad.



He dicho.

El señor TUMA (Presidente accidental).- Le ofrezco la palabra al Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, por cierto, me voy a sumar entusiastamente con mi voto a la aprobación de esta iniciativa.



Comparto y hago mías las expresiones del Senador Larraín y de otros Honorables colegas.



Voy a tratar de expresar lo mismo, pero puesto de otra forma.



Lo que hemos visto en el mercado laboral, en las economías modernas es una tendencia a la subcontratación, a la externalización de funciones. Y permanentemente el derecho laboral ha estado tensionado por las condiciones que existen en empresas o instituciones -léase “municipio”, en este caso- que tienen dos categorías de trabajadores: los con contrato de trabajo y aquellos que prestan servicios a través de empresas subcontratadas o que licitan ciertos servicios.



Ahora bien, esta legislación -y en esto me cuelgo de las palabras del Senador Larraín- identifica tres criterios, tres elementos que tienden a equilibrar o a hacer menos gravoso para los trabajadores el tema de la subcontratación o la externalización de funciones. 



Para comenzar, se exige una ponderación de por lo menos 15 por ciento respecto de las condiciones de remuneración de los trabajadores de las empresas que les ofrecen retirar la basura a los municipios.



Eso no existía antes. Alguien preguntará por qué se introduce esta legislación. Porque, de lo contario, eso no habría ocurrido. Lo que estamos haciendo mediante la presente iniciativa de ley, en relación con estas empresas -que siguen siendo tal vez importantes para el municipio, que no presta directamente la función, sino que la contrata en forma externa-, es exigirles ciertas condiciones respecto de sus trabajadores.



Por otro lado, está el tema del piso. Uno por definición habría pensado que una empresa subcontratada o externa a la cual se le compran los servicios no tiene vinculación con esto, pero se le exige de todas maneras un piso equivalente a un promedio no menor a tres meses de las remuneraciones devengadas.



O sea, nuevamente se establece un criterio.



Finalmente, está el tema de la dotación, que es bien interesante. No sé si ello se cumplirá del todo porque una cosa es cuando se licita, y otra si después, en la vida real, se va a fiscalizar. Pero, si entendí bien, la norma aprobada en la Comisión de Trabajo señala: “Mire, usted dice que desea prestar tal servicio de recolección de basura. Pero para estos efectos se requiere tanta dotación para cubrir tantas horas. Si lo que propone no me coincide, entonces podría quedar fuera de la licitación”. 



En otras palabras, se establece algo obvio: que no se pueden exceder las horas legales de trabajo. Eso es evidente. 



En el fondo, la norma está señalando lo siguiente: “Usted, en su licitación inicial, en su propuesta debe hacer calzar las horas de trabajo con la dotación que está proponiendo”. 



Es decir, nuevamente se están fijando criterios para evitar ¿qué cosa? Que, al final del día, en función de la -comillas- “buena disposición” de los trabajadores, en aras de no perder su empleo o de no enemistarse con el empleador, ellos tengan que cumplir funciones incluso más allá de las horas extras para hacerse cargo de una situación. 



Lo anterior impedirá tal vez la tentación de un empleador de presentar propuestas para llevarse el negocio de la basura con un número inferior de trabajadores.



Entonces, señor Presidente, la “belleza” -si usted me permite utilizar esa palabra- de este proyecto de ley es que trata de hacerse cargo de la externalización o la subcontratación de servicios, que es un tema bastante controvertido. Lo hemos visto en empresas nacionales como Codelco, pero esto trasciende a Chile: está presente también en países como Estados Unidos y otras potencias del mundo económico que hacen frente a la externalización incluso a nivel a internacional. 



En definitiva, lo que se hace acá es decir: “Okay, ustedes pueden subcontratar, pueden tener externalización, pero para eso se deben cumplir algunos criterios desde el punto de vista de las condiciones laborales: higiene, seguridad, remuneraciones”. Más allá de que no sean funcionarios de gobierno ni sean contratados directamente por el municipio, se les exige un piso mínimo.



Pienso que eso hace bastante más civilizatoria la situación.



En consecuencia, señor Presidente, voto entusiastamente a favor de este proyecto de ley. 

El señor TUMA (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos favorables y un pareo); por no haberse presentado indicaciones, queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic y Van Rysselberghe y los señores Bianchi, García-Huidobro, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor García.
El señor TUMA (Presidente accidental).- Quiero señalar, Sus Señorías, que en la aprobación de esta iniciativa se da una situación bien especial.



En sesión celebrada el 4 de octubre de 2017, la Presidenta accidental de la Comisión de Trabajo, Senadora señora Adriana Muñoz, informó del fallecimiento de cuatro dirigentes de la Federación Nacional de Sindicatos de Aseo, Servicios, Rellenos Sanitarios y Afines de Chile (FENASERCH).



La referida instancia contó con la presencia de dos de esos dirigentes en la sesión del día 12 de julio de este mismo año. 



Los trabajadores fallecidos son los señores Ricardo Erba Muñoz, Pablo Muñoz Pérez, Juan Pablo Méndez Espíndola y Luis Zapata González.



Creo que el mejor homenaje que este Senado les puede hacer es haber despachado este proyecto de ley, en el cual ellos estaban participando muy activamente.



Terminado el Orden del Día.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:


Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Hacienda, para pedir PAGO DE MONTO LÍQUIDO, NO DENTRO DE RENTA BRUTA IMPONIBLE, DE BONO POR DESEMPEÑO EN ZONAS EXTREMAS PARA MANIPULADORAS DE ALIMENTOS.


A la señora Subsecretaria de Hacienda, solicitándole instruir que BONO PARA MANIPULADORAS DE ALIMENTOS DE REGIÓN DE MAGALLANES Y DE LA ANTÁRTICA CHILENA SEA PAGADO EXENTO DE TODO GRAVAMEN E IMPUESTO.



Y al señor Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, para que entregue diversos antecedentes sobre RESULTADOS DE ELECCIONES POPULARES CELEBRADAS EL 19 DE NOVIEMBRE PASADO.


De los señores BIANCHI y QUINTEROS:



Al señor Ministro de Hacienda, pidiéndole EQUIPARACIÓN DE MONTO DE BONO TRIMESTRAL DE ZONA EXTREMA PARA ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN DE PROVINCIAS DE CHILOÉ Y PALENA EN LEY DE REAJUSTES DEL SECTOR PÚBLICO.


Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole antecedentes sobre NO INICIO DE SERVICIOS DE EMPRESA DE TRANSPORTES BIMODAL EL 17 DE NOVIEMBRE RECIÉN PASADO.



Y al señor Jefe de la Unidad de Antropología Forense del Servicio Médico Legal, para que informe sobre PLAZO DE EXÁMENES DE ADN Y ELEMENTOS CULTURALES DE RESTOS DE AVIONETA PIPER PA-23-250 EXTRAVIADA EN LA PATAGONIA ARGENTINA EN 1997.

Del señor TUMA:


Al señor Director Nacional de Gendarmería, solicitándole informar sobre RAZONES PARA NO INCLUSIÓN DE SEÑOR MARIO AGUAYO Y SEÑORITAS ANDYAREE YÁÑEZ Y CARLA ARÉVALO EN PRIMERA SELECCIÓN DE POSTULANTES A ESCUELA DE GENDARMERÍA.
)---------------(



--Se levantó la sesión a las 18:2. 









Manuel Ocaña Vergara,
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1
OFICIO DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE HA DADO SU APROBACIÓN, CON LAS EXCEPCIONES QUE INDICA, A LAS ENMIENDAS INTRODUCIDAS POR EL SENADO AL PROYECTO DE LEY DE PRESUPUESTOS DEL SECTOR PÚBLICO PARA EL AÑO 2018 Y COMUNICA LA NÓMINA DE LOS DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA ENCARGADA DE RESOLVER LAS DIVERGENCIAS SUSCITADAS DURANTE LA TRAMITACIÓN DEL PROYECTO DE LEY (11.452-05)
Oficio Nº 13.618

VALPARAÍSO, 27 de noviembre de 2017

La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha aprobado las enmiendas introducidas por ese H. Senado al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2018, correspondiente al boletín N° 11.452-05, con excepción de las siguientes, que ha rechazado:

-La que sustituye los artículos 1 y 2.

-La que incorpora un nuevo artículo 3.

-La que modifica el artículo 13.

-La que sustituye el artículo 27.

-La supresión de los artículos 30 y 31.

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL

Capítulo 01

Programa 01

-La que repone los gastos que fueron disminuidos por la Cámara de Diputados en el Programa señalado, Senado.

Capítulo 02

Programa 01

-La que reduce a $ 1 miles los gastos variables contemplados en el Programa Cámara de Diputados.

Capítulo 03

Programa 01

-La que reduce a $ 1 miles los gastos variables contemplados en el Programa Biblioteca del Congreso.

Capítulo 04

Programa 01

-La que reduce a $ 1 miles los gastos variables contemplados en el Programa Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA

Glosas comunes para todos los programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena

Glosa 02

Numeral 1

-La que suprime el párrafo final.

Capítulo 08

Programa 01

-La que reduce a $ 1 miles los gastos variables contemplados en este Programa, Subsecretaría de Prevención del Delito.

Capítulo 31

Programa 01

Subtítulo 24

-La que agrega nuevas Glosas 16 y 17, asociadas al Subtítulo.

Capítulo 32

Programa 01

Subtítulo 29

Ítem 06

-La que incorpora una nueva Glosa 03 a este Ítem, Equipos Informáticos.

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO

Capítulo 03

Programa 01

Subtítulo 24

Ítem 02

Asignación 011

-La que incorpora las nuevas Glosas 17, 18, 19, 21 y 22, asociadas a la Asignación 011.

Ítem 03

Asignación 002

-La que agrega una nueva Glosa 07, asociada a la Asignación 002.

Capítulo 04

Programa 01

-La que incorpora una nueva Glosa 11, asociada al Programa 01.

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACIÓN

Capítulo 01

Programa 03

Subtítulo 24

Ítem 03

Asignación 531

Glosa 05

-La que suprime, en su párrafo cuarto, la oración “El Ministerio de Educación procurará supervisar la instalación de los Servicios Locales de Educación.”.

Programa 30

Subtítulo 24

Ítem 03

Asignación 198

Glosa 02

-La que elimina, en el párrafo decimotercero, la expresión “, con excepción de las universidades estatales”.

Capítulo 03

Programa 01

Subtítulo 24

Ítem 03 Asignación 001

Glosa 04

-La que elimina su párrafo tercero.

Capítulo 05

Programa 01

Subtítulo 24

Ítem 01 Asignación 223

Glosa 07

-La que intercala, a continuación de la frase “de los Sitios del Patrimonio Mundial declarados”, la expresión “o en trámite de declaración”.

-La que agrega, después de la frase “o ejecución de proyectos;”, la expresión “postulación de proyectos de declaratoria;”.

Capítulo 09

Programa 01

Subtítulo 24

Ítem 01

Glosa 12

-La que la reemplaza.

Asignación 291

Glosa 11

-La que reemplaza su párrafo final.

Capítulo 17

Programa 02

Subtítulo 24

Ítem 02

Asignación 051

Glosa 02

-La que intercala un nuevo párrafo cuarto.

Capítulo 18

Programa 02

Subtítulo 22

-La que incorpora una nueva Glosa 03, asociada al Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo.

Capítulo 19

Programa 02

Subtítulo 22

-La que incorpora una nueva Glosa 03, asociada al Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo.

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS

Capítulo 04

Programa 02

-La que reduce a $ 1 miles los gastos variables contemplados en este Programa, Programas de Rehabilitación y Reinserción Social.

Capítulo 07

-La que repone los gastos que fueron disminuidos por la Cámara de Diputados en los programas presupuestarios del Servicio Nacional de Menores.

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL

Glosa 01

-Las que agregan en el inciso final de la Glosa señalada, asociada al Subtítulo 21, Gastos en Personal, las expresiones que en cada caso se indican:

- a continuación de la expresión “instituciones.” la oración “De esta actualización mensual se enviará informe dentro de los primeros 5 días hábiles al término de cada mes.”.

- a continuación de la palabra “trimestralmente” la frase “, 5 días después de terminado el trimestre respectivo,”.

- a continuación del punto final la oración “Todo lo anterior, será enviado a través del Ministerio de Defensa Nacional conforme las normas legales vigentes.”.

Capítulo 01

Programa 01

-La que repone los gastos reservados que fueron disminuidos del Programa Ejército de Chile.

Capítulo 09

Programa 01

-La que repone los gastos reservados que fueron disminuidos del Programa Fuerza Aérea de Chile.

Capítulo 23

Programa 01

-La que repone los gastos reservados que fueron disminuidos del Programa Subsecretaría para las Fuerzas Armadas.

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

Capítulo 02

Programa 03

-La que incorpora una nueva Glosa 08, asociada al Programa Dirección de Obras Hidráulicas.

Programa 04

-La que reduce los siguientes rubros de ingresos y gastos:

Subt.
Item





Miles de $

09

Aporte Fiscal


10.000.000


01
Libre




10.000.000

31

Iniciativas de Inversión
10.000.000


02
Proyectos



10.000.000

Glosa 07

-La que consulta un párrafo final nuevo para esta Glosa.

Glosa 08

-La que agrega, antes del punto final de la Glosa, la siguiente expresión: “, así como de la mantención de los recursos contemplados para su reparación durante 2018, en consideración al retraso de las obras producto de las investigaciones en curso”.

Subtítulo 31

-La que agrega nuevas Glosas 15 y 16, asociadas a este Subtítulo.

Programa 06

-La que añade una nueva Glosa 07, asociada a este Programa, Dirección de Obras Portuarias.

Subtítulo 31

Ítem 01

-La que añade una nueva Glosa 11, asociada a este Ítem, Estudios Básicos.

Programa 11

Glosa 05

-La que elimina la Glosa 05, asociada al Subtítulo 33.

Programa 12

-La que incrementa los siguientes rubros de ingresos y gastos:

Subt.
Item





Miles de $
09
APORTE FISCAL


10.000.000


01
Libre




10.000.000

31
Iniciativas de Inversión
10.000.000


02
Proyectos



10.000.000

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA

-La que repone los gastos que fueron disminuidos de la Partida por la Cámara de Diputados.

Capítulo 04

Programa 01

Glosa 02

-La que añade, en esta Glosa, a continuación de la expresión “o en desarrollo” la frase “, así como los eventuales incrementos de recursos,”.

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES

-La que agrega una nueva Glosa 04, asociada a la Partida.
PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

Capítulo 01

Programa 03

Subtítulo 24

Glosa 13

-La que suprime la señalada Glosa.

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD

Glosas Comunes a los Servicios de Salud

Glosa 02, Asociada al Subtítulo 22, Bienes y Servicios de Consumo

Letra e)

-La que reemplaza la frase “debiendo los profesionales prestadores tener la calidad de titular o contrata en el Sistema Público de Salud.”, por la siguiente: “debiendo contratar preferentemente a profesionales con la calidad de titular o contrata en el Sistema Público de Salud, sin que puedan en ningún caso prestar servicios en el mismo establecimiento en que se encuentran contratados.”.

Capítulo 11

Programa 01

-La que incorpora nuevas Glosas 11 y 12, asociadas al Programa 01.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES

Capítulo 01

Programa 06

Subtítulo 24

Ítem 01

-La que suprime las Glosas 09, asociada a la asignación 520 Subsidio Transitorio-Transantiago; 10, asociada a la asignación 521 Subsidio Transporte Público-Transantiago y 11, asociada a la asignación 522 Subsidio Especial Adicional-Transantiago.

-La que elimina en la Glosa 14 su oración final.

PARTIDA 21

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL

Capítulo 08

Programa 01

-La que consulta una nueva Glosa 20, asociada a este Programa, Servicio Nacional del Adulto Mayor.

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

Capítulo 01

Programa 06

-La que repone los gastos que fueron disminuidos del Programa 06 Consejo Nacional de la Infancia.

PARTIDA 26

MINISTERIO DEL DEPORTE

-La que repone los gastos que fueron disminuidos en la Partida por la Cámara de Diputados.

Capítulo 01

Programa 01

Subtítulo 24

Ítem 03

Asignación 004

-La que incorpora una Glosa 06, nueva, asociada a este Ítem, Promoción de la Actividad Física y Deporte.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO

Capítulo 01

Programa 03

Glosa 03

-La que suprime los numerales 3 y 4 de la Glosa, asociada al Subtítulo 23, Ítem 01, Asignación 001 “Jubilaciones, Pensiones y Montepíos”.

Glosas 21 y 22

-La que las elimina.

******

De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:

-don Felipe De Mussy Hiriart
-don Manuel Monsalve Benavides

-don Daniel Farcas Guendelman
-don José Miguel Ortiz Novoa
-don Leopoldo Pérez Lahsen
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 233/SEC/17, de 27 de noviembre de 2017.

Devuelvo la totalidad de los antecedentes.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fıdel Espınoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES Y REALIZA ADECUACIONES A DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(11.200-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “Suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Pizarro.



Concurrieron, además, las siguientes personas:





-Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; el Ministro, señor Gabriel de la Fuente; el Subsecretario, señor Gabriel de la Fuente; el Subsecretario, señor Víctor Maldonado; el Abogado de la División Jurídica, señor Gabriel Osorio, y los Asesores, señoras Florine Guerrero, Verónica Pinilla y María José Solano y señores Carlos Arrué, Fernando Carrasco, Hernán Campos, Nicolás Gatica y Gonzalo Frei.





-De la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo: el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; la Jefa de División Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe del Departamento Políticas, señor Osvaldo Henríquez; el Jefe de la División Desarrollo Regional, señor Rodrigo Suazo; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Abogado, señor Eduardo Suárez, y los Asesores, señores Erick Adio, José Luis Donoso, y el Periodista, señor Rodrigo O’Ryan.





-Del Ministerio del Interior y Seguridad Pública: la Asesora, señora Johanna Villablanca.





-Del Servicio Electoral: el Presidente del Consejo Directivo, señor Patricio Santamaría.





-De la Fundación Chile Descentralizado: el Presidente, señor Heinrich Von Baer; el Vicepresidente, señor Patricio Vergara; el Director Nacional, señor Diego Portales y el Director Valparaíso, señor Fernando Aldea.





-Del Instituto Igualdad, el Asesor señor Rodrigo Márquez.





-De la Fundación Jaime Guzmán: el Director Legislativo, señor Máximo Pavez, y el Asesor, señor Carlos Oyarzún.





-De la Universidad de Talca: el Experto en Derecho Constitucional, señor Humberto Nogueira.





-De Libertad y Desarrollo: el Asesor, señor Esteban Ávila.





-De la Biblioteca del Congreso Nacional: la Analista, señora Gabriela Dazarola.





-El Asesor de la Senadora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera.





-Los Asesores del Senador Carlos Bianchi, señores Claudio Barrientos y Nickolas Mena.





-El Asesor del Senador Alberto Espina, señor Fredy Vásquez.





- Los Asesores del Senador Rabindranath Quinteros, señores Jorge Frites y Claudio Rodríguez.





-El Asesor del Senador Andrés Zaldívar, señor Christian Valenzuela.





-El Asesor del Senador José García, señor Felipe Cox.





-Los Asesores del Senador Ricardo Lagos, señora Leslie Sánchez y señor Juan Pablo Alarcón.





-El Asesor del Senador Carlos Montes, señor Luis Díaz 





-La Jefa de Gabinete del Senador Jorge Pizarro, señora Kareen Herrera.





-La Asesora del Comité DC, señora Natalia Raggio.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Regular la elección popular de los Gobernadores Regionales.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Los diez artículos permanentes y los artículos transitorios primero y segundo, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo establecido en la disposición VIGÉSIMO OCTAVA de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.


El artículo 1° numerales 18) y 43), deben ser aprobados por las 3/5 partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo de la disposición DÉCIMO TERCERO de la Constitución Política de la República.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: artículo 1° números 1, 4, 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 21, 23, 24, 30, (38, 39, 40, 41, 42, 43, 44, 45, 46, 47 (que pasaron a ser números 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41, 42, 43), 49, 50, 51 y 52 (que pasaron a ser 45, 46, 47 y 48), 53 y 55 (que pasaron a ser 50 y 52); artículo 2° números 1, 2, 4, y 5; artículo 3° números 1 y 2; artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 8°; artículo 9° (que pasó a ser 10) números 2, 3, 4, 5, 6, 7 y 8, y artículo tercero, de las disposiciones transitorias.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 2, 3, 4, 7, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 24, 25, 28, 30, 31, 32, 33, 34, 35 y 36.
3.-
Indicaciones aprobadas 


con modificaciones: números 1, 5, 6, 8, 9, 10, 26, 29 y 37

4.-
Indicaciones rechazadas: números 27, 38.

5.-
Indicaciones retiradas: números 23, 34.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: 39.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se o se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Artículo 1º


Este artículo, mediante cincuenta y siete numerales, introduce una serie de modificaciones a la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional.

Número 2

Letra b)


Modifica el artículo 1° de la ley, que se refiere al intendente en su calidad de representante natural e inmediato del Presidente de la República en el territorio de su jurisdicción, y su inciso segundo establece la subrogación del intendente por el gobernador de la provincia que corresponda a la capital regional.


El proyecto aprobado en general modifica esta norma mediante dos literales.


El primero, letra a), reemplaza su referencia al intendente por otra a el delegado presidencial regional.


Por su parte mediante la letra b) se propone sustituir la oración inicial del inciso segundo que indica: “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.”, por la siguiente:





“El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial de mayor antigüedad.”.


La indicación número 1 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar el literal antes indicado por el siguiente:


“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial de mayor antigüedad, o en su defecto, por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.”.


El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que el sentido de esta indicación es mejorar el texto aprobado en general, y particularmente precaver  luna situación que puede ocurrir en el sentido que no exista ningún delegado presidencial que tenga más antigüedad, toda vez que recién se está implementando esta nueva institucionalidad en la que no sería posible resolver automáticamente el tema de la subrogación.


Señaló que con ese objetivo se agrega que en su defecto el delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.



Enseguida, el Honorable Senador señor Espina consultó si existe la necesidad que exista un delegado presidencial provincial en la cabeza de la región y, si ello no es así, solicitó una mayor explicación respecto al cuadro institucional.


El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que en la capital regional no existe delegado presidencial provincial sino que sólo delegado presidencial regional, y que en el caso que existan varias provincias, en las restantes existirá un delegado presidencial provincial.  


Agregó que, en su opinión, sería más conveniente que quien el subrogante sea nombrado directamente por el Presidente de la República, sin sujeción al criterio de antigüedad en atención a que es un funcionario de su confianza exclusiva, sugerencia que fue apoyada en forma unánime por la Comisión.


En consecuencia, se sometió a votación el la indicación número 1 modificada de acuerdo a la propuesta del Honorable Senador señor Quinteros, a la que adhirieron todos los miembros presentes de la Comisión, cuyo texto es el siguiente: 





“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.”.”.


- Puesta en votación, la indicación número 1 fue aprobada con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.
Número 3)


Este número introduce enmiendas al artículo 2° de la ley N° 19.175, que se refiere a las facultades del actual intendente en cuanto representante del Presidente de la República en la región que, de acuerdo al proyecto aprobado en general, corresponderán al delegado presidencial regional, para lo cual modifica su encabezado, su letra d) y el segundo párrafo de su letra l).


Este número no fue objeto de indicaciones. Sin embargo el Ejecutivo, de acuerdo a las opiniones vertidas durante la discusión de otras indicaciones, propuso modificar el primer párrafo de la letra l) del referido artículo 2° limitar la facultad de proponer al ministro respectivo la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que operen en la región, restringiéndola a los que no dependan o se relacionen con el gobierno regional.


Con tal propósito, propuso agregar la siguiente frase final a la letra l) del artículo segundo: “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que tal, como lo solicitó la Comisión, el Gobierno propone dar ciertas facultades tanto al Gobernador Regional como al Consejo Regional en su relación basado en la primitiva propuesta del Gobierno en atención a que el Gobernador Regional sólo tendría derecho a voto dirimente, entonces antes de ver la propuesta, es necesario despejar si tendrá o no derecho a voto y si será voto dirimente.





La primera propuesta es para el artículo 2 letra l) de la ley vigente que señala que el intendente -ahora el delegado presidencial regional- puede proponer al Presidente de la República, en forma reservada e informando al ministro del ramo, la remoción de los secretarios regionales ministeriales, y que en la misma forma podrá proponer al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región, norma a la cual se agregaría la frase  “que no dependan o se relacionen con el Gobierno Regional”.





El Honorable Senador señor Espina manifestó ser absolutamente contrario a tal modificación, estimando, además, que esa disposición busca un imposible que sólo generará conflictos en atención a que los Seremis necesariamente se van a relacionar con el gobierno regional, aunque no exista una dependencia formal. Agregó que si se busca una relación armoniosa no se deben agregar normas que previsiblemente producirán controversia, declarándose partidario de no modificar la norma pues es claro que no tienen doble dependencia.





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que entiende la norma en una forma distinta, pues aunque es indudable que el gobernador regional se relacionará con los seremis de diferentes maneras la norma se refiere a una relación legal, a una dependencia, a diferencia de lo que ocurre, por ejemplo, con el Consejo Nacional de Televisión que se relaciona con el Presidente de la República a través de la Secretaría General de Gobierno.





Agregó que la propuesta busca establecer una diferencia entre la forma de remover a un seremi o a un jefe regional de un organismo público, en que puede participar el delegado presidencial regional, y aquella de un jefe que dependa o se relacione con el gobierno regional en la cual no participa el delegado presidencial.  De esta forma, señaló, con esta última modificación propuesta por el Ejecutivo queda claro que el delegado presidencial no puede remover a alguien que depende del gobierno regional.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que cuando la Constitución o la ley se refieren a depender o relacionarse se refiere a cómo se organiza jerárquicamente el Estado, ya que al hablar de depender se refiere a un órgano centralizado y al decir relacionarse a los órganos que son descentralizados del nivel central.





- Puesta en votación, la modificación propuesta por el Ejecutivo fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros. Voto por su rechazo el Honorable Senador señor Espina.





Finalmente el Honorable Senador señor Espina: solicitó dejar constancia que su voto en contra se debe al hecho de que se está constituyendo una nueva estructura de la administración del Estado y que ello significará, desde el punto de vista jurídico, que las nuevas instituciones jurídicas serán analizadas y reinterpretados los conceptos actuales tanto por la Contraloría General de la República como por los tribunales de justicia. Agregó que tal como lo han señalado los asesores del Ejecutivo la agregación propuesta es una reinterpretación de las palabras que usa la Constitución, cuerpo normativo que consideraba a intendentes designados por el Presidente de la República al hablar de relacionarse, concepto que será reinterpretado de acuerdo a la nueva realidad, lo que determina que la modificación propuesta, en su opinión, se prestaría para generar numerosos conflictos.


En la última sesión en que se analizó esta iniciativa, al considerar algunas redacciones que se había solicitado perfeccionar, el Ejecutivo solicitó que la Comisión se pronunciara sobre la redacción del primer párrafo de la letra l) del antes citado artículo 2°, acompañando el siguiente texto: 


“l) Proponer al Presidente de la República, en forma reservada, con información al ministro del ramo, la remoción de los secretarios regionales ministeriales. En la misma forma, podrá proponer al ministro respectivo o jefe superior del servicio, en su caso, la remoción de los jefes regionales de los organismos públicos que funcionen en la región, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional.”.


En primer término se manifestó que la Comisión ya se había pronunciado sobre este numeral y sobre la redacción de la letra l), aprobándola, y que pronunciarse sobre la nueva propuesta del Ejecutivo importaría reabrir el debate, punto sobre el cual hubo acuerdo unánime entre los miembros presentes de la Comisión.


Al explicar su propuesta el Ejecutivo señaló que agregar la frase “que no dependa o se relacionen con el gobierno regional, tiene el propósito de precisa la facultad que tienen los delegados presidenciales para supervigilar los servicios públicos que están en la región, señalando expresamente que ella no se ejerce respecto de aquellos que no se relacionan o dependen del gobierno regional.





- Sometida a votación, esta última propuesta fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

Número 5

Letra a)


Con su letra a) reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 3 de la ley, por los siguientes:


“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.


Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia.”.


Respecto de este numeral se presentaron dos indicaciones.


Las indicaciones números 2 y 3 de Su Excelencia la Presidenta de la República y del Honorable Senador señor Quinteros, respectivamente, proponen agregar después de la expresión “existentes en la provincia” lo siguiente: “, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio”.


El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, dijo que esta indicación busca evitar busca evitar una eventual confusión que pudiera existir en el inciso segundo de este artículo cuando señala que corresponde al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, norma que le parece muy genérica al considerar que pueden existir servicios en la provincia que no estén sujetos a otra supervigilancia.


Agregó que se quiere hacer una distinción muy clara entre los que estarán sujetos a la supervigilancia del gobernador regional respecto de los que serán supervigilados por el delegado presidencial provincial, razón por la cual se propone precisar que la norma se refiere a aquellos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio, con lo cual, estimó, queda más claro que no se refiere a los servicios que vayan a crearse por ley o a las nuevas divisiones que dependen del gobernador regional en el territorio.      


El Honorable Senador señor Espina manifestó que no se debe dejar tan cerrada la ley, pues hay casos de organismos que no dependen a través de Ministerios, en materia de seguridad ciudadana especialmente, en que se ha discutido mucho este tema. 


Señaló que en la ley sobre traspaso de competencias se puede considerar una norma que indique que al producirse dicho traspaso se pasará a depender del delegado presidencial, estimando más conveniente no dejar cerrado el tema y dejar la norma más flexible en esta iniciativa por una razón de cautela legislativa.


El Honorable Senador señor Quinteros hizo presente su opinión en el sentido que la redacción propuesta por el Ejecutivo es totalmente concordante con lo aprobad en la reforma constitucional respectiva.


Enseguida, el Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, expresó que a la luz de lo dispuesto en el artículo 116 de la Constitución Política se da el caso que existirían servicios públicos que tendrían una suerte de doble supervigilancia, tanto de la delegatura presidencial regional como de la provincial a la vez, lo que genera dudas sobre quién es el superior jerárquico a nivel administrativo y quien supervigila, diluyéndose el actual esquema administrativo, manifestando que las indicaciones sólo hacen más confusa la norma.


El Asesor de la Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, hizo presente que en la reforma constitucional quedó establecido que existirían dos clases de servicios públicos en cuanto a su dependencia o relación.


En primer lugar, dijo, están los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, que son supervigilados o fiscalizados por el delegado presidencial regional, existiendo una jerarquía toda vez que el delegado presidencial provincial es un órgano desconcentrado del delegado presidencial regional, y la supervigilancia que puede ejercer el delegado provincial es bajo la fiscalización que le compete al delegado presidencial regional.


En segundo lugar, señaló que, tal como se ha indicado, el artículo 111 de la Constitución Política entrega la supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos que dependen del gobierno regional al Gobernador Regional, lo que constituye un estanco.


En la misma línea, agregó, cuando el artículo 115 de la Constitución entrega la supervigilancia y fiscalización de los servicios públicos al delegado presidencial regional se refiere a aquellos que dependen del Presidente de la República a través de un ministerio, de tal manera que no hay problemas de jerarquía o contradicción, ya que nadie duda que el gobernador es un órgano desconcentrado del actual intendente y tampoco nadie duda que el intendente actualmente es un órgano desconcentrado del Presidente de la República, por tanto, en virtud de la misma desconcentración, sostuvo, actúan de la forma señalada.     


En este escenario, manifestó, la indicación es correcta no sólo al hacer la interpretación del artículo 116 de la Constitución a que se ha hecho referencia, sino que además porque la interpretación de la Carta Fundamental debe hacerse en forma armónica.


El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, recordó que en la Comisión Mixta por el proyecto relativo a fortalecimiento de la regionalización del país, se trató la disposición de manera distinta. Indicó que con la redacción “que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio” se consideró una norma referida al delegado presidencial regional y no al provincial, pero que en este caso se refiere al nivel provincial.


Agregó que era posible entender que se quiera hacer una interpretación distinta de la norma, pero indicó que ella no busca ser una disposición interpretativa de la Constitución Política, pues el inciso segundo del artículo 116 de la misma se refiere textualmente a “los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa en la provincia”, y a nada más.  


El Honorable Senador señor Quinteros sometió a votación conjunta ambas indicaciones, en atención a que son similares.


- Sometidas a votación las indicaciones números 2 y 3 fueron aprobadas por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Walker, don Patricio, y por su rechazo el Honorable Senador señor Espina.

El Honorable Senador señor Espina hizo expresa reserva de constitucionalidad respecto de esta norma por estimar que, de acuerdo a lo planteado, ella excede el marco que fija el texto de la Constitución Política.

Número 6


Introduce, mediante dos letras, diversas modificaciones al artículo 4°, que se refiere a las atribuciones que el gobernador ejercerá informando al Intendente. 

Letra b)

Ordinal i


Sustituye el encabezamiento del inciso segundo que señala textualmente: “El gobernador tendrá todas las atribuciones que el intendente le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”, por el siguiente:





“El delegado presidencial provincial tendrá las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes:”. 


La indicación número 4, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituir este literal por el que sigue:


“i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.”.





- Puesta en votación, la indicación número 4 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina,  Quinteros y Walker, don Patricio.


En sesión posterior el Ejecutivo solicitó modificar el artículo cuarto, en que recae este número que, de acuerdo a las modificaciones aprobadas, se refiere a las facultades del delegado presidencial provincial, a fin de incorporar entre ellas algunas parecidas a las que las letras a), e) y f) del artículo 45 de la ley vigente contempla para el actual gobernador, disposición que, señaló, debiera derogarse.


Las letras que propuso intercalar como j), k) y l), son del siguiente tenor:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional.”.


Sometida a votación, esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Número 7


Incorpora modificaciones al artículo 5° de la ley que trata de la facultad del gobernador para designar delegados, con autorización del Intendente. Con la letra a) sustituye la expresión “del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”; y con la letra b), reemplaza el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.



La indicación número 5, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para consultar después de la letra a) los siguientes literales nuevos:


“b) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “delegados” por la palabra “encargados”.


c) Reemplázase, en los incisos segundo, tercero y cuarto, la expresión “delegado” por la palabra “encargado” todas las veces que aparece.


d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “acto de la delegación”, por la frase “acto de designación del encargado”.”.


El Honorable Senador señor Espina sugirió que por una mejor técnica legislativa, se redacten las normas como quedarían una a una.


Por su parte, el Honorable Senador señor Quinteros sugirió eliminar las dos últimas líneas del inciso tercero de la norma vigente que señala “y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, opinó que existe un problema de redacción, ya que en la letra d) se propone sustituir el acto de delegación por el acto de designación del encargado, porque son cosas distintas.


Dijo que una cosa es la designación de la persona que va a ejercer el cargo y otra cosa es la designación del encargo, entonces la norma debiese referirse al acto del encargo y no al acto de designación del encargado.


 El Asesor de la Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que compartiría el argumento si es que la norma señalara solamente “en el acto de designación del encargado”, caso en el cual podría tener razón, pero enfatizó que ello no es así en atención a que el texto continua y expresa “en el acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial determinará las facultades específicas que le delegue…”. Es decir, señaló, es en el acto de la designación en el que se determinan las facultades. Agregó que no se desea cambiar la institución de la delegación sino que el nombre de este delegado.


El señor Presidente anunció que sometería a votación la indicación número 5 modificada en el sentido de incorporar en ella la supresión de la antes mencionada frase final del inciso tercero.


En consecuencia, de aprobarse la indicación con las modificaciones señaladas, el texto resultante del artículo 5° de la ley sería el siguiente:


“Artículo 5°.- Con autorización del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial podrá designar encargados con atribuciones específicas para una o más localidades, cuando presenten condiciones de aislamiento o cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.


El encargado deberá ser ciudadano con derecho a sufragio y reunir los demás requisitos generales exigidos para el ingreso en la Administración Pública. En el acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial determinará las facultades específicas que le delegue, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá competencia.


Si la designación como encargado recayere en algún funcionario público, éste ejercerá su cometido en comisión de servicio, sin limitación de tiempo; si se tratare de una persona ajena a la Administración del Estado, se desempeñará ad honorem. El encargado, cualquiera que sea la calidad de su designación, quedará sujeto a las responsabilidades administrativas, civiles y penales a que están afectos los funcionarios públicos.


Un extracto de la resolución mediante la cual se designe al encargado, se publicará en el Diario Oficial y en un diario de los de mayor circulación en la provincia.”.


- Sometida a votación la indicación número 5, modificada en la forma antes señalada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Walker, don Patricio.

Número 10





El artículo 7° señala “Los cargos de intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional, serán incompatibles entre sí.”.





La modificación aprobada en general sustituye la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por “gobernador regional, alcalde, concejal, consejero regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial”.


La indicación número 6, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir este número por el que sigue:


“10) Sustitúyese el artículo 7 por el siguiente:


“Artículo 7.- Los cargos de gobernador regional, consejero regional, alcalde, concejal, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial serán incompatibles entre sí.”.”.


El Asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, hizo presente que existe una incompatibilidad que estaría quedando fuera de la norma y que si considera la ley orgánica constitucional de municipalidades, que se refiere al consejero de la sociedad civil, llamado consejero comunal,  que el artículo 95 de dicha ley estima incompatible con los cargos a que se refiere el artículo 7°, estimando que esa referencia debiese ser incluido en esa disposición.


El Honorable Senador señor Espina sugirió que se cambie el orden en el sentido que el cargo de delegado presidencial se agregue después del cargo de Gobernador Regional, porque si bien es comprensible que se haya optado por poner en primer lugar los cargos de elección popular, como los de alcalde y concejal, como se trata en este caso del representante del Presidente de la República por un asunto de jerarquía deben ir antes que los demás.   


- Sometida a votación, la indicación número 6 fue aprobada con la modificaciones antes señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina,  Quinteros y Walker, don Patricio.

Número 11


Este numeral reemplaza en el encabezamiento del artículo 8° la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


La indicación número 7 del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazarlo por el siguiente:


“11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.”.


El Honorable Senador señor Quinteros subrayó que su indicación reitera lo aprobado en general y sólo propone reemplazar el numeral para agregar una nueva modificación para corregir la referencia a la Constitución que contiene la letra f) del artículo en que recae.





- Puesta en votación, la indicación número 7 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina,  Quinteros y Walker, don Patricio. 

Número 18


El número aprobado en general sustituye el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales.


El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el capítulo VI del título II.”.


La indicación número 8, de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazar en el nuevo artículo propuesto la frase final del inciso primero que señala “, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales” por “y a las leyes”.


El Honorable Senador señor Espina indicó que existe un punto que sería bueno resolver, o al menos discutir, ya que existen dos tesis respecto del momento en que se van a realizar las elecciones de los gobernadores. Agregó que hay quienes creen que deben hacerse en conjunto con las de alcaldes y consejeros regionales, lo que significaría acortarles el período y duración del período a quienes ya son candidatos y resulten elegidos en esos últimos cargos, y que hay otros, entre los que se incluye, que creen que la elección del Gobernador debiera hacerse conjuntamente con la de Presidente de la República.


Agregó que, antes de proseguir con el estudio de cada una de las indicaciones, le parecía pertinente analizar ese aspecto lo que facilitará la decisión respecto de cada una de las modificaciones propuestas, y solicitó dejar pendiente la indicación y el artículo en que recae hasta que se resolviera el problema expuesto.


El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, expresó que más adelante en el proyecto se hace referencia a lo antes planteado, ya que la propuesta del Ejecutivo es que esta elección sea asociada a las elecciones municipales, agregando que en esta norma, en la que recae la indicación, no hay referencia al momento en que debe realizarse dicha elección.

El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que la indicación sólo dice relación con el inciso primero y no incide en el inciso siguiente, que efectivamente se refiere al momento en que debe realizarse la elección del Gobernador Regional, lo que corresponde a un tema que se debatirá más adelante.


La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que una cosa es la fecha de la elección, que tendrá que discutirse, y otra que la elección de Gobernador con la de Consejeros Regionales se haga en forma conjunta.


El Honorable Senador señor Bianchi dijo que efectivamente por parte de algunos consejeros regionales se ha manifestado preocupación por tener un período de tres años, pero que lo que estamos viendo acá es que esta elección tiene que ser coincidente con la elección de los consejos regionales. 


Por último, en el seno de la Comisión se manifestó que era necesario corregir el inciso segundo de la norma aprobada en general, dado que contiene un error en la referencia al capítulo VI del título II, pues la denominación que contiene la ley N° 19.175 es Título Segundo, aspecto formal en que coincidió la Comisión.


- Sometida a votación, la indicación número 8 fue aprobada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

Número 19


Intercala los artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies, que en cada caso se transcribirán.

Artículo 23 bis


“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.


c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada mediante sentencia ejecutoriada por alguno de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal.


d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.


e) Acreditar domicilio electoral en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.


f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 


No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.”.

Letra c)





La indicación 9 del Honorable Senador señor Espina, para reemplazarla por la siguiente:





“c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por delitos que señala la letra c) del artículo 54 de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.





El Honorable Senador señor Espina señaló que lo que se tenía considerado era que las inhabilidades fueran iguales a las que establece el Estatuto Administrativo que se refiere a las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito y lo que hace la indicación es agregar esa disposición.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que en la discusión que se ha producido en la Comisión Mixta encargada de proponer la forma y modo de resolver las divergencias producidas con ocasión de la tramitación del proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06),  se debatió mucho con respecto a los procedimientos concursales y se concluyó que resultaba más conveniente no hacer referencia a ellos sino que a la letra c) del artículo 56 de la ley N° 18.575 orgánica constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, sólo a esa parte porque incorpora todas las hipótesis.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que se deben distinguir dos situaciones. Por un parte, están las personas condenadas por crimen o simple delito y, por la otra, la norma en discusión habla de “no tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal”, por lo que se trataría de una definición de fondo que se debe realizar. 




La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que la norma actual se refiere a personas condenadas por quiebra fraudulenta, no se trata de personas que estén en un proceso de quiebra, por lo que se manifestó a favor de revisar esta norma y no eliminarla.





El Honorable Senador señor Espina hizo presente que hay tres categorías distintas que deben resolverse en este caso. Una que señala que la persona deudora esté sujeta a un procedimiento de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720 de reorganización y liquidación de empresas y personas donde nunca habrá sentencia condenatoria, pues se trata de un proceso de reorganización de sus pasivos, de tal manera que debe resolverse si es deseable que una persona en esa condición pueda optar a este cargo de elección popular.





Otro caso, continuó, es que el proyecto se refiere a la persona que no haya sido condenada por sentencia ejecutoriada por algunos de los delitos contemplados en los artículos 463, 463 bis o 463 ter del Código Penal, respecto de lo cual enfatizó que la norma era totalmente insuficiente porque deja fuera una serie de delitos de igual envergadura e incluso de peor reproche social, de tal manera que es totalmente arbitrario sólo considerar algunos y no todos.





En la misma línea, hizo presente que ya existía consenso respecto de que la persona tenía que estar condenada, por lo que se manifestó a favor de mantener la primera parte “ni condenada por crimen o simple o delito”, y agregó que una persona sujeta a reorganización de su patrimonio, no puede ser gobernador regional porque la incompatibilidad es evidente.   




La Honorable Senadora señora Von Baer consultó respecto de la posibilidad de establecer los mismos parámetros, porque en este caso, lo que se está exigiendo no es lo mismo que se exige para el delegado presidencial regional, y por lo tanto consideró que lo más  conveniente es establecer exigencias iguales en ambos casos.  






El Honorable Senador señor Espina señaló que en la ley de quiebras antigua las alternativas sólo se circunscribían a que ella fuera fortuita o fraudulenta, sin embargo, enfatizó, el nuevo procedimiento para la quiebra no considera estas categorías y termina con una reorganización del patrimonio y por esa razón ello no se consideraba en la ley.





Estuvo de acuerdo con que esta exigencia se incorpore para el cargo de alcalde y para los delegados presidenciales porque son los que administran recursos, tal como el Gobernador Regional.





El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, hizo presente sus dudas respecto de la primera parte de la letra c) que tiene que ver con la reorganización de las deudas, porque en ese caso, según dijo, no estamos en presencia de un delito sino que precisamente de un arbitrio que da la ley para aquella persona que está en una situación complicada respecto de sus deudas para que pueda reorganizarse.





Consideró que no debe perderse de vista que se aprobó una ley que permite incluso que cualquier persona natural, no estando en condición de ser una empresa, pueda acogerse a un sistema que le permita cumplir cabalmente con todos sus negocios y poder responder respecto de cada una de las obligaciones comerciales que tiene.





Una situación distinta, según dijo, es el caso de la segunda parte del literal que habla de los condenados, toda vez que se trata de ilícitos, de quiebra fraudulenta, que son reproches de mayor envergadura, por lo que estimó necesario ponderar la primera parte de la norma. En la misma línea, recordó que la decisión que se tomó en la discusión que se ha realizado hasta ahora en la Comisión Mixta antes señalada fue eliminar la primera parte de la norma porque no se trata de delitos, sino que de un proceso que sufre una persona que, amparada en la legislación, requiere reorganizar sus negocios porque tiene responsabilidad respecto de aquellos.  





El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que es necesario considerar también el punto de vista de la inconveniencia que una persona que vaya a ocupar el cargo de Gobernador Regional  o de Delegado Presidencial esté sujeto a una situación de este tipo, pues entra en una muy mala condición, por lo que consideró procedente que se contemple este caso desde el punto de vista normativo.





Agregó que no es el mismo caso de la persona que se halle condenada por crimen o simple delito que derechamente tiene causales inhabilitantes, de manera que enfatizó que es necesario considerar la primera parte sobre todo por el tema de probidad y conflicto de intereses.




La Honorable Senadora señora Von Baer indicó que al hacerse el cambio en la ley de quiebras el objetivo era no criminalizar a la persona que entrara en ese estado. No obstante, agregó,  este caso se refiere a una persona con una deuda pero sólo en el contexto de un quiebra, por lo que señaló que resultaba extraño que el castigo por la deuda fuera mayor que en otro caso, toda vez que una cosa es tener un quiebra fraudulenta con una condena y otra muy distinta es tener una quiebra que produce una deuda.





 El Honorable Senador señor Zaldívar dijo que es una situación distinta, y que la persona que está en un proceso de reorganización está en absoluta falencia, incapacitado de poder responder por sus deudas, y que en ese momento entra en el proceso de reorganización para tratar de cumplir con las mismas.





En este contexto, subrayó, es distinto el caso de la persona que tiene una deuda y que en la ley de quiebras precisamente no sólo se establece la quiebra a las empresas o a los negocios, sino que también puede acogerse una persona porque el objetivo es rehabilitar a la persona para que después pueda retomar su actividad comercial.   





El Honorable Senador señor Espina manifestó que son tres situaciones distintas. La primera dice relación con que una persona tenga o no deudas, y la regla general es que en los cargos de elección los Gobiernos no nombran a personas con deudas en el boletín comercial, porque el estándar que se les exige es más alto.





Otra situación es el caso en análisis, pues según dijo, esta es una situación más compleja porque no se trata que tenga deuda sino que se encuentra sometida a un procedimiento de liquidación de patrimonio que no se sabe en qué va a terminar, por lo que obviamente esta persona no puede estar habilitado para ser nombrado delegado o ser candidato a Gobernador.  





Enseguida, se propuso aprobar la indicación en estudio, con el siguiente texto:





“c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.”. 





 - Sometida a votación la indicación número 9, fue aprobada, con las modificaciones indicadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.
Letra e)


La indicación número 10 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “Acreditar domicilio electoral” por “Tener residencia”.


El Honorable Senador señor Espina consultó al Ejecutivo si esta norma es una disposición vigente actualmente para el caso del Intendente.


El Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, dijo que en el proyecto original  se establecía este requisito en concordancia con lo dispuesto en el artículo 124 de la Constitución Política, que señala expresamente que “debe tener residencia en la región a lo menos los dos últimos años”, sin embargo, en la Cámara de Diputados se modificó la redacción y se optó por tratar de hacer más exigente el requisito, pero señaló que al respecto existe texto expreso de la Carta Fundamental y es por eso que se presenta esta indicación.

A fin de consignarla en la misma forma que lo hace la Carta Fundamental se propuso el siguiente texto:





“e) Residir en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.”.





- Puesta en votación la indicación número 10, con la modificación consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 23 ter


“Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:


a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.


b) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


c) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.


d) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.


e) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.”.

Inciso primero

Letra a)


La indicación número 11 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar después de la expresión “provinciales,” la locución “los secretarios regionales ministeriales,”.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó una mayor explicación respecto a la situación general de las inhabilidades, para poder discutirlas en forma integral.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, señaló que la filosofía es que exista movilidad dentro de un mismo tipo de función territorial: Esto es, agregó, que sin renunciar al cargo se pueda ser candidato a otro cargo, pero que en el caso que se cambie de función exista la obligación de renunciar un año antes para poder ser candidato, ya sea, por ejemplo, un concejal que quiere ser Core o un alcalde que quiere ser Gobernador.


La Honorable Senadora señora Von Baer expresó que deseaba saber si quedaba claramente establecido que si un alcalde, concejal, seremi o delegado presidencial quiere ser candidato a Gobernador Regional, tendrá que renunciar un año antes, y que los Diputados y Senadores no pueden ser candidatos y que lo mismo ocurriría con un diputado que no va a la reelección en el caso que las elecciones sean conjuntas con las elecciones presidenciales.


El Honorable Senador señor Espina consultó por la razón que motiva a incluir al Seremi en el listado de inhabilidades, por cuanto consideró que era excesiva la limitante y preguntó por sus actuales inhabilidades.  


El Asesor de la Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que el artículo 32 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, que establece las inhabilidades para ser candidatos a consejero regional, menciona específicamente a los funcionarios públicos de exclusiva confianza del Presidente de la República, entre los cuales se encuentra el Seremi.


Actualmente, continuó, los Seremis pueden ser candidatos a Core siempre y cuando renuncien previamente a la declaración de candidaturas y lo que se estableció es que para pasar de un estanco a otro, tenía que existir el mismo trato de renuncia de un año antes.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, señaló que la materia es opinable e insistió que entre los distintos tipos de elección popular el Ejecutivo propone compartimentos estancos, pero otra cosa es lo que la Comisión considere respecto a los cargos del Gobierno como es el caso del Seremi. 


La Honorable Senadora señora Von Baer dijo que lo se logra con esto es ordenar, pues si bien la materia puede ser opinable no se puede volver a repetir lo que ocurrió con los consejeros regionales, en que todos podían ser candidatos a dicho cargo pero ellos no podían optar por otros cargos. 


El Honorable Senador señor Zaldívar compartió lo antes expresado en el sentido que se trata de una materia totalmente opinable, señalando que ver si existe una eventual inhabilidad debe considerarse la influencia que puede tener una persona, en el ejercicio del cargo, en términos que con sus decisiones pueda obtener un beneficio propio que no se daría en otros por una condición distinta, situación que entonces se tratará de evitar buscando que se abuse del respectivo cargo.

- Sometida a votación, la indicación número 11 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar. 

 o o o o


La indicación número 12 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone consultar después de la letra a) los siguientes literales nuevos:


“b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.”.


- Sometida a votación la indicación número 12 fue aprobada con, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar. 

 o o o o

Inciso segundo


La indicación número 13 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar la expresión “a) y b)” por “a), b), c) y d)”.





- Puesta en votación la indicación número 13, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 23 quáter


La norma aprobada en general señala:


“Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, de conformidad con lo dispuesto en esta ley. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”


La indicación número 14 del Honorable Senador señor Quinteros, propone sustituir la frase “de conformidad con lo dispuesto en esta ley” por “hasta el límite de doce horas semanales”.


- La indicación número 14 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 23 sexies


El artículo 23 sexies aprobado en general indica:


“Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:


a) Pérdida de la calidad de ciudadano.


b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.


c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.


d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.


e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.


f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 


g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 


La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.


Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.


La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal electoral regional respectivo, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.


En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal electoral regional respectivo la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


El tribunal electoral regional competente adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.


Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad local. 


La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.”.


Respecto de este artículo se presentaron las indicaciones número 15, 16, 17, 18 y 19.


La indicación número 15 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para sustituir la expresión “tribunal electoral regional respectivo” por “tribunal calificador de elecciones”.


La indicación número 16 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “tribunal electoral regional respectivo” por “tribunal calificador de elecciones”.


La indicación número 17 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “tribunal electoral regional respectivo” por “tribunal calificador de elecciones”.


La indicación número 18 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar la expresión “tribunal electoral regional competente” por “tribunal calificador de elecciones”.


La indicación número 19, del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazar la palabra “local” por “regional”.





El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que las indicaciones del Ejecutivo proponen que en el ámbito de la jurisdicción electoral en materia de cesación de cargos, dada la importancia de la sanción, ella sea entregada al tribunal calificador de elecciones y no a los tribunales electorales regionales.





Agrego que las causales de cesación en el cargo a la cual hace referencia el artículo fueron modificadas junto con las modificaciones a la legislación electoral, como cuando hay exceso en el gasto electoral, lo que se incorporó mediante una modificación constitucional y posteriores cambios a distintos cuerpos legales, sin perjuicio que ya habíamos determinado en la reforma constitucional que en materia de gobernadores también están afectos a la acusación constitucional.





La causal de la letra a), por ejemplo, será declarada una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República, que determina que la ciudadanía se pierde por pérdida de la nacionalidad chilena; por condena a pena aflictiva, y por condena por delitos que la ley califique como conducta terrorista y los relativos al tráfico de estupefacientes y que hubieren merecido, además, pena aflictiva.





El Asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, agregó que en nuestra legislación constitucional y legal existen dos sistemas para determinar las  causales de cesación de cargos históricamente.





Respecto de los diputados y senadores bien se sabe que las causales de cesación de cargos son conocidas y resueltas por el Tribunal Constitucional, por mandato constitucional. Por su parte las causales de cesación del cargo de alcalde las conoce el tribunal electoral regional en primera instancia y en segunda el tribunal calificador de elecciones, con excepción de la que dice relación con la violación de los límites del gasto electoral que por mandato constitucional conoce directamente el Tribunal calificador de Elecciones.





Por último, expresó que, de aprobarse las indicaciones de las causales de cesación de cargo del Gobernador Regional, que no es la acusación constitucional, conocerá el tribunal calificador de elecciones.





El señor Presidente anunció que sometería a una misma votación las indicaciones número 15, 16, 17 y 18, que dicen relación con el mismo asunto.


- Sometidas a votación, las indicaciones números 15, 16, 17 y 18 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.





Respecto de la indicación número 19, vuestra Comisión tuvo presente que la norma en que recae dice relación con el notable abandono de deberes del gobernador regional, figura que de acuerdo al proyecto pasara a ser delegado presidencial provincial, y que como esta disposición se aplicará ahora a la nueva figura del gobernador regional electo corresponde cambiar la afectación de que trata al nivel regional y no al local, como ocurre actualmente.


- Sometida a votación, la indicación número 19 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.


En la última sesión en que se analizó esta iniciativa el Ejecutivo solicitó reconsiderar el artículo 23 septies, haciendo presente que la Comisión sancionó que el gobernador regional tiene derecho a voto dentro del consejo regional, lo que solucionó varias interrogantes respecto a la relación que existiría del gobernador regional subrogante o el gobernador regional suplente, haciendo un símil de la relación existente entre los alcaldes y concejales, lo que motiva que se busque también igualar las normas sobre la subrogación y suplencia del gobernador regional, en términos semejantes a los de alcalde y concejal.





Para ello se propone reemplazar el artículo 23 septies por el siguiente:





“Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.





En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.





La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 





El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.





Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.”.





El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, señaló que cuando existe subrogación ella corresponde al el administrador regional que es nombrado por el gobernador, pero que cuando ella se extiende por más de cuarenta y cinco días el consejo nombra a un suplente. Esto no significa un nuevo gobernador regional, porque el gobernador regional si es que se mejora después de los ciento treinta días vuelve a ejercer su cargo. Si ello no ocurre se producirá la vacancia, que está regulada en otra disposición.


- Sometida a votación, la modificación propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 20





Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, se solicitó votación separada de la letra c) aprobada en general.





La Honorable Senadora señora Von Baer: manifestó que se propone suprimir la letra m) del artículo 24 de la ley N° 19.175, orgánica constitucional Sobre Gobierno y Administración Regional, que se refiere a las funciones órgano ejecutivo del gobierno regional.  Agregó que como en el proyecto de transferencia de competencias se regula la misma materia le preocupa hacerlo también en esta ley, pues ambas deben ser coherentes. 





De acuerdo a ello, agregó, le parece preferible que lo que tiene que ver con funciones y con atribuciones del gobernador regional, excepto en cuanto a las tareas que le competen ahora como presidente del consejo regional, sea visto en el oro proyecto, para discutirlas todas juntas, para lo cual solicita votación separada de la letra c) del numeral 20) del texto aprobado en general por el Senado, para eliminarlo, mantener el texto legal vigente y ver las funciones, atribuciones y competencias, en la comisión mixta que ve el otro proyecto.



Sometida a votación separada, la letra c) numeral 20 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.





En la última sesión en que se consideró esta iniciativa el Ejecutivo solicitó modificar la letra q) de la disposición vigente, en atención a que se aprobó el derecho a voto del gobernador regional en el consejo regional, reemplazándola por la siguiente:





“q) Presidir el Consejo Regional.





En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.



Sometida a votación esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.


Además, el Ejecutivo solicitó reemplazar la letra r) de la norma vigente por otra que establece que se convoca al consejo regional de acuerdo a las normas de su reglamento de funcionamiento, cómo se cita a sesión, permitiendo la utilización de urgencias por parte del gobernador regional y la modificación de la tabla dela sesión, de acuerdo al siguiente texto:

“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 


Las citaciones al consejo regional deberán realizarse en conformidad a las disposiciones que establezca el funcionamiento del consejo regional.


El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.


El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.





El asesor de la Honorable Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera, expresó que se busca conjugar el establecer un plazo mínimo para la citación con la posibilidad de atender en esa sesión una situación que resulte prioritaria que no fue prevista en la convocatoria, lo que resulta necesario regular para evitar eventuales vicios de índole administrativa en sus decisiones.  Por ejemplo, agregó, es posible que para decidir sobre una licitación se cite a una nueva sesión antes del plazo previsto para ello, lo que podría motivar que los oferentes no ganadores impugnen  la decisión del consejo por no haber cumplido con la forma. 





Agregó que actualmente los gobiernos regionales y los consejos funcionan con citaciones realizadas de acuerdo a los plazos que establecen sus reglamentos, que atienden las distintas realidades de cada Región, disposiciones que son aprobadas por la mayoría de los consejeros, que son elegidos de la ciudadanía, lo que resulta más simple que establecer en la ley que se puede citar en un plazo distinto por un acuerdo establecido con un quórum especial.





El Honorable Senador señor Espina manifestó su discrepancia con la fórmula propuesta haciendo presente que no es posible comparar la situación actual con la que ocurrirá cuando se produzca la elección del gobernador regional, ni el poder e influencia del actual presidente del gobierno regional con el que tendrá el gobernador,  por lo que considera que entregar a la decisión de una mayoría el establecer cómo se cita a cada uno de los consejos puede derivar en un procedimiento que no garantice que los consejeros puedan asistir ni que sepan con antelación las materias a tratar en la sesión a la que son convocados.





Agregó que se trata de una norma extraordinariamente delicada y que le parece lógico establecerla en la ley, tal como ocurre con las citaciones en el parlamento, estableciendo, por ejemplo,  que serán citados por medios electrónicos o al menos convocados con veinticuatro horas de antelación para asegurar la real posibilidad de asistir a la sesión.  





Señaló que también es necesario ser cuidadoso al permitir que se pueda alterar la tabla por el gobernador mediante urgencias, evitando que pueda modificar los temas a tratar a su amaño evitando que los consejeros eventualmente interesados en el tema asistan o que lleguen con la materia debidamente estudiada, para evitar lo cual podría exigirse que esa urgencia responda a motivos calificados.





El Honorable Senador señor Zaldívar estimó necesario establecer un período mínimo de antelación, como norma general, dando posibilidades de flexibilizarlo, garantizando en todo caso que los consejeros interesados puedan asistir.





Los representantes del Ejecutivo expresaron su acuerdo con las fórmulas planteadas, acotando que también debiera permitirse que la unanimidad de los consejeros establezca un lapso menor, atendido que algunos realizan largos desplazamientos para asistir a la sesión, lo que hace poco práctico que necesariamente deban esperar veinticuatro horas para continuar sesionando o resolver un asunto importante.





Finalmente el Honorable Senador señor Espina expresó que, de redactarse adecuadamente, la norma evitará que el gobernador abuse de su posición como los concejales reclaman ocurre no pocas veces en los consejos comunales, y al mismo permitirá el adecuado funcionamiento del consejo regional.





La Honorable Senadora Von Baer expresó que le parece necesario regular dos temas distintos, El primero dice relación con la posibilidad del gobernador de modificar el tratamiento de los asuntos durante una sesión haciendo presente una urgencia, que puede ser rechazada por el consejo con un quórum especial, para evitar que paralice la gestión del gobierno regional. El segundo tema es considerar la posibilidad de citar con una mayor urgencia, para lo cual se deben tomar los resguardos necesarios para que todo consejero pueda asistir a la sesión.





El Ejecutivo, señalando que en ella se recogen las observaciones planteadas, sugirió la siguiente redacción para la letra r):





“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 





Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.





El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.





El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.



Sometida a votación, esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 22





Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, en la última sesión en que se consideró esta iniciativa el Ejecutivo solicitó aprobar la siguiente redacción para el artículo 26 en que recae:





“Artículo 26.- El Gobernador Regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional  de su gestión como ejecutivo del gobierno regional, a la que deberá acompañar el balance de la ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera. La cuenta pública, el balance de ejecución presupuestaria y el estado de situación financiera deberán ser publicados en la página web del correspondiente gobierno regional.





El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.





La Honorable Senadora señora Von Baer consultó por qué la fecha de la cuenta se establece en la ley y no se deja su determinación a cada gobierno regional.





Sobre el particular el Honorable Senador señor Espina estimó que es para hacerla coincidir con la época de la cuenta a la nación por parte del Presidente de la República, y el Honorable Senador señor Zaldívar señaló que coincidía con tal determinación.



Sometida a votación, la redacción propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 25


Modifica el artículo 30 ter que señala textualmente lo siguiente:


“Artículo 30 ter.- Corresponderá al presidente del consejo regional:


a) Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra r) del artículo 24.


b) Abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad con el reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.


c) Presidir las sesiones y dirigir los debates.


d) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo, requiriéndose informe de la División de Análisis y Control de Gestión cuando así lo disponga el reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.


e) Ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones.


f) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.


g) Mantener la correspondencia del consejo con el intendente, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.


h) Suscribir las actas de las sesiones, las comunicaciones oficiales que se dirijan a nombre del consejo o de algún consejero y los otros documentos que requieran su firma.


ii) Oficializar la comunicación acerca de la adopción de acuerdos del consejo sobre los siguientes instrumentos del gobierno regional, así como sus respectivas modificaciones:


1) Plan de Desarrollo de la Región.


2) Plan Regional de Ordenamiento Territorial.


3) Planes Reguladores Comunales.


4) Planes Reguladores Intercomunales.


4 bis) Planos de Detalle.


4 ter) Planes de Inversiones en Infraestructura de Movilidad y Espacio Público.


5) Convenios de Programación.


6) Convenios Territoriales.


7) Reglamentos Regionales.


8) Anteproyecto Regional de Inversiones.


j) Suscribir, sólo para efectos de ratificar el acuerdo correspondiente del consejo regional, los actos administrativos que formalicen la aprobación de todos los instrumentos contemplados en la letra precedente, con excepción de los Convenios de Programación.


k) Dar cuenta pública, en el mes de diciembre de cada año, tanto al intendente como al consejo, así como a los alcaldes de la región y a la comunidad regional, de las normas aprobadas, resoluciones adoptadas, acciones de fiscalización ejecutadas por el consejo y todo otro hecho relevante que deba ser puesto en conocimiento de las autoridades indicadas.


l) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.


m) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.


Este numeral, mediante cuatro letras, modifica la norma antes transcrita a fin de establecer que las funciones, que contempla para el presidente del consejo regional, serán ahora del gobernador regional, en su calidad de presidente del consejo regional.


Respecto del numeral se presentó la indicación número 20 del Honorable Senador señor Quinteros, que propone consultar después de la letra a) un literal nuevo, del siguiente tenor:

“c) Intercálase en la letra e), después de la palabra “voto”, la expresión “en la adopción de acuerdos, el que será”.”.


La norma actual establece el derecho de voto dirimente en los casos que se produzca un empate, y con la indicación se le otorga derecho a voto en la adopción de acuerdos, manteniendo su carácter dirimente en caso de empate.


En atención a que los representantes del Ejecutivo hicieron presente que propondrían nuevas modificaciones, entre otras, respecto de esta norma, vuestra Comisión aplazó su consideración para una próxima sesión.





En la sesión siguiente el Honorable Senador señor Quinteros expresó que en su opinión el Gobernador debe tener derecho a voto porque antes el intendente, que tenía voto dirimente, era una persona designada, pero que la nueva autoridad será electa por votación popular, y que semejante fórmula se aplica a otra autoridad electa como es el alcalde,  que tiene derecho a voto en el concejo municipal. 





Señaló que reconocerle el derecho a voto permite y obliga al Gobernador a tomar posesión sobre los temas de interés regional y, por otra parte, si presentó una fórmula de desarrollo regional tiene que defenderla y tener su derecho a voto para ello. Por ejemplo, agregó, en materia de transferencia de competencias en la sesión anterior hablábamos de la facultad del consejo regional para que con el acuerdo de los dos tercios de sus miembros apruebe realizar una solicitud de transferencia sin contar con la iniciativa del Gobernador, y el Gobernador que fue electo no tendría derecho a emitir su voto pero si los consejeros.  Además, si no se les reconoce el derecho a voto a los Gobernadores, va a existir un problema con los Gobernadores suplentes porque no tendrían el derecho a voto que si tienen como consejero, que si lo mantuvieren tendrían más poder que el Gobernador titular.





La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó coincidir con la posición antes expresada, considerando que el consejo regional va a definir, por ejemplo, si es que se transfiere una competencia o no, resultando extraño que el Gobernador Regional no tenga su derecho a voto. Agregó que en general tenemos consejos regionales empatados, por lo que es muy probable que existan consejos poco gobernables si es que el Gobernador Regional no puede explicitar el voto, y que estima que esa fórmula similar a la del alcalde da gobernabilidad al sistema.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que coincidía con el autor de la indicación y que, si bien en principio le pareció razonable que sólo tuviera voto dirimente para garantizar la gobernabilidad, ha concluido que siempre debe tener derecho a voto porque si tiene carácter de autoridad territorial debe tenerlo en todo orden de cosas, ya que si los alcaldes tienen derecho a voto en el consejo municipal no ve motivos para que no lo tengan los gobernadores, ya que es quien en definitiva conduce el gobierno regional, ha sido elegido para ese efecto, y que, por lo tanto, se suma a la posición de la indicación.





El Honorable Senador señor Espina señaló estar de acuerdo en que el gobernador tenga derecho a voto en el consejo regional y compartir todos los argumentos que se han dado, porque resulta será él quien conduzca e gobierno regional que tendrá competencias en los temas regionales y parece relevante que pueda votar cuando el consejo lo haga.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo señor Ricardo Cifuentes indicó que en el proyecto de ley se consideró al Gobernador Regional sin voto y con voto dirimente, pero que son entendibles los argumentos expresados que lo asimilan al sistema municipal, que también funciona. Agregó que mantiene su propuesta pero comprenden lo que se ha planteado, señalando que les preocupaba que el gobernador regional siempre tuviese la posibilidad que los acuerdos se concreten con rapidez de manera de asegurar la administración de la región, por lo que estima que con una u otra fórmula ese principio se preserva porque como los consejos están conformados en pares con la propuesta a partir de ahora sería impar.



Sometida a votación, la indicación número 20 fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.





En la última sesión, en que se consideró esta iniciativa, el Ejecutivo solicitó reabrir el debate respecto dl numeral 25 y reemplazar el texto del artículo 30 ter, por el siguiente:





“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:




a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.





b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.





c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.





d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.





e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.





El Asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio,  expresó que el artículo 30 ter que se refiere a las funciones del presidente del consejo regional, y que habiéndose ya establecido cuáles serán las funciones del gobernador regional, a quien se trasladaron varias de las funciones que correspondían al presidente del consejo regional,  se propone ahora esta adecuación de norma. 





Enseguida, y refiriéndose a donde se trasladaron las funciones del presidente del consejo regional que considera la ley vigente, señaló que respecto de su letra a) “Disponer la citación del consejo a sesiones, cuando proceda, y elaborar la tabla de la sesión, dando cumplimiento a lo dispuesto en la letra r) del artículo 24” se acaba de aprobar que corresponde al gobernador regional, al igual que la facultad de le letra b), de abrir, suspender y levantar las sesiones en conformidad con el reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.





En cuanto a la de la letra c), de presidir las sesiones y dirigir los debates, también corresponde al actual presidente que será el gobernador regional; la letra e), de ejercer el derecho de voto dirimente en los casos en se produzca un empate en el resultado de las votaciones pasó al artículo 24 letra q). Las letras h), i) y j) ahora se encuentran en las funciones del gobernador regional en el artículo 24, y la letra k), relativa a la cuenta pública, la acaban de aprobar en el artículo 26. 





Es por eso, agregó, que se realizan todas estas adecuaciones para que no se repitan las normas y se deja este nuevo artículo 30 ter. 





El Honorable Senador señor Espina señaló que si todas aquellas atribuciones que correspondían al presidente del consejo regional pasan al gobernador regional no queda claro cuál es el sentido de mantener el artículo y de no derogarlo.





El Asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio,  indicó que es necesario mantenerlo porque en ciertas ocasiones, en la subrogancia, el gobernador regional suplente ejerce algunas de las funciones del presidente del consejo regional, pero no todas.





El Honorable Senador señor Espina indicó que por una cuestión de orden eliminaría las atribuciones del presidente actual del consejo regional y las dejaría todas en el gobernador regional, agregando una norma que exprese que  cuando el cargo de gobernador regional sea realizado por suplente o subrogante las atribuciones que tendrá serán las siguientes, señalándolas una a una, pues le parece más confuso mantener la norma sobre atribuciones del presidente del consejo regional.





El asesor de la Honorable Senadora señora Von Baer, señor Jorge Barrera, señaló que no se plantea el derogar el artículo completo porque ello haría necesario el realizar una serie de otras modificaciones.





Agregó que lo que se trató de solucionar es lo que pasa cuando existe suplencia y subrogación del presidente del consejo regional pues el problema no surge por el gobernador regional, porque el gobernador regional es subrogado por el administrador regional pero no en su calidad de presidente del consejo, pues en las funciones de presidente del consejo asume un consejero regional que tendrá las facultades que indica este artículo.  De esta forma se evitan confusiones, pues en una norma se indica cuáles serán las facultades del administrador regional que lo subroga en su función ejecutiva, y en esta cuáles corresponden a quien ejerce como presidente del consejo regional.





Expresó que el gobernador tendrá dos cabezas: una como ejecutivo del gobierno regional y otra como presidente del consejo regional, y para que no exista duda respecto de si el consejero tiene una u otra atribución se deja establecido en un artículo en qué subroga el administrador regional y en qué subroga el consejero en su calidad de presidente del consejo regional.





El Honorable Senador señor Espina indicó que entiende el propósito, pero que tiene una opinión distinta idea de cómo se debe plasmar en la ley.  Agregó que es más fácil de resolver, indicando cuáles son las atribuciones del gobernador regional, regulando luego las otras hipótesis, señalando que, en su defecto, cuando opera la suplencia o la subrogancia, las facultades del administrador regional serán tales y las del consejero que se desempeñe como presidente tales otras, lo que permitiría contar con un texto más pedagógico.





El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que la norma se había discutido y aprobado en una sesión pasada, y que lo que está  planteando el Senador es exactamente con un orden distinto, en lo cual él no tiene problema, si se proponen una separación de las facultades para cada cargo. 





Al considerar lo antes señalado, la unanimidad de la Comisión estimó que no se requería una nueva sesión para reabrir el debate y pronunciarse sobre la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo para el artículo 30 ter.





Enseguida el señor Presidente declaró aprobada la propuesta del Ejecutivo por la unanimidad de los miembros de la Comisión,  Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o o o

Número 26


Modifica el artículo 32 que establece quienes no pueden ser candidatos a consejeros regionales.


La indicación número 21 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para agregar al artículo 32 el siguiente inciso final:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que en el marco de la solicitud que hizo la Comisión en orden a establecer un mismo criterio para las inhabilidades de todos los cargos de elección popular, se propone que quien quiera postular al cargo de consejero regional y sea ministro, subsecretario, etcétera, tiene que renunciar al cargo que ejerce un año antes de la elección.





Honorable Senador señor Espina solicitó al Ejecutivo que revisara la disposición para que nadie quede fuera de la norma cuya intención es evitar que se presenten como candidatos a consejeros regionales las personas que ejerzan ciertos cargos de confianza o de elección popular.  



Sometida a votación, la indicación número 21 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.


En sesión posterior el Ejecutivo solicitó reabrir el debate sobre el artículo 32, a fin de modificar su encabezado para precisar que las inhabilidades que establece son para ser candidato a consejero regional, proponiendo darle la siguiente redacción:


“No podrán ser candidatos a consejeros regionales:”.



Sometida a votación, la proposición fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 27


Modifica el artículo 33 de la ley, que indica los cargos incompatibles con el de consejero regional, a fin de incorporar entre ellos el de gobernador regional.


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, en la última sesión en que vuestra Comisión analizó esta iniciativa el Ejecutivo solicitó incorporar dos nuevas modificaciones.


La primera, para sustituir la referencia que contiene a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales” por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil” y, la segunda, para incorporar un nuevo inciso segundo, del siguiente tenor: 


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.



Sometida a votación, estas modificaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 28


Mediante este numeral el proyecto aprobado en general introduce cuatro enmiendas al artículo 36, que señala lo que corresponde al consejo regional, a fin de reemplazar las referencias al intendente por otras al gobernador regional.


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, en la última sesión en que vuestra Comisión consideró esta iniciativa el Ejecutivo solicitó incorporar la siguiente modificación:


“Nuevo art. 36 letra j), pasando la actual j) a ser k)


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano.”.”.


Los representantes del Ejecutivo señalaron que se propone agregar como una facultad del consejo regional la de incluir uno o más puntos en la tabla, para lo cual se requiere de la unanimidad de dicho órgano.


El Honorable Senador señor Espina expresó que si bien pareciera facultarse al consejo a modificar la tabla, el que se requiera la unanimidad de ese órgano lo hace ilusorio, pues incluso podría bastar con la renuencia del gobernador para que ello no sea posible.


La Honorable Senadora señora Von Baer manifestó que al ejercer esta facultad en la práctica el consejo está imponiéndose sobre la voluntad del gobernador regional, y que para conceder esa especial facultad le parece apropiado que se requiera del acuerdo de la unanimidad de los consejeros, evitando que una mayoría circunstancial se pueda imponer sobre la voluntad del gobernador.


El asesor del Ministerio, señor Gabriel Osorio, propuso que, para evitar problemas de interpretación, se indique expresamente que esa unanimidad es excluyendo al gobernador regional. 


Finalmente, el Honorable Senador señor Espina expresó que le parece suficiente que dos tercios de los miembros del consejo exprese su acuerdo para poder modificar la tabla de la sesión, lo que evita que una simple mayoría se imponga al gobernador y al mismo tiempo hace posible que se ejerza esa facultad, y solicitó que se vote primero su proposición de rebajar el quórum requerido para incluir un nuevo asunto en la tabla a dos tercios.



Sometida a votación la propuesta de rebajar el quórum a dos tercios, fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Espina.


Enseguida, el señor Presidente anunció que sometería votación la propuesta del Ejecutivo, reemplazando su expresión final unanimidad “de dicho órgano” por “de los consejeros regionales, excluyendo al gobernador regional”.


Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, modificada en la forma antes señalada, fue aprobada por cuatro votos a favor y una abstención. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Se abstuvo el Honorable Senador señor Espina.

Número 29


Mediante este numeral se propone modificar el artículo 39, suprimiendo su inciso tercero y reemplazando la palabra “intendente” por “gobernador regional” en sus incisos octavo, undécimo y duodécimo. 


La indicación número 22 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.”.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó que el tema dice relación con la dieta o remuneración de los consejeros regionales, tema que han expuesto y que será necesario considerar conociendo la opinión del Ejecutivo, para lo cual solicita estudiar el problema y hacer una propuesta sobre el mismo.





El Honorable Senador señor Espina coincidió en que la materia es una legítima preocupación de los consejeros regionales pero que, atendido a que es un problema en el que Gobierno es quien debe pronunciarse, no es posible paralizar la iniciativa en espera de una solución.





En segundo lugar, indicó, es necesario revisar lo que ocurre con las asignaciones a que tienen derecho cada vez que van a una región distinta o realizan alguna actuación fuera del lugar donde funciona el Consejo, materia que ha sido puesta en debate, para ello, agregó, solicita que se explique cuál es el sistema de asignaciones de recursos a los consejeros por viajar a distintas zonas porque, dado que en algunos casos pareciera que de esa forma pueden incluso duplicar sus ingresos, quisiera conocer cómo funciona el sistema antes de emitir un pronunciamiento.





El Honorable Senador señor Quinteros se manifestó partidario de analizar la situación, sin perjuicio de hacer presente que se trata de una materia de la iniciativa legal exclusiva del Ejecutivo, y que no se ajusta a la idea matriz del proyecto.





El Asesor de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera, manifestó su opinión en el sentido que la norma vigente en su inciso segundo, determina que el presidente del consejo regional obtiene la dieta de un consejero incrementada en un veinte por ciento, dentro de la lógica que ese presidente es uno de los consejeros. 





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, preciso que se propone la supresión del inciso segundo porque, de acuerdo al proyecto, el gobernador presidirá el consejo y un consejero sólo podría reemplazarlo protocolarmente, pues incluso si asume el cargo de gobernador suplente recibiría la remuneración de ese cargo y no un incremento respecto del de consejero.





Respecto de la modificación de la letra b), indicó que ella corrige las referencias, en atención a que durante el estudio de la iniciativa se recordó que la ley N° 20.817 suprimió el que fuera el inciso cuarto del artículo 39.



Sometida a votación, la letra a) de la indicación número 22 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.



Sometida a votación, la letra b) de la indicación número 22 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Letra a)


La indicación número 23 del Honorable Senador señor Espina, propone eliminar esta letra,  que propone suprimir el inciso tercero.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que el Ejecutivo entiende el sentido de esta indicación ya que en el proyecto aprobado en general se proponía erróneamente eliminar el inciso tercero cuando se buscaba en realidad suprimir el inciso segundo, que se refería a que el presidente del consejo recibía un 20% extra de la dieta de un consejero regional, lo que ya no tienen sentido desde el momento en que el presidente será el gobernador regional.


En atención a la aprobación de la anterior indicación, que no considera la supresión del inciso tercero sino que del segundo, su autor retiro esta indicación.

Número 31

Letra a)


Con este literal se modifica el artículo 41 que dispone textualmente:


 “Artículo 41.- Las causales del artículo anterior, con excepción de la establecida en la letra b), serán declaradas por el Tribunal Electoral Regional respectivo, a requerimiento de cualquier miembro del consejo. El Tribunal Electoral Regional conocerá estas materias conforme al procedimiento de la Ley N° 18.593. La cesación en el cargo operará una vez ejecutoriada la sentencia que declare la existencia de la causal.”.


Mediante su letra a), se propone reemplazar la referencia a “la letra b)”, por otra a “las letras b) y g)”, en el inciso primero.


Por su parte, el segundo literal de este número agrega un inciso que determina que la causal de la letra g) será declarada por el tribunal calificador de elecciones.


La indicación número 24 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone suprimir la letra a) de este numeral.

El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, indicó que en el número anterior se agregó una nueva causal de cesación de cargo del consejero regional, que consiste en “g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo disponen el artículo 125 de la Constitución Política de la República y el artículo 28 bis de la ley N° 19.884”, lo que adecúa su texto al de la Constitución Política, pues de esta causal conoce el tribunal calificador de elecciones y la letra a) del texto aprobado en general señalaba que era el tribunal electoral regional.





Agregó que mediante reforma constitucional, a propósito del gasto electoral, se estableció que los consejeros regionales, alcaldes, concejales, gobernador etc., que violen las normas sobre límite de gasto electoral, los destituye es el tribunal calificador de elecciones, tal como señala el inciso segundo que el proyecto incorpora a este artículo 41, por lo que la modificación de la referencia que propone la letra a) resulta equívoca y errónea, lo que motivó la presentación de la indicación del Ejecutivo para suprimirla.



Sometida a votación, la indicación número 24 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Espina y Quinteros.

Número 32


Reemplaza el epígrafe del párrafo 3° del capítulo III del título II que señala “Del Gobernador” por el siguiente: “Del Delegado Presidencial Provincial”.


La indicación número 25 del Honorable Senador señor Quinteros, es para sustituirlo por el que sigue:


“32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título II.”.





El Honorable Senador señor Quinteros expresó que el párrafo se refiere a las atribuciones del actual gobernador en la esfera de las que le corresponde como administrador superior de la provincia, ejerciendo en ese ámbito territorial facultades que corresponden al actual intendente en su calidad de órgano ejecutivo del gobierno regional. Es decir, no son atribuciones de gobierno interior que puedan simplemente traspasarse al delegado presidencial provincial, ya que se trata de la administración de la provincia que corresponderá al gobernador regional, por lo que propone derogar el párrafo. 





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que el problema expuesto fue parte de la discusión con los asesores de los parlamentarios, y que el análisis de la indicación había quedado pendiente debido a que algunas de las atribuciones del actual gobernador provincial dic en relación con materias que son propias del gobierno regional, que se refieren fundamentalmente a materias propias del gobierno regional, y otras atribuciones, como por ejemplo hacer presente al intendente y a los seremis determinadas materias que corresponden a labores propias de gobierno interior había que traspasarlas al delegado presidencial provincial en su calidad de representante del Presidente en la provincia.  





El Asesor de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera: solo agregar que aquí contenía una norma para la administración central del Estado que es clave, que es la doble dependencia por parte de los secretarios regionales ministeriales respecto tanto del delegado presidencial como a su vez de los ministros. 





Ante la consulta del Honorable Senador señor Espina respecto de la forma en que se nombran los seremis y su dependencia del intendente, el Subsecretario, señor Cifuentes, señaló que el intendente presenta una terna para que decida el respectivo ministro.





- Puesta en votación la indicación número 25, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Números 33, 34, 35 y 36





El Párrafo 3° del Capítulo III del Título Segundo de la ley comprende los artículos 44 a 60 de la ley, normas que se proponía modificar en los numerales 33, 34, 35 y 36, que se suprimen en atención a la aprobación de la indicación número 25 que propone derogar el párrafo.

Número 37

Letra a)


Modifica el inciso primero del artículo 62 que dispone literalmente:  “Cada secretaría regional ministerial estará a cargo de un secretario regional ministerial, quien, sin perjuicio de su condición de representante del o de los ministerios respectivos en la región, será colaborador directo del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional.”, para lo cual, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”, y la frase “, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional” por “y proyectos de desarrollo”.


La indicación número 26 del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazar la letra a) señalada por la siguiente:


“a) En el inciso primero reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional” y elimínase la oración: “al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”.


El ejecutivo solicitó postergar la discusión de esta indicación para su estudio, y en una sesión siguiente sugirió sustituir la letra a) por la que sigue:


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último.”.”.


El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que con la redacción propuesta se aclara que los secretarios regionales ministeriales son colaboradores del delegado presidencial regional y las materias en que está subordinado.





- Puesta en votación la indicación número 26, modificada en la forma antes indicada, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 47


Este numeral introduce cambios en el artículo 83 de la ley, disposición que literalmente señala: “Las elecciones de consejeros regionales se efectuarán cada cuatro años, conjuntamente con las elecciones parlamentarias.”.


La primera enmienda consiste en señalar que las elecciones de que trata son las de gobernadores regionales y de consejeros regionales y, la segunda, es señalar que se realizarán conjuntamente con las elecciones municipales en reemplazo de la norma actual que las hace conjuntas con las parlamentarias.


Respecto de esta última enmienda, correspondiente a la letra b) del numeral, se presentó la indicación número 27, del Honorable Senador señor Espina, para eliminarla.





Al fundar su indicación el Honorable Senador señor Espina manifestó estimar que todas las elecciones territoriales debieran coincidir, siendo lo razonable y lógico es que la elección del alcalde, concejales, consejeros regionales y del gobernador regional se hiciera simultáneamente.  Agregó que ante una situación que debiera ser excepcional, porque ocurre que ya están inscritos los candidatos a consejeros regionales, lo que propone es que para la próxima elección, y con el objeto de no acotarles el período a los consejeros regionales, la elección de gobernadores regionales sólo por esta vez se hiciere conjuntamente con la elección parlamentaria.   





Agregó que con su indicación busca que la próxima elección, la primera de gobernadores regionales sea el año que corresponde elección parlamentaria, con lo cual existiría un período en que coincidiría el presidencial con el de los parlamentarios y gobernadores regionales, para lo cual en una norma transitoria se establecería que la próxima elección de gobernador regional se hará conjuntamente con la parlamentaria y presidencial, que tendría lugar el año 2021, y como norma permanente establecer que la elección de ahí en adelante se realizará junto a la de alcaldes y concejales.





Señaló que también tiene una razón práctica, pues de otra forma se estaría acortando el período a los consejeros regionales que se han inscrito para participar de una elección que consideraba cuatro años en el cargo que ahora el legislador acortaría a tres años, lo que en su opinión no corresponde, no le parece apropiada ni una sana práctica democrática. Es por ello, señaló, que plantea que excepcionalmente la elección de consejeros regionales y de gobernadores regionales se realice conjuntamente con la elección parlamentaria, en una norma transitoria, y que la disposición permanente será aplicada para la próxima elección territorial, lo que ya sabrán todos los involucrados.





El Honorable Senador señor Bianchi señaló que la pregunta que corresponde responder es si nos preocupa más la cantidad de años que van a ejercer los consejeros regionales o que en definitiva tengamos la estructura regional de la elección de los gobernadores.





Indicó que su preocupación central no es defender el período puntual de la elección de los consejeros por tres años, sino que le motiva el dar cumplimiento a la nueva organización, a la nueva estructura regional que la encabeza un gobernador regional electo. Señaló que en esa lógica es necesario que definir a qué se la dará prioridad, si a la aspiración de un grupo de candidatos a consejero regional que para tener un período de cuatro años propone que la elección de gobernador se realice el año 2021, o si en definitiva se respetará lo antes convenido en orden a que la elección de los gobernadores se hace el año 2020. Para ello, agregó, tiene que ajustarse el período de los consejeros regionales por única vez a un período de tres años.





Finalmente expresó que no está dispuesto a otra cosa que no sea la elección de los gobernadores al año 2020 y, por lo tanto, será necesario que por única vez el período de los consejeros regionales sea de tres años para luego pasar a los períodos permanentes de cuatro años.





La Honorable Senadora señora Von Baer estimó que en la materia existen dos temas de distinta naturaleza.





Por una parte está la discusión respecto de cuándo queremos que sea la elección de gobernador regional, y si se quiere que coincida con la elección municipal o con la parlamentaria y presidencial.





En esto, agregó, siempre ha sostenido que es mejor que coincida con las elecciones territoriales, que son las de alcaldes, concejales y consejeros regionales, sin embargo, siempre pensé que íbamos a tener un sistema que se acercara más a una estructura alcaldicia que el sistema que tenemos hoy día que está muy interrelacionado con el Presidente de la República.





Señaló que en este caso tenemos dos problemas distintos. ¿Queremos que la elección sea en conjunto con los alcaldes o con el Presidente de la República?. Entiendo que la propuesta del Ejecutivo es que sea en conjunto con la de alcalde y concejales. Ante ello, indicó, ¿cómo solucionamos el tema del período de los consejeros regionales? Esa es una pregunta distinta en que es necesario detenerse a buscar la mejor solución.





Entre las posibilidades una es decir derechamente que los consejeros regionales actuales tendrán un período de tres años, lo cual tiene algo de injusto como antes se ha expresado, pero que se puede solucionar haciendo la elección por una vez el año 2021 permitiendo que quienes se inscriban para ser consejeros regionales la próxima vez que sabrán que su período será de tres años, lo que permite ajustar el proceso de las elecciones territoriales. En definitiva, expresó, hay que buscar una solución para quienes ya inscribieron sus candidaturas para consejero regional.





El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó se han ido cambiando las posiciones, lo que parece legítimo, y que siempre ha sostenido y cree que el gobierno regional debe elegirse junto con la autoridad ejecutiva, porque ello permite también que un candidato a la Presidencia de la República lleve un equipo de candidatos a gobernadores regionales que harán una campaña conjunta que le permitirá hacer funcionar todo este sistema descentralizador con mayor lógica política, lo que no ocurre si se trata de elecciones separadas, lo que genera una acción que puede considerarse hasta plebiscitaria respecto del Presidente en ejercicio.





Sin embargo, señaló, en la discusión se ha dicho que es mejor anticipar la elección para el año 2020 en lugar del 2021 a objeto de lograr cierta unanimidad para logar ese objetivo, y que aunque sigue insistiendo en que es partidario de una elección en otro sentido, está disponible para participar en una solución en otro sentido.





Agregó que le preocupa el tema del período de los consejeros regionales, por lo que es partidario de que no fuera reducido y se pueda ajustar en una segunda fase. 





Honorable Senador señor Quinteros manifestó que emitirá su voto considerando que la proposición del Ejecutivo, aprobada por la Cámara de Diputados, era que la elección de gobernadores regionales y consejeros regionales se realicen conjuntamente con las elecciones municipales.





En segundo lugar, señaló, estima que las elecciones de gobernadores regionales, al igual que las de alcalde, consejeros regionales y concejales tienen un carácter territorial que las hace muy diferentes de la elección parla mentaría y presidencial, que tienen un carácter nacional.





En las primeras se pone al centro los problemas específicos de los territorios, los de las comunas y las regiones, mientras que en la elección de carácter nacional lo principal tiene que ver con las distintas visiones existentes para el desarrollo del país y no de los territorios comunales o regionales.





Además, indicó, si se efectúan conjuntamente las elecciones presidenciales y parlamentarias con las de gobernadores y consejeros regionales en ellas el gobernador regional pasaría a un tercer orden, pasaría a ser un aspecto secundario el que se esté eligiendo un gobernador regional y, con mayor razón, pasarían desapercibidos los consejeros porque toda la tensión estaría en la elección presidencial y parlamentaria.





Indicó que se ha dicho que los candidatos a consejero regional se inscribieron y ahora nosotros le vamos a cambiar las reglas del juego, lo que no es real ni resulta del todo verosímil debido a que antes de tales inscripciones se aprobó la reforma constitucional que estableció la elección directa de los gobernadores regionales, la que incluyó la posibilidad de adecuar el período de los consejeros regionales, lo que sabían los candidatos al momento de inscribirse, sin que se deba olvidar que el ex Presidente Frei Ruiz-Tagle estaba en campaña cuando se cambió la duración del período presidencial. 





Agregó que adecuar la elección de los consejeros regionales para que la elección del gobernador sea solamente por tres años, vamos a generar problemas a esa autoridad regional que tendrá unos consejeros electos en un período distintos que en el otro, forzando una situación que es más sencilla ordenar desde un comienzo.





Expresó que es partidario que se elija en conjunto con las elecciones de carácter territorial y que le parece impresentable que se esté aprobando una legislación y al mismo tiempo se proponga postergar sus efectos en tres o cuatro años,  lo que no impediría que los candidatos a consejeros en esa ápoca reclamen, pese a que la propia Constitución autoriza a adecuar la elección de los consejeros pero no la de los Gobernadores Regionales, argumento que es muy determinante.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo señor Ricardo Cifuentes, indicó que el Ejecutivo coincide en que la norma constitucional permite sólo permite adecuar la duración del período de los consejeros y no el del gobernador regional, antecedente que fue considerado al momento de efectuar su propuesta en la materia.





Por su parte el Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, reafirmó lo expresado haciendo presente que la disposición vigesimoctava transitoria de la Constitución autoriza al legislador orgánico a adecuar el período establecido en el inciso segundo del artículo 113, norma que se refiere únicamente al período de los consejeros regionales y que, por tanto, no es posible constitucionalmente hablando establecer que un Gobernador Regional durase un período menor o mayor a cuatro años sin una nueva reforma constitucional.





Honorable Senador señor Zaldívar expresó que tiene toda la razón el Ejecutivo, pero que se puede adecuar en un sentido o en otro, no hay objeción para lo que he planteado y que aunque  el tema es opinable no se puede tocar la duración del período de gobernador regional.





Reiteró que esta elección debe ser a nivel nacional para elegir al Presidente de la República y los Gobernadores Regionales, lo que permitiría incluso que el mandatario tenga capacidad de lograr un buen funcionamiento del sistema unitario, lo que da un sentido de orden nacional y no territorial a esa elección. 





Señaló que está disponible para aprobar el año 2020 como fecha de la elección pero condicionando tal aprobación a que se haga la adecuación del período respetando los cuatro años de los consejeros en actual campaña y que se ajuste en un segundo período porque ellos ya estarán advertidos sobre la duración de su período.





El Honorable Senador señor Bianchi manifestó que no hay que evitar la discusión, y que en ella se ha dicho que esto podría tener un efecto muy negativo a nivel regional por acortar el período a los consejeros regionales, argumento ante el cual se pregunta qué es más negativo, si ese efecto o el de tener una elección de Gobernador el año 2021.





Indico que estima más negativo el efecto de tener la elección recién el año 2021 porque, a diferencia de lo que se ha planteado, le atribuye gran importancia a que sea una elección de carácter territorial, ya que realizarla con la parlamentaria presidencializa la elección regional, diluyendo el efecto de una gran reforma descentralizadora.





Señaló que o se prioriza el legítimo interés de los consejeros regionales de tener un período de cuatro años o el acuerdo de tener elección de gobernadores el año 2020, indicando que no se trata de defender un periodo sino que de establecer una nueva administración regional, solicitando que se vote si se rebaja o no el período de los consejeros.





El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que en esta norma se está discutiendo el carácter de la elección y no el período de los consejeros regionales, tema que se resuelve más adelante en el proyecto. 





El Honorable Senador señor Espina señaló que la situación del Presidente Frei fue totalmente distinta, pues la rebaja de su periodo fue fruto de un acuerdo político anterior a la inscripción de su candidatura.





En cuanto a s indicación, expresó que la ha presentado para tratar de consensuar posiciones, ya que estima que la elección de gobernador regional debiera ser conjunta con la de Presidente de la República en forma permanente, porque se trata de un órgano ejecutivo, y porque ello permite evitar el efecto perverso que se produciría ante el apoyo de un parlamentario en ejercicio a un candidato a gobernador que pierde, ya que con la intención de que se elija un candidato de su sector político habrá apoyado a un futuro contendor, lo que desincentivará su participación y generará un sistema democrático imperfecto que no hace bien a la democracia.





Para buscar un acuerdo, agregó,  es que propuso que en este primer período se elija el gobernador junto con el Presidente de  

la República, pues el que se haga un año antes o un año después no afecta en nada al proceso que se iniciará, evitando además modificar el período de los consejeros regionales, buscando que la segunda elección coincida con la municipal, cortando el período pero en forma previa.





La Honorable Senadora señora Von Baer: manifestó que siempre ha sostenido que la elección de gobernadores debiera coincidir con la elección de alcalde ya que debiera ser una elección territorial. Sin embargo, agregó, es un tema muy opinable especialmente debido a que el sistema que se está configurando en la ley de transferencia de competencias para el funcionamiento del gobernador regional no da autonomía a éste último sino que lo hace muy dependiente del Gobierno Central, en un sistema distinto al que había imaginado.





Indicó que siempre concibió a la autoridad regional electa como un alcalde grande más que como un dependiente del Gobierno Central, por lo que se está absteniendo sistemáticamente en la ley de traspaso de competencias debido a que la manera en que esto se solucionó no le parece apropiada, pues generará una constante tensión entre el gobernador electo y el gobierno central que puede afectar la gobernabilidad del país, y dado el sistema de transferencia y el diseño institucional por el cual ha decidido este Gobierno, es parece necesario pensar cuándo se hace la elección porque quizás dado el sistema, que no le gusta, quizás si deba hacerse junto con la elección presidencial, no obstante la complejidad que ello supondría.





Finalmente lamentó que no se haya podido avanzar hacia un diseño institucional hiciera al gobernador menos dependiente del Gobierno Regional, para lo cual se debiera haber repensado completamente la ley de transferencia de competencias, que está hecha en una lógica de intendente designado.





Por último el Honorable Senador señor Quinteros manifestó que los regionalistas, entre los que se incluye,  pensamos que el Gobernador debe ser una figura potente, y que si es si es electo junto con el Presidente de la República y los parlamentarios pasará a tercer plano, va a seguir siendo dependiente del gobierno central, por lo que no le gusta que la elección se haga en conjunto con las parlamentarias l





- Puesta en votación, la indicación número 27 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Votó por su aprobación el Honorable Senador señor Espina.
Número 48


Con ocho literales, modifica el artículo 84 que se refiere a las candidaturas a consejeros regionales, inscripción, requisitos y plazo de suspensión de cargo en caso de repostulación.


La indicación número 28 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone incorporar a continuación de la letra e) el siguiente literal, nuevo:


“…) Sustitúyese, en el inciso cuarto, la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la expresión “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.”.





El inciso cuarto en que recae literalmente señala:





“Cada declaración de candidatura deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la cual señalará cumplir con los requisitos legales y constitucionales para ser candidato y no estar afecto a inhabilidades y prohibiciones. La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirán la nulidad de aquélla, así como de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y Administrador Electoral General, en su caso.”.




El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, indicó que a solicitud de esta Comisión se busca uniformar los criterios en materia de inhabilidades. Agregó que debido a que el texto actual de la ley dispone que determinadas personas no están afectos a inhabilidades cuando hacen su declaración jurada para ser candidatos sino al momento de asumir el cargo, excepción que opera sobre los mencionados en la letra a) del artículo 32 -diputados y senadores- los que entonces pueden ser candidatos a consejeros regionales mientras ejercen como parlamentarios ya que al asumir el cargo ya no tendrán tal prohibición y en el peor de los casos cesarían como parlamentarios por una incompatibilidad de cargos. 





Para uniformar el criterio simplemente se estableció que todas las personas deben realizar la declaración jurada de no estar afecta a las prohibiciones del artículo 32 al momento de declarar su candidatura a consejero regional, eliminando la excepción de los parlamentarios, con lo cual los parlamentarios en ejercicio no pueden ser candidatos a consejero regional.




El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, señaló que actualmente la elección de consejeros regionales se realiza simultáneamente con la elección de parlamentarios, lo que determinaba que un parlamentario podía ser candidato a consejero porque en marzo del año siguiente, si no iba a la reelección, no tenía incompatibilidad para asumir el cargo porque había dejado de ser parlamentario.  Esta posibilidad existe para los parlamentarios porque la incompatibilidad debía ser declarada al momento de asumir el cargo y no de la inscripción de la candidatura, lo que genera una situación anómala porque a todos los demás se les exige que hagan su declaración de incompatibilidad al momento de la declaración de su candidatura.




La solución propuesta es que al momento de la declaración de la candidatura no se deben tener inhabilidades e incompatibilidades.




El Asesor de la Honorable Senadora señora Ena Von Baer, señor Jorge Barrera, expresó que esta modificación soluciona una desigualdad manifiesta que afecta a los consejeros regionales y que ha sido sistemáticamente reclamada, respecto a que todos podían ser candidatos a consejero regional pero ellos no podían ser candidato a nada sin renunciar un año antes a su cargo. La solución establece un equilibrio en el sentido de decir que el diputado o senador en ejercicio tiene que haber cesado en su cargo un año antes para poder ser candidato a consejero regional, estableciendo una igualdad de trato en todo respecto a inhabilidades e incompatibilidades, y ella también supera el problema que existía respecto de las elecciones primarias en el sentido de establecer cuándo se cumplían los requisitos para presentarse a primarias.




El Honorable Senador señor Espina manifestó que la solución está pensada en la óptica de que las elecciones de consejeros regionales no se realice en conjunto con las presidenciales, siendo el partidario que tanto los consejeros regionales como de los gobernadores sean conjuntas con la de presidente de la república y parlamentarios, por lo que no le parece satisfactoria la solución.





- Sometida a votación, la indicación número 28 fue aprobada por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Votó por su rechazo el Honorable Senador señor Espina.
Letra g)

Ordinal ii


El ordinal ii de esta letra modifica el inciso sexto del artículo 84 que literalmente señala:



“En lo demás, las declaraciones de candidaturas se regirán por lo dispuesto en los artículos 3º, con excepción de su inciso tercero; 3º bis, con excepción de su inciso tercero; 4º, incisos segundo y siguientes; y 5º de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”, para lo cual reemplaza la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700” Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios” 


La indicación número 29 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar este ordinal por el siguiente:


“ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por “3 bis, con excepción de su inciso quinto; 4, incisos segundo y siguientes; 5 y 6 bis de la ley N° 18.700. Los Candidatos a Gobernador Regional sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, los candidatos deberán presentar, junto con la declaración de candidatura, un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión en la Región. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no presentada la candidatura según lo señalado en el inciso segundo del artículo anterior.”.”.





El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente, indicó que este ordinal tiene dos sentidos. El primero es explicitar que la norma se refiere a la declaración de candidaturas de gobernadores regionales y de consejeros regionales. La segunda, que atañe a la indicación, que es la modificación sustantiva, establece la obligación que los candidatos a gobernadores regionales en la elección primaria y en la definitiva, junto con presentar sus declaraciones de candidaturas, presenten un programa de gobierno.





Señaló que uno de los más frecuentes reclamos de la ciudadanía es que falta un debate de ideas, de programas, y que se traduce la campaña en un asunto de “marketing”, lo que se trató de superar con las leyes de financiamiento electoral de la política, de las campañas, indicando que ahora se busca que la ciudadanía conozca cuáles son las propuestas de cada uno de los candidatos, estableciendo un requisito formal semejante al del candidato a la presidencia.





El Honorable Senador señor Espina señaló que la norma tiene problemas de redacción o de transcripción y consultó si esta norma, que se refiere exclusivamente a los candidatos a gobernador regional, existe en los mismos términos para los candidatos a la Presidencia. 
Además consultó a que se refieren las excepciones que la disposición contempla. 





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que la norma es similar a  la de los candidatos a la presidencia , hasta con sus problemas de redacción, y que las excepciones en realidad son adecuaciones ya que, por ejemplo, la el artículo 3° bis dice que “el pacto electoral regirá en todas las regiones del país en que uno o más partidos políticos integrantes del mismo se encuentren legalmente constituidos”, norma que ha cambiado al reformarse el sistema binominal, debiendo ahora señalarse que se exceptúa el inciso quinto, que es la ley de cuotas, porque no podemos aplicar una ley de cuotas a un cargo unipersonal.





En cuanto el al inciso segundo del artículo 4°, señaló que se refiere a que “en las declaraciones de candidaturas de partidos políticos, los candidatos de una lista deberán estar afiliados al mismo partido”, lo que ahora no resulta aplicable ya que la elección de gobernador regional es para un cargo unipersonal, y no hay una lista.





El Honorable Senador señor Espina manifestó que no ve razón alguna para utilizar una fórmula incomprensible en una disposición nueva, que obliga a realizar un estudio para comprenderla, haciendo presente que la ley debe redactarse en forma tal que sea fácilmente comprensible y autosuficiente, y solicitó que se redacte de acuerdo a ello, evitando referencias que, por legislar apurados pueden generar error, en una materia compleja en que pueden resultar discordantes otras normas en materia de pactos y primarias o de financiamiento, por ejemplo.  





El Honorable Senador señor Zaldívar coincidió con tal planteamiento, haciendo presente que el parlamento debe volver a hacer legislación directa sin tanta referencia, técnica que muchas veces  lleva a miles de interpretaciones discordantes e impide que el sentido de las leyes sea conocido salvo por los expertos.





En la última sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa el Ejecutivo propuso la siguiente redacción para el texto de reemplazo propuesto por este ordinal:





“3, con excepción de su inciso tercero; 4, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5, inciso segundo y siguiente; y 6 y 8 de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a Gobernador Regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que se pretenden desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura”.”.





La nueva redacción propuesta elimina la referencia al artículo 3° bis, incorpora en ella al inciso primero del artículo 4°, restringe la del artículo 5° eliminando de ella su inciso primero, e incorpora al artículo 8°.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que la nueva redacción  simplemente hace una adecuación en el texto y, como se solicitó, se mejora la redacción en que los gobernadores regionales tendrán que presentar su programa cuando se inscriban como candidatos.





- Puesta en votación la nueva redacción propuesta para la indicación 29 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o o o



El artículo 94 señala que: “Para los efectos del escrutinio general y de la calificación de las elecciones, contemplados en el párrafo siguiente, el secretario de la mesa receptora de sufragios remitirá al Presidente del Tribunal Electoral Regional el sobre a que se refieren los artículos 73 y 74 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. Asimismo, el secretario del Colegio Escrutador remitirá al mismo tribunal los sobres con las actas y cuadros de los Colegios Escrutadores.”.


Respecto de esta norma se presentó la indicación número 30 de Su Excelencia la Presidenta de la República, para consultar a continuación del número 52 el siguiente numeral, nuevo:


“… Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que el artículo trata de la remisión de todos los materiales electorales por cada uno de los presidentes de mesa al tribunal calificador de elecciones o al tribunal regional. Como sanciona la reforma constitucional, que es el Tribunal Calificador de Elecciones quien califica la elección de gobernadores regionales, se incluye al Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones como uno de los receptores de la información. 


- Sometida a votación, la indicación número 30 es aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina y Quinteros.

o o o o o

Número 54


Mediante este numeral se incorpora el siguiente artículo 98 bis:





“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.





Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo el que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 





El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.





Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.





Si muere uno o ambos candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el consejo regional convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará noventa días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”.





En la última sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa el Ejecutivo propuso modificar el inciso final de la norma aprobada en general, para reemplazar la referencia “el consejo regional convocará” por “el Tribunal Calificador e Elecciones convocará”, y los noventa días que propone para la nueva elección por ciento noventa días.



El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, señaló que la nueva redacción determina que si fallece uno o ambos candidatos a segunda vuelta la convocatoria a una nueva elección la realiza el Tribunal Calificador de Elecciones, la que se verificará ciento veinte días después de la convocatoria.


El Honorable senador señor Espina hizo presente que para que opere la norma basta con que muera uno de los candidatos para que se requiera nueva elección, sin que sea necesario referirse a ambos.


- Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo, con la modificación antes indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 56


Sustituye el artículo 99 bis por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de diciembre del año de la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.


En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.


La indicación número 31 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituir la expresión “seis de diciembre del año de la elección respectiva” por la frase “seis de enero del año siguiente a la elección respectiva”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que como se sancionó anteriormente por esta Comisión las elecciones de gobernador regional se celebrarán conjuntamente con las elecciones municipales, las que tienen lugar el último domingo del mes de octubre del año correspondiente. Agregó que si se hace un cálculo con la posibilidad de que exista una segunda vuelta, que se realiza un mes después, la nueva elección de gobernadores regionales se produciría el último domingo del mes de noviembre.  Desde ese momento el Tribunal tiene 30 días para calificar dicha elección, lo que impediría que asuma el 6 de diciembre, cuando lo hacen los alcaldes y concejales, pues el plazo de calificación de la elección estaría pendiente. Es por eso que se traslada desde el 6 de diciembre al 6 de enero la asunción de sus funciones,  para que todo el proceso se pueda realizar de acuerdo a los plazos pertinentes.





La Honorable Senadora señora Von Baer recordó que antes era el Presidente de la República quién nombraba al Intendente, lo que explica que asumiera el 11 de marzo, pero que ahora, como será elegido por votación popular,  asumirá en un momento distinto.


- Sometida a votación la indicación número 31 es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Matta y Quinteros.

o o o

Números nuevos



En la última sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa el Ejecutivo propuso modificar los artículos 101, 102 y 105 de la ley 19.175, en la siguiente forma:


…) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la frase “gobernador regional”.


..) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la frase “gobernador regional” las dos veces que aparece.


) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales y los gobernadores regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que las modificaciones propuestas tienen el propósito de sustituir las referencias al intendente que contienen por otras al gobernador regional.





La Honorable Senadora señora Von Baer señaló que resulta apropiado que los gobernadores regionales se relacionen a través del Ministerio del Interior con el Presidente de la República, pero que no parece correcto eliminar la referencia a los intendentes que contiene el artículo vigente sin reemplazarla por la mención a los delegados presidenciales regionales pues para ellos no cambia la relación actual con el Gobierno Central. 





El Honorable Senador señor Quinteros coincidió con lo antes expuesto, y sometió a votación estas propuestas, incorporando la referencia al delegado regional presidencial en el artículo 105.


- Sometida a votación la incorporación de estos números nuevos, con la modificación indicada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o

Artículo 2º


Mediante veintiún numerales incorpora diversas modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes.



Cabe hacer presente que al momento de elaborarse el informe la Secretaría introdujo las adecuaciones formales que se indican en el capítulo de modificaciones, a fin de corregir los artículos a que se refieren sus numerales de acuerdo al texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.640 que fijó el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado el 6 de septiembre de 2017.

Número 3


Recae en el artículo 3° de la ley, referido a las elecciones primarias para los cargos de Presidente de la República y de Parlamentarios y de alcaldes, las que regula separadamente.



El Ejecutivo propuso reemplazar el numeral aprobado en general, señalando el Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, que su propósito es que las primarias de gobernador regional tengan lugar conjuntamente con la de alcaldes.

- Sometida a votación la modificación indicada fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 9


Modifica el artículo 18 que señala: “Los candidatos independientes nominados para participar en las elecciones primarias por los partidos políticos o que integren pactos electorales no requerirán de los patrocinios señalados en los artículos 8° y 13 de la ley N°18.700 y 112 de la ley N° 18.695.”, para lo cual, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercala la frase “, 88 bis de la ley N° 19.175”.


La indicación número 32 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para reemplazarlo por el que se señala:


“9) En el artículo 18, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 89 de la ley N° 19.175”.”.





El Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, manifestó que al igual que ocurre en las elecciones primarias para el cargo de Presidente de la República, alcalde o parlamentario, un candidato independiente patrocinado por un partido político no requiere juntar firmas porque es respaldado por un partido político en esa elección primaria. La modificación, agregó, establece también esta excepción respecto de las elecciones primarias de gobernador regional, para que un candidato independiente respaldado por un partido político no requiera juntar el 0,5% de firmas para participar en las primarias cuando es invitado por un partido político o por un pacto electoral. Lo que se está haciendo es igualando ese derecho que tienen los candidatos independientes a Presidente de la República, parlamentario o alcalde al de gobernador regional.


- Puesta en votación, la indicación número 32 es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Matta y Quinteros.

Número 14


Modifica el artículo 29 bis y no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, el Ejecutivo solicitó reemplazar su letra a) por la siguiente:


“a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.”.


La modificación propuesta incorpora el escrutinio de la elección primaria de Gobernadores Regionales y establece que se escrutará primero la elección de gobernador regional.-.


- Puesta en votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Número 16





No fue objeto de indicaciones. Sin embargo, teniendo en consideración que la elección de gobernadores regionales, de acuerdo a lo antes ya aprobado, será de competencia del tribunal calificador de elecciones y no del tribunal electoral regional, el Ejecutivo solicitó reemplazarla a fin de incluir a los gobernadores regionales entre aquellos que el tribunal calificador de elecciones proclama como candidatos nominados. 


- Sometida a votación, la propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

Artículo 3°


Mediante 11 numerales introduce modificaciones a la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.


Cabe hacer presente que al momento de elaborarse el informe la Secretaría introdujo las adecuaciones formales que se indican en el capítulo de modificaciones, a fin de corregir los artículos a que se refieren sus numerales de acuerdo al texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.884 que fijó el decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado el 6 de septiembre de 2017.
o o o o o

Número 12, nuevo


En la última sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa el Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, solicitó incorporar un numeral 12, nuevo, a fin de modificar el artículo 59 de esta ley, que regula los gastos en publicidad y difusión en el período de campañas, a fin de reemplazar su referencia a las intendencias y las gobernaciones por otra a las delegaciones presidenciales regionales y as delegaciones presidenciales provinciales.

- Sometida a votación, la propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Quinteros y Zaldívar.

o o o o o


La indicación número 33 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para incorporar después del artículo 8 el siguiente artículo nuevo:


“Artículo …- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	       Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	          1-A
	           1



- Sometida a votación la indicación número 33 es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Matta y Quinteros.

o o o o o

Artículo 9


Introduce una serie de modificaciones en los cuerpos  legales que se mencionan al tratar el respectivo numeral.

Número 1

Letra a)


Modifica el artículo 9 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, sustituyendo el inciso segundo por el siguiente:


“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.


La indicación número 34 del Honorable Senador señor Quinteros, propone reemplazarla por la siguiente:


“a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva y al gobernador regional velar por lo dispuesto en el artículo anterior en lo pertinente.”.”.


Esta indicación fue retirada por su autor.

Letra e)


Modifica la letra a) del inciso primero del artículo 74, que establece quienes no pueden ser candidatos a alcalde o concejal, sustituyendo la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales”.



La indicación número 35 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituirla por la siguiente:


“e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por la frase “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales.”.”.


Los representantes del Ejecutivo indicaron que la indicación corresponde al criterio adoptado por la Comisión en orden a igualar el trato de las inhabilidades existentes en materia electoral.





El Honorable Senador señor Espina expresó que la modificación importa que no puedan ser candidatos a alcalde o conejal los gobernadores o delegados presidenciales -sumando la indicación a los secretarios regionales ministeriales- si no han renunciado un año antes a sus cargos.


- Sometida a votación la indicación número 35 es aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Matta y Quinteros.

o o o o o


La indicación número 36 de Su Excelencia la Presidenta de la República, es para introducir después de la letra e) el siguiente literal, nuevo:


“f) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 74:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.”.


- Puesta en votación, la indicación número 36 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi, Espina, Matta y Quinteros.

o o o o o

Número 9


Incorpora modificaciones a la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


Cabe hacer presente que al momento de elaborarse el informe la Secretaría introdujo las adecuaciones formales que se indican en el capítulo de modificaciones, a fin de corregir los artículos a que se refieren sus numerales de acuerdo al texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.700 que fijó el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado el 6 de septiembre de 2017.
Número 10


Incorpora modificaciones a la ley N° 18.556, Orgánica Constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.


Cabe hacer presente que al momento de elaborarse el informe la Secretaría introdujo las adecuaciones formales que se indican en el capítulo de modificaciones, a fin de corregir las referencias de acuerdo al texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.556 que fijó el decreto con fuerza de ley N° 5, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado el 6 de septiembre de 2017.
Número 11


Incorpora modificaciones a la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de Partidos Políticos.


Cabe hacer presente que al momento de elaborarse el informe la Secretaría introdujo las adecuaciones formales que se indican en el capítulo de modificaciones, a fin de corregir las referencias de acuerdo al texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.603 que fijó el decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, publicado el 6 de septiembre de 2017.
Disposiciones transitorias

Artículo primero


La norma aprobada en general del artículo primero transitorio, contempla el siguiente texto:


“Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de competencias a que se refiere el artículo 114 de la Constitución Política de la República. La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales 24, 25, 33, 37, 39 y 43 del artículo primero de esta ley entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.”.


Respecto de este artículo se presentaron tres indicaciones.


La indicación número 37 de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos en las elecciones del año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes el 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 6 de enero de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales 24, 25, 29,  37, 38,  39,  43 y 44 del artículo primero de esta ley entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.”.


La indicación número 38 del Honorable Senador señor Espina, es para agregar, en el inciso primero de la norma aprobada en general, después de la locución “Constitución Política de la República”, la frase “y una ley de rentas regionales”.


Además, el Honorable Senador señor Espina solicitó que la Comisión considerara la siguiente propuesta, que se consignó como indicación número 39:


39.- Del Honorable Senador señor Espina, para reemplazar la segunda oración del inciso primero por la siguiente:


“La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se efectuará conjuntamente con las elecciones parlamentarias.”.


Al iniciar el estudio de estas indicaciones, el Honorable Senador señor Espina propuso pronunciarse primero respecto de la indicación 39, que se refiere al momento en que se realizará la primera elección de gobernadores regionales.


Indicó que la Comisión por mayoría de votos, siendo el voto minoritario, estableció la norma general en la materia, al disponer que la elección de gobernador se realice conjuntamente con la elección municipal, de alcaldes y concejales, y de consejeros regionales.





Ya aprobada esa norma permanente, agregó, lo que propone es que en las disposiciones transitorias se establezca que la primera elección de gobernadores se realice conjuntamente con la próxima elección de Presidente de la República y parlamentarios, evitando de esta forma acortar el período de los próximos consejeros regionales, cargos a los cuales se inscribieron sus candidatos considerando un período de cuatro años de ejercicio.





En respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Quinteros en relación a la admisibilidad de la indicación, el Asesor del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, expresó que previamente se aprobó realizar las elecciones de gobernador regional conjuntamente con las elecciones municipales y de consejeros regionales, y que si se llevare a cabo la primera elección de gobernadores conjuntamente con las de parlamentarios el período de los gobernadores regionales se reduciría a tres años, pese a que la Constitución Política sólo autoriza reducir o ampliar el período de los consejeros regionales. Es decir, agregó, su aprobación contraría las disposiciones constitucionales sobre la materia.





El señor Presidente anunció que sometería a votación la inadmisibilidad de la indicación, en atención a lo dispuesto en el número cuatro del artículo 131 del Reglamento de la Corporación. 





Sometida a votación, la inadmisibilidad de la indicación 39 es aprobada por mayoría de votos. Votaron por declarar su inadmisibilidad los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar, y por declarar su admisibilidad los Honorables Senadores señora von Baer y señor Espina.





La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó dejar constancia que no considera inadmisible la indicación pues ni se está fuera de las ideas matrices de la iniciativa ni corresponde a la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República, y que sobre su constitucionalidad, que es otro asunto, en su opinión el eventual encargado de pronunciarse es el Tribunal Constitucional, siendo partidaria de votar la indicación atendido su propio mérito.





En sentido contrario, el Honorable Senador señor Zaldívar expresó que el Reglamento de la Corporación se refiere a la inadmisibilidad en términos más amplios que los antes indicados, pues también ella se aplica a la discusión o votación de un asunto por ser contrario a la Constitución Política, sin que se limite únicamente a los problemas de iniciativa o respecto de su apego a la idea matriz de una iniciativa.





Por su parte el Honorable Senador señor Espina manifestó que su indicación es admisible y no resulta contraria a la Carta Fundamental debido a que el gobernador regional es parte del consejo regional, respecto del cual el inciso segundo artículo 113 dispone “El consejo regional estará integrado por consejeros elegidos por sufragio universal en votación directa, de conformidad con la ley orgánica constitucional respectiva. Durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser reelegidos. La misma ley establecerá la organización del consejo regional, determinará el número de consejeros que lo integrarán y su forma de reemplazo, cuidando siempre que tanto la población como el territorio de la región estén equitativamente representados.”.





Agregó que la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución señala en lo pertinente que “El período establecido en el inciso segundo del artículo 113 podrá ser adecuado por la ley orgánica constitucional señalada en los incisos cuarto y quinto del artículo 111 para que los períodos de ejercicio de gobernadores regionales y consejeros regionales coincidan” de lo cual resulta que la adecuación a que se refiere la norma puede darse tanto modificando el período del gobernador como de los consejeros.





Enseguida  el señor Presidente puso en discusión la indicación número 37, que propone sustituir el texto del artículo por el antes transcrito.


La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votación separada de su inciso tercero señalando que, de aprobarse, determinaría que quienes decidieron ser candidatos a consejero regional y ya se encuentran en campaña electoral para un período de cuatro años, en virtud de esta ley y sin tener ya la posibilidad de modificar su decisión, asumirían por un lapso de tres años o se limitaría a ese plazo su periodo si la ley se publica una vez ya elegidos.  


Agregó que si bien en el pasado se han cambiado los períodos cuando ya existen candidatos, como ocurrió al Senador Frei cuando era candidato a Presidente, en que incluso él votó por acortar el período presidencial, no es lo mismo hacerlo cuando están inscritos los candidatos a consejeros regionales con la idea de un período de cuatro años, que ahora se les acorta a tres.  


Indicó que una solución era que la primera elección fuera el 2021, y otra distinta, que le parece mejor, es que los consejeros permanezcan cuatro años y que cuando se produzca la elección de gobernador regional extiendan un año su mandato, lo que no parece perjudicial e incluso podría ser beneficioso pues coexistirán consejeros experimentados cuando asuma un gobernador regional en un sistema nuevo. 


De esta forma, continuó, los que sean elegidos consejeros en la siguiente elección asumirán por tres años, lo que sabrán al momento de inscribir sus candidaturas, sin que se le cambien las reglas del juego en la mitad de la campaña como ocurriría hoy, lo que no parece adecuado. Es por ello, concluyó, que la actual solución no le parece satisfactoria.


El Honorable Senador señor Espina expresó ser partidario de que la elección del gobernador se efectuara conjuntamente con la del Presidente de la República ya que, aunque es un tema opinable, después de analizarlo reiteradamente ha alcanzado el convencimiento que una elección de la naturaleza de la del gobernador regional debiera ser conjunta a la del Presidente de la República para que cuando asuma lo hagan también los nuevos gobernadores, lo que le permitirá forma alianzas estratégicas respecto de cómo va a desarrollar su gobierno considerando lo que los gobernadores regionales en ese momento le planteen. De esta forma tanto el Ejecutivo como los gobernadores compartirían un periodo de cuatro años.


Señaló que la norma propuesta transformará la elección de gobernadores en una primaria presidencial, en que la regionalización y el factor local no será tomado en cuenta, y el realismo político indica que los partidos presentaran candidatos a gobernador para medir su respaldo y arrastre y ver la posibilidad de presentarlo como candidato a Presidente en la próxima elección, porque no hay inhabilidad para que el gobernador regional se  presente a candidato a Presidente de la República a la elección siguiente, para lo cual probablemente renunciará al cargo antes de su término.


Si tal situación se produce no tendremos gobernadores que asuman el compromiso de preocuparse de su región por cuatro años, ya que el cargo podría transformarse en una plataforma para una candidatura presidencial, dañando el proceso de regionalización. 


Agregó que además se producirá una situación o incentivo perverso para los a parlamentarios porque los parlamentarios candidatos a senadores tendrán que pensar si apoyan a un candidato a gobernador que, pierde la elección pero obtiene un cuarenta o cuarenta y cinco por ciento de los votos será naturalmente candidato a senador y el adversario o competidor de quien le apoyó.


Manifestó que le parece inaceptable acortar el período a los próximos consejeros regionales, que como candidatos se inscribieron y planificaron sus campañas y actividades para ejercer el caro por un período de cuatro años, y que ahora, a dos meses de la elección, se les diga que su período durará un año menos, sin que el ejemplo del ex Presidente Frei sea comparable, porque el propio eventual afectado estuvo de acuerdo en acortar el período presidencial, lo que no ocurre hoy.


Por las razones expuestas, el señor Senador solicitó dejar constancia que formula reserva de constitucionalidad sobre la norma en discusión, porque estima que contraría la Carta Fundamental y lesiona el derecho de las personas el que una vez presentado a un cargo público de elección popular, cumpliendo los requisitos y sujeto a las inhabilidades, prohibiciones o renuncias que ello conlleva, se modifiquen las condiciones esenciales se ese cargo, como es su duración, transformando su postulación a un cargo público casi en un juego de azar en que se desconoce el estatuto a que se encontrará sujeto.


El Honorable Senador señor Quinteros manifestó que reiteradamente ha señalado que la elección de gobernadores regionales tienen un carácter territorial, y que si se quiere descentralizar mediante la nueva figura del gobernador regional es necesario asegurar su prestancia, categoría y fortaleza de los gobiernos regionales, a lo que contribuye su elección separada de la presidencial en que puede pasar a ser irrelevante,  


Agregó que en el mencionado caso del Ex Presidente Frei era el único Senador candidato a la presidencia en ese momento, y que a los restantes candidatos que postulaban a un período de ocho años no se les solicitó su opinión, haciendo presente que al momento de inscribirse los actuales candidatos a consejeros regionales ya se había publicado y difundido la reforma constitucional sobre elección de gobernadores, la que incluía la posibilidad de adecuar la duración de sus mandatos para hacerla coincidir con esta última,





- Sometido a votación, el inciso tercero del artículo propuesto en la indicación número 37 fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Espina.




- Sometido a votación, el resto del artículo propuesto en la indicación número 37 fue aprobado por mayoría de votos. Votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar. Votó por su rechazo el Honorable Senador señor Espina.

La indicación número 38 del Honorable Senador señor Espina, es para agregar después de la locución “Constitución Política de la República” la frase “y una ley de rentas regionales”.





El Honorable Senador señor Espina señaló que en un primer momento se esperaba lograr que la elección de gobernadores tuviera lugar en un mes más, en conjunto con la de Presidente de la República, parlamentarios y consejeros regionales, señalándose que por la celeridad requerida no era posible en el lapso intermedio dictar una ley de rentas regionales.





Agregó que ya establecido que no será este año la primera elección de gobernadores no hay ningún impedimento para exigir, como condición a dicha elección, que exista una ley de rentas regionales, lo que además es beneficioso desde el punto de vista de la responsabilidad fiscal.





Señaló que debe ser requisito para la elección el que exista una ley de rentas regionales aprobada, para evitar que esto se traduzca en repartir los recursos actuales, lo que estima un profundo error.





El Honorable Senador señor Zaldívar  expresó que el tema ha sido largamente discutido, y que siempre fue partidario de haber dado inicio a la regionalización incluso sin tener completo un proyecto de ley salvo la ley orgánica de elecciones, pero que después se exigió la previa aprobación del proyecto de transferencia de competencias, a lo que ahora se propone agregar una de rentas regionales o municipales, lo que se puede transformar en el candado con que el Presidente de la República impida la regionalización, pues la materia es de su iniciativa legal exclusiva.





El honorable senador señor Quinteros manifestó que hace muy poco tiempo se modificó la Constitución Política para establecer la elección del gobernador regional y las condiciones para que ella tenga lugar, sin que le parezca pertinente ampliarlas por vía legal.


- Sometida a votación, la indicación número 38 fue rechazada por mayoría de votos. Votaron por su rechazo los Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar, y por su aprobación los Honorables Senadores señora von Baer y señor Espina.

- - - - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1

Número 2

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:





“b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.”.”.

(Unanimidad  3x0. Indicación número 1)

Número 3


En su letra a) sustituir el literal iii), por el siguiente:


“iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).

(mayoría 3x1).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.”.

(adecuación formal)

Número 5


Intercalar, en su inciso segundo, entre la palabra “provincia” y el puto final que le sigue (.) la frase “que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio”, precedida de una coma (.).

(mayoría de votos 3x1. indicaciones Nos 2 y 3).

Número 6

Letra b)


-Reemplazar su ordinal i, por el que sigue:


“i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.”.

(unanimidad 4x0. indicación N° 4).


--Incorporar como literal iii, nuevo, el que sigue:


“iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.”.

(unanimidad 5x0. Artículo 121 del Reglamento)
Número 7


--Reemplazar su letra a) por la siguiente:


“a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.”.


--Sustituir su letra b) por la que sigue:


“b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.”.


--Agregar las siguientes letras c) y d), nuevas:


“c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.”.

(indicación número 5, unanimidad 4x0)

Número 10


--Reemplazar las expresiones “gobernador regional, alcalde, concejal, consejero regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial” por “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

(indicación número 6, unanimidad 4x0)

Número 11


--Sustituirlo por el que sigue:


“11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.”.

(indicación número 7, unanimidad 4x0)

Número 18


En el artículo propuesto efectuar las siguientes enmiendas:


--Reemplazar, en el inciso primero, la frase final que señala “, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales” por “y las leyes”.

(indicación número 8, mayoría de votos 4x1)


Sustituir, en su inciso segundo, su referencia al “capítulo VI del título II” por “Capítulo VI del Título Segundo”.

(unanimidad 5x0 artículo 121 del Reglamento).

Número 19

Artículo 23 bis

Letra c)





--Reemplazarla por la que sigue:





“c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.”. 

(indicación número 9, unanimidad 5x0) 

Letra e)





--Reemplazar la expresión “Acreditar domicilio electoral” por “Residir”.

(indicación número 10, unanimidad 5x0) 

Artículo 23 ter

Letra a)


--Intercalar después de la expresión “provinciales,” la locución “los secretarios regionales ministeriales,”.

(indicación número 11, unanimidad 5x0) 


--Incorporar las siguientes letras b) y c), pasando sus letras b), c), d) y e) a ser letras d), e), f) y g), respectivamente:


“b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.”.

(indicación número 12, unanimidad 5x0)

Inciso segundo


--Sustituir la referencia a las letras “a) y b)” por otra a las letras “a), b), c) y d).

(indicación número 13, unanimidad 5x0).

Artículo 23 quáter


--Reemplazar la frase “de conformidad con lo dispuesto en esta ley” por “hasta el límite de doce horas semanales”.

(indicación número 14, unanimidad 5x0)

Artículo 23 sexies


--En sus incisos segundo, cuarto y quinto sustituir la expresión “tribunal electoral regional respectivo” por “tribunal calificador de elecciones”, y en su inciso sexto reemplazar la expresión “tribunal electoral regional competente” por “tribunal calificador de elecciones”, respectivamente.

(indicaciones números 15, 16, 17 y 18.  unanimidad 5x0)


--En su inciso octavo reemplazar su palabra final “local” por “regional”.

(indicación número 19, unanimidad 5x0)


--En su inciso noveno, consignar con minúscula las palabras “Tribunal Calificador de Elecciones”.

(adecuación formal)

Artículo 23 septies


--Sustituirlo por el que sigue:



“Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.



En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.



La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 



El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.



Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.”.

(unanimidad 5x0)

Número 20


--Suprimir su letra c).

(unanimidad 5x0)


--Reemplazar sus letras d) y e) por las que siguen:



“c) Sustituir su letra q) por la siguiente:



“q) Presidir el Consejo Regional.



En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:



“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 



Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.



El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.



El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.”.

(unanimidad 5x0)

Número 22


--Reemplazar su letra a) por la que sigue:


“a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.”.


--Sustituir su letra b) por la que sigue:


“b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.”.

--Incorpórase la siguiente letra c), nueva:


“c) Agrégase como inciso final el siguiente:



“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.”.

(unanimidad 5x0)

Número 25



--Sustituirlo por el que sigue:



“25. Remplazar el artículo 30 ter por el siguiente;



“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:



a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.



b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.



c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.



d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.



e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.”.

(unanimidad, 5x0)

Número 26


Sustituirlo por el siguiente:


“26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:


a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.

(artículo 121 del Reglamento, 5x0)


b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.

c) Incorpórase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.”.

(indicación 21, unanimidad 4x0)

Número 27


Reemplazarlo por el siguiente:


“27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.”.

(Artículo 121 del Reglamento, unanimidad 5x0)

Número 28


--Agregar la siguiente letra d), nueva:


“d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.”.

(mayoría de votos, 4x1 abstención)

Número 29


Reemplazarlo por el que sigue:


“29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.”.

(indicación 22. Letra a), unanimidad 3x0. Letra b) 4x0)

Número 31


-Reemplazar por el siguiente:


“31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.”.

(Indicación número 24. Unanimidad 3x0)

Número 32


-- Reemplazar por el siguiente:


“32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.”.

(Indicación número 25. Unanimidad 5x0)

Números 33, 34, 35 y 36


--Suprimirlos.

(Adecuación formal)

Número 37 


Ha pasado a ser número 33

Letra a)

--Sustituirla por la que sigue


“a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.”.

(Indicación número 26. Unanimidad 5x0)

Números 38


Ha pasado a ser número 34, sin otra enmienda.

Números 39


Ha pasado a ser número 35, sin modificaciones.

Números 40


Ha pasado a ser número 36, sin otra enmienda.

Números 41


Ha pasado a ser número 37, sin modificaciones.

Números 42


Ha pasado a ser número 38, sin otra enmienda.

Números 43


Ha pasado a ser número 39, sin modificaciones.

Números 44


Ha pasado a ser número 40, sin otra enmienda.

Números 45


Ha pasado a ser número 41, sin modificaciones.

Números 46


Ha pasado a ser número 42, sin otra enmienda.

Números 47


Ha pasado a ser número 43, sin modificaciones.

Número 48


Ha pasado a ser número 44.

Letra e)


--Sustituir por la que sigue:



“e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.”.

(indicación número 28, mayoría de votos 3x1)

Letra g)

Ordinal ii


--Sustituirlo por el que sigue:


“ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.”.
(indicación número 29, unanimidad 5x0)

Números 49


Ha pasado a ser número 45, sin otra enmienda.

Números 50


Ha pasado a ser número 46, sin modificaciones.

Números 51


Ha pasado a ser número 47, sin otra enmienda.

Números 52


Ha pasado a ser número 48, sin modificaciones.

Número 49, nuevo


“49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.”.

(indicación número 30, unanimidad 4x0)

(adecuación formal)

Números 53


Ha pasado a ser número 50, sin otra enmienda.

Número 54


Ha pasado a ser número 51.


--Sustituir, en el inciso quinto del artículo 98 bis que propone, las expresiones “o ambos” por “”de los”; “consejo regional” por “Tribunal Calificador de Elecciones”, y “noventa” por “ciento veinte”, respectivamente.

(unanimidad 5x0)
Número 55


Ha pasado a ser número 52, sin modificaciones. 

Número 56


Ha pasado a ser número 53.


--Reemplazar en el inciso primero, del artículo 99 bis que propone, la expresión “seis de diciembre del año de la elección respectiva” por la frase “seis de enero del año siguiente a la elección respectiva”.

(indicación número 31, unanimidad 5x0).

o o o o o

Números 54, 55, 56, nuevos


--Incorporar los siguientes números, nuevos:


“54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.”.

(unanimidad 5x0).

o o o o o

Artículo 2

Número 3


--Reemplazarlo por el que sigue:


“3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.”.

(unanimidad 5x0).

Número 6


--En su encabezado, sustituir “artículo 7” por “artículo 8”.

(adecuación formal)

Número 7


--Reemplazar sus palabras iniciales “En el inciso primero del artículo 9” por “En el inciso primero del artículo 10”.

(adecuación formal)

Número 8


-En su encabezado, sustituir “artículo 13” por “artículo 14”.

(adecuación formal)


--En el literal iv de su letra b), reemplazar la referencia “artículo 14” por “artículo 15”.

(adecuación formal)

Número 9


--Sustituir sus palabras iniciales “En el artículo 18” por “En el artículo 19”.

(adecuación formal)


--Reemplazar la referencia al artículo “88 bis” por “89”.

(indicación número 32, unanimidad 5x0)

Número 10


--En su encabezado reemplazar “artículo 20” por “artículo 21”, y en su letra b) consignar con mayúscula la expresión “gobernador regional”.

(adecuación formal)

Número 11


--Reemplazar su referencia al “artículo 22” por al “artículo 23”.

(adecuación formal)

Número 12


--Sustituir su referencia al “artículo 23” por al “artículo 24”.

(adecuación formal)

Número 13


--Reemplazar la referencia al “artículo 24” por al “artículo 25”.

(adecuación formal)

Número 14


--En su encabezado reemplazar “artículo 29 bis” por “artículo 31”.

(adecuación formal)


--Reemplazar su letra a) por la que sigue:


“a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.”.

(unanimidad 5x0)

--Reemplazar en su letra b) la expresión “gobernadores regionales” por “gobernador regional”.

(adecuación formal)

Número 15


--Sustituir “artículo 30” por “artículo 32”; la voz “Alcalde” por “alcaldes”, y consultar con minúscula las palabras “Gobernadores Regionales”.

(adecuación formal)

Número 16


--Reemplazar por el siguiente:


“16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.”.

(Unanimidad 5x0 y adecuación formal)

Número 17


--Sustituir la referencia “artículo 32” por “artículo 34”.

(adecuación formal)

Número 18


--Reemplazar por el que sigue:


“18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.”.

(adecuación formal)

Número 19


--Reemplazar su referencia al “artículo 35” por “artículo 37”.

(adecuación formal)

Número 20


--Sustituir la referencia “artículo 36” por “artículo 38”, y consignar con minúscula las palabras “Gobernador Regional”.

(adecuación formal)

Número 21


--En su encabezado reemplazar la expresión “artículo 38” por “artículo 40”, y en su letra b) consignar con minúsculas iniciales las palabras “Gobernador regional”.

(adecuación formal)

Artículo 3°

Número 3


--En su encabezado reemplazar “artículo 9” por “artículo 10”.

(adecuación formal)

Número 4


--En su encabezamiento sustituir “artículo 14” por “artículo 15”.

(adecuación formal)

Número 5


--Reemplazar la referencia “artículo 17” por “artículo 20”.

(adecuación formal)

Número 6


--Sustituir la referencia “artículo 30” por “artículo 36”.

(adecuación formal)

Número 7


--Reemplazar la referencia “artículo 32” por “artículo 38”.

(adecuación formal)

Número 8


--Sustituir su referencia “artículo 41” por “artículo 47”.

(adecuación formal)

Número 9


--Reemplazar su referencia “artículo 48” por “artículo 54”.

(adecuación formal)

Número 10


--Sustituir la expresión “artículo 49” por “artículo 55”.

(adecuación formal)

Número 11


--Reemplazar la referencia al “artículo 50” por otra al “artículo 56”.

(adecuación formal)

Número 12, nuevo


--Incorporar como número 12, nuevo, el siguiente:


“12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.”.

(unanimidad 5x0)

o o o

Artículo 9°, nuevo


--Intercalar después del artículo 8°, como artículo 9°, nuevo, el siguiente:


“Artículo 9°.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	       Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	          1-A
	           1”


(indicación número 33, unanimidad 5x0)

o o o

Artículo 9

(Ha pasado a ser artículo 10)

Número 1

Letra e)


--Intercalar después de las palabras finales “presidenciales provinciales”, la expresión “los secretarios regionales ministeriales,””, precedida de una coma (,). 

(indicación número 35, unanimidad 5x0)

--Intercalar como literal f), nuevo, el que sigue:


“f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.”.

(indicación número 36, unanimidad 5x0)
Letras f), g), h), i), j) y k)


Han pasado a ser letra g), h), i), j), k) y l), respectivamente, sin enmiendas.

Número 9


--Reemplazar en su letra a) “artículo 40” por “artículo 45”, en su letra b) “artículo 52” por “artículo 58” y en su letra c) “artículo 160” por “artículo 161”, respectivamente.

(adecuación formal)

Número 10


--Sustituir la referencia “artículo 63” por “artículo 64”.

(adecuación formal)

Número 11


--Reemplazar la referencia “artículo 56” por “artículo 71”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero


--Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos en las elecciones del año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes el 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 6 de enero de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales  20, 24, 25, 28 letra d), 29, 32, 33, 35, 39 y 40 del artículo primero de esta ley así como el número 4 de su artículo 5° entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.”.

(indicación 37, inciso tercero mayoría de votos 3x2, resto de la disposición mayoría de votos 3x1).

Artículo segundo


--Sustituir su referencia al “artículo 14” por otra al “artículo 15”.

(adecuación formal)
- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:

|



1. En el epígrafe del capítulo I del título primero, reemplázase la expresión “Del Intendente” por “Del Delegado Presidencial Regional”.



2. En el artículo 1:



a) En el inciso primero sustitúyese la expresión “el intendente” por “el delegado presidencial regional”.



b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.


3) En el artículo 2:



a) En su inciso primero:



i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 



“Artículo 2.- Corresponderá al delegado presidencial regional:”. 



ii. Reemplázase en las letras d) y f) la palabra “gobernadores” por la expresión “delegados presidenciales provinciales”.


iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.



b) En el inciso segundo sustitúyese la palabra “intendente” por “delegado presidencial regional”, y el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”. 



4. En el epígrafe del capítulo II del título primero sustitúyese la expresión “Del Gobernador” por “Del Delegado Presidencial Provincial”.



5. En el artículo 3:



a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:



“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.



Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.



b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “del gobernador” por “del delegado presidencial provincial”.





6. En el artículo 4:





a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:




“Artículo 4.- El delegado presidencial provincial ejercerá las atribuciones que menciona este artículo, informando al delegado presidencial regional de las acciones que ejecute en el ejercicio de ellas.”.





b) En el inciso segundo:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.





ii. Sustitúyese en el inciso párrafo segundo de la letra h) el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.



7. En el artículo 5:


a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.


b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.


c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.



8. El epígrafe del capítulo III del título primero sustitúyese por el siguiente: “Disposiciones Comunes a Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales”.



9. En el artículo 6:



a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”. 



b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.



10. En el artículo 7 sustitúyese la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por la siguiente: “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.


12. Sustitúyese el artículo 9 por el siguiente:



“Artículo 9.- Los delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales ejercerán sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas transitoriamente en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.”. 



13. En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.



14. En el artículo 11 sustitúyese la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.



15. En el artículo 12 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.



16. En el artículo 22 sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



17. Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del capítulo III por el siguiente: “Del Gobernador Regional”.



18. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 



“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República y las leyes.



El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el Capítulo VI del Título Segundo.”.



19. Intercálanse los siguientes artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies: 



“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:



a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.



b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.


c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.


d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.



e) Residir en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.



f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 



No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.



Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:



a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.


b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.


d) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.



e) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.



f) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.



g) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.



Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.



Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, hasta el límite de doce horas semanales. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.



Artículo 23 quinquies.- Quedarán inhabilitados para desempeñar el cargo de gobernador regional:



a) Los gobernadores regionales respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra c) del artículo 23 ter. 



b) Los gobernadores regionales que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.



Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:



a) Pérdida de la calidad de ciudadano.



b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.



c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.



d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.



e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.



f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 



g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 



La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.



Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.



La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.



En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal calificador de elecciones la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 



El tribunal calificador de elecciones adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.



La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.



Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad regional. 



La causal establecida en la letra g) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.



Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.



En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.



La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 



El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.



Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.



Artículo 23 octies.- En caso de vacancia del cargo de gobernador regional, el consejo regional procederá a elegir un nuevo gobernador regional que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos consejeros regionales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado gobernador regional aquél de los dos consejeros regionales que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva. El mismo mecanismo se aplicará para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.



La elección se efectuará en una única sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante. El secretario ejecutivo del consejo regional citará al efecto a este órgano con tres días de anticipación a lo menos. El nuevo gobernador regional así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.



Mientras no sea elegido el nuevo gobernador regional, regirá lo dispuesto en el artículo anterior.



En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.



Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir gobernador regional, se celebrará con el o los consejeros regionales que asistan y resultará elegido gobernador regional aquel consejero regional que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado gobernador regional aquél de los consejeros regionales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva.



Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como gobernador regional aquel consejero regional en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección correspondiente.”.



20. En el artículo 24:



a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: 



“Artículo 24.- Corresponderá al gobernador regional:”.



b) En la letra d) reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



c) Sustituir su letra q) por la siguiente:



“q) Presidir el Consejo Regional.



En las sesiones del Consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:





“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 





Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.





El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.





El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.



21. En el inciso segundo del artículo 25 sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



22. En el artículo 26:


a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.


b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.


c) Agrégase como inciso final l siguiente:





“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.



23. En el inciso primero del artículo 27 reemplázase la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.


24. Derógase el artículo 30 bis.


“25. Remplazar el artículo 30 ter por el siguiente;



“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:



a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.



b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.



c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.



d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.



e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.


26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:


a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.


b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.

c) Incorpórase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.


27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.



28. En el artículo 36:



a) En las letras d), e) y f) sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



b) En la letra g):



i. Reemplázase la frase “intendente regional en su calidad de órgano ejecutivo del mismo” por la siguiente: “gobernador regional”.



ii. Sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



c) En la letra h) sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.


29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


30. En el artículo 40:



a) En la letra e) sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma.



b) En la letra f) reemplázase el punto final por la expresión “, y”.



c) Agrégase la siguiente letra g):



“g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo disponen el artículo 125 de la Constitución Política de la República y el artículo 28 bis de la ley N° 19.884.”.


31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.

32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.



33. En el artículo 62: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.



b) En el inciso tercero sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.



34. Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente:



“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.



35. En el artículo 66 elimínase la oración final.



36. En el inciso primero del artículo 68 reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



37. En el inciso primero del artículo 70, reemplázase la palabra “intendente” por los vocablos “gobernador regional”, todas las veces que aparece.



38. En el inciso primero del artículo 71 reemplázase el vocablo “intendente” por las palabras “gobernador regional”.



39. En el artículo 73: 



a) En el inciso segundo reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



b) En el inciso tercero sustitúyese la frase “el presidente del consejo y el intendente representarán” por la siguiente: “el gobernador regional representará”.



c) En el inciso quinto reemplázase la palabra “Intendente” por la expresión “gobernador regional”.



40. En el artículo 78 reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.



41. Sustitúyese el epígrafe del capítulo VI del título II por el siguiente:



“De la Elección del Gobernador Regional y del Consejo Regional”.



42. En el artículo 82, entre las expresiones “Para las elecciones” y “de consejeros regionales”, intercálase la frase “de gobernadores regionales y”.



43. En el artículo 83:



a) Intercálase, entre el vocablo “elecciones” y la expresión “de consejeros regionales”, la frase “de gobernadores regionales y”.



b) Sustitúyese la voz “parlamentarias” por “municipales”. 



44. En el artículo 84: 



a) En el inciso primero, entre la palabra “candidaturas” y la expresión “a consejeros regionales”, intercálase la frase “a gobernador regional y”.



b) En el inciso segundo, a continuación de la frase “corresponda elegir en la respectiva”, agrégase la expresión “región o”.



c) En el inciso tercero:



i. Incorpórase como primera oración la siguiente: 



“Los candidatos a gobernador regional no podrán postular al mismo tiempo como candidatos a los cargos de Presidente de la República, senador, diputado, alcalde, concejal o consejero regional en las elecciones que se realizan conjuntamente.”.



ii. Sustitúyese la expresión “o diputado” por la frase “, diputado, alcalde, concejal o gobernador regional”. 



d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:



“Cada declaración de candidatura a gobernador regional deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la que señalará cumplir con los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades señaladas en el artículo 23 ter. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirá la nulidad de aquella, y de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y del Administrador Electoral General, en su caso. En el caso que un gobernador regional postulare a su reelección conforme con lo dispuesto en el artículo 111 de la Constitución Política de la República, o a su elección como consejero regional en la región donde desempeña su cargo, se procederá a su subrogación en conformidad con el inciso segundo del artículo 23 septies, desde los treinta días anteriores a la fecha de la elección y hasta el día siguiente de ella. En todo caso, durante el período señalado el gobernador regional conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del consejo regional con derecho a voz. Sin embargo, la presidencia del consejo regional sólo podrá ejercerla un consejero regional que no estuviere repostulando a dicho cargo o postulando al cargo de gobernador regional. Si hubiere más de uno en tal situación la presidencia le corresponderá a quien haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección respectiva. Si todos los consejeros regionales estuvieren repostulando, la presidencia se decidirá por sorteo entre ellos.”.


e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.



f) Suprímese el inciso quinto. 



g) En el inciso sexto:



i. Agrégase, a continuación de la expresión “declaraciones de candidaturas”, la frase “a gobernador regional y a consejeros regionales”. 


ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.


h) Agrégase el siguiente inciso octavo:



“Las declaraciones de candidaturas de gobernador regional deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada región.”. 



45. Intercálase el siguiente artículo 84 bis:



“Artículo 84 bis.- Las candidaturas a gobernador regional podrán ser declaradas por un partido político, por un pacto de partidos, por un pacto entre un partido político e independientes, por un pacto de partidos e independientes, y por independientes.



Las candidaturas a gobernador regional declaradas sólo por independientes se sujetarán a los porcentajes y formalidades establecidos en los artículos 89 y 90.”.



46. En el artículo 86:



a) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “y quinto” por “y sexto”.



b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:



“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de gobernadores y otro pacto electoral para la elección de consejeros regionales.



Los pactos para la elección de consejeros regionales a que alude el inciso anterior sólo podrán ser conformados por uno o más partidos políticos o por independientes que integren un mismo pacto electoral para la elección de gobernadores regionales.”.



47. En el artículo 88:



a) En el inciso primero sustitúyese la frase “los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido” por la siguiente: “los nombres completos del candidato a gobernador regional o, en su caso, de los candidatos a consejeros regionales afiliados al respectivo partido”.



b) Agrégase el siguiente inciso cuarto:



“Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional y consejeros regionales de una misma lista o pacto deberán señalar expresamente el cargo al cual postulan los respectivos candidatos.”.



48. En el artículo 89 sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 



“Artículo 89.- Las declaraciones de candidaturas independientes a gobernador regional o a consejero regional deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la elección popular más reciente en la región respectiva o en la circunscripción provincial respectiva, según corresponda.”.


49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.



50. En el artículo 95:



a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:



“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.



b) Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, entre las expresiones “calificación de las elecciones” y “serán practicados”, la siguiente expresión: “de consejeros regionales”.



51. Intercálase el siguiente artículo 98 bis:



“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.



Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 



El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.



Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.



Si muere uno de los candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el Tribunal Calificador de Elecciones convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”. 



52. Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:



“Artículo 99.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Calificador de Elecciones enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas regiones, al delegado presidencial regional, al delegado presidencial provincial, al gobernador regional y al consejo regional. Asimismo, el tribunal electoral regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del fallo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas circunscripciones provinciales, al delegado presidencial regional, a los delegados presidenciales provinciales de la región y al gobernador regional. Comunicarán, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.



Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirán, además, por el presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o el tribunal electoral regional respectivo, según corresponda, al Ministro del Interior y Seguridad Pública y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral.”.



53. Sustitúyase el artículo 99 bis por el siguiente:



“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de enero del año siguiente a la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.



En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.


54) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55) Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56) Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.



57. En el artículo 108:



a) Reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”, todas las veces que aparece.



b) En la letra c) y en el párrafo segundo de la letra d) sustitúyese la expresión “la intendencia regional” por “el gobierno regional”.



Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes:



1. En el epígrafe de la ley, entre el vocablo “parlamentarios” y la expresión “y alcaldes”, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.



2. En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.



4. En el artículo 4:



a) En el inciso primero, a continuación de la frase “, de Parlamentarios”, agrégase la siguiente: “, de Gobernadores Regionales”.



b) En el inciso tercero, a continuación del punto y coma que sigue a la frase “al territorio comprendido por el distrito electoral”, agrégase lo siguiente: “en el caso de la elección de Gobernadores Regionales, al territorio comprendido por la región,”.



5. En el artículo 6, entre la expresión “Servicio Electoral” y la coma que le sigue, intercálase la frase “, de la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional”.



6. En el artículo 8:



a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.



b) Intercálase el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:



“El pacto para las elecciones de Gobernadores Regionales deberá ser común, abarcando todas las regiones.”.



7. En el inciso primero del artículo 10, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “y de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, Gobernadores Regionales”.



8.  En el artículo 14: 



a) En el inciso primero, entre la palabra “parlamentarios” y la expresión “o alcaldes”, las dos veces que aparecen, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.



b)  En el inciso segundo:



i. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o de Alcaldes”, las dos veces que aparece la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.



ii. Intercálase, entre la frases “No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700” y “, o al artículo 110 de la ley N°18.695,”, lo siguiente: “, al artículo 87 de la ley N° 19.175”.



iii. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o a Alcaldes”, la siguiente frase: “, a Gobernadores Regionales”.



iv. Intercálase como penúltima oración la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de consejeros regionales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la ley N° 19.175, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 15, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.



c) En el inciso tercero, entre las expresiones “sin perjuicio de lo establecido” y “en el artículo 109 de la ley N° 18.695”, intercálase la frase “en el artículo 86 de la ley N° 19.175 o”.



d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:



“Sin perjuicio de lo establecido previamente y tratándose del pacto electoral de gobernadores regionales y del pacto electoral de consejeros regionales, los candidatos independientes podrán incorporarse a éstos hasta la fecha de declaración de candidaturas indicada en el artículo 84 de la ley Nº 19.175, para lo que se requerirá el acuerdo unánime de los partidos que hayan suscrito originalmente dicho pacto electoral.”.



9. En el artículo 19, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 89 de la ley N° 19.175”.



10. En el artículo 21:



a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “presidencial, parlamentaria”, agrégase la frase “, de gobernador regional”.



b) En el inciso tercero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “o Gobernador Regional”.



11. En el inciso primero del artículo 23, entre el vocablo “Diputados” y la expresión “o Alcaldes”, intercálase la frase “, Gobernadores Regionales”.



12. En el inciso primero del artículo 24, a continuación de la expresión “la elección primaria al cargo de Diputado”, agrégase la siguiente frase: “, una para la elección primaria al cargo de Gobernador Regional”.



13. En el artículo 25, entre las expresiones “de Parlamentario” e “y de Alcalde”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”. 



14. En el artículo 31: 


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.



b) En el inciso segundo, a continuación de la palabra “diputado”, agrégase la frase “, gobernador regional”.



15. En el inciso primero del artículo 32, entre la voz “Presidenciales” y la expresión “o de Alcalde”, intercálase la frase “, de Gobernadores Regionales”.


16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.



17. En el inciso segundo del artículo 34, a continuación de la frase “Para el caso de las elecciones primarias de”, agrégase la siguiente: “Gobernadores Regionales o de”.


18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.



19. En el artículo 37, a continuación de la expresión “de la ley N° 18.700”, agrégase la frase “, en el artículo 93 de la ley N° 19.175”.



20. En el artículo 38, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la siguiente frase: “, de gobernador regional”.



21. En el artículo 40:



a) En el encabezamiento, entre las expresiones “N° 18.700,” e “y en el artículo 107”, intercálase la siguiente frase: “en el artículo 84 de la ley N° 19.175”.



b) En la letra a), a continuación del vocablo “Presidencial”, agrégase la frase siguiente: “, a gobernador regional”.



Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:



1. En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.



2. En el artículo 4:



a)  En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.



b) En el inciso segundo:



i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.



ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”. 



3. En el artículo 10: 



a) En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.



b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:



“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.



c) En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales,”.



4. En el artículo 15:



a) En el inciso primero:



i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.



ii. Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.



b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto:



“En el caso de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el derecho a que el Estado pague en su favor será de cinco milésimas de unidad de fomento por sufragio obtenido.”.



5. En el inciso primero del artículo 20 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.



6. En el inciso primero del artículo 36 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.



7. En el inciso primero del artículo 38, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.



8. En el inciso primero del artículo 47, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.



9. En el inciso primero del artículo 54 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.



10. En el inciso primero del artículo 55, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.



11. En el artículo 56 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:



“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.


12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.



Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales:


1. En el número 1 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




2. En el número 2 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




3. En el número 3 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




4. En el número 4 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




5. En el número 5 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




6. En el número 6 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




7. En el número 7 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




8. En el número 8 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




9. En el número 9 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




10. En el número 10 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




11. En el número 11 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




12. En el número 12 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




13. En el número 13 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1




14. En el número 14 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




15. En el número 15 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1





Artículo 5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior:




1. Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.




2. Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.




3. Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.




4. Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.




Artículo 6.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2





Artículo 7.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2





Artículo 8.- Suprímese el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso.


Artículo 9°.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que Crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	       Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	          1-A
	           1




Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en los textos legales que a continuación se indican:



1. En el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades:



a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:



“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.



b) En el artículo 10, reemplázase el inciso primero por el siguiente:



“Artículo 10.- La coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el delegado presidencial provincial que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados. Asimismo, la coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el gobernador regional que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados.”.



c) En el inciso sexto del artículo 16 bis sustitúyese la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.



d) En el inciso cuarto del artículo 68 reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.



e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales,”.


f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.


g) En el artículo 104 B:


i. Sustitúyese en la letra a) del inciso primero la expresión “intendente o, en subsidio, el gobernador”, por la siguiente: “delegado prsidencial regional o, en subsidio, el delegado presidencial provincial”.


ii. Reemplázase en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”, las dos veces que aparece.


h)  En la letra b) del inciso segundo del artículo 104 C sustitúyese el vocablo “intendentes” por la expresión “delegados presidenciales regionales”.


i) En el inciso quinto del artículo 104 D reemplázase la voz “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


j) El artículo 104 F:


i. Sustitúyese en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


ii.  Reemplázase en el inciso duodécimo el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


k)  En el inciso primero del artículo 128 sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


l) En el artículo segundo transitorio reemplázanse la palabra “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, y el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.



2. En el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sustitúyese la expresión “Intendencias, Gobernaciones” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.



3. En el inciso tercero del artículo 1 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, reemplázase la expresión “Intendencias Regionales, Gobernaciones Provinciales” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.



4. En la ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal:



a) Reemplázase el epígrafe del párrafo 2° del título IV del libro cuarto por el siguiente: “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales y Gobernadores Regionales”.



b) En el artículo 423, sustitúyese la expresión “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional” por “de un delegado presidencial regional, de un delegado presidencial provincial o de un gobernador regional”.



5. En la ley N° 1.552, que aprueba el Código de Procedimiento Civil:



a) En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes de provincia, gobernadores de departamento o secretarios de Intendencia,” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales o gobernadores regionales”.



b) En el número 1 del inciso primero del artículo 361 (350) sustitúyese la expresión “Intendentes Regionales, los Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales”.



c) En el número 1 del inciso primero del artículo 389 (379) sustitúyese la expresión “los Intendentes” por “los Delegados Presidenciales Regionales”.



6. En la ley N° 7.421, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales:



a) En el número 2 del artículo 50 reemplázase la expresión “Intendentes y Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.



b) En el artículo 257 sustitúyese la expresión “Intendentes, Gobernadores o Secretarios de Intendencia” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales o Gobernadores Regionales”.



c) En el inciso cuarto del artículo 471 reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.



7. En la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses:



a) En el número 1 del artículo 4 reemplázase la expresión “los intendentes, los gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.



b) En el número 2 del inciso primero del artículo 45 sustitúyese la expresión “los intendentes”, la primera vez que aparece, por “los delegados presidenciales regionales, los gobernadores regionales”.



8. En el artículo 3 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, reemplázase la expresión “los intendentes y gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.



9. En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:



a) En el inciso primero del artículo 45 reemplázase la expresión “Intendentes, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.



b) En el inciso sexto del artículo 58 sustitúyese la expresión “Gobernador Provincial” por “delegado presidencial provincial”.



c) En el inciso segundo del artículo 161 reemplázase la expresión “Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales, Consejeros Regionales”.



10. En el inciso primero del artículo 64 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, reemplázase la expresión “de Intendente, de Gobernador” por “de Gobernador Regional, de Delegado Presidencial Regional, de Delegado Presidencial Provincial”.



11. En el inciso tercero del artículo 71 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, sustitúyese la expresión “Intendente Regional” por “Delegado Presidencial Regional”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos en las elecciones del año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes el 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 6 de enero de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales 20, 24, 25, 28 letra d), 29, 32, 33, 35, 39 y 40 del artículo primero de esta ley así como el número 4 de su artículo 5° entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.


Artículo segundo.- Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 15 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.



Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 21 de junio, 5 y 12 de julio, 16 y 23 de agosto, 7 y 13 de septiembre, 4 de octubre  de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Bianchi Chelech, Alberto Espina Otero (José García Ruminot) , Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Andrés Zaldívar Larraín (Patricio Walker Prieto, Manuel Antonio Matta Aragay).



Sala de la Comisión, a 3 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán G., Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LA ELECCIÓN DE GOBERNADORES REGIONALES Y REALIZA ADECUACIONES A DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(11.200-06)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

A la sesión en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, y la Jefa de la División de Políticas y Estudios, señora Viviana Betancourt; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Eduardo Jara; el asesor, señor José Luis Donoso, y el asesor de Prensa, señor Rodrigo O´Ryan.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, el abogado de la División Jurídica, señor Gabriel Osorio; el asesor, señor Gonzalo Frei, y la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Dirección de Presupuestos, el analista presupuestario, señor Francisco Ramírez.

El asesor del Honorable Senador Espina, señor Freddy Vásquez.

Los asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Felipe Cox.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

La asesora de prensa del Honorable Senador Pizarro, señora Andrea Gómez.

Del Comité Partido Por la Democracia, el Periodista, señor Gabriel Muñoz.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor legislativo, señor Carlos Oyarzún.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los diez artículos permanentes y los artículos transitorios primero y segundo, tienen el carácter de normas de rango orgánico constitucional, en virtud de lo establecido en la disposición VIGÉSIMO OCTAVA de la Constitución Política de la República, en relación con el artículo 66, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.

Asimismo, las letras a), b), c) y d) del artículo 23 ter y el artículo 23 quáter propuestos por el número 19 del artículo 1, son de carácter orgánico constitucional, según los artículos 55, 77, 84, 92, 94 bis, 95, 99, inciso final, 105, 108, 113, 118 y 119 de la Constitución Política de la República. Ello, además, en concordancia con lo resuelto por el Tribunal Constitucional en sus sentencias roles N°s 3312-17 y 3940-17.

El artículo 1 numerales 18 y 47, deben ser aprobados por las 3/5 partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo de la disposición DÉCIMO TERCERA de la Constitución Política de la República.
- - -





De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo 1, numerales 5, letra a), 18, 34, y 50, letra a); y artículos 2, número 2; 3; 4; 5; 6; 7; 8 y 9 permanentes, y segundo y tercero transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Regular la elección popular de los Gobernadores Regionales.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, sintetizó el contenido de la iniciativa legal indicando que la ley N° 20.990 reformó la Constitución Política de la República estableciendo la elección directa del ejecutivo del Gobierno Regional, esto es, del nuevo cargo de Gobernador Regional. Agregó que en la elección se contempla la posibilidad de segunda vuelta.

Asimismo, señaló que se establecen las inhabilidades, incompatibilidades, subrogación, vacancia y cesación respecto del cargo.

Expresó que se incorporan adecuaciones en las denominaciones de intendentes y gobernadores, que pasan a llamarse delegados presidenciales regionales y provinciales, así como las correspondientes modificaciones en la ley que establece el sistema de elecciones primarias y en la de transparencia, límite y control del gasto electoral.

Manifestó que la elección de gobernadores regionales se realizará en conjunto con las elecciones municipales.

- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1

Introduce modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior.
Número 5

Letra a)

En el artículo 3 sustituye los incisos primero y segundo por los siguientes:

“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.

Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.

El Analista de la Dirección de Presupuestos, señor Francisco Ramírez, señaló que esta disposición no implica un mayor gasto fiscal puesto que los órganos ya existen y sólo cambian su denominación.

El Honorable Senador señor García solicitó votación separada del inciso segundo que sustituye al actual, dado que, aunque está de acuerdo con la existencia del delegado presidencial provincial, considera que debe revisarse muy bien la supervigilancia sobre los servicios públicos, porque generará conflictos con los gobernadores regionales electos.

El Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, explicó que, respecto de los servicios desconcentrados –no de aquellos descentralizados- se requiere que exista una autoridad que ejerza la supervigilancia.

El Honorable Senador señor García planteó que podrían ser supervigilados servicios como la Dirección de Vialidad o el Servicio de Vivienda y Urbanismo, que debieran ser decisivos dentro del ámbito de los nuevos gobernadores regionales, y es por ello que estima que el punto no se encuentra bien resuelto.

El Subsecretario, señor Cifuentes, expresó que la dificultad planteada se resuelve en el proyecto de ley que transfiere competencias a los nuevos gobiernos regionales (boletín N° 7.963-06, relativo al fortalecimiento de la regionalización del país), dado que servicios como los que mencionó el Senador señor García serían traspasados al gobierno regional elegido y respecto de ellos no cabría la supervigilancia.
El Honorable Senador señor Lagos consultó si en el proyecto de ley que traspasa las competencias existe una base mínima de atribuciones y servicios que serán transferidos al nuevo Gobierno Regional.

El señor Subsecretario informó que la propuesta que ha sido aprobada por la Comisión Mixta que discute la iniciativa legal, contempla tres mecanismos de traspaso de competencias: el primero que establece nuevas competencias dentro del mismo proyecto de ley, el segundo que es a solicitud del propio Gobierno Regional y el tercero de oficio por el propio Presidente de la República.

Agregó que se está trabajando con un supuesto de unas 20 competencias a transferir durante los primeros seis meses de vigencia de la nueva ley, dentro de las cuales se considera lo referido a los caminos secundarios y terciarios.

Concluyó, afirmando que las competencias son exclusivas, por lo que no puede darse conflicto o superposición de atribuciones.
Puesto en votación el inciso segundo contenido en la letra a) del número 5, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Pizarro, y el voto en contra del Honorable Senador señor García.
Puesto en votación el resto del número 5, letra a), fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Montes.
Número 18

Reemplaza el artículo 23 por el siguiente: 

“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República y las leyes.

El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el Capítulo VI del Título Segundo.”.

Puesto en votación, fue aprobado con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor Montes.
Número 34

Sustituye el artículo 65 por el siguiente:

“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.

El Abogado de la División Jurídica del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Gabriel Osorio, sostuvo que se decidió quitar el nombre de gabinete regional para dar realce a la posición del gobernador regional, pero el órgano auxiliar contemplado en la disposición es el mismo, con idéntica composición, sin nuevos funcionarios o atribuciones.

El Honorable Senador señor García indicó que se abstendría en razón de estar mostrando la supremacía que tendrá el delegado presidencial regional respecto del gobernador elegido por voto popular.

Puesto en votación, fue aprobado con dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos y Pizarro, y la abstención del Honorable Senador señor García.
Número 50

Letra a)

En el artículo 95 incorpora el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:

“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.

Puesta en votación la letra a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.
Artículo 2

Incorpora modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes.
Número 2

En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrega la frase “, Gobernador Regional”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.
Artículo 3

Es del siguiente tenor:

“Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

1. En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.

2. En el artículo 4:

a)  En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.

b) En el inciso segundo:

i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.

ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”. 

3. En el artículo 10: 

a) En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.

b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:

“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.

c) En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales,”.

4. En el artículo 15:

a) En el inciso primero:

i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.

ii. Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto:

“En el caso de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el derecho a que el Estado pague en su favor será de cinco milésimas de unidad de fomento por sufragio obtenido.”.

5. En el inciso primero del artículo 20 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.

6. En el inciso primero del artículo 36 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.

7. En el inciso primero del artículo 38, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.

8. En el inciso primero del artículo 47, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.

9. En el inciso primero del artículo 54 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.

10. En el inciso primero del artículo 55, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.

11. En el artículo 56 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:

“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.

12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.”.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Pizarro.

Artículo 4

Introduce modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales, incorporando 15 cargos de Gobernador Regional.

El Honorable Senador señor García consultó si el gobernador regional no contará con un equipo, gabinete o personal que lo apoye en su tarea.

El señor Subsecretario respondió que en el mencionado proyecto de ley que transfiere competencias (boletín N° 7.963-06) se contempla lo relativo a la dotación del gobierno regional, que contará con tres nuevas divisiones, por ejemplo.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Pizarro y Quinteros.

Artículo 5

Introduce enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior, del siguiente modo:

1. Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.

2. Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.

3. Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.

4. Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.

El Abogado de la División Jurídica de SEGPRES, señor Osorio, explicó que la sustitución del guarismo “13” por “15” corresponde a la adecuación del número de los actuales intendentes -futuros delegados presidenciales regionales- y del guarismo “50” por “38” debido a que la reforma constitucional estableció que el delegado presidencial regional ejercerá las funciones del delegado presidencial provincial correspondiente a la capital regional, disminuyendo el número respecto de los actuales gobernadores provinciales.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.

Artículo 6

Elimina en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco, los cargos de Intendente y Gobernador.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.
Artículo 7

Elimina en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos de Intendente y Gobernador.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.

Artículo 8

Suprime el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota.
Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.

Artículo 9

Incorpora, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo de Gobernador Regional.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.

Disposiciones transitorias

Artículo segundo

Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 15 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.
Artículo tercero

El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos, Pizarro y Quinteros.

- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de enero de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente proyecto de ley tiene por objeto regular la elección de los Gobernadores Regionales. Para ello se reemplazan los actuales Intendentes y Gobernadores Provinciales por los Delegados Presidenciales Regionales y los Delegados Presidenciales Provinciales, respectivamente. Para esto, se modifican los siguientes cuerpos legales:

a. Modificaciones a la Ley N°19.175

Se instituye la figura del Gobernador Regional como órgano ejecutivo del Gobierno Regional. Adicionalmente, se establece que los actuales Intendentes y Gobernadores provinciales pasan a denominarse Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales, respectivamente. Asimismo, se distribuyen entre los Gobernadores Regionales y los Delegados Presidenciales Regionales las funciones, atribuciones y responsabilidades que antes correspondían al Intendente.

b. Modificaciones a la Ley N°20.640

Se establece que los partidos políticos podrán utilizar el sistema de elecciones primarias para la nominación de sus candidatos a Gobernador Regional, si así lo deciden.

c. Modificaciones a la Ley N°19.884

Se dispone que la elección de Gobernador Regional se incorpore a la regulación establecida en la ley sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

d. Otras modificaciones a cuerpos legales

Se modifican los siguientes cuerpos legales: Ley N°19.379, DFL N°60 de 1990, Ley N°20.174, Ley N°20.175, Ley N°20.368, DFL N°1 de 2006 del Ministerio del Interior, Ley N°18.961, DL N°2.460 de la Policía de Investigaciones, Leyes N°19.693, N°1.552, N°7.421, N°20.880, N°20.730, N°18.700, N°18.556 y N°18.603.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El presente proyecto de ley tiene efecto sobre el presupuesto fiscal, en lo siguiente:

a. Se crea el cargo de Gobernador Regional, lo que genera un impacto fiscal en los Gobiernos Regionales.

b. Se agrega en los procesos eleccionarios, la elección del Gobernador Regional. Esto tiene un impacto fiscal en los siguientes organismos: Tribunal Calificador de Elecciones, Tribunales Electorales Regionales y Servicio Electoral. Para efectos del presente informe, no se consideran gastos derivados de eventuales elecciones primarias ni de una eventual segunda vuelta.

Considerando un año con acto electoral, el proyecto de ley irrogará un gasto fiscal de $12.485.615 miles, mientras que en los años no electorales, se generará un gasto de $1.549.956 miles, según el siguiente detalle:
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Institucién Afio con Acto Electoral | Afio no Electoral
Tribunal Calificador de Elecciones 400.462 0
Gasto en Personal (contratacién de 2 relatores, 19 personas para labores de
apoyo, por 3 meses, y horas extraordinarias del personal de dotacién). 82.812
Gastos de Operacién (alimentacién, consumos bésicos, insumos, transporte
de documentos de votacién y gastos en computacién). 317.650
Tribunales Electorales Regionales 341.317 0
Gasto en Personal (contratacién de 16 abogados relatores, 56 administrativos,
por 3 meses, y horas extraordinarias para el personal de dotacidn) 236.832
Gastos de Operacién (alimentacién, consumos basicos, servicios generales,
insumos y gastos en computacién). 104.485
Gobiernos Regionales * 1.549.956 1.549.956
Gasto en Personal (Remuneraciones de los 15 Gobernadores Regionales). 1.549.956 1.549.956
Servicio Electoral 3.386.660 0
Gastos en Personal (contratacién de 48 personas para labores de apoyo y
horas extraordinarias). 39.994
Confeccién Cédulas. 1.076.040
Publicaciones. 1.270.000
Costo por Transacciones Aporte a Candidatos - Art. 9° Ley N°19.884. 5.456
Gastos de Operacidn. 995.170
Otros 6.807.220 0
Anticipos y Reembolsos Partidos Politicos y Candidatos - Arts. 14° y 15°, Ley
N°19.884. 6.807.220
Total 12.485.615 1.549.956





*El gasto para las remuneraciones de los Gobernadores Regionales se financiará en parte con los recursos asociados a la no continuidad como Delegados Presidenciales Provinciales de los actuales 14 Gobernadores Provinciales de las provincias en las cuales se encuentran las capitales regionales (lo que equivale a $980.247 miles anuales).

El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
- Posteriormente, se presentó un informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 31 de mayo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

Complementando el Informe Financiero N° 001 de 2017, es necesario agregar, en los efectos del proyecto de ley sobre los gastos fiscales, el financiamiento de los gastos asociados con eventuales segundas votaciones en las elecciones de los Gobernadores Regionales, para el primer año de aplicación de la presente ley.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

Para el primer año de aplicación de la presente ley, el financiamiento de los gastos asociados con eventuales segundas votaciones en las elecciones de los Gobernadores Regionales, será con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos de la Partida Tesoro Público.”.

- Adicionalmente, se acompañó informe financiero sustitutivo, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11 de agosto de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

1. El presente Informe Financiero sustituye al I.F. N° 001 (2017) y al I.F. Complementario N° 56 (2017), modificando los efectos del proyecto de ley sobre los gastos fiscales, de acuerdo con las indicaciones contenidas en el Mensaje N° 110-365.

2. El presente proyecto de ley tiene por objeto regular la elección de los Gobernadores Regionales. Para ello, se modifican diferentes cuerpos legales, así como también se reemplazan los actuales Intendentes y Gobernadores Provinciales por los Delegados Presidenciales Regionales y los Delegados Presidenciales Provinciales, respectivamente.

Para lo anterior, se modifican los siguientes cuerpos legales:

a. Modificaciones a la Ley N° 19.175

Se instituye la figura del Gobernador Regional como órgano ejecutivo del Gobierno Regional. Adicionalmente, se establece que los actuales Intendentes y Gobernadores provinciales pasan a denominarse Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales, respectivamente. Asimismo, se distribuyen entre los Gobernadores Regionales y los Delegados Presidenciales Regionales las funciones, atribuciones y responsabilidades que antes correspondían al Intendente.

b. Modificaciones a la Ley N° 20.640

Se establece que los partidos políticos podrán utilizar el sistema de elecciones primarías para la nominación de sus candidatos a Gobernador Regional, si así lo deciden.

c. Modificaciones a la Ley N° 19.884

Se dispone que la elección de Gobernador Regional se incorpora a la regulación establecida en la ley sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

D. Otras modificaciones a cuerpos legales

Se modifican las Leyes N°s. 19.379, Decreto con Fuerza de Ley N° 60, Leyes N°s. 20.174, 20.175, 20.368, Decreto con Fuerza de Ley N° 1 de 2006 del Ministerio del Interior, Leyes N° 18.961, Decreto Ley N° 2.460 de la Policía de Investigaciones, Leyes N°s. 19.693, 1.552, 7.241, 20.880, 20.730, 18.700, 18.556, 18.603.

II. Efecto del Proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales

El presente proyecto de ley tiene efecto sobre el presupuesto fiscal, en lo siguiente:

a. Se crea el cargo de Gobernador Regional, lo que genera un impacto fiscal en los Gobiernos Regionales.

b. Se agrega en los procesos eleccionarios, la elección del Gobernador Regional. Lo anterior, tiene un impacto fiscal en los siguientes organismos: Tribunal Calificador de Elecciones, Tribunales Electorales Regionales y Servicio Electoral (no se consideran gastos derivados de eventuales elecciones primarías ni de una 2da vuelta).

Considerando un acto electoral, el proyecto de ley irrogará un gasto fiscal de $12.673.946 miles, mientras que, en los años no electorales, se generará un gasto de $1.653.287 miles, según el siguiente detalle:
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El gasto asociado a los 16 Gobernadores Regionales ($ 1.653.287 miles anuales), se financiará en parte con cargo a las remuneraciones de los 15 Gobernadores Provinciales que no continuarán ($ 1.050.264 miles), incluyendo al Gobernador Provincial de la provincia de Ñuble, por lo que el efecto neto sobre la dotación del Ministerio del Interior y Seguridad Pública corresponde al incremento de un funcionario.

El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, incluyendo los gastos asociados con eventuales segundas votaciones en las elecciones de los Gobernadores Regionales, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- Finalmente, se acompañó informe financiero referido a indicaciones presentadas, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 10 de octubre de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I.- Antecedentes

Las indicaciones formulan proposiciones a considerar en la discusión del presente proyecto de ley a objeto de perfeccionar sus disposiciones.

II.- Efecto del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central

Las indicaciones en comento no tienen efectos sobre el presupuesto fiscal, manteniéndose lo informado a través del Informe Financiero N° 001 de 04.01.2017.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos expresados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización en su segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.175, orgánica constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, cuyo texto refundido, coordinado, sistematizado y actualizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.175, de 2005, del Ministerio del Interior:


1. En el epígrafe del capítulo I del título primero, reemplázase la expresión “Del Intendente” por “Del Delegado Presidencial Regional”.


2. En el artículo 1:


a) En el inciso primero sustitúyese la expresión “el intendente” por “el delegado presidencial regional”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “El intendente será subrogado por el gobernador de la provincia asiento de la capital regional y, a falta de éste, por el funcionario de más alto grado del respectivo escalafón.” por la oración “El delegado presidencial regional será subrogado por el delegado presidencial provincial que designe el Presidente de la República.

3) En el artículo 2:


a) En su inciso primero:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 2.- Corresponderá al delegado presidencial regional:”. 


ii. Reemplázase en las letras d) y f) la palabra “gobernadores” por la expresión “delegados presidenciales provinciales”.


iii. Modifícase su letra l) de la siguiente forma:


a. En su párrafo primero intercálase, entre su voz final “región” y el punto aparte (.) que le sigue, la frase “que no dependan o se relacionen con el gobierno regional”, antecedida de una coma (,).


b. En su párrafo segundo reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


b) En el inciso segundo sustitúyese la palabra “intendente” por “delegado presidencial regional”, y el vocablo “gobernadores” por “delegados presidenciales provinciales”. 


4. En el epígrafe del capítulo II del título primero sustitúyese la expresión “Del Gobernador” por “Del Delegado Presidencial Provincial”.


5. En el artículo 3:


a) Sustitúyense los incisos primero y segundo por los siguientes:


“Artículo 3.- En cada provincia existirá una delegación presidencial provincial, que será un órgano territorialmente desconcentrado del delegado presidencial regional. Estará a cargo de un delegado presidencial provincial, quien será nombrado y removido libremente por el Presidente de la República.


Corresponderá al delegado presidencial provincial ejercer, de acuerdo a las instrucciones del delegado presidencial regional, la supervigilancia de los servicios públicos creados por ley para el cumplimiento de la función administrativa existentes en la provincia, que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un Ministerio.”.


b) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “del gobernador” por “del delegado presidencial provincial”.





6. En el artículo 4:





a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:




“Artículo 4.- El delegado presidencial provincial ejercerá las atribuciones que menciona este artículo, informando al delegado presidencial regional de las acciones que ejecute en el ejercicio de ellas.”.





b) En el inciso segundo:


i. Sustitúyese su encabezamiento por el siguiente:


“El delegado presidencial provincial tendrá todas las atribuciones que el delegado presidencial regional le delegue y, además, las siguientes que esta ley le confiere directamente:”.





ii. Sustitúyese en el inciso párrafo segundo de la letra h) el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


iii. Reemplázase, en su letra i), la expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercálase a continuación como nuevas letras j), k) y l) las siguientes:


“j) Supervisar los programas y proyectos de desarrollo que los servicios públicos creados por ley efectúen en la provincia, que no dependan o se relacionen con el gobierno regional;


k) Disponer las medidas de coordinación necesarias para el desarrollo provincial;


l) Hacer presente al delegado presidencial regional o a los respectivos secretarios regionales ministeriales, con la debida oportunidad, las necesidades que observare en su territorio jurisdiccional, y”.


7. En el artículo 5:


a) En su inciso primero sustitúyese la expresión “Del intendente, el gobernador” por “del delegado presidencial regional, el delegado presidencial provincial”, y la palabra “delegados” por “encargados”, respectivamente.


b) En su inciso segundo, reemplázase la palabra “delegado” por “encargado”, y la expresión “acto de la delegación, el gobernador” por “acto de designación del encargado, el delegado presidencial provincial”, respectivamente.


c) En su inciso tercero sustitúyese la palabra “delegado” por “encargado” las dos veces que aparece, y suprímese su expresión final “, y no formará parte de la dotación de personal del gobierno regional respectivo”.


d) En su inciso final reemplázase la voz “delegado” por “encargado”.


8. El epígrafe del capítulo III del título primero sustitúyese por el siguiente: “Disposiciones Comunes a Delegados Presidenciales Regionales y Delegados Presidenciales Provinciales”.


9. En el artículo 6:


a) En el encabezamiento del inciso primero, reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”. 


b) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


10. En el artículo 7 sustitúyese la frase “intendente, gobernador, alcalde, concejal y consejero municipal, miembro del consejo económico y social provincial y consejero regional” por la siguiente: “gobernador regional, delegado presidencial regional, delegado presidencial provincial, consejero regional, alcalde, concejal y consejero comunal de organizaciones de la sociedad civil”.

11. Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) En el encabezamiento, reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


b) En la letra f), reemplázase la expresión “49 N°1)” por “53 N°1)”.

12. Sustitúyese el artículo 9 por el siguiente:


“Artículo 9.- Los delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales ejercerán sus funciones en la capital regional o provincial, según corresponda, sin perjuicio de que puedan ejercerlas transitoriamente en otras localidades de sus territorios jurisdiccionales.”. 


13. En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


14. En el artículo 11 sustitúyese la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


15. En el artículo 12 reemplázase la expresión “intendentes y gobernadores” por “delegados presidenciales regionales y delegados presidenciales provinciales”.


16. En el artículo 22 sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


17. Sustitúyese el epígrafe del párrafo 1° del capítulo III por el siguiente: “Del Gobernador Regional”.


18. Reemplázase el artículo 23 por el siguiente: 


“Artículo 23.- El gobernador regional será el órgano ejecutivo del gobierno regional, correspondiéndole además presidir el consejo regional. Ejercerá sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República y las leyes.


El gobernador regional será elegido por sufragio universal en votación directa, en cédula separada y conjuntamente con la elección de consejeros regionales, conforme a las normas establecidas en el Capítulo VI del Título Segundo.”.


19. Intercálanse los siguientes artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies: 


“Artículo 23 bis.- Para ser elegido gobernador regional se requerirá:


a) Ser ciudadano con derecho a sufragio.


b) No estar inhabilitado para el ejercicio de funciones o cargos públicos.


c) No tener la calidad de persona deudora sujeta a un procedimiento concursal de liquidación en virtud de lo dispuesto en la ley N° 20.720, de reorganización y liquidación de empresas y personas, ni de condenada por crimen o simple delito.

d) Haber cursado la enseñanza media o su equivalente.


e) Residir en la región respectiva, a lo menos dos años antes de la elección.


f) No estar afecto a alguna de las inhabilidades que establece esta ley. 


No podrá ser gobernador regional el que tuviere dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que justifique su consumo por un tratamiento médico. Para asumir este cargo, el interesado deberá prestar una declaración jurada que acredite que no se encuentra afecto a esta causal de inhabilidad.


Artículo 23 ter.- No podrán ser candidatos a gobernador regional:


a) Los ministros de Estado, los subsecretarios, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los miembros del consejo del Banco Central y el Contralor General de la República.


b) Los diputados y senadores.


c) Los alcaldes y concejales.


d) Los miembros y funcionarios de los diferentes escalafones del Poder Judicial, del Ministerio Público, de la Contraloría General de la República, del Tribunal Constitucional, del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, del Tribunal de Contratación Pública, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales, los consejeros del Consejo para la Transparencia, los consejeros y funcionarios del Servicio Electoral, y los miembros activos de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública.


e) Las personas que a la fecha de inscripción de sus candidaturas tengan vigente o suscriban, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más con el respectivo gobierno regional. Tampoco podrán serlo quienes tengan litigios pendientes con el gobierno regional, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Igual prohibición regirá respecto de los directores, administradores, representantes y socios titulares del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a doscientas unidades tributarias mensuales o más, o litigios pendientes, con el gobierno regional.


f) Las personas que se hallen condenadas por crimen o simple delito que merezca pena aflictiva.


g) Las personas que hayan infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, desde la fecha que lo declare por sentencia firme el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de gobernador regional.


Artículo 23 quáter.- El cargo de gobernador regional es incompatible con los cargos de Presidente de la República, diputado, senador, consejero regional, alcalde y concejal. También será incompatible con todo otro empleo o comisión retribuidos con fondos del Fisco, de las municipalidades, de los demás órganos de la Administración del Estado o de las empresas del Estado o en las que éste tenga participación por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media, básica y especial, hasta el límite de doce horas semanales. Asimismo, el cargo de gobernador regional es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honorem, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.


Artículo 23 quinquies.- Quedarán inhabilitados para desempeñar el cargo de gobernador regional:


a) Los gobernadores regionales respecto de los cuales se configure una de las situaciones descritas en la letra c) del artículo 23 ter. 


b) Los gobernadores regionales que actúen como abogados o mandatarios en cualquier clase de juicio contra el respectivo gobierno regional.


Artículo 23 sexies.- El gobernador regional cesará en el ejercicio de su cargo por las siguientes causales:


a) Pérdida de la calidad de ciudadano.


b) Incapacidad psíquica o física para el desempeño del cargo.


c) Incurrir en una contravención grave al principio de la probidad administrativa, en notable abandono de deberes o en alguna de las incompatibilidades previstas en los artículos 23 quáter y 23 quinquies.


d) Renuncia por motivos justificados aceptada por el consejo regional. Sin embargo, la renuncia que fuere motivada por la postulación a otro cargo de elección popular no requerirá de acuerdo alguno.


e) Inhabilidad sobreviniente por alguna de las causales previstas en el artículo 23 ter.


f) Ser declarado culpable en virtud del procedimiento de acusación constitucional, en conformidad a lo dispuesto en los artículos 52 y 53 de la Constitución Política de la República. 


g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo dispone el artículo 28 bis de la ley N° 19.884. 


La causal establecida en la letra a) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, una vez verificada la existencia de alguna de las circunstancias que contempla el artículo 17 de la Constitución Política de la República. Se otorgará acción pública para sustanciar este procedimiento.


Las causales establecidas en las letras b) y e) serán declaradas por el mismo tribunal, a requerimiento de a lo menos un tercio del consejo regional respectivo. El gobernador regional que estime estar afectado por alguna causal de inhabilidad deberá darla a conocer al consejo regional tan pronto tenga conocimiento de ella.


La causal establecida en la letra c) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, a requerimiento de, a lo menos, un tercio de los consejeros regionales en ejercicio, observándose el procedimiento establecido en los artículos 17 y siguientes de la ley Nº 18.593, de los tribunales electorales regionales, para lo cual no se requerirá patrocinio de abogado.


En el requerimiento, los consejeros regionales podrán pedir al tribunal calificador de elecciones la cesación en el cargo o, en subsidio, la aplicación de alguna de las medidas disciplinarias dispuestas en la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


El tribunal calificador de elecciones adoptará las medidas necesarias para acumular los respectivos antecedentes, a fin de evitar un doble pronunciamiento sobre una misma materia.


La cesación en el cargo de gobernador regional, tratándose de las causales contempladas en las letras a), b), c) y e) operará sólo una vez ejecutoriada la resolución que las declare. Sin perjuicio de ello, en el caso de notable abandono de deberes o contravención grave a las normas sobre probidad administrativa, el gobernador regional quedará suspendido en el cargo tan pronto le sea notificada la sentencia de primera instancia que acoja el requerimiento. En tal caso se aplicará lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 23 septies. En el evento de quedar firme dicha resolución, el afectado estará inhabilitado para ejercer cualquier cargo público por el término de cinco años.


Se considerará que existe notable abandono de deberes cuando el gobernador regional transgrediere, inexcusablemente y de manera manifiesta o reiterada, las obligaciones que le imponen la Constitución Política de la República y las demás normas que regulan el funcionamiento del gobierno regional, y en aquellos casos en que una acción u omisión, que le sea imputable, cause grave detrimento al patrimonio del gobierno regional, o afecte gravemente la actividad de éste destinada a dar satisfacción a las necesidades básicas de la comunidad regional. 


La causal establecida en la letra g) será declarada por el tribunal calificador de elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral, conforme lo dispone el artículo 125 de la Constitución Política de la República.


Artículo 23 septies.- El gobernador regional, en caso de ausencia o incapacidad temporal, deberá ser reemplazado conforme a los incisos siguientes.


En caso de ausencia o impedimento no superior a cuarenta y cinco días, será subrogado en sus funciones administrativas por el funcionario en ejercicio que le siga en orden de jerarquía dentro del gobierno regional. Sin embargo, previa consulta al consejo regional, el gobernador regional podrá designar como subrogante a un funcionario que no corresponda a dicho orden. No obstante, si la ausencia o impedimento obedeciere a razones médicas o de salud que imposibiliten temporalmente el ejercicio del cargo, la subrogancia se extenderá hasta ciento treinta días.


La subrogación comprenderá, también, la representación judicial y extrajudicial del Gobierno Regional y el derecho a asistir a sus sesiones sólo con derecho a voz, con excepción de la representación protocolar. Mientras proceda la subrogancia, la presidencia del consejo regional la ejercerá el consejero regional presente que haya obtenido mayor votación ciudadana en la elección de consejeros regionales respectiva, salvo cuando se verifique lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 84. 


El consejero regional que presida durante la subrogancia, además, representará protocolarmente al gobierno regional, y convocará al consejo regional.


Cuando el gobernador regional se encuentre afecto a una incapacidad temporal superior a cuarenta y cinco días, salvo en la situación prevista en la oración final del inciso segundo, el consejo regional designará de entre sus miembros un gobernador regional suplente, mediante acuerdo adoptado por la mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio y en sesión especialmente convocada al efecto, aplicando, en lo pertinente, el procedimiento de elección establecido en el artículo siguiente.


Artículo 23 octies.- En caso de vacancia del cargo de gobernador regional, el consejo regional procederá a elegir un nuevo gobernador regional que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los consejeros regionales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos consejeros regionales que hubieren obtenido las dos más altas mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado gobernador regional aquél de los dos consejeros regionales que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva. El mismo mecanismo se aplicará para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.


La elección se efectuará en una única sesión extraordinaria que se celebrará dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se hubiere producido la vacante. El secretario ejecutivo del consejo regional citará al efecto a este órgano con tres días de anticipación a lo menos. El nuevo gobernador regional así elegido permanecerá en el cargo por el tiempo que faltare para completar el respectivo período, pudiendo ser reelegido.


Mientras no sea elegido el nuevo gobernador regional, regirá lo dispuesto en el artículo anterior.


En caso que dicha sesión no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la fracasada, en idénticas condiciones que ésta.


Si la segunda sesión nuevamente no pudiere realizarse en la fecha convocada, el secretario ejecutivo citará a una nueva, la que deberá celebrarse dentro de los diez días siguientes a la anterior. Esta nueva sesión extraordinaria, destinada a elegir gobernador regional, se celebrará con el o los consejeros regionales que asistan y resultará elegido gobernador regional aquel consejero regional que obtenga la mayor cantidad de votos. En caso de empate, será considerado gobernador regional aquél de los consejeros regionales igualados que hubiere obtenido mayor número de sufragios en la elección respectiva.


Si la tercera sesión extraordinaria convocada tampoco pudiere realizarse, asumirá como gobernador regional aquel consejero regional en ejercicio que hubiere obtenido el mayor número de sufragios en la elección correspondiente.”.


20. En el artículo 24:


a) Reemplázase su encabezamiento por el siguiente: 


“Artículo 24.- Corresponderá al gobernador regional:”.


b) En la letra d) reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) Sustituir su letra q) por la siguiente:


“q) Presidir el Consejo Regional.


En las sesiones del consejo regional el gobernador regional tendrá  derecho a voto. En los casos en que se produzca un empate en el resultado de las votaciones, el Gobernador Regional ejercerá el derecho de voto dirimente.”.


d) reemplázase su letra r) por la que sigue:





“r) Convocar al Consejo Regional y disponer la citación a las sesiones. 





Las citaciones al consejo regional deberán realizarse al menos con 24 horas  de anticipación a la fecha de su celebración. Sin perjuicio de lo anterior, podrá citarse al Consejo Regional en un plazo menor, con la aprobación de la unanimidad de los consejeros regionales en ejercicio.





El Gobernador Regional elaborará la tabla de la sesión, la que comunicará a los consejeros regionales conjuntamente con la citación a la sesión.





El Gobernador Regional, al inicio de la sesión, podrá proponer, mediante urgencias, la inclusión en la tabla de uno o más puntos de tabla para su despacho, señalando además, la razón de la inclusión. Los consejeros regionales podrán desechar dicha inclusión con los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Con todo, si existiere un plazo legal o reglamentario que obligue a resolver dentro de éste alguna materia o iniciativa, el consejo no podrá rechazar la inclusión de ésta en la tabla.”.


21. En el inciso segundo del artículo 25 sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


22. En el artículo 26:


a) Sustitúyese su expresión inicial “El intendente, a lo menos una vez al año, dará cuenta al consejo de su gestión” por “El gobernador regional, en el mes de mayo de cada año, dará cuenta al consejo regional de su gestión”.


b) Reemplázanse sus palabras finales “la página web del correspondiente gobierno regional o de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo” por “en la página web del correspondiente gobierno regional”.


c) Agrégase como inciso final el siguiente:





“El incumplimiento de lo establecido en este artículo será considerado causal de notable abandono de sus deberes por parte del Gobernador Regional.”.


23. En el inciso primero del artículo 27 reemplázase la expresión “El intendente” por “El gobernador regional”.


24. Derógase el artículo 30 bis.


25. Reemplazar el artículo 30 ter por el siguiente;


“Artículo 30 ter.- Corresponderá al gobernador regional en su calidad del presidente del consejo regional:


a) Ordenar que se reciba la votación, fijar su orden y proclamar las decisiones del consejo.


b) Mantener el orden en el recinto, pudiendo solicitar, si lo estima necesario, el auxilio de la fuerza pública.


c) Mantener la correspondencia del consejo regional con las autoridades de nivel central, con el delegado presidencial regional, con las Cortes de Apelaciones con asiento en la región, con el Tribunal Electoral Regional y con la contraloría regional respectiva. La correspondencia con cualquier otro cuerpo o persona se llevará a efecto por el secretario a que se refiere el artículo 43, en nombre del consejo y por orden del presidente.


d) Actuar en representación del consejo en los actos de protocolo que correspondan.


e) Cuidar de la observancia del reglamento a que se refiere la letra a) del artículo 36.”.


26. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 32:


a) En su encabezado, reemplazar la expresión “ser consejeros” por “ser candidatos a consejeros”.


b) En su letra b), reemplázase la frase “los intendentes, los gobernadores, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del Intendente respectivo.” por la siguiente: “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los alcaldes, los concejales y los funcionarios públicos de la exclusiva confianza del Presidente de la República o del delegado presidencial regional respectivo;”.

c) Incorpórase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.


27. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 33:


a) Intercálase la expresión “gobernador regional, de” entre la voz “de” y la palabra “alcalde”;


b) Sustitúyese la referencia a “los consejos económicos y sociales provinciales y comunales”, por otra a “los consejos comunales de la sociedad civil”,  y


c) Incorpórase como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a), b), c) y d) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección de consejeros regionales.”.


28. En el artículo 36:


a) En las letras d), e) y f) sustitúyese la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En la letra g):


i. Reemplázase la frase “intendente regional en su calidad de órgano ejecutivo del mismo” por la siguiente: “gobernador regional”.


ii. Sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


c) En la letra h) sustitúyese el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


d) en la letra i) reemplazar su expresión final “, y” por un punto y coma (;), e intercalar como letra j), pasando su letra j) a ser letra k), la siguiente:


“j)  Agregar uno o más  puntos en la tabla al inicio de la sesión del Consejo. Para ello se requerirá la propuesta de un consejero regional, la que deberá ser aprobada por la unanimidad de dicho órgano, y”.


29) En el artículo 39:


a) Suprímese su inciso segundo.


b) En los incisos séptimo, décimo y undécimo, reemplázase la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional”.

30. En el artículo 40:


a) En la letra e) sustitúyese la expresión “, y” por un punto y coma.


b) En la letra f) reemplázase el punto final por la expresión “, y”.


c) Agrégase la siguiente letra g):


“g) Haber infringido gravemente las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, conforme lo disponen el artículo 125 de la Constitución Política de la República y el artículo 28 bis de la ley N° 19.884.”.


31. En el artículo 41, agréguese el siguiente inciso segundo:


“La causal establecida en la letra g) será declarada por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme lo establece el artículo 28 bis de la ley N° 19.884, a requerimiento del Consejo Directivo del Servicio Electoral.”.

32. Derógase el párrafo 3° del capítulo III del título segundo.


33. En el artículo 62: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del intendente, al que estará subordinado en todo lo relativo a la elaboración, ejecución y coordinación de las políticas, planes, presupuestos, proyectos de desarrollo y demás materias que sean de competencia del gobierno regional”, por la frase “del delegado presidencial regional. Asimismo, cada secretario regional ministerial estará subordinado al delegado presidencial regional en las materias que sean de competencia de éste último”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


34. Sustitúyese el artículo 65 por el siguiente:


“Artículo 65.- Habrá un órgano auxiliar del delegado presidencial regional, integrado por los delegados presidenciales provinciales y los secretarios regionales ministeriales. El delegado presidencial regional podrá disponer que también integren este órgano o que concurran a él en calidad de invitados, jefes regionales de organismos de la Administración del Estado.”.


35. En el artículo 66 elimínase la oración final.


36. En el inciso primero del artículo 68 reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


37. En el inciso primero del artículo 70, reemplázase la palabra “intendente” por los vocablos “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


38. En el inciso primero del artículo 71 reemplázase el vocablo “intendente” por las palabras “gobernador regional”.


39. En el artículo 73: 


a) En el inciso segundo reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


b) En el inciso tercero sustitúyese la frase “el presidente del consejo y el intendente representarán” por la siguiente: “el gobernador regional representará”.


c) En el inciso quinto reemplázase la palabra “Intendente” por la expresión “gobernador regional”.


40. En el artículo 78 reemplázase la voz “intendente” por la expresión “gobernador regional”.


41. Sustitúyese el epígrafe del capítulo VI del título II por el siguiente:


“De la Elección del Gobernador Regional y del Consejo Regional”.


42. En el artículo 82, entre las expresiones “Para las elecciones” y “de consejeros regionales”, intercálase la frase “de gobernadores regionales y”.


43. En el artículo 83:


a) Intercálase, entre el vocablo “elecciones” y la expresión “de consejeros regionales”, la frase “de gobernadores regionales y”.


b) Sustitúyese la voz “parlamentarias” por “municipales”. 


44. En el artículo 84: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “candidaturas” y la expresión “a consejeros regionales”, intercálase la frase “a gobernador regional y”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la frase “corresponda elegir en la respectiva”, agrégase la expresión “región o”.


c) En el inciso tercero:


i. Incorpórase como primera oración la siguiente: 


“Los candidatos a gobernador regional no podrán postular al mismo tiempo como candidatos a los cargos de Presidente de la República, senador, diputado, alcalde, concejal o consejero regional en las elecciones que se realizan conjuntamente.”.


ii. Sustitúyese la expresión “o diputado” por la frase “, diputado, alcalde, concejal o gobernador regional”. 


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Cada declaración de candidatura a gobernador regional deberá ser acompañada por una declaración jurada del candidato, en la que señalará cumplir con los requisitos constitucionales y legales para ser candidato y no estar afecto a las inhabilidades señaladas en el artículo 23 ter. Esta declaración jurada será hecha ante notario público o ante oficial del Registro Civil. La falsedad de cualquiera de los hechos aseverados en esta declaración, o su omisión, producirá la nulidad de aquella, y de todos los efectos legales posteriores, incluida la elección del candidato. Además, la declaración de candidatura deberá consignar los nombres, cédula de identidad y domicilio del Administrador Electoral y del Administrador Electoral General, en su caso. En el caso que un gobernador regional postulare a su reelección conforme con lo dispuesto en el artículo 111 de la Constitución Política de la República, o a su elección como consejero regional en la región donde desempeña su cargo, se procederá a su subrogación en conformidad con el inciso segundo del artículo 23 septies, desde los treinta días anteriores a la fecha de la elección y hasta el día siguiente de ella. En todo caso, durante el período señalado el gobernador regional conservará su remuneración y la atribución de participar en las sesiones del consejo regional con derecho a voz. Sin embargo, la presidencia del consejo regional sólo podrá ejercerla un consejero regional que no estuviere repostulando a dicho cargo o postulando al cargo de gobernador regional. Si hubiere más de uno en tal situación la presidencia le corresponderá a quien haya obtenido individualmente mayor votación ciudadana en la elección respectiva. Si todos los consejeros regionales estuvieren repostulando, la presidencia se decidirá por sorteo entre ellos.”.


e) En el inciso cuarto, que pasa a ser quinto, intercálase, entre las expresión “del candidato” y la coma que le sucede, la frase “a consejero regional”, y sustitúyese sus expresiones “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso primero y en el inciso final del artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura. Las prohibiciones contempladas en la letra a) del inciso primero y en el inciso segundo del citado artículo 32 se acreditarán al momento de asumir el cargo de consejero regional.”, por la frase “La circunstancia de no encontrarse afecto a las prohibiciones señaladas en el artículo 32 deberá acreditarse al momento de declararse la respectiva candidatura.”.


f) Suprímese el inciso quinto. 


g) En el inciso sexto:


i. Agrégase, a continuación de la expresión “declaraciones de candidaturas”, la frase “a gobernador regional y a consejeros regionales”. 


ii. Sustitúyese la frase “3° bis, con excepción de su inciso tercero; 4°, incisos segundo y siguientes; y 5° de la ley N°18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.” por 3°, con excepción de su inciso tercero; 4°, con excepción de sus incisos primero a quinto; 5°, inciso segundo y siguiente; y 6° y 8° de la ley N° 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. En el caso de las candidaturas a gobernador regional, sea que se trate de elecciones primarias o definitivas, según corresponda, junto con la declaración de ellas, los candidatos deberán presentar un programa en el cual se indicarán las principales acciones, iniciativas y proyectos que pretende desarrollar durante su gestión. De no hacerlo, el Servicio Electoral establecerá un plazo para que se acompañe, bajo apercibimiento de tener por no declarada la candidatura.”.

h) Agrégase el siguiente inciso octavo:


“Las declaraciones de candidaturas de gobernador regional deberán ser presentadas por los partidos políticos o pactos electorales en un solo acto respecto de cada región.”. 


45. Intercálase el siguiente artículo 84 bis:


“Artículo 84 bis.- Las candidaturas a gobernador regional podrán ser declaradas por un partido político, por un pacto de partidos, por un pacto entre un partido político e independientes, por un pacto de partidos e independientes, y por independientes.


Las candidaturas a gobernador regional declaradas sólo por independientes se sujetarán a los porcentajes y formalidades establecidos en los artículos 89 y 90.”.


46. En el artículo 86:


a) En el inciso cuarto reemplázase la expresión “y quinto” por “y sexto”.


b) Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto:


“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de gobernadores y otro pacto electoral para la elección de consejeros regionales.


Los pactos para la elección de consejeros regionales a que alude el inciso anterior sólo podrán ser conformados por uno o más partidos políticos o por independientes que integren un mismo pacto electoral para la elección de gobernadores regionales.”.


47. En el artículo 88:


a) En el inciso primero sustitúyese la frase “los nombres completos de los candidatos afiliados al respectivo partido” por la siguiente: “los nombres completos del candidato a gobernador regional o, en su caso, de los candidatos a consejeros regionales afiliados al respectivo partido”.


b) Agrégase el siguiente inciso cuarto:


“Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional y consejeros regionales de una misma lista o pacto deberán señalar expresamente el cargo al cual postulan los respectivos candidatos.”.


48. En el artículo 89 sustitúyese el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 89.- Las declaraciones de candidaturas independientes a gobernador regional o a consejero regional deberán ser patrocinadas por un número no inferior al 0.5% de los electores que hayan sufragado en la elección popular más reciente en la región respectiva o en la circunscripción provincial respectiva, según corresponda.”.


49. Reemplázase, en el artículo 94, la expresión “Presidente del Tribunal Electoral Regional” por la frase “Presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o al Presidente del Tribunal Electoral Regional, según corresponda”.


50. En el artículo 95:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero, pasando el actual primero a ser inciso segundo, y así sucesivamente:


“Artículo 95.- El escrutinio general y la calificación de las elecciones de gobernador regional serán practicados por el Tribunal Calificador de Elecciones. Para ello, serán aplicables las normas establecidas en los títulos IV y V de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios.”.


b) Intercálase en el inciso primero, que pasa a ser inciso segundo, entre las expresiones “calificación de las elecciones” y “serán practicados”, la siguiente expresión: “de consejeros regionales”.


51. Intercálase el siguiente artículo 98 bis:


“Artículo 98 bis.- Tratándose de elecciones de gobernador regional, el Tribunal Calificador de Elecciones proclamará elegido al candidato que hubiere obtenido la mayoría de los sufragios válidamente emitidos y siempre que dicha mayoría sea equivalente, al menos, al 40% de los votos válidamente emitidos, conforme lo dispone el inciso cuarto del artículo 111 de la Constitución Política de la República. Para estos efectos, los votos en blanco y nulos se considerarán como no emitidos.


Si ninguno de los candidatos a gobernador regional hubiere obtenido la mayoría señalada en el inciso anterior, se procederá a una segunda votación que se circunscribirá a los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y en ella resultará electo aquél de los candidatos que obtenga el mayor número de sufragios. Esta elección se verificará el cuarto domingo después de efectuada la primera. 


El proceso de calificación de la elección de gobernador regional deberá quedar concluido dentro de los quince días siguientes, tratándose de la primera votación, o dentro de los treinta días siguientes tratándose de la segunda votación.


Para los efectos de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el Tribunal Calificador de Elecciones hará la correspondiente declaración, indicando los candidatos que hayan obtenido las dos más altas mayorías relativas y ordenará su publicación en el Diario Oficial, lo que deberá efectuarse el día siguiente hábil al del vencimiento del plazo establecido en el inciso precedente.


Si muere uno de los candidatos a los que se refiere el inciso segundo, el Tribunal Calificador de Elecciones convocará a una nueva elección dentro del plazo de diez días contado desde la fecha del deceso. La elección se celebrará ciento veinte días después de la convocatoria si ese día correspondiere a un domingo, y si no lo fuere se realizará el domingo inmediatamente siguiente. Las declaraciones de candidaturas a gobernador regional se realizarán en la forma prescrita en el artículo 84.”. 


52. Reemplázase el artículo 99 por el siguiente:


“Artículo 99.- Dentro de los dos días siguientes a aquél en que su fallo quede a firme, el Tribunal Calificador de Elecciones enviará una copia autorizada de la parte pertinente del mismo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas regiones, al delegado presidencial regional, al delegado presidencial provincial, al gobernador regional y al consejo regional. Asimismo, el tribunal electoral regional enviará una copia autorizada de la parte pertinente del fallo y el acta complementaria de proclamación, en lo que se refiera a las respectivas circunscripciones provinciales, al delegado presidencial regional, a los delegados presidenciales provinciales de la región y al gobernador regional. Comunicarán, al mismo tiempo, su proclamación a cada uno de los candidatos elegidos.


Una copia completa del fallo y de su acta complementaria se remitirán, además, por el presidente del Tribunal Calificador de Elecciones o el tribunal electoral regional respectivo, según corresponda, al Ministro del Interior y Seguridad Pública y al Director del Servicio Electoral, con el objeto de que tomen conocimiento del término del proceso electoral.”.


53. Sustitúyase el artículo 99 bis por el siguiente:


“Artículo 99 bis.- El consejo regional se instalará el día seis de enero del año siguiente a la elección respectiva, con la asistencia de la mayoría absoluta de los consejeros regionales declarados electos por el tribunal electoral regional competente, convocados para tal efecto por el secretario ejecutivo. El período de los cargos de gobernador regional y de consejeros regionales se computará siempre a partir de dicha fecha.


En la primera sesión, el secretario ejecutivo procederá a dar lectura a los fallos del Tribunal Calificador de Elecciones y del tribunal electoral regional, según corresponda, que den cuenta del resultado definitivo de la elección en la región y en las circunscripciones provinciales, tomará al gobernador regional y a los consejeros regionales electos el juramento o promesa de observar la Constitución y las leyes, y de cumplir con fidelidad las funciones propias de sus respectivos cargos.”.


54. Reemplázase, en el inciso primero del artículo 101, la palabra “intendente” por la denominación “gobernador regional”.


55. Sustitúyase, en el artículo 102, la palabra “intendente” por la expresión “gobernador regional” las dos veces que aparece.


56. Reemplázase el artículo 105 por el siguiente:


“Artículo 105.-  Los gobiernos regionales, los gobernadores regionales y los delegados presidenciales regionales se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.”.


57. En el artículo 108:


a) Reemplázase el vocablo “intendente” por la expresión “gobernador regional”, todas las veces que aparece.


b) En la letra c) y en el párrafo segundo de la letra d) sustitúyese la expresión “la intendencia regional” por “el gobierno regional”.


Artículo 2.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes:


1. En el epígrafe de la ley, entre el vocablo “parlamentarios” y la expresión “y alcaldes”, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


2. En el artículo 2, a continuación de la palabra “Diputado”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


3. En el artículo 3:


a) En su inciso primero intercálase entre su voz final “Alcalde” y el punto final (.) que le sigue la expresión “y Gobernador Regional”. 


b) En su inciso tercero, reemplázase la expresión “al cargo de Alcalde” por “a los cargos de Alcalde y de Gobernador Regional”.


4. En el artículo 4:


a) En el inciso primero, a continuación de la frase “, de Parlamentarios”, agrégase la siguiente: “, de Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso tercero, a continuación del punto y coma que sigue a la frase “al territorio comprendido por el distrito electoral”, agrégase lo siguiente: “en el caso de la elección de Gobernadores Regionales, al territorio comprendido por la región,”.


5. En el artículo 6, entre la expresión “Servicio Electoral” y la coma que le sigue, intercálase la frase “, de la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional”.


6. En el artículo 8:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “, Gobernador Regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso quinto, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo:


“El pacto para las elecciones de Gobernadores Regionales deberá ser común, abarcando todas las regiones.”.


7. En el inciso primero del artículo 10, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “y de Alcaldes”, intercálase la siguiente frase: “, Gobernadores Regionales”.


8.  En el artículo 14: 


a) En el inciso primero, entre la palabra “parlamentarios” y la expresión “o alcaldes”, las dos veces que aparecen, intercálase la frase “, gobernadores regionales”.


b)  En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o de Alcaldes”, las dos veces que aparece la siguiente frase: “, de Gobernadores Regionales”.


ii. Intercálase, entre la frases “No será necesaria la formalización del pacto conforme al artículo 3° bis de la ley N°18.700” y “, o al artículo 110 de la ley N°18.695,”, lo siguiente: “, al artículo 87 de la ley N° 19.175”.


iii. Intercálase, entre el vocablo “Parlamentarios” y la expresión “o a Alcaldes”, la siguiente frase: “, a Gobernadores Regionales”.


iv. Intercálase como penúltima oración la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de consejeros regionales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la ley N° 19.175, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 15, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.


c) En el inciso tercero, entre las expresiones “sin perjuicio de lo establecido” y “en el artículo 109 de la ley N° 18.695”, intercálase la frase “en el artículo 86 de la ley N° 19.175 o”.


d) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto:


“Sin perjuicio de lo establecido previamente y tratándose del pacto electoral de gobernadores regionales y del pacto electoral de consejeros regionales, los candidatos independientes podrán incorporarse a éstos hasta la fecha de declaración de candidaturas indicada en el artículo 84 de la ley Nº 19.175, para lo que se requerirá el acuerdo unánime de los partidos que hayan suscrito originalmente dicho pacto electoral.”.


9. En el artículo 19, entre las expresiones “N° 18.700” e “y 112”, intercálase la frase “, 89 de la ley N° 19.175”.


10. En el artículo 21:


a) En el inciso primero, a continuación de la expresión “presidencial, parlamentaria”, agrégase la frase “, de gobernador regional”.


b) En el inciso tercero, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la frase “o Gobernador Regional”.


11. En el inciso primero del artículo 23, entre el vocablo “Diputados” y la expresión “o Alcaldes”, intercálase la frase “, Gobernadores Regionales”.


12. En el inciso primero del artículo 24, a continuación de la expresión “la elección primaria al cargo de Diputado”, agrégase la siguiente frase: “, una para la elección primaria al cargo de Gobernador Regional”.


13. En el artículo 25, entre las expresiones “de Parlamentario” e “y de Alcalde”, intercálase la siguiente frase: “, de Gobernador Regional”. 


14. En el artículo 31: 


a) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En el caso de las elecciones primarias para la nominación de candidaturas al cargo de Gobernador Regional o  Alcalde, la mesa procederá a  escrutar primero la elección primaria de Gobernador Regional y después la de Alcalde.”.


b) En el inciso segundo, a continuación de la palabra “diputado”, agrégase la frase “, gobernador regional”.


15. En el inciso primero del artículo 32, entre la voz “Presidenciales” y la expresión “o de Alcalde”, intercálase la frase “, de Gobernadores Regionales”.


16. En el artículo 33, reemplazar la expresión “o de parlamentarios” por “de parlamentarios o de gobernadores regionales”.


17. En el inciso segundo del artículo 34, a continuación de la frase “Para el caso de las elecciones primarias de”, agrégase la siguiente: “Gobernadores Regionales o de”.


18. En el artículo 35 sustitúyese la expresión “de parlamentarios o de alcaldes” por “de parlamentarios, de gobernadores regionales o de alcaldes”.


19. En el artículo 37, a continuación de la expresión “de la ley N° 18.700”, agrégase la frase “, en el artículo 93 de la ley N° 19.175”.


20. En el artículo 38, a continuación de la expresión “Presidente de la República”, agrégase la siguiente frase: “, de gobernador regional”.


21. En el artículo 40:


a) En el encabezamiento, entre las expresiones “N° 18.700,” e “y en el artículo 107”, intercálase la siguiente frase: “en el artículo 84 de la ley N° 19.175”.


b) En la letra a), a continuación del vocablo “Presidencial”, agrégase la frase siguiente: “, a gobernador regional”.


Artículo 3.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:


1. En el inciso primero del artículo 1, a continuación de la expresión “Populares y Escrutinios,” agrégase la siguiente frase: “en la ley N° 19.175, orgánica constitucional de Gobierno y Administración Regional,”.


2. En el artículo 4:


a)  En el inciso primero, a continuación de la coma que sigue al vocablo “diputado”, agrégase la siguiente expresión: “gobernador regional,”.


b) En el inciso segundo:


i. Intercálase, entre la palabra “senador” y la expresión “, el límite de gasto no podrá”, lo siguiente: “o gobernador regional”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “respectiva circunscripción”, la siguiente frase: “o región, según corresponda”. 


3. En el artículo 10: 


a) En la letra c) del inciso segundo, sustitúyense los vocablos “o senador” por la frase “, senador o gobernador regional”.


b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, pasando el actual cuarto a ser inciso quinto, y así sucesivamente:


“La situación prevista en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento diez unidades de fomento.”.


c) En el inciso octavo, que pasa a ser noveno, a continuación de la frase “una elección de senadores,”, agrégase la siguiente: “una elección de gobernadores regionales,”.


4. En el artículo 15:


a) En el inciso primero:


i. Intercálase, entre las expresiones “diputados,” y “alcaldes,”, la siguiente: “gobernadores regionales,”.


ii. Agrégase, a continuación de la expresión “circunscripciones, distritos”, la siguiente: “, regiones”.


b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando los actuales segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto:


“En el caso de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, el derecho a que el Estado pague en su favor será de cinco milésimas de unidad de fomento por sufragio obtenido.”.


5. En el inciso primero del artículo 20 reemplázase la expresión “a senador y diputado” por “a senador, diputado o gobernador regional”.


6. En el inciso primero del artículo 36 sustitúyese la expresión “o a diputado” por “, a diputado o a gobernador regional”.


7. En el inciso primero del artículo 38, entre las expresiones “de diputados” e “y de alcaldes”, intercálase la siguiente: “, de gobernadores regionales”.


8. En el inciso primero del artículo 47, a continuación de la palabra “parlamentaria”, agrégase la expresión “, de gobernador regional”.


9. En el inciso primero del artículo 54 reemplázase la expresión “y diputado” por “, diputado y gobernador regional”.


10. En el inciso primero del artículo 55, entre la voz “parlamentarias” y las palabras “o municipales”, intercálase la siguiente frase: “, de gobernadores regionales”.


11. En el artículo 56 intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual segundo a ser inciso final:


“Tratándose de la segunda votación contemplada en el inciso quinto del artículo 111 de la Constitución Política de la República, las disposiciones sobre plazos y procedimientos establecidos en la presente ley se aplicarán, en la forma que corresponda, considerando la fecha de verificación de dicha segunda votación.”.


12. En el artículo 59 reemplázase la expresión “las intendencias, las gobernaciones,” por “las delegaciones presidenciales regionales, las delegaciones regionales provinciales,”.


Artículo 4.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 1 de la ley N° 19.379, que fija plantas de personal de los servicios administrativos de los gobiernos regionales:

1. En el número 1 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




2. En el número 2 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




3. En el número 3 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




4. En el número 4 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




5. En el número 5 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




6. En el número 6 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




7. En el número 7 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




8. En el número 8 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




9. En el número 9 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




10. En el número 10 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




11. En el número 11 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




12. En el número 12 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




13. En el número 13 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A
	1




14. En el número 14 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1




15. En el número 15 incorpórase el cargo que se indica a continuación:

	Planta/Cargo
	Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	1-A


	1





Artículo 5.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 1 del decreto con fuerza de ley N° 60, de 1990, del Ministerio del Interior, que adecua plantas y escalafones del servicio de gobierno interior:




1. Reemplázase la expresión “Intendentes” por “Delegados Presidenciales Regionales”.




2. Sustitúyese el guarismo “13” por “15”.




3. Reemplázase la expresión “Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Provinciales”.




4. Sustitúyese el guarismo “50” por “38”.




Artículo 6.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.174, que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2





Artículo 7.- Elimínanse en el artículo 4 de la ley N° 20.175, que crea la XV Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, los cargos que a continuación se indican:

	AUTORIDADES 

DE GOBIERNO

Intendente

Gobernador
	1A

3°
	1

1
	2





Artículo 8.- Suprímese el artículo 2 de la ley N° 20.368, que crea la Provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso.


Artículo 9.- Incorpórase, en el número 16 que agrega el artículo 3 de la ley N° 21.033, que crea la XVI Región de Ñuble y las provincias de Diguillín, Punilla e Itata, el cargo que se indica a continuación:

	Planta/ Cargo
	       Grado
	N° de cargos

	AUTORIDAD DEL GOBIERNO REGIONAL

Gobernador Regional
	          1-A
	           1



Artículo 10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en los textos legales que a continuación se indican:


1. En el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de municipalidades:


a) En el artículo 9, sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Corresponderá al delegado presidencial regional de la región respectiva, respecto de los planes nacionales, y al gobernador regional, respecto de los planes regionales, velar por el cumplimiento de lo que dispone el inciso anterior.”.


b) En el artículo 10, reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 10.- La coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el Presidente de la República a través de un ministerio, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el delegado presidencial provincial que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados. Asimismo, la coordinación entre las municipalidades y entre éstas y los servicios públicos que dependan o se relacionen con el gobierno regional, y que actúen en sus respectivos territorios, se efectuará mediante acuerdos directos entre estos organismos. A falta de acuerdo, el gobernador regional que corresponda dispondrá de las medidas necesarias para la coordinación requerida, a solicitud de cualquiera de los alcaldes interesados.”.


c) En el inciso sexto del artículo 16 bis sustitúyese la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


d) En el inciso cuarto del artículo 68 reemplázase el vocablo “gobernador” por la expresión “delegado presidencial provincial”.


e) En la letra a) del inciso primero del artículo 74 sustitúyese la expresión “los intendentes, los gobernadores” por lo siguiente: “los gobernadores regionales, los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los secretarios regionales ministeriales,”.


f) Agrégase como inciso final el siguiente:


“Las inhabilidades establecidas en las letras a) y b) serán aplicables a quienes hubieren tenido las calidades o cargos antes mencionados dentro del año inmediatamente anterior a la elección municipal.”.


g) En el artículo 104 B:


i. Sustitúyese en la letra a) del inciso primero la expresión “intendente o, en subsidio, el gobernador”, por la siguiente: “delegado prsidencial regional o, en subsidio, el delegado presidencial provincial”.


ii. Reemplázase en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”, las dos veces que aparece.


h)  En la letra b) del inciso segundo del artículo 104 C sustitúyese el vocablo “intendentes” por la expresión “delegados presidenciales regionales”.


i) En el inciso quinto del artículo 104 D reemplázase la voz “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


j) El artículo 104 F:


i. Sustitúyese en el inciso octavo la palabra “intendencia” por la expresión “delegación presidencial regional”.


ii.  Reemplázase en el inciso duodécimo el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


k)  En el inciso primero del artículo 128 sustitúyese la voz “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


l) En el artículo segundo transitorio reemplázanse la palabra “gobernador” por “delegado presidencial provincial”, y el vocablo “intendente” por la expresión “delegado presidencial regional”.


2. En el inciso tercero del artículo 1 de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile, sustitúyese la expresión “Intendencias, Gobernaciones” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


3. En el inciso tercero del artículo 1 del decreto ley N° 2.460, de 1979, que dicta la ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, reemplázase la expresión “Intendencias Regionales, Gobernaciones Provinciales” por “Delegaciones Presidenciales Regionales, Delegaciones Presidenciales Provinciales”.


4. En la ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal:


a) Reemplázase el epígrafe del párrafo 2° del título IV del libro cuarto por el siguiente: “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales y Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 423, sustitúyese la expresión “de un intendente, de un gobernador o de un presidente de consejo regional” por “de un delegado presidencial regional, de un delegado presidencial provincial o de un gobernador regional”.


5. En la ley N° 1.552, que aprueba el Código de Procedimiento Civil:


a) En el artículo 10 reemplázase la expresión “intendentes de provincia, gobernadores de departamento o secretarios de Intendencia,” por “delegados presidenciales regionales, delegados presidenciales provinciales o gobernadores regionales”.


b) En el número 1 del inciso primero del artículo 361 (350) sustitúyese la expresión “Intendentes Regionales, los Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales”.


c) En el número 1 del inciso primero del artículo 389 (379) sustitúyese la expresión “los Intendentes” por “los Delegados Presidenciales Regionales”.


6. En la ley N° 7.421, que aprueba el Código Orgánico de Tribunales:


a) En el número 2 del artículo 50 reemplázase la expresión “Intendentes y Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el artículo 257 sustitúyese la expresión “Intendentes, Gobernadores o Secretarios de Intendencia” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales o Gobernadores Regionales”.


c) En el inciso cuarto del artículo 471 reemplázase la expresión “intendente o gobernador” por “delegado presidencial regional o delegado presidencial provincial”.


7. En la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses:


a) En el número 1 del artículo 4 reemplázase la expresión “los intendentes, los gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


b) En el número 2 del inciso primero del artículo 45 sustitúyese la expresión “los intendentes”, la primera vez que aparece, por “los delegados presidenciales regionales, los gobernadores regionales”.


8. En el artículo 3 de la ley N° 20.730, que regula el lobby y las gestiones que representen intereses particulares ante las autoridades y funcionarios, reemplázase la expresión “los intendentes y gobernadores” por “los delegados presidenciales regionales, los delegados presidenciales provinciales, los gobernadores regionales”.


9. En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


a) En el inciso primero del artículo 45 reemplázase la expresión “Intendentes, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales”.


b) En el inciso sexto del artículo 58 sustitúyese la expresión “Gobernador Provincial” por “delegado presidencial provincial”.


c) En el inciso segundo del artículo 161 reemplázase la expresión “Intendentes, Consejeros Regionales, Gobernadores” por “Delegados Presidenciales Regionales, Delegados Presidenciales Provinciales, Gobernadores Regionales, Consejeros Regionales”.


10. En el inciso primero del artículo 64 de la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, reemplázase la expresión “de Intendente, de Gobernador” por “de Gobernador Regional, de Delegado Presidencial Regional, de Delegado Presidencial Provincial”.


11. En el inciso tercero del artículo 71 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, sustitúyese la expresión “Intendente Regional” por “Delegado Presidencial Regional”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Si la presente ley se publica con anterioridad a las elecciones parlamentarias 2017, ésta entrará en vigencia el 1 de diciembre de 2017. De lo contrario, entrará en vigencia en la fecha de publicación.


La primera elección por sufragio universal en votación directa de los gobernadores regionales se verificará en conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 de la ley N° 19.175 y una vez promulgada la ley que establezca un nuevo procedimiento de transferencia de las competencias a las que se refiere el artículo 114.


En conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo de la disposición vigésimo octava transitoria de la Constitución Política de la República, los consejeros regionales que sean electos en las elecciones del año 2017 asumirán conforme a las reglas vigentes el 19 de noviembre de 2017, y terminarán su mandato el 6 de enero de 2021, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 40, 41 y 42 de la ley N° 19.175.


Las disposiciones contenidas en los numerales 20, 24, 25, 28 letra d), 29, 32, 33, 35, 39 y 40 del artículo 1 de esta ley, así como el número 4 de su artículo 5 entrarán en vigencia una vez que asuman los primeros gobernadores electos. Mientras no asuman los gobernadores regionales electos, ejercerán sus funciones y atribuciones los delegados presidenciales regionales, con la excepción de las funciones del Presidente del Consejo Regional. Asimismo, mientras no asuman dichas autoridades, las disposiciones que establece la ley referida a los delegados presidenciales regionales y a los delegados presidenciales provinciales serán aplicables a los intendentes y gobernadores, respectivamente.


Una vez que asuman los gobernadores regionales electos, los presidentes de los consejos regionales cesarán de pleno derecho en sus funciones, las que serán asumidas por el respectivo gobernador regional.

Artículo segundo.- Para efectos de la aplicación en la primera elección de gobernadores regionales de lo señalado en el artículo 15 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, se considerará como última elección de igual naturaleza a aquella que corresponda a la última elección de senadores. Se aplicará, asimismo, para efectos de lo dispuesto en el artículo 4 de dicha ley, los límites de gasto electoral permitidos para un senador.

Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que demande la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo al presupuesto de las Partidas Ministerio del Interior y Seguridad Pública, Servicio Electoral y, en lo que faltare, con recursos provenientes de la Partida Tesoro Público. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente) (Rabindranath Quinteros Lara), José García Ruminot, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber (Presidente Accidental) y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 22 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DEFENSA NACIONAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY N° 2.222, EN MATERIA DE EXTRACCIÓN DE NAVES HUNDIDAS O VARADAS Y DE MATERIAS NOCIVAS CONTENIDAS EN ELLAS

(10.325-02)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Defensa Nacional tiene el honor de informar el proyecto de ley individualizado en el rubro, iniciado en moción del Honorable Diputado señor Núñez (don Daniel).

La iniciativa consta de un artículo único -dividido en siete numerales, que modifican sendas disposiciones de la Ley de Navegación- y de un artículo transitorio, por lo que la Comisión propone a la Sala discutirlo solo en general, a fin de otorgar a Sus Señorías la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.

A una de las sesiones en que se consideró el proyecto asistió el Honorable Diputado señor Núñez (don Daniel).


Asimismo, concurrieron a una o más de las sesiones, especialmente invitados, las siguientes personas: 


Del Ministerio de Defensa Nacional: la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señora Paulina Vodanovic; la Jefa de Asesores Jurídicos, señora Carolina Ocampo, y el asesor, señor Elir Rojas.



De la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante: el Jefe de la División Jurídica, Capitán de Navío, señor Rodrigo Ramírez.


De la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, el profesor de Derecho Marítimo, señor Claudio Barroilhet.


También estuvieron presentes: 


Del Ministerio de Defensa Nacional, el asesor, señor Yamil Yuivar; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Renato Valenzuela; de la Biblioteca del Congreso Nacional, la Coordinadora del Área Gobierno, Defensa y Relaciones Internacionales, señora Verónica Barrios; del Instituto Igualdad, el asesor, señor Claudio Rodríguez; del Instituto de Ciencias Alejandro Lipschutz (ICAL), el asesor, señor Edgardo Fuentes; del Centro de Estudios Legislativos, Administrativos, Políticos y Económicos (CELAP), el asesor, señor Juan Briones, y de TV Senado, el periodista, señor Cristián Reyes.

Asesores parlamentarios: del Honorable Senador señor Bianchi, los señores Claudio Barrientos, Manuel Benítez y Nickolas Mena; del Honorable Senador señor Baldo Prokurica, la señora Carmen Castañaza y el señor Alejandro López; del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, el señor Robert Angelbeck; del Honorable Diputado señor Núñez (don Daniel), el señor Manuel Torres, y del Comité del Partido Comunista de la Cámara de Diputados, la señora Rocío Vargas.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY 

Prevenir la contaminación marina y preservar el medio ambiente y la seguridad en la navegación, otorgando nuevas facultades a la Autoridad Marítima respecto de naves o artefactos navales cuyo estado representa un riesgo o peligro para alcanzar esa finalidad.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los nuevos artículos 132 bis y 132 ter, incorporados, respectivamente, por los números 3 y 4 del artículo único del proyecto, son normas de quórum calificado, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del número 23° del artículo 19, en relación con el artículo 66, inciso tercero, ambos de la Constitución Política de la República.
- - -


Todos los documentos acompañados por los invitados fueron debidamente considerados por los miembros de la Comisión, y se contienen en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Decreto ley N° 2.222, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que sustituye la Ley de Navegación.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El autor de la moción manifiesta que la tendencia al colapso de los recursos marinos se ha traducido, tanto en Chile como en el mundo, en la pérdida de empleos y de crecimiento económico, y en el consiguiente abandono de embarcaciones.

Hace presente que la Armada de Chile ha informado que existen cerca 190 naves abandonadas, de las cuales al menos 50 representan un serio peligro u obstáculo para la navegación, la pesca, la preservación del medio ambiente u otras actividades marítimas o ribereñas. A modo ejemplar, resalta el caso de las embarcaciones “Don Humberto II” y “Guamblin”, que han permanecido en la Bahía de Coquimbo por más de dos décadas.

Subraya que gran cantidad de restos náufragos o barcos abandonados contienen en su interior hidrocarburos -como petróleo crudo y otras sustancias nocivas-, que implican una seria amenaza para el medio ambiente, los seres humanos y la economía chilena.

Agrega que, además, existen en la actualidad más de 90 millones de pesos en multas impagas en la Tesorería General de la República, por concepto de abandono de barcos.

Concluye el autor recordando que Chile se ha comprometido a promover el control efectivo de todas las fuentes de elementos nocivos para el medio marino. Asimismo, ha contraído la responsabilidad de adoptar las medidas imprescindibles para impedir la contaminación del mar por el vertimiento de desechos y de otras materias que puedan constituir un peligro para la salud humana y los recursos biológicos marinos, o que puedan reducir las posibilidades de esparcimiento o entorpecer otros usos legítimos del mar. Por último, nuestro país ha impulsado, a través de instancias como “Nuestros Océanos 2015”, la definición de acciones concretas que ayuden a reducir los niveles de contaminación marina.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El autor del proyecto, Honorable Diputado señor Núñez (don Daniel), expresó que la moción fue perfeccionada durante su tramitación en la Cámara de Diputados, mediante una indicación sustitutiva elaborada junto a representantes del Ministerio de Defensa Nacional y de la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante (DIRECTEMAR). Destacó que incluso en algún momento participó el Ministerio de Relaciones Exteriores para analizar la situación de las embarcaciones extranjeras -involucradas en ocasiones en hechos ilícitos-, que pudieran quedar comprendidas en la nueva regulación.

Sostuvo que la intención de legislar nació a partir de un problema muy concreto que afecta al distrito que representa. En efecto, en la Bahía de Coquimbo, que tiene muy buen abrigo, hay cerca de 12 embarcaciones pesqueras de tamaño mediano y mayor que cayeron en desuso, debido a que distintas empresas anclaron naves provenientes de diferentes regiones del país para abandonarlas posteriormente. 

Comentó que el primer caso emblemático es el de la moto nave Guamblin, que se fue a pique durante las maniobras de hundimiento que realizaba personal de la DIRECTEMAR. Otro ejemplo es el de la embarcación Don Humberto, que producto del mal tiempo encalló en Coquimbo y luego filtró restos de petróleo desde sus bodegas al mar. Afirmó que casos similares se producen en distintas zonas del país.

Ahondando en la materia, señaló que hoy es posible identificar diversas situaciones de conflicto. En primer lugar, las naves abandonadas se encuentran en un comienzo en buenas condiciones, pero con el paso del tiempo y la falta de mantención se deterioran y dejan de ser atractivas para su adquisición por terceros. En segundo término, el dueño de las especies cambia con frecuencia, siendo muy difícil perseguir la responsabilidad por la extracción o sus costos, y el pago de las multas correspondientes.

Remarcó que los gastos generados por estas situaciones son multimillonarios, especialmente respecto de embarcaciones mayores, estimándose que el desembolso asociado a reflotar, desguazar y extraer una nave puede ascender hasta a $ 4.000.000.000. 

Añadió que cuando no es posible obligar al propietario, armador u operador a que cumpla con sus deberes, y el navío representa un riesgo importante, la Autoridad Marítima remueve las naves o sus restos con cargo a fondos provenientes del sector público. Relató que incluso en una ocasión, en Coquimbo, fue necesario recurrir al Fondo Nacional de Desarrollo Regional para la extracción de petróleo.

Puso de relieve que existe consenso en cuanto a que la prevención es la única forma de evitar los problemas descritos. No obstante, hoy la legislación impide a la Autoridad Marítima intervenir oportunamente, situación que el proyecto en estudio pretende corregir. 

Apuntó que, asimismo, es preciso incrementar la responsabilidad que tienen los particulares en el financiamiento de las faenas de remoción.

Por último, Su Señoría agradeció la colaboración del Honorable Diputado señor Ulloa durante la primera etapa legislativa, y destacó que la iniciativa recibió amplio apoyo en la Cámara de Diputados, siendo aprobada por unanimidad.

Estimó que la nueva legislación constituirá un aporte para solucionar un conflicto que se repite a lo largo del país, por lo que hizo un llamado a una pronta tramitación en el Senado.

La Subsecretaria para las Fuerzas Armadas, señor Paulina Vodanovic, manifestó que el Ministerio de Defensa Nacional ha respaldado desde un principio la moción en debate.

Recordó que los Honorables Diputados señores Núñez (don Daniel), Tellier y Urrutia (don Osvaldo), presentaron una indicación sustitutiva que fue formulada en conjunto con los asesores de la Cartera que ella representa y de la Autoridad Marítima. Afirmó que este proceder permitió llegar a un consenso sobre elementos técnicos relevantes.

Comentó que, en términos generales, la normativa propuesta posibilita que la DIRECTEMAR actúe preventivamente -en fases tempranas de riesgo-, simplificando el procedimiento para declarar el abandono de las especies. Puntualizó que no se generarán costos para el Estado, toda vez que las maniobras de extracción quedarán cubiertas por el valor de la nave o de sus restos.

Luego, el Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR, Capitán de Navío, señor Rodrigo Ramírez, realizó una exposición sobre la moción en estudio.

Aseveró que bajo la legislación actual la Armada solo interviene en situaciones que pueden calificarse de extremas. Por eso, el principal objetivo del proyecto es permitir la reacción de la Autoridad Marítima en una etapa más prematura, cuando el navío todavía no está en proceso de hundimiento.

De esta manera se favorece, por un lado, la acción misma de remoción -puesto que es más fácil actuar frente a una embarcación que está a flote en comparación con una que ya está varada o hundida-; y por el otro, la posibilidad de disponer de la especie, porque habrá más interés de parte de terceros en adquirir una nave a flote, antes que restos de menor valor.

A continuación, examinó las modificaciones que se propone introducir a la regulación, contenida en el decreto ley N° 2.222, de 1978, del Ministerio de Defensa Nacional, que sustituye la Ley de Navegación.

Comenzó su análisis refiriéndose al actual artículo 135 del mencionado decreto ley, relativo al supuesto menos grave, cuya redacción es la que se indica: 

“Art. 135. Cuando la especie no esté en el caso previsto en el artículo 132, el propietario dispondrá del plazo de un año, a contar de la fecha del siniestro, para iniciar la remoción, dando aviso a la Autoridad Marítima. La remoción deberá efectuarse en los términos que señale el Director y en el plazo máximo de un año, a contar de la fecha en que se indique que deban iniciarse las faenas. Expirado este último plazo, la nave se entenderá abandonada y pasará al dominio del Estado. La Dirección podrá conceder el derecho a cualquier particular que se interese en extraer los restos, en las condiciones que señale el reglamento.”.

Explicó que la norma trata de naves, aeronaves o artefactos navales varados o hundidos, que no representan un peligro u obstáculo para la navegación, la pesca, la preservación del medio ambiente u otras actividades marítimas o ribereñas. Al no existir una amenaza latente contra los mencionados bienes jurídicos, se otorga al propietario un plazo, que se puede extender hasta un año, para llevar a cabo la remoción. En caso de incumplimiento, la especie se declara abandonada en favor del Fisco, permitiéndose a la Autoridad Marítima licitar su extracción, que normalmente se lleva a cabo a cambio de los mismos restos. Es decir, todo opera sobre la base del interés que exista en el mercado de la chatarra.
La iniciativa plantea sustituir el artículo 135 por el que sigue:
“Artículo 135.- Cuando, a juicio de la Autoridad Marítima, la nave, aeronave o artefacto naval, incluyendo su carga, no constituya un peligro o un obstáculo para la navegación, la pesca, la preservación del medio ambiente u otras actividades marítimas o ribereñas, el propietario dispondrá del plazo de un año, a contar desde la fecha del siniestro, para iniciar la remoción, dando aviso a la Autoridad Marítima. La remoción deberá efectuarse en los términos que señale el Director y en el plazo máximo de un año, contado desde la fecha en que se indique que deban iniciarse las faenas. Expirado este último plazo, la especie se entenderá abandonada y pasará al dominio del Estado. La Autoridad Marítima estará, además, facultada para proceder a la operación de remoción o para enajenar la nave, aeronave o artefacto, su carga y los restos, por medio de propuestas públicas o privadas.”.

Resaltó los dos cambios que se efectúan a este artículo: se explicita el supuesto en que se aplica esta disposición; y se prescribe que a través de la licitación no solo se puede proceder a la remoción, sino que también a la enajenación, guardando armonía con el resto del Párrafo.
Posteriormente, revisó el artículo 132 vigente:
“Artículo 132. Cuando dentro de las aguas sometidas a la jurisdicción nacional o en ríos y lagos navegables se hundiere o varare una nave, aeronave o artefacto que, a juicio de la Autoridad Marítima, constituya un peligro o un obstáculo para la navegación, la pesca, la preservación del medio ambiente u otras actividades marítimas o ribereñas, dicha Autoridad ordenará al propietario, armador u operador que tome las medidas apropiadas para iniciar, a su costa, su inmediata señalización y su remoción o extracción, hasta concluirla dentro del plazo que se le fije. Estas faenas incluirán la carga, cuyos propietarios serán notificados por dos avisos que se publicarán, en días distintos, en el diario que indique la Autoridad Marítima respectiva.
Si el propietario, armador u operador no iniciare o concluyere la faena en el plazo prescrito, se entenderán abandonadas las especies y a aquéllos se les aplicará una multa de hasta 2.000 pesos oro por cada tonelada de registro grueso de la nave o de hasta 50.000 pesos oro en los demás casos. La Autoridad Marítima estará además facultada para proceder a la operación de remoción o para vender la nave, aeronave o artefacto, su carga y los restos, por medio de propuestas públicas o privadas.
Lo anterior es sin perjuicio de otros apremios, arraigos o embargos, respecto de la persona o de los bienes del propietario, armador u operador, para obtener el cabal cumplimiento de la resolución de la Autoridad Marítima que ordena el retiro, extracción, despeje o limpieza del área.
Las obligaciones que conforme a este párrafo correspondan al propietario, armador u operador, serán siempre solidarias entre ellos.
Lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicará  a las naves o artefactos que se encontraren a la deriva,  o bien, sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. En ambos casos, la Autoridad Marítima estará facultada, adicionalmente, para disponer su hundimiento si fuere necesario, una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo.”.

Afirmó que el precepto transcrito se refiere a especies que sí representan un peligro para los bienes jurídicos antes mencionados. En estas hipótesis también se concede un plazo al propietario, armador u operador para remover los restos, pero de una duración menor, que corresponde generalmente a 30 días. En caso de incumplimiento, además de aplicarse multas, se declara el abandono.
Detalló que el artículo contempla los casos de naves, aeronaves o artefactos navales hundidos; varados; a la deriva; o bien sin tripulación a bordo y en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua.
Precisó que las dos últimas situaciones están consagradas en el inciso final del precepto en comento. Pese a la urgencia que ellas representan, debe observarse igualmente el procedimiento establecido en el artículo, lo que es altamente engorroso, tomando en cuenta que se trata de supuestos que pueden empeorar rápidamente. La norma también incluye la facultad de proceder al hundimiento de los restos, atendida su peligrosidad.
Subrayó que el proyecto mantiene en el artículo 132 la regulación de las naves, aeronaves o artefactos navales hundidos o varados que importan un peligro. Solo se introducen modificaciones formales, conservándose el procedimiento actual.

En cambio, las circunstancias contenidas en el inciso final pasan a estar normadas en los nuevos artículos 132 bis y 132 ter.

De esta manera, la redacción para el artículo 132 bis, nuevo, es la que se transcribe:

“Artículo 132 bis.- Si una nave o artefacto naval se encontrare a la deriva, en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua, la Autoridad Marítima requerirá a su propietario, armador u operador para que adopte, de inmediato, las medidas correctivas que ella determine, bajo apercibimiento de considerar a la nave o artefacto naval como abandonada y pasar a dominio del Estado. Declarado el abandono de la nave o artefacto naval a favor del Fisco, la Autoridad Marítima podrá proceder a su remoción o enajenación por medio de propuestas públicas o privadas. En casos de extrema urgencia, como el inminente hundimiento de la nave o artefacto naval en el lugar en que se encuentra, la Autoridad Marítima estará facultada para autorizar o disponer su vertimiento.

Se entenderá que la nave o artefacto naval se encuentra a la deriva si, a raíz de la insuficiencia de su equipamiento, armamento o dotación, no pudiere mantenerse fondeada de manera segura o zarpar de su lugar de fondeo tan pronto como la Autoridad Marítima se lo requiera.”.

El Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR expresó que la disposición contempla el supuesto de la nave o artefacto naval que se encuentra a la deriva, en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. Siendo la situación más urgente, en lugar de fijarse un término se exige al propietario, armador u operador que adopte inmediatamente las medidas pertinentes. En caso de incumplimiento, se entiende abandonada la especie, y la Autoridad Marítima ejerce sus facultades relativas a la extracción o enajenación, por medio de propuestas públicas o privadas.

Añadió que en el inciso segundo se define qué es estar a la deriva. Con ello se pretende evitar que la Armada incurra en gastos cuando la nave o artefacto naval se encuentre en alguna de las condiciones comprendidas en el concepto.

Acerca del artículo 132 ter, nuevo, que se propone incorporar, señaló que es del siguiente tenor: 

“Artículo 132 ter.- Las naves o artefactos que estén a flote sin dotación reglamentaria a bordo se entenderán abandonadas y pasarán al dominio del Estado cuando a su propietario, armador u operador no cumpla con la respectiva dotación de seguridad, habiendo sido apercibido para ello. El apercibimiento se practicará por medio de dos avisos entre los cuales deberá mediar un lapso de a lo menos cinco días, notificados personalmente o mediante carta certificada dirigida al domicilio que el propietario, armador u operador de la nave o artefacto naval haya registrado ante la Autoridad Marítima o, en su defecto, publicados en un diario de circulación nacional. Los gastos derivados de las notificaciones serán de costa del propietario, armador u operador de la nave. Declarado el abandono de la nave o artefacto naval a favor del Fisco, la Autoridad Marítima podrá proceder a su remoción o enajenación por medio de propuestas públicas o privadas.

Lo dispuesto en el inciso precedente también será aplicable a las naves o artefactos navales carentes de dotación que hayan debido ser varados por la Autoridad Marítima por cuenta y cargo de su propietario, armador u operador, habiéndose apercibido a éste para retirar la nave o artefacto del lugar en que se encontrare varada, en la forma descrita en dicho inciso. 

En los casos descritos en el presente artículo, la Autoridad Marítima estará facultada para disponer el hundimiento de la nave o artefacto una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo, siempre que ello fuere procedente de acuerdo a la regulación aplicable en materia de vertimiento.”.

Aclaró que este precepto regula el caso de las naves o artefactos navales que no cuentan con la dotación reglamentaria a bordo, eliminándose la exigencia adicional de encontrarse en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua. Puso de relieve que el hecho de no cumplir con la dotación correspondiente es el primer indicio de la ausencia de tenencia responsable de una nave, ya que si tuviera que desplazarse por algún motivo no tendría el personal suficiente para actuar.

Relató que el procedimiento supone apercibir dos veces al responsable para que corrija la falta de dotación. En caso de mantenerse la deficiencia, se considera a la nave o artefacto naval abandonado a favor del Estado, procediéndose a la enajenación o extracción, a través de propuestas públicas o privadas.

Resaltó que la solución propuesta no es una particularidad del ámbito marítimo. En efecto, si una aeronave permanece más de un año en un aeródromo público sin actividades de vuelo, se entiende abandonada (artículo 25 del Código Aeronáutico). Del mismo modo, el vehículo que es llevado a corrales municipales y no se retira oportunamente, es rematado (situación regulada en las ordenanzas municipales relacionadas con la Ley de Tránsito). El Estado, entonces, en diferentes contextos, reacciona frente a la ocupación indebida de un bien fiscal o de un bien nacional de uso público. En las hipótesis en estudio, además del uso del mar, que es un bien nacional de uso público -para lo cual se necesitaría una concesión marítima-, se produce una amenaza latente para la seguridad de la navegación y de otras actividades, y para la preservación del medio ambiente. Es decir, hay una justificación aún mayor que en los casos mencionados para actuar frente a especies que son abandonadas.

Continuó su intervención planteando que si la nave, aeronave o artefacto naval es declarado en abandono, de acuerdo a los artículos revisados, lo ideal es que se presenten oferentes a las propuestas públicas o privadas de enajenación o extracción, y que todas las faenas se financien con el mismo valor de la especie o de sus restos. 

Para los casos en que lo anterior no suceda, la normativa prevé dos situaciones, a saber:

a) Si el valor obtenido de la enajenación no cubre el costo de las maniobras realizadas por la DIRECTEMAR, es responsable del saldo insoluto el antiguo dueño, armador u operador.

Esta posibilidad está regulada en el artículo 133, que con las modificaciones propuestas por el proyecto, quedaría como sigue:

“Artículo 133.- Si el valor obtenido por la enajenación de la nave, aeronave o artefacto no es suficiente para cubrir todos los gastos de la operación efectuados por la Autoridad Marítima, el propietario, armador u operador tendrán la obligación de pagar al Estado la diferencia.”.

b) Si efectuadas las propuestas públicas o privadas, no se presentan oferentes o aquellas son declaradas desiertas, el anterior propietario, armador u operador debe costear las faenas de remoción. Adicionalmente, la Dirección podrá encargar, a costa de los sujetos mencionados, un estudio para determinar la presencia de sustancias nocivas y la posibilidad de derrame. En caso de resultado positivo, deberán responder por los gastos de extracción de dichas sustancias.





Esta última, si bien no es la solución ideal, al menos impide el eventual derrame de elementos nocivos al medio acuático, que es la amenaza más inminente en la situación descrita.

El procedimiento está consagrado en el artículo 140 bis, nuevo: 

“Artículo 140 bis.- Si no se presentan oferentes a las propuestas indicadas en los artículos 132, 132 bis, 132 ter y 135 o éstas son declaradas desiertas por algún otro motivo, el costo de la operación tendiente a remover o extraer la nave, aeronave o artefacto naval hundido, varado, a la deriva o sin dotación reglamentaria a bordo, incluyendo su carga, será de cargo del propietario, armador u operador de la nave, aeronave o artefacto naval a la fecha de ocurrencia de su hundimiento, varamiento, deriva o carencia de dotación. En estos supuestos, la Autoridad Marítima podrá, además, solicitar a costa de dicho propietario, armador u operador, un estudio cuyo objeto sea determinar la presencia de hidrocarburos u otras sustancias nocivas y evaluar la posibilidad de derrame de dichas sustancias. De establecerse tanto la presencia de hidrocarburos u otras sustancias nocivas como la posibilidad de su derrame, la Autoridad Marítima podrá, también a costa del señalado propietario, armador u operador, proceder a su extracción, por medio de propuestas públicas o privadas.”.

El Honorable Senador señor Bianchi expresó su conformidad con el proyecto. Comentó que en Puerto Natales pudo observar una realidad similar a la descrita por el Honorable Diputado señor Núñez (don Daniel), puesto que hay un “cementerio” de barcos pesqueros menores abandonados y en mal estado. Consultó si la iniciativa también abarca a las embarcaciones de tamaño pequeño.
Por su parte, el Honorable Senador señor Prokurica recalcó que en situaciones como las examinadas no solo existe el riesgo de vertimiento de elementos nocivos para el medio ambiente -como baterías y combustible-, sino que además se generan inconvenientes para la navegación en todo tipo de zonas, sean marítimas, lacustres o fluviales.
Abordando los temas planteados, el Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR precisó que la nueva normativa no considera limitaciones sobre el espacio acuático en que se aplica, y tampoco respecto al tipo o dimensión de la nave.
El Honorable Senador señor Bianchi manifestó tener dudas respecto de los casos de declaración de abandono de una nave, en relación con los seguros comprometidos. 

Acerca de este punto, el Honorable Senador señor Prokurica advirtió que lo más probable es que la declaración de abandono de la embarcación no esté contemplada dentro de los siniestros cubiertos por la póliza de seguro. No obstante, llamó a precaver la judicialización de estos casos, ya que podrían dificultar la inmediatez que el procedimiento requiere, distorsionando la finalidad del proyecto.

El Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR apuntó que cuando existen seguros comprometidos normalmente hay una reacción, ya sea de parte del mismo propietario o de la compañía aseguradora. Aludió, a modo ejemplar, al caso de la nave Ocean Breeze -que encalló en San Antonio- cuya operación de remoción fue dirigida y costeada por el seguro de responsabilidad. Afirmó que, en todo caso, el seguro no obsta a la declaración de abandono.

Agregó que si la Autoridad Marítima decreta el hundimiento, la faena deberá ejecutarse según la reglamentación de vertimiento. Si se ha llegado a este extremo, es porque la nave ya no pertenece al asegurado por no haber adoptado las medidas necesarias para evitar la declaración de abandono. Por lo tanto, si de acuerdo a los términos contractuales el seguro no cubre esta situación, se deberá a la negligencia del asegurado.

A continuación, el Honorable Senador señor Prokurica preguntó si la legislación actual ya contempla la pérdida de propiedad a favor del Estado.

El Jefe de la División Jurídica respondió que, efectivamente, el abandono es una figura comprendida por la regulación vigente, y que únicamente se están modificando los procedimientos y disminuyendo los plazos en aquellos casos en que se estima conveniente. En consecuencia, no se trata de una innovación en nuestro ordenamiento jurídico.

El Honorable Senador señor Araya comunicó su respaldo a la moción, y solicitó el apoyo de DIRECTEMAR para perfeccionarla -en caso que fuese necesario- con el fin de enfrentar adecuadamente el conflicto en examen.

Su Señoría dio cuenta de lo ocurrido con el buque-tanque Doña Carmela, que experimentó un derrame de petróleo en Quintero y fue trasladado luego a Mejillones, quedando abandonado en este lugar. Relató que en conversaciones con el alcalde de la comuna surgió la preocupación por una eventual transformación de la bahía -que es una de las más seguras de Chile-, en un “cementerio” de naves. Añadió que el Gobernador Marítimo de Antofagasta aseveró que la Armada actualmente no tiene mayores facultades para intervenir en estas situaciones. 

Reflexionó sobre una suerte de mercado negro que se ha formado en torno a un vacío legislativo, pues hay empresas que compran naves en desuso para posteriormente declararlas como pérdida para efectos tributarios. Además, las multas no pueden ser cobradas, porque se efectúan traspasos de las embarcaciones entre distintas empresas y se dificulta rastrear a los responsables.

A continuación, planteó algunas inquietudes sobre diversos aspectos de la moción en análisis. En primer lugar, abordó el tema de los enormes costos que implica la extracción de embarcaciones de gran envergadura. Consultó qué ocurrirá cuando las naves estén tan deterioradas que su valor no alcance a cubrir los gastos de remoción. En el caso de especies que ya son propiedad fiscal, el Estado tendría que enfrentar el financiamiento.

En segundo término, se refirió a la declaración de abandono de naves, aeronaves y artefactos navales, y su traspaso al dominio del Fisco. Opinó que podría sostenerse que se trata de una suerte de expropiación, que llevaría a la exigencia de una indemnización por parte de los exdueños de las especies, en aplicación de las normas constitucionales pertinentes.

En cuanto a los costos de remoción a los que hizo mención Su Señoría, el Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR señaló que, de declararse el abandono, la intención es que se pueda obtener el financiamiento necesario vía enajenación o bien licitando la extracción, sin que haya una contraprestación de por medio. Si no es suficiente, el Fisco puede accionar en contra del expropietario, armador u operador, por el saldo insoluto, de acuerdo a la normativa que se está proponiendo.

Comentó que bajo la legislación actual no siempre es posible hacer efectiva la responsabilidad patrimonial, por ejemplo, porque el antiguo dueño está inubicable, o porque el estado de deterioro de la nave es tal, que para terceros no resulta atractivo adquirir las embarcaciones. La inspiración de esta nueva regulación es, precisamente, adelantar la posibilidad de actuación de la Autoridad Marítima a un momento en que la nave aún conserva su valor, de manera que estén interesados todavía el propietario en mantenerla, o terceros en adquirirla.

Con ese objetivo, indicó, el proyecto introduce un concepto preventivo de “encontrarse a la deriva”, y elimina la exigencia de problemas de flotabilidad o de estar haciendo agua, para el caso de embarcaciones que no cuentan con dotación reglamentaria.

En relación con las facultades de la Autoridad Marítima, negó que tengan un carácter expropiatorio. Sostuvo que el abandono y el traspaso al dominio del Estado constituyen una sanción civil que se aplica a un propietario negligente. Subrayó que no se trata de la expropiación regida por el artículo 19 número 24° de la Constitución Política de la República, en que existe una causa de utilidad pública o interés nacional detrás de la decisión de privar de su propiedad a un particular, dando lugar a una indemnización. Aquí existe una sanción ante la tenencia irresponsable de una nave, que afecta valores jurídicos extremadamente importantes, como la seguridad de las vías marítimas y la preservación del medio ambiente acuático, que justifican el proceder de los organismos del Estado.

Reiteró que el sector marítimo no es el único en que se reconoce esta figura; a propósito de aeronaves y vehículos terrestres existe una normativa similar.

A mayor abundamiento, aseguró que tampoco se está innovando en este punto, toda vez que el abandono ya está recogido en el artículo 132 vigente; por lo demás, hasta el momento no se han presentado reclamos sobre la constitucionalidad de esta medida.

En una sesión posterior, la Comisión recibió al profesor de Derecho Marítimo de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, señor Claudio Barroilhet, quien calificó la moción como positiva, toda vez que contempla supuestos de peligro no cubiertos por la actual legislación.

Examinó algunos elementos que, a su parecer, contribuirán a perfeccionar la iniciativa. 

Con respecto al artículo 12 que se enmienda, hizo presente que para solicitar la incorporación al Registro de Matrícula de una nave que ha estado inscrita en el extranjero, el inciso segundo exige acompañar un certificado que acredite que la anterior matrícula ha sido dada de baja. 

Además, el inciso tercero, nuevo, propuesto por el proyecto para dicho artículo, elimina el requisito mencionado en dos situaciones: por un lado, cuando la nave es objeto de comiso o enajenación de acuerdo a la ley N° 20.000, que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas; y por el otro, cuando es abandonada a favor del Estado, en aplicación de los artículos 132, 132 bis, 132 ter y 135 de la Ley de Navegación. Explicó que resulta evidente la dificultad para cancelar la inscripción anterior en estos supuestos y ello justifica la modificación que se pretende introducir.

Sin embargo, juzgó apropiado no restringir la exención únicamente a los requerimientos contenidos en el inciso segundo. Sugirió extenderla a los casos de los dos incisos anteriores, los cuales imponen condiciones relativas a títulos y otros antecedentes que eventualmente no estarán disponibles; por ejemplo, porque se desconoce el paradero del dueño, armador u operador.

Luego, revisó los casos en que la Autoridad Marítima está facultada para autorizar o disponer el vertimiento de la nave o artefacto naval, de conformidad con el inciso segundo del artículo 132 bis, nuevo. Detalló que esta norma exige “extrema urgencia”, reduciendo en exceso el campo de actuación de la Dirección. Recomendó sustituir la frase referida por una expresión más flexible, como “urgencia” o “causa grave”, a fin de evitar futuros cuestionamientos dirigidos en contra de la DIRECTEMAR, por no respetar los límites de una causal tan estricta.

Finalmente, criticó que el inciso primero del artículo 132 ter, nuevo, prescriba que “los gastos derivados de las notificaciones serán de costa del propietario, armador u operador”, por cuanto podría interpretarse que el pago de los avisos debe efectuarse en forma previa por los responsables. Si dichos sujetos no cubren los gastos necesarios para llevar a cabo el apercibimiento, se producirá la paralización del procedimiento de extracción de la embarcación.

Afirmó que el Estado tiene el deber de resguardar la seguridad en la navegación y la conservación del medioambiente; por lo tanto, la Dirección no puede postergar su actividad por el motivo mencionado. Postuló que la redacción del precepto debería aclarar que el Fisco cubrirá los costos de la notificación, pudiendo recuperarlos posteriormente con cargo al valor obtenido a partir de la propuesta pública o privada.

El Honorable Senador señor Pérez Varela concordó con lo sostenido por el profesor Barroilhet en torno al artículo 132 ter, nuevo. Subrayó que, en los supuestos en estudio, el propietario, armador u operador ya dejó de cumplir con todas sus obligaciones, de manera que es razonable esperar que no financie los avisos. El tenor actual de la norma podría volver inoperativo el procedimiento que se pretende introducir.

En la misma línea opinó el Honorable Senador señor Bianchi.

El Honorable Senador señor Prokurica también se mostró proclive a efectuar una modificación en el sentido señalado. Previno que se trataría de una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, puesto que la notificación importa un gasto fiscal.

El Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR, Capitán de Navío, señor Rodrigo Ramírez, aclaró que la disposición fue concebida, precisamente, de la forma señalada por el profesor y Sus Señorías. Es decir, el apercibimiento se efectuará y luego se exigirá el reembolso de parte del antiguo propietario, armador u operador de la nave.

No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Pérez Varela estimó conveniente afinar la redacción, con el objetivo de evitar una lectura errónea, que produzca las consecuencias negativas aludidas. En atención a que el Ejecutivo ha contribuido a mejorar la iniciativa durante toda su discusión, consideró que la presentación de una indicación de su parte es viable. 

El Honorable Senador señor Prokurica consultó por la justificación de la incorporación de un nuevo inciso tercero al artículo 12 de la Ley de Navegación, y preguntó cuál es la vinculación de esta enmienda con la idea matriz del proyecto.

El Jefe de la División Jurídica de la DIRECTEMAR expresó que la moción contempla supuestos en que una nave puede ser declarada abandonada y pasar a dominio fiscal. El Estado, como cualquier persona, para oponer este derecho de propiedad frente a terceros, debe inscribir la nave en el Registro de Matrícula.

Para concretar dicho trámite, la ley realiza una serie de exigencias, entre ellas, dar de baja a la embarcación de su registro anterior. Si la nave está matriculada en Chile, el requisito podrá cumplirse sobre la base de la resolución de la DIRECTEMAR que declara el abandono a favor del Fisco, o de la sentencia que ordena el comiso. En otras palabras, la autoridad registral -que es la propia Dirección- reconocerá los efectos de la decisión administrativa o judicial, cancelando la inscripción previa.

En cambio, cuando el buque está matriculado en el extranjero, la situación es más compleja. A modo ejemplar, relató el caso del mercante panameño “Nativa”, que fue decomisado en Arica en el contexto de una causa por tráfico de drogas. Como pasó a tener carácter de bien fiscal, su administración le correspondía a Bienes Nacionales, que no pudo registrarlo, ya que no se cumplía con la condición de haberse dado de baja la inscripción en Panamá. Se tendría que haber expedido un exequatur para que, con la resolución chilena reconocida en el mencionado país, se hubiese podido desmatricular la nave. Lo engorroso de esta diligencia determinó que, finalmente, el “Nativa” fuera vendido como chatarra.

Puso de relieve que este inciso tercero, nuevo, no figuraba originalmente en la moción. Su inclusión a través de una indicación presentada por algunos de los miembros de la Comisión de Defensa Nacional de la Cámara de Diputados respondió al trabajo conjunto que se desarrolló con representantes del Ejecutivo.

- - -


- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Bianchi, Pérez Varela y Prokurica.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que la Comisión de Defensa Nacional propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:




“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.222, de 1978, que sustituye la Ley de Navegación:





1. Agrégase en el artículo 12 el siguiente inciso tercero:




“Lo dispuesto en el inciso anterior no será exigible para matricular aquellas naves o artefactos navales que hayan sido objeto de comiso o enajenadas de conformidad con la ley N° 20.000, que sustituye la ley Nº 19.366, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o que hayan sido abandonadas y pasado al dominio del Estado, de conformidad con los artículos 132, 132 bis, 132 ter o 135 de la presente ley.”.





2. En el artículo 132: 




a) Agrégase en el inciso primero, a continuación de la expresión “extracción,”, la siguiente: “incluyendo su carga,”, y reemplázase la frase “Estas faenas incluirán la carga, cuyos propietarios” por “Los propietarios de la carga”.




b) Sustitúyese en el inciso segundo el vocablo “vender” por “enajenar”. 




c) Elimínase su inciso final.




3. Incorpórase el siguiente artículo 132 bis: 




“Artículo 132 bis.- Si una nave o artefacto naval se encontrare a la deriva, en malas condiciones de flotabilidad o haciendo agua, la Autoridad Marítima requerirá a su propietario, armador u operador para que adopte, de inmediato, las medidas correctivas que ella determine, bajo apercibimiento de considerar a la nave o artefacto naval como abandonada y pasar a dominio del Estado. Declarado el abandono de la nave o artefacto naval a favor del Fisco, la Autoridad Marítima podrá proceder a su remoción o enajenación por medio de propuestas públicas o privadas. En casos de extrema urgencia, como el inminente hundimiento de la nave o artefacto naval en el lugar en que se encuentra, la Autoridad Marítima estará facultada para autorizar o disponer su vertimiento.




Se entenderá que la nave o artefacto naval se encuentra a la deriva si, a raíz de la insuficiencia de su equipamiento, armamento o dotación, no pudiere mantenerse fondeada de manera segura o zarpar de su lugar de fondeo tan pronto como la Autoridad Marítima se lo requiera.”.




4. Introdúcese el siguiente artículo 132 ter:




“Artículo 132 ter.- Las naves o artefactos que estén a flote sin dotación reglamentaria a bordo se entenderán abandonadas y pasarán al dominio del Estado cuando a su propietario, armador u operador no cumpla con la respectiva dotación de seguridad, habiendo sido apercibido para ello. El apercibimiento se practicará por medio de dos avisos entre los cuales deberá mediar un lapso de a lo menos cinco días, notificados personalmente o mediante carta certificada dirigida al domicilio que el propietario, armador u operador de la nave o artefacto naval haya registrado ante la Autoridad Marítima o, en su defecto, publicados en un diario de circulación nacional. Los gastos derivados de las notificaciones serán de costa del propietario, armador u operador de la nave. Declarado el abandono de la nave o artefacto naval a favor del Fisco, la Autoridad Marítima podrá proceder a su remoción o enajenación por medio de propuestas públicas o privadas.




Lo dispuesto en el inciso precedente también será aplicable a las naves o artefactos navales carentes de dotación que hayan debido ser varados por la Autoridad Marítima por cuenta y cargo de su propietario, armador u operador, habiéndose apercibido a éste para retirar la nave o artefacto del lugar en que se encontrare varada, en la forma descrita en dicho inciso. 




En los casos descritos en el presente artículo, la Autoridad Marítima estará facultada para disponer el hundimiento de la nave o artefacto una vez que se haya cumplido con el procedimiento establecido en este artículo, siempre que ello fuere procedente de acuerdo a la regulación aplicable en materia de vertimiento.”.




5. Reemplázase en el artículo 133 la frase “Si el producto de la venta” por la siguiente: “Si el valor obtenido por la enajenación de la nave, aeronave o artefacto”.




6. Sustitúyese el artículo 135 por el siguiente:




“Artículo 135.- Cuando, a juicio de la Autoridad Marítima, la nave, aeronave o artefacto naval, incluyendo su carga, no constituya un peligro o un obstáculo para la navegación, la pesca, la preservación del medio ambiente u otras actividades marítimas o ribereñas, el propietario dispondrá del plazo de un año, a contar desde la fecha del siniestro, para iniciar la remoción, dando aviso a la Autoridad Marítima. La remoción deberá efectuarse en los términos que señale el Director y en el plazo máximo de un año, contado desde la fecha en que se indique que deban iniciarse las faenas. Expirado este último plazo, la especie se entenderá abandonada y pasará al dominio del Estado. La Autoridad Marítima estará, además, facultada para proceder a la operación de remoción o para enajenar la nave, aeronave o artefacto, su carga y los restos, por medio de propuestas públicas o privadas.”.




7. Incorpórase el siguiente artículo 140 bis: 





“Artículo 140 bis.- Si no se presentan oferentes a las propuestas indicadas en los artículos 132, 132 bis, 132 ter y 135 o éstas son declaradas desiertas por algún otro motivo, el costo de la operación tendiente a remover o extraer la nave, aeronave o artefacto naval hundido, varado, a la deriva o sin dotación reglamentaria a bordo, incluyendo su carga, será de cargo del propietario, armador u operador de la nave, aeronave o artefacto naval a la fecha de ocurrencia de su hundimiento, varamiento, deriva o carencia de dotación. En estos supuestos, la Autoridad Marítima podrá, además, solicitar a costa de dicho propietario, armador u operador, un estudio cuyo objeto sea determinar la presencia de hidrocarburos u otras sustancias nocivas y evaluar la posibilidad de derrame de dichas sustancias. De establecerse tanto la presencia de hidrocarburos u otras sustancias nocivas como la posibilidad de su derrame, la Autoridad Marítima podrá, también a costa del señalado propietario, armador u operador, proceder a su extracción, por medio de propuestas públicas o privadas.”.



Artículo transitorio.- Dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial, deberán modificarse los reglamentos complementarios del decreto ley N° 2.222, de 1978, que sustituye la Ley de Navegación, en todo aquello que resulte necesario para adecuarlos a las disposiciones de su articulado permanente.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 17 de octubre y 21 de noviembre, ambos de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Baldo Prokurica Prokurica (Presidente Accidental), Pedro Araya Guerrero, Carlos Bianchi Chele y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 23 noviembre de 2017.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos, Abogada Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 16.744, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR LA DISTINCIÓN ENTRE EMPLEADOS Y OBREROS

(11.053-13 Y 11.103-13, Refundidos)
HONORABLE SENADO:

La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción del Diputado señor Juan Enrique Morano Cornejo, de la Diputada señora Yasna Provoste Campillay y de los Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Sergio Ojeda Uribe, Gabriel Silber Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López, contenido en el Boletín N° 11.053-13, y en moción de las Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda Órbenes y Marcela Hernando Pérez y de los Diputados señores Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Felipe Letelier Norambuena y Vlado Mirosevic Verdugo, contenido en el Boletín N° 11.103-13, con urgencia calificada de “suma”.

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único. Seguidamente, debe ser conocido por la Comisión de Hacienda.

 
La Comisión de Trabajo y Previsión Social acordó, unánimemente, proponer al señor Presidente que en la Sala esta iniciativa sea discutida también en general y en particular.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Actualizar la normativa sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, para lo cual se elimina la distinción entre obreros y empleados, otorgando igualdad de trato para los trabajadores en materia de prestaciones de salud y de seguridad, sea que estén afiliados al Instituto de Seguridad Laboral o en alguna mutualidad de empleadores.

-------

NORMA DE QUÓRUM ESPECIAL

El artículo único permanente del proyecto de ley debe ser aprobado por la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, por cuanto regula el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad a lo dispuesto en el numeral 18 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, en relación al inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.

ASISTENTES E INVITADOS


A una o más de las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle; la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román; el Jefe del Área Legislativa y el coordinador legislativo del Ministerio, señores Francisco del Río y Ariel Rossel, respectivamente, acompañados por la asesora, señora Rocío Sabanegh, el asesor, señor Nicolás González y el fotógrafo, señor Pablo Yovane. Además, se contó con la presencia del Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes y de la Intendenta de Beneficios Sociales, señora Romy Schmidt; de los asesores de la Subsecretaria de Previsión Social, señores Roberto Barraza y Sergio Vargas; del asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy, acompañado por la asesora en el Área de Coordinación Macroeconómica, señora María Francisca Pérez y la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Paola Fabres. 

 
En sesión de 6 de septiembre de 2017, concurrieron especialmente invitados: el Presidente de la Asociación de Mutuales A.G, señor Ernesto Evans; la Presidenta de la Federación de Sindicatos de Trabajadoras de Casa Particular (FESINTRACAP), señora Ruth Olate; la Presidenta de la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particular (ANECAP), señora Bernardina Muñoz y la Presidenta de la Federación Nacional de Manipuladoras de Alimentos (FENAMA), señora Marta Albornoz.

 
Otros asistentes: el asesor de la Asociación de Mutuales A.G., señor Cristóbal Fernández; de la Federación de Sindicatos de Trabajadoras de Casa Particular (FESINTRACAP) la Secretaria, señora Verónica Salas y las señoras Jeannett Alarcón y Gabriela Piña; de la Fundación Jaime Guzmán: la asesora, señora Mikaela Romero; del Instituto Igualdad: las asesoras legislativas, señoras Vanesa Salgado y Evelyn Pino; del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor legislativo, señor Sergio Morales; del Comité Partido Demócrata Cristiano: el asesor, señor Gerardo Bascuñán. De la Oficina de la Senadora Muñoz: el asesor, señor Luis Díaz. De TV Senado: el periodista, señor Rodrigo Cruz.

-------

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

-La ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, de 1968.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

Las mociones que dan origen al proyecto de ley en estudio fundamentan su propuesta legislativa en las siguientes consideraciones. 

Boletín N° 11.053-13

La iniciativa correspondiente al Boletín N° 11.053-13, iniciada en moción del Diputado señor Juan Enrique Morano Cornejo, de la Diputada señora Yasna Provoste Campillay y de los Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Sergio Ojeda Uribe, Gabriel Silber Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López, expone las siguientes consideraciones.

En primer lugar, señala que la ley N°16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, estableció un seguro social bajo la vigencia del sistema previsional de reparto, administrado por las ex Cajas de Previsión y el ex Servicio de Seguro Social, contemplando que a estas últimas entidades debían afiliarse aquellas personas que tuvieran la calidad de obreros. 

Añade que dicho cuerpo normativo, para los efectos de otorgar las prestaciones de salud que contempla, establece algunos conceptos tales como la noción de trabajador, señalando en su artículo 25 que es toda persona, empleado u obrero, que trabaje para alguna empresa, institución, servicio o persona. 

La expresión de motivos del proyecto afirma que dicha distinción, en razón de los conceptos de “empleados y obreros”, se basaba en la preeminencia del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico, diferencia que existió en nuestra legislación para efectos laborales hasta el año 1978, siendo suprimida definitivamente por el decreto ley N° 2.200. Sin embargo, agrega que, para efectos previsionales, esta diferencia se mantuvo y subsiste hasta hoy, encontrándose actualmente consagrada en el inciso segundo del artículo 1° transitorio del Código del Trabajo, y en el artículo 83 del decreto ley N° 3.500, de 1980.

Sin embargo, describe que, bajo la legislación actual, si el afectado es un empleado puede acceder a toda la red de prestadores con las que cuenta el sistema, tanto público como privado, mientras que, si el afectado es un obrero, no pueden acceder libremente a la red asistencial ni pública ni privada, quedando la atención limitada a los establecimientos pertenecientes a los Servicios de Salud, disminuyendo, en consecuencia, la posibilidad de atención oportuna. 
La moción sostiene que la diferencia que formula la ley entre un trabajador y obrero es un acto discriminatorio, ya que la derivación a un centro de salud privado o público dependerá de la calidad del trabajador y no en atención a la gravedad del accidente o la efectividad de su rehabilitación, vulnerándose de esta forma el derecho fundamental de igualdad ante la ley que establece la Carta Fundamental respecto de todas las personas.
Asimismo, añade que la gravedad de esta discriminación debe considerar la sobredemanda que afecta al sistema público y, en algunos casos, la falta de recursos que puede afectar la calidad en la atención de los obreros, la que se ve mermada principalmente en el área de la Enfermedades Profesionales, ya que, además de la atención curativa, requiere abordar los aspectos de rehabilitación. 
En razón de lo anterior, la moción reitera que la distinción entre empleados y obreros resulta ser arbitraria, toda vez que restringe la posibilidad de un grupo de trabajadores para acceder a un prestador público o privado, a diferencia de los empleados, quienes pueden resolver de manera eficaz y oportuna su atención de salud. Dicha situación, añade, ha llevado a que muchas de las enfermedades mal atendidas generen efectos crónicos e incapacidad permanente, con todo el impacto social que esta realidad conlleva, particularmente en materia de producción y de mayor gasto para el Estado a raíz del pago de nuevas prestaciones de salud, por tratamientos o secuelas que pudieron ser evitables, y de eventuales indemnizaciones y pensiones de la ley N° 16.744.
Boletín N° 11.103-13

La moción de las Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda Órbenes y Marcela Hernando Pérez y de los Diputados señores Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Felipe Letelier Norambuena y Vlado Mirosevic Verdugo, contenida en el Boletín N° 11.103-13, expone los siguientes fundamentos.

La iniciativa describe que la ley N° 16.744 contiene una discriminación arbitraria, y posiblemente inconstitucional, toda vez que impide que se pueda otorgar el mismo trato a los obreros y a los empleados en lo que se refiere al otorgamiento de las prestaciones que contiene el seguro social de dicha ley.

En efecto, explica que esta distinción se encuentra contenida en un cuerpo legal de larga data, que ha sufrido muy pocas modificaciones parciales y ninguna orgánica, no obstante los cambios que ha experimentado nuestra sociedad en lo que se refiere que a riesgos del trabajo. Añade que dicha problemática se vincula, a su vez, con otros cuerpos legales que hacen referencia a la materia, los que se han dictado con posterioridad a la ley N° 16.744, sin modificar las normas que generan la discriminación señalada.

En ese sentido, el proyecto propone modificar aquella norma según la cual el Servicio Nacional de Salud deberá otorgar las prestaciones médicas y los subsidios por incapacidad temporal, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienda a los afiliados al Servicio de Seguro Social. Agrega que dicha disposición resulta contradictoria con el artículo 10 de la ley N° 16.744, según el cual, respecto de los afiliados en otras Cajas de Previsión, administrará este seguro el respectivo organismo previsional en que estén afiliados, mientras que su artículo 11 prescribe que  el seguro podrá ser administrado, también, por las Mutualidades de Empleadores que no persigan fines de lucro, respecto de los trabajadores dependientes de los miembros adheridos a ellas. En consecuencia, afirma que no hay una referencia, en estos casos, al Servicio Nacional de Salud, como sí se hace en el inciso primero del artículo 9, quedando a discreción del Organismo Administrador del Seguro determinar cómo otorga las prestaciones médicas y los demás beneficios de la ley N° 16.744.

De ese modo, describe que el referido artículo 9 impide que, respecto de los afiliados al ex Servicio de Seguro Social, se puedan otorgar las prestaciones requeridas en otro órgano que no sea el Servicio Nacional de Salud, cuestión que sí se puede respecto de los afiliados a cualquier otra Caja, en los términos del artículo 10 de la ley, o respecto de los afiliados a una Mutualidad de Empleadores, conforme al artículo 11. Allí radica la discriminación arbitraria, puesto que, sostienen los autores del proyecto, no existen fundamentos para sostener una regulación distinta para cada caso.

A continuación, la iniciativa se refiere al marco normativo general respecto en materia de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

Sobre el particular, expone que la distinción, relativa a obreros y empleados, no considera que los principales cotizantes del ex Servicio de Seguro Social eran los primeros, mientras que los segundos eran cotizantes de las otras Cajas. Agrega que, por su parte, la ley N° 4.054 estableció un Seguro Obrero Obligatorio de Enfermedad, Invalidez y Vejez, obra del doctor Exequiel Gonzalez Cortés, que estableció un seguro social obligatorio para la protección de las referidas contingencias en beneficio de todos los obreros, incluidos los campesinos y servidores domésticos, mediante un financiamiento tripartito, con imposiciones del patrón, del obrero y del Estado. Describe que, con posterioridad, el decreto con fuerza de ley N° 163/1968, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, fijó el texto de la ley N° 10.383, de 8 de agosto de 1952, refundido con el de sus modificaciones, inclusive las contenidas en la ley N° 16.840, de 24 de mayo de 1968, de modo de hacer obligatorio el uso del Servicio de Seguro Social para todos los obreros que ganen un salario. 

Enseguida, añade que el Código del Trabajo de la época define a los obreros como “toda persona que, sin estar comprendida en los números anteriores, trabaje por cuenta ajena en un oficio u obra de mano o preste un servicio material determinado”, mientras que empleado era “toda persona en cuyo trabajo predomine el esfuerzo intelectual sobre el físico”. En consecuencia, obrero era aquella persona en quien predominaba el esfuerzo físico sobre el intelectual, a contrario sensu de lo que prescribe el numeral 2 anteriormente copiado. Añade que el decreto ley 2.200, de 1978, derogó esta distinción, al definir al trabajador como “toda persona natural que preste servicios personales, intelectuales o materiales, bajo dependencia o subordinación, y en virtud de un contrato de trabajo.” Asimismo, en su artículo 167 señalaba que las demás disposiciones del Código del Trabajo, como asimismo las de la ley N° 7.295 y sus modificaciones que estuvieran vigentes a la fecha de entrar en vigor, se aplicarán a los trabajadores sin distinción de especie alguna, sea que en el texto legal se aluda a empleado o a obrero.

A continuación, describe que el Servicio Nacional de Salud fue creado por la ley N° 10.383, cuyo objeto, según lo dispuesto en su original artículo 62, era la protección de la salud por medio de acciones sanitarias y de asistencia social y atenciones médicas preventivas y curativas. Agrega que el año 1979, y por medio de la dictación del decreto ley N° 2.763, se crearon los Servicios de Salud, los que coordinadamente tendrían a su cargo la articulación, gestión y desarrollo de la red asistencial correspondiente para la ejecución de las acciones integradas de fomento, protección y recuperación de la salud y rehabilitación de las personas enfermas, mientras que los Servicios serán los continuadores legales del Servicio Nacional de Salud del Servicio Médico Nacional de Empleados dentro de sus respectivos territorios, con los mismos derechos y obligaciones que a éstos corresponden, para los efectos de cumplir las funciones que les competen.

En consecuencia, la moción describe que, siguiendo una línea similar a la eliminación de la distinción entre obreros y empleados, el legislador de la época derogó al Servicio Nacional de Salud, pero no hizo modificación alguna a la ley N° 16.744.

De ese modo, afirma que dicho cuerpo legal ha permanecido prácticamente sin modificaciones, pese a los cambios estructurales que ha sufrido el ordenamiento jurídico chileno. Asimismo, afirma que aun cuando ha podido seguir operando en la práctica, persisten desajustes derivados de estas modificaciones legales, de los cuales no se ha hecho cargo el legislador. 

En razón de ello, el proyecto apunta a actualizar la normativa, particularmente en lo que respecta al inciso primero del artículo 9 de la ley N° 16.744, que se refiere a dos órganos que hoy en día no existen, consistentes en el Servicio de Seguro Social y el Servicio Nacional de Salud. Al efecto, expone que dicha norma impide que los obreros afiliados al Instituto de Seguridad Laboral puedan acceder al mismo trato que reciben los empleados, a raíz de un vestigio de una antigua legislación, lo que constituye una situación que debe ser remediada.

Agrega que dicha falencia normativa ha generado que, respecto de los obreros afiliados al Instituto de Seguridad Laboral, éste sólo puede otorgar las prestaciones médicas y los subsidios de incapacidad temporal a través del ex Servicio Nacional de Salud, impidiendo que pueda hacerlo respecto del resto de la red de prestadores que tiene a su disposición, dependiendo del siniestro que se produzca, lo que sí puede hacer respecto del resto de los afiliados, es decir, respecto de los empleados. 

Dicha situación, añade, se ve agravada considerando que es de público conocimiento que la actividad física propia de los obreros está expuesta a una serie de riesgos profesionales más evidentes y ciertos que los desarrollados por un trabajador que emplea mayoritariamente su intelecto. Asimismo, el hecho que el obrero sea exclusivamente tratado en la Red Pública de Salud trae aparejados numerosos inconvenientes desde el punto de vista de la oportunidad y pertinencia de la atención recibida, toda vez que son conocidos los múltiples problemas respecto a las listas de espera en el sector público, como también en relación a la falta de especialistas, situación que se agudiza cuando se trata de la medicina ocupacional. Así, los obreros no son oportunamente atendidos, y, cuando lo son, no se tiene un enfoque integral de protección de la salud de ese trabajador ni la prevención de riesgos futuros.

Seguidamente, la moción se refiere a los indicadores en la materia, según los cuales cerca de 873.275 trabajadores se encuentran protegidos por el Instituto de Seguridad Laboral, los que, en su mayoría, trabajan en pequeñas empresas o en el servicio unipersonal doméstico (trabajadoras y trabajadores de casa particular), mientras que, respecto de los obreros, aún no se tiene información, puesto que esta situación se debe analizar caso a caso. Asimismo, la misma discriminación que se tiene respecto de los obreros hace que terminen en la Red Pública de Salud, en donde son conocidos los problemas para detectar afecciones de origen laboral, y por ende, es difícil contar con estadísticas fidedignas. Con todo, afirma que un elevado número de trabajadores se desempeña en el sector de la agricultura, de la construcción y de los hogares privados con servicio doméstico, actividades cuyos trabajadores pueden calificarse en gran medida como obreros. De esta manera, la pertinencia de la modificación no es menor y puede tener un impacto importante en aquellos trabajadores afiliados al Instituto de Seguridad Laboral.

La moción, seguidamente, expone que existe un amplio consenso político y social para efectuar la modificación que se pretende, toda vez que en las propuestas de la Comisión Investigadora de Mutualidades se incluyó expresamente la necesidad de eliminar la distinción entre obreros y empleados, por cuanto la legislación de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ha dejado incólume este vestigio de una regulación que ya fue eliminada de nuestro ordenamiento jurídico laboral. Asimismo, añade que el Gobierno, en su Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, contempla, dentro de sus compromisos normativos, el de promover la modernización de la ley Nº 16.744 en materias tales como la eliminación de diferenciación entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral y la normativa sobre gobiernos corporativos de las Mutualidades de Empleadores.
En razón de lo anterior, el proyecto pretende actualizar la normativa contenida en la ley N° 16.744, en materia de administración del seguro que establece dicho cuerpo legal, modificando las referencias a órganos cuyas leyes se encuentran derogadas e indicando a los órganos que actualmente se encuentran vigentes, lo que permitirá eliminar la discriminación que contiene actualmente nuestro ordenamiento jurídico. En específico, propone modificar el artículo 9 de la ley N° 16.744, particularmente su inciso primero, eliminando las referencias al ex Servicio de Seguro Social e indicando, en tal caso, al Instituto de Seguridad Laboral. Asimismo, propone eliminar la referencia al ex Servicio Nacional de Salud, señalando que debe ser la entidad que determine la ley, de modo tal de asegurar la unidad del ordenamiento jurídico respecto a los órganos actualmente vigentes.

Informe de productividad





El Ejecutivo al formular una indicación sustitutiva en la Cámara de Diputados, acompañó un informe de productividad en el que se señala como beneficio del proyecto darles igualdad de trato a todos los trabajadores, particularmente en cuanto a las prestaciones de salud y seguridad en el trabajo, lo que –en la práctica- permitiría a los trabajadores considerados como “obreros”, cuyos empleadores estén afiliados al actual Instituto de Seguridad Laboral, acceder a prestaciones médicas por causas de accidentes en la red de servicios de salud públicos como en la mutualidad, tal como hoy pueden hacerlo aquellos trabajadores a los que se califica como “empleados”.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto de la moción, mediante un artículo único y dos disposiciones transitorias, introduce diversas modificaciones a la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

El numeral 1) del artículo único sustituye el artículo 4 de la ley N° 16.744, para establecer que, para los efectos del seguro que contempla, todos los empleadores, incluyendo a los trabajadores independientes afectos a éste, se entenderán afiliados al Instituto de Seguridad Laboral respecto de la totalidad de sus trabajadores, salvo que se adhieran a alguna mutualidad de empleadores.

El numeral 2) del artículo único reemplaza el artículo 8 de la ley N° 16.744, con la finalidad de establecer que la administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral y de las mutualidades de empleadores.

El numeral 3) del artículo único deroga el artículo 9 de la ley N° 16.744.

El numeral 4) del artículo único reemplaza el artículo 10 de la ley N° 16.744, para establecer que el Instituto de Seguridad Laboral administrará el seguro contra accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, incluida la realización de actividades de prevención de riesgos, respecto de las entidades empleadoras afiliadas a él, de sus trabajadores y de los trabajadores independientes que corresponda, pudiendo contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los servicios de salud, las mutualidades de empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

El numeral 5) del artículo único reemplaza el artículo 21 de la ley N° 16.744, con la finalidad de establecer que el Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud un porcentaje de sus ingresos con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

El numeral 6) del artículo único reemplaza el artículo 23 de la ley N° 16.744, para establecer que todas las sumas de dinero que le corresponda percibir al Ministerio de Salud por aplicación de lo dispuesto en esta ley se contabilizarán por separado, para destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.

El numeral 7) del artículo único modifica el artículo 25 de la ley N° 16.744, para que, a efectos del seguro que establece, se entenderá por trabajador a toda persona que preste servicios por cuenta propia o como dependiente para alguna entidad empleadora.

El artículo primero transitorio propone que la ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

El artículo segundo transitorio contempla que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de la ley, durante el primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. Asimismo, en los años posteriores, propone que el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

SESIÓN CELEBRADA EL 6 DE SEPTIEMBRE DE 2017

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley, la Comisión escuchó al Ejecutivo, al representante de la Asociación de Mutuales, a las representantes de las trabajadoras de casa particular y a la representante de las manipuladoras de alimentos.

MINISTRA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, expuso los fundamentos, el contenido y los objetivos del proyecto de ley en estudio.

En lo que respecta a los antecedentes de la iniciativa, señaló que en la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo se incorporaron los principios de universalidad e inclusión, de modo que las acciones y programas que se desarrollan bajo su amparo deben favorecer a todos los trabajadores y trabajadoras, cualquiera que sea su condición contractual o laboral, mediante acciones aplicadas en todo lugar de trabajo, en forma equitativa e inclusiva, sin discriminación alguna.

En efecto, detalló que dicha política estableció determinados compromisos y promueve, en el ámbito normativo y de fiscalización, la modernización de la ley N°16.744 en materias tales como la eliminación de diferenciación entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral.

Seguidamente, valoró la presentación de diversas propuestas parlamentarias en que se manifiesta la voluntad expresa de eliminar la distinción entre obreros y empleados, con el objeto de resolver esta grave situación para un número importante de trabajadores y trabajadoras afiliados al Instituto de Seguridad Laboral. Dichos proyectos de ley, añadió se encuentran contenidos en el Boletín N°11.053-13, de los Diputados señores Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Juan Enrique Morano Cornejo, Sergio Ojeda Uribe, señora Yasna Provoste Campillay, Gabriel Silver Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López; y en el Boletín N° 11.103-13, de los Diputados Miguel Ángel Alvarado Ramírez, señora Marcela Hernando Pérez, Felipe Letelier Norambuena, Vlado Mirosevic Verdugo y señora Alejandra Sepúlveda Órbenes.

En razón de dichas iniciativas legales, explicó que durante el primer trámite constitucional del proyecto, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva que pone término a la distinción entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral, de modo que dicho organismo, que administra la ley N° 16.744, deberá desarrollar íntegramente las actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes, otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias respectivas y fortalecer el registro relativo a los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.

Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, explicó que el proyecto faculta al Instituto de Seguridad Laboral para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos.

Seguidamente, se refirió a las modificaciones que el proyecto introduce a la ley N° 16.744. En específico, explicó que la iniciativa propone sustituir el artículo 4°, que establece el régimen de afiliación al seguro, adecuando la denominación de las antiguas entidades gestoras, cuyo continuador legal es el Instituto de Seguridad Laboral. En relación a ello, agregó, se apunta a modificar el artículo 8°, individualizando los organismos administradores del seguro de la ley N° 16.744. Asimismo, propone derogar el artículo 9°, que obliga al ex Servicio del Seguro Social a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral a los trabajadores calificados como obreros por intermedio del ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante terceros.

Asimismo, añadió que la iniciativa propone reemplazar el artículo 10° de dicho cuerpo legal, para concentrar las competencias respecto de la administración del seguro en el Instituto de Seguridad Laboral, concebido como el gestor público del sistema, debiendo, por tanto, otorgar a todos sus trabajadores afiliados las prestaciones pecuniarias, preventivas y médicas. Adicionalmente, explicó que el Instituto de Seguridad podrá convenir el otorgamiento de prestaciones médicas con los Servicios de Salud, con las Mutualidades de Empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

En la misma línea, describió que se propone sustituir, en el artículo 21 de la ley N° 16.744, la referencia al ex Servicio Nacional de Salud, por el Ministerio de Salud; sin perjuicio de ello, afirmó que se mantienen las atribuciones y el financiamiento para el desarrollo de las labores propias de la administración del seguro, que actualmente detenta dicha Secretaría de Estado, y que ejecutan a través de sus organismos o servicios dependientes. Del mismo modo, y acorde con las ideas matrices de las Mociones presentadas, agregó que se procede a actualizar el concepto de trabajador contenido en el artículo 25 de la ley N°16.744.

En lo que respecta a las disposiciones transitorias del proyecto, afirmó que se propone establecer que la iniciativa entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación, mientras que el mayor gasto fiscal que represente su aplicación, en el primer año presupuestario de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, mientras que, en los años siguientes, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.

Finalmente, en cuanto al efecto del proyecto en materia presupuestaria, explicó que la iniciativa implicará un mayor gasto neto de $13.729 millones anuales, en régimen, considerando que la eliminación de la distinción entre obreros y empleados significará que el Instituto de Seguridad Laboral deberá gestionar directamente más de 24.500 nuevos accidentes o enfermedades profesionales al año, con su consiguiente impacto en mayores gastos en prestaciones médicas. Asimismo, añadió que el mayor gasto incluye el incremento del gasto en Prevención y Gasto Operacional, dado que se deberán reforzar los recursos humanos del Instituto en 50 personas para la atención de estos nuevos beneficiarios, con un gasto anual de $1.010 millones.

-------

ASOCIACIÓN DE MUTUALES

El presidente de la Asociación de Mutuales, señor Ernesto Evans, expuso sus observaciones respecto del proyecto de ley en estudio y explicó que durante los últimos años se ha producido una disminución en la tasa de accidentabilidad de los cerca de cinco millones de trabajadores afiliados a alguna de las entidades que conforman la asociación de mutuales –la Asociación Chilena de Seguridad, con cerca de 2.100.000 de trabajadores, la Mutual de la Cámara Chilena de la Construcción, con 1.800.000 trabajadores, el Instituto de Seguridad del Trabajo, con cerca de 600.000 trabajadores-, tal como consta en el siguiente gráfico explicativo:
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Agregó que el proyecto reconoce una antigua aspiración de los trabajadores, particularmente de los obreros que atiende el Instituto de Seguridad Laboral, considerando que, en su caso, se verificaba una atención distinta de aquella que operaba respecto de los empleados, configurando una situación discriminatoria.

En razón de lo anterior, aseveró que la Asociación de Mutuales de Chile valora y apoya la presentación del proyecto. Sin embargo, afirmó que resulta pertinente evaluar una serie de indicadores respecto del funcionamiento del sistema de mutualidades, en materiales tales como el universo de trabajadores afiliados, el número de accidentes y la tasa de accidentabilidad promedio por cada año.

A ese respecto, sostuvo que tales indicadores, sobre la que existe información recogida por las mutualidades, no han sido recabados tratándose de los cerca de 700.000 trabajadores afiliados al Instituto de Seguridad Laboral, tal como ocurre, específicamente, con la tasa de accidentabilidad a nivel país.

Agregó que en conformidad al decreto N° 47, de 2016, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece la política nacional de seguridad y salud en el trabajo, el Ejecutivo se ha propuesto reducir la tasa de accidentabilidad, de un 3,7% del año 2015, a un 3% el año 2020; disminuir la tasa de mortalidad de un 4,4 por cada 100.000 trabajadores, en el año 2015, a un 2,5, en el año 2020; y reducir la tasa de accidentes de trayecto de 1,09%, en el año 2015, al 0,8%, al año 2020.

Con todo, reiteró que el Instituto de Seguridad Laboral carece de datos sobre el particular, lo que requiere establecer la obligación de dicho organismo consistente en recabar información sobre la tasa de accidentabilidad en el ámbito laboral.

FEDERACIÓN DE SINDICATOS DE TRABAJADORAS DE CASA PARTICULAR (FESINTRACAP)

La presidenta de la Federación de Sindicatos de Trabajadoras de Casa Particular (FESINTRACAP), señora Ruth Olate, expuso el parecer de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

En primer lugar, se refirió a la caracterización de las trabajadoras de casa particular en nuestro país y explicó que existe un universo de 400.000 trabajadoras de casa particular, de las que cerca de 170.000 se encuentran afiliadas al Instituto de Seguridad Laboral, mientras que más de la mitad de no tienen previsión social y se desempeñan en un contexto de informalidad laboral. 

Asimismo, afirmó que perciben bajos salarios, con un promedio que alcanza a $280.000 mensuales y quedan afectas a bajas pensiones, aunque coticen de manera permanente; existe una falta de fiscalización del cumplimiento de las normas laborales que les atañen. Aún más deben cumplir jornadas laborales extensivas que generan un daño a la salud en el largo plazo, vinculado a enfermedades osteo-musculares y de salud mental, las que no son tratadas oportunamente.

En lo que atañe a la distinción  entre empleados y obreros, sostuvo que se trata de una hipótesis de discriminación a la hora de la atención de salud por un accidente del trabajo o enfermedad profesional, toda vez que quienes son calificados como obreros sólo pueden acceder a hospitales públicos que atienden a toda la población, y no a otro tipo de prestadores más especializados.

En consecuencia, enfatizó que en nuestro país la ocupación de las trabajadoras de casa particular constituye un trabajo precario, sobre todo considerando que una de las causas que genera dicha condición es la discriminación entre obreros y empleados.

En efecto, expuso que la diferenciación que genera la legislación vigente, entre “empleados y obreros”, se sostiene en el argumento de la preminencia  del esfuerzo intelectual o del esfuerzo físico. Dicha diferenciación, añadió, que existió en el ámbito laboral hasta el año 1978, aún produce efectos en materia previsional, generando graves consecuencias para la atención médica cuando el trabajador sufre un accidente del trabajo o enfermedad profesional.

Por lo tanto, señaló, cuando el afectado es un empleado tiene la libertad de acceder a toda la gama de prestadores médicos con que cuenta el organismo administrador para atenderse de manera oportuna y especializada, tanto público como privado. Sin embargo, si el afectado es un obrero, sólo puede acceder a la atención limitada a los establecimientos pertenecientes a los Servicios de Salud, disminuyendo con ello la posibilidad de atención y recuperación oportuna. Dicha situación, agregó, afecta a alrededor de 600.000 trabajadores/as denominados obreras u obreros, tales como las trabajadoras de casa particular, los trabajadores de la construcción, las manipuladoras de alimentos, los trabajadores agrícolas, los trabajadores temporeros y del sector forestal, entre otros.

En consecuencia, aseveró que dicha diferenciación constituye un acto arbitrario e indigno, al establecer que existen trabajadores de primera y segunda categoría, quienes tienen un trato distinto en la calidad y oportunidad de la atención médica, lo que resulta particularmente grave considerando que un accidente o una enfermedad laboral mal atendida puede traer graves consecuencias a la salud del trabajador.

Asimismo, explicó que Chile Valora formuló un perfil de los trabajadores y trabajadoras de casa particular, concluyendo que, en general, se ocupan de cuidar el desplazamiento de los niños con la finalidad de prevenir accidentes, cuidar la alimentación horario de comidas en conformidad a lo instruido, ejecutar acciones de cuidado corporal del niño y formación de hábitos en coordinación con los padres, mantener una comunicación con el niño que le permita desarrollar sus capacidades intelectuales y afectivas y cumplir con actividades propias de la administración diarias de una casa. Ello implica, en consecuencia, que las funciones que desarrollan van mucho más allá que el solo esfuerzo físico que caracterizaría a los obreros.

Enseguida, expuso su parecer respecto de la iniciativa legal en estudio.

Sobre el particular, expuso que para las trabajadoras de casa particular resulta muy relevante el proyecto de ley que modifica la ley N° 16.744, toda vez que permite terminar con la discriminación antes señalada. Asimismo, valoró la derogación del artículo 9° de dicho cuerpo legal, que obliga al ex Servicio de Seguro Social a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral a través del ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante un tercero. Aseveró que resulta fundamental la derogación de dicha disposición, toda vez que constituye la génesis de la discriminación descrita, al impedir que los trabajadores puedan acceder a la atención medica en igualdad de condiciones.

Asimismo, afirmó que resulta fundamental otorgar los recursos necesarios al Instituto de Seguridad Laboral para que pueda aplicar la propuesta legal en estudio, entregando las prestaciones con calidad y oportunidad, y permitiendo que pueda desarrollar infraestructura hospitalaria propia para la atención de sus usuarios, toda vez que, aseveró, las mutuales, a diferencia del Instituto, han hecho un negocio lucrativo con la salud laboral de los trabajadores.

Finalmente, a modo de conclusión, reiteró que el proyecto propone enmendar una discriminación que han sufrido los trabajadores del sector por más de 48 años, lo que ha generado daños irreparables a su salud por la falta de atención oportuna y especializada. En consecuencia, puntualizó que resulta urgente aprobar la iniciativa, pues, de lo contrario, se seguirá agudizando la salud física y mental de las trabajadoras y trabajadores discriminados por legislación vigente.

ASOCIACIÓN NACIONAL DE EMPLEADAS DE CASA PARTICULAR (ANECAP)

La Presidenta de la Asociación Nacional de Empleadas de Casa Particular (ANECAP), señora Bernardina Muñoz, expuso sus observaciones acerca de la iniciativa legal en estudio.

En primer lugar, sostuvo que, para las trabajadoras de casa particular, terminar con la distinción entre obreros y empleados en la ley N° 16.744 es una necesidad urgente, considerando que, para los trabajadores considerados obreros, las consecuencias de tal discriminación pueden llegar a ser graves.

Sobre el particular, y a modo de ejemplo, expuso el caso de una trabajadora de casa particular que sufrió un esguince de tobillo en el trayecto a su trabajo, siendo atendida en el Hospital Público y dada de alta con yeso en el pie. Sin embargo, expuso que no pudo ser atendida, por falta de disponibilidad horaria, para el control y tratamiento, de modo que cuando llega el reclamo al Instituto de Seguridad Laboral fue derivada a un prestador en convenio de esta Institución. Con todo, al no haber sido controlada por cuatro meses, tuvo como consecuencia la pérdida de movilidad en la pierna, por lo que tuvo que ser pensionada por invalidez.

En ese contexto, aseveró que los trabajadores del sector han sido testigos de los esfuerzos que ha dedicado el Instituto de Seguridad Laboral para terminar con esta diferencia, tal como los 21 convenios suscritos en 2014 para otorgar prestaciones médicas, aumentando a 73 en 2016, o la ampliación de la red de prestadores médicos de todos los administradores del seguro.

No obstante dichas medidas, arguyó que las trabajadoras de casa particular, y todos los trabajadores hoy considerados obreros, deben poder acceder a dichos prestadores en igualdad de condiciones que aquellos considerados empleados. En razón de ello, formuló un llamado para poner fin cuanto antes a dicha diferenciación arbitraria e incluso inconstitucional, con la finalidad de evitar que casos dramáticos e injustos vuelvan a producirse. 

Finalmente, considerando la urgencia de resolver dicha problemática, propuso establecer que la iniciativa entre en vigencia el 1 de enero de 2018, o antes si fuera posible, toda vez que cada día que pasa es un riesgo para cientos de miles de trabajadores y trabajadoras que esperan un trato justo por parte del Estado de Chile.

FEDERACIÓN NACIONAL DE MANIPULADORAS DE ALIMENTOS

(FENAMA)

La Presidenta de la Federación Nacional de Manipuladoras de Alimentos (FENAMA), señora Marta Albornoz, presentó las observaciones de la organización respecto del proyecto en estudio.

Al iniciar su exposición, valoró, en nombre de la organización, las mociones de los Diputados que presentaron la iniciativa, tal como la decisión del gobierno de patrocinar la propuesta y de ingresar una indicación para que continúe su tramitación.

Destacó, enseguida, que la democracia se revalora cuando a los trabajadores se les otorga el espacio para expresar sus necesidades y opiniones ante quienes deben velar por las mejoras y cumplimientos de las condiciones laborales, económicas y de salud para la clase obrera.

En ese contexto, manifestó que el proyecto resulta particularmente relevante para un sector en que prima el esfuerzo físico, lo que requiere promover un cambio profundo en la raíz de la discriminación para la atención médica de los trabajadores.

En efecto, añadió que hoy en día existe una gama de organismos que ofrecen atención a los trabajadores por accidentes laborales o de trayecto. Sin embargo, expuso que no existe una correcta protección de la salud del trabajador, ni una adecuada atención médica o rehabilitación, tal como habría quedado de manifiesto en la Comisión investigadora de las mutuales, que demostró las deficiencias en la normativa que regula a dichas entidades.

Refiriéndose, en específico, a la iniciativa legal en estudio, explicó que la discriminación sufrida producto de la distinción de empleado u obrero impide el acceso a atención médica inmediata de calidad, de modo que la atención ante un accidente de trabajo se ve limitada a un servicio de urgencia público, los que se encuentran permanentemente colapsados y fueron  pensados para la atención de urgencias de la comunidad en general, sin considerar las necesidades de un trabajador accidentado.

Por otra parte, agregó que las mutualidades ofrecen a las empresas una gama de especialidades médicas de atención a los trabajadores pero, al momento de producirse un accidente laboral, el trabajador muchas veces termina diluido entre la comunidad que espera atención pública en un servicio de urgencia, con el cual las mutualidades tienen convenios únicamente con el propósito de ahorrar dinero.

A raíz de ello, comentó que existe la necesidad de asegurar que el seguro por accidente valga la pena ser pagado, lo que se debe traducir en mejoras concretas para el servicio de atención en caso de accidente y el cumplimiento de programas efectivos de prevención.

Dichos objetivos, añadió, requieren una mayor inversión en espacios hospitalarios y clínicos para la atención médica en el sistema de atención de accidentes laborales, y un mejoramiento del sistema de mutuales, considerando que las mutuales y el Instituto de Seguridad Laboral fueron creados para resguardar la salud del trabajador, entendiendo que un trabajador sano y protegido médicamente es un trabajador comprometido con su trabajo. En consecuencia, abogó por implementar un cambio global en dicho sistema, de modo tal de invertir los dineros de los trabajadores para aumentar la cobertura y prevención, lo que permitiría, al mismo tiempo, abrir más espacio para la comunidad en las urgencias médicas de los hospitales públicos.

Habida cuenta de ello, expresó el apoyo de la organización al proyecto en estudio, bajo el supuesto de que los recursos aportados por los trabajadores serán utilizados en los organismos que realmente protejan la salud del trabajador. Asimismo, agregó, ello implica establecer una prioridad de afiliación en el Instituto de Seguridad Laboral para las empresas y los trabajadores, de modo que éstos, a través de sus organizaciones sindicales, puedan decidir en las manos de quien pondrán la prevención de riesgos en sus lugares de trabajo y, en caso de accidentes, en manos de quien pondrán la recuperación de su salud, ya con los dineros de los propios trabajadores se financia a las mutualidades y a dicho organismo, sin ejercer ninguna injerencia en éstos.

Tratándose, en específico, de las disposiciones contenidas en el proyecto, afirmó que la norma que contempla su artículo 21 debe considerar que los trabajadores aportan de modo muy relevante al financiamiento del Estado, por lo que no corresponde que deban financiar las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales y la Comisión Médica de Reclamos.

Finalmente, abogó por el pronto despacho de la iniciativa, lo que requiere establecer que deba ser aplicada desde el momento de su publicación, sin un período de vacancia.

CONSULTAS

El Senador señor Letelier consultó acerca de las medidas contempladas para aumentar los niveles de fiscalización respecto de las disposiciones contenidas en la iniciativa. Asimismo, solicitó información acerca de las providencias adoptadas para promover una mayor competencia entre las distintas mutuales, para asegurar una mejor calidad de las prestaciones que proveen.

Enseguida, consultó acerca del funcionamiento del sistema de previsión social para los funcionarios públicos y las medidas de fiscalización adoptadas en su caso.

El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes Barrientos, explicó que dicho organismo opera como fiscalizador del Instituto de Seguridad Laboral, de modo que sus cerca de 800 mil afiliados seguirán accediendo a las prestaciones que otorga, particularmente mediante la contratación de prestaciones médicas en el sector público o privado. Asimismo, afirmó que el Ministerio de Salud también despliega planes de fiscalización mediante la Comisión Médica de Reclamos, que actúa como organismo de apelación ante las calificaciones que realiza el Instituto de Seguridad Laboral, para efectos de entregar sus prestaciones y la calificación de invalidez.

En ese contexto, añadió que actualmente existe cierta movilidad de los empleadores entre las mutualidades, considerando que la única forma de promover una mayor competencia en el sector dice relación con la calidad de los servicios y la prima para acceder al seguro. Arguyó, enseguida, que la Superintendencia de Seguridad Social ha fijado parámetros para los servicios que prestan las mutuales, incluyendo la facultad de establecer condiciones mínimas en los procedimientos de licitación.

Agregó que la discriminación entre obreros y empleados se produce actualmente sólo en el caso de los afiliados al Instituto de Seguridad Laboral y no en las mutualidades, aun cuando, en el sector privado, se produce una discriminación según el riesgo de la actividad, toda vez que dichas entidades pueden rechazar la incorporación de una empresa.

En cuanto al funcionamiento del sistema de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, expuso que se trata de una cotización obligatoria de cargo del empleador, de modo tal que no existen recursos de los trabajadores que financien directamente dicho seguro.

Dicho sistema, añadió, es perfeccionado mediante la iniciativa, lo que facilitará el registro de accidentes de enfermedades profesionales –el que actualmente es realizado por las respectivas entidades de salud que atienden tales contingencias, lo que genera un efecto de subsidio cruzado entre el ámbito sanitario y de previsión social-, permitirá la atención por parte del Instituto de Seguridad Laboral y facilitará la instalación de unidades de salud ocupacional en los servicios de salud a lo largo del país.

Finalmente, en cuanto al régimen aplicable a los funcionarios públicos, explicó que cada servicio opta por las entidades prestadoras que estimen conveniente, las que son fiscalizadas por la Superintendencia de Seguridad Social.

Enseguida, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, manifestó que el análisis de la iniciativa debe considerar que los destinatarios del proyecto son los trabajadores que han sufrido los efectos de la discriminación entre obreros y empleados. De ese modo, sostuvo que la eliminación de la referida distinción beneficiará, específicamente, a aquellos trabajadores calificados como obreros.

En cuanto a la forma de operación de las reformas que propone el proyecto, detalló que el régimen actualmente vigente establece la transferencia de recursos desde la cotización del empleador mediante el Instituto de Seguridad Laboral hacia el Ministerio de Salud, para cubrir las respectivas prestaciones médicas y el subsidio de incapacidad laboral.

Habida cuenta de ello, explicó que la iniciativa contempla que el Instituto de Seguridad Laboral, como podrá contratar servicios del sector público y privado, deberá realizar un convenio con los respectivos prestadores para emitir un documento de pago, lo que requiere un proceso previo de ajuste para la celebración de convenios con los prestadores de salud y la instalación de las respectivas unidades de salud ocupacional, lo que explica el plazo de vacancia que contempla el proyecto.

Seguidamente, el Senador señor Letelier quiso saber cuáles eran los beneficios que se entregarían a los trabajadores temporeros y temporeras.

La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeanette Jara Román señaló que tales trabajadores han sido calificados como obreros por la preeminencia del esfuerzo físico sobre el intelectual, de manera que también les alcanza la finalidad de esta iniciativa.

El Senador señor Letelier solicitó una explicación acerca del texto del artículo primero transitorio, dado que las representantes de trabajadores y trabajadoras han hecho mención de su anhelo de que la ley entre en vigencia al momento de su publicación.

Asimismo, consultó cuál sería la razón para que el registro de accidentabilidad no sea una obligación establecida en la ley.

El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes Barrientos, respecto de la última consulta aseguró que el Instituto de Seguridad Laboral puede realizar dicha obligación, pero en cuanto al área de la salud manifestó su duda si podría generar un costo no contemplado.

En lo pertinente a la entrada en vigencia de la ley, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, dijo entender la aspiración de las trabajadoras y trabajadores, pero los desafíos que implica el establecimiento del sistema que no diferencia a los obreros y empleados giran en torno a la celebración de distintos convenios con los prestadores y licitaciones, sumándose a ello el tema de ajuste presupuestario que al 1 de enero de 2018 es imposible.

El Senador señor Letelier manifestó preocupación por la razón esgrimida, dado que los empleadores están cotizando por sus trabajadores y trabajadoras y esperar hasta enero de 2019 para cerrar convenios, efectuar licitaciones y otros ajustes es un período de gran extensión.

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, precisó que en forma asociada a la implementación del término de la diferenciación para todo el país, se deben dictar reglamentos y fijar aranceles, actuaciones que significan tiempos que no permiten una entrada en vigencia inmediatamente de publicada la ley en el Diario Oficial.

El Senador señor Letelier expresó que era deseable que el Ejecutivo haga una propuesta con plazos más razonables.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Allamand, y Letelier.

-------


En cuanto a la discusión en particular, se consigna lo siguiente:

Artículo único

Numeral 1

Sustituye el artículo 4 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

Adecuación de la denominación “Caja de Previsión” por “Instituto de Seguridad Laboral”, resultando que los empleadores se pueden afiliar al Instituto de Seguridad Laboral o a alguna mutualidad

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que el numeral en estudio apunta a adecuar la denominación de la antigua entidad administradora del seguro de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales -cuyo continuador legal es el Instituto de Seguridad Laboral- a las reformas legales que han entrado en vigencia en materia de seguridad y salud en el empleo.

 
En efecto, arguyó que, durante los últimos años, han entrado en vigor una serie de modificaciones al sistema de seguridad social, lo que requiere actualizar las referencias que la ley vigente formula respecto de las instituciones que operan en el sector.

 
En la misma línea, el asesor de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Pedro Contador, agregó que la propuesta considera que, bajo la vigencia del sistema previsional de reparto, las instituciones que operaban en él se ocupaban de administrar el seguro por accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Sin embargo, describió que el sistema de capitalización individual modificó dicho régimen de afiliación, de modo que los empleadores se entenderán afiliados al Instituto de Seguridad Laboral respecto de la totalidad de sus trabajadores, salvo que se adhieran a alguna mutualidad de empleadores.

 
Dicha propuesta, agregó, implica la modificación del artículo 8° de la ley N° 16.744, de modo de individualizar a los organismos administradores del seguro, y justifica la derogación de su artículo 9°, que establece la administración por parte del de Servicio de Seguro Social, mientras que el Servicio Nacional de Salud debía otorgar las prestaciones médicas y los subsidios por incapacidad temporal a los trabajadores calificados como obreros, sin posibilidad de proveer tales prestaciones mediante terceros.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, añadió que –en consecuencia- la iniciativa contempla que las mutualidades de empleadores y el Instituto de Seguridad Laboral se constituyan como los administradores del seguro contra accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, las que podrán operar mediante los respectivos prestadores de salud.

 
-Puesto en votación el numeral 1 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 2

Reemplaza el artículo 8 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

La administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral o de las mutualidades de empleadores

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de los efectos de la propuesta, en relación a una eventual administración conjunta del seguro por parte del Instituto de Seguridad Laboral y las mutualidades. Al efecto, afirmó que, habida cuenta del articulado del proyecto, tal administración se realizará o por medio del Instituto de Seguridad Laboral o por medio de las mutualidades de empleadores, según el caso.

 
La Senadora señora Muñoz coincidió con dicha observación.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, compartió la necesidad de especificar que la administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral o de las mutualidades de empleadores, según el caso.

 
La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier, aprobó dicha propuesta, de modo de establecer que la administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral o de las mutualidades de empleadores.

 
-Puesto en votación el numeral 2 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado, con la referida modificación, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 3

Deroga el artículo 9 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

El artículo 9 regulaba la situación de los afiliados al Servicio de Seguro Social

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, explicó que la propuesta considera que el artículo 10 que el numeral 4 del proyecto incorpora a la ley N° 16.744 unifica la normativa aplicable a los trabajadores afiliados al Instituto de Seguridad Laboral, de modo que puedan acceder a las prestaciones médicas con los servicios de salud, las mutualidades de empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados. Por ello se deroga el artículo 9 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales.

 
-Puesto en votación el numeral 3 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 4

Reemplaza el artículo 10 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

Competencias del Instituto de Seguridad Laboral como gestor público del sistema

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que la propuesta apunta a concentrar las competencias para la administración del seguro en el Instituto de Seguridad Laboral, como gestor público del sistema, debiendo otorgar las correspondientes prestaciones pecuniarias, preventivas y médicas.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, afirmó que, en conformidad a dicha propuesta, el Instituto de Seguridad Laboral podrá contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los servicios de salud, las mutualidades de empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

 
El Senador señor Larraín consultó acerca de la determinación de los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, y los establecimientos de salud experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud. Sostuvo que, de modo general, debe evitarse una referencia específica a determinados servicios de salud, toda vez que, por esa vía, puede excluirse a otras entidades que realicen la misma función.

 
Por su parte, el Senador señor Letelier, sostuvo que, al tratarse de entidades de salud que cuentan con patrimonio propio, es necesario especificar el alcance de la norma en estudio.

 
El asesor de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Pedro Contador, detalló que la norma propuesta comprende a los servicios de salud pública, los que cumplen actualmente con la obligación consistente en convenir el otorgamiento y proporcionar las que solicite el Instituto de Seguridad Laboral, sujeto al pago de tarifas establecidas según los aranceles vigentes. Añadió que la propuesta contiene únicamente una modificación de la nomenclatura aplicable en su caso.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, añadió que, considerando que las entidades que operan en sector de la salud pueden contar con distintas fuentes de administración y financiamiento, resulta necesario especificar el alcance del artículo 10 que se propone agregar a la ley N° 16.744.

 
-Puesto en votación el numeral 4 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 5

Reemplaza el artículo 21 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

Aporte del Instituto de Seguridad Laboral al Ministerio de Salud para financiar labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, y para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, señaló que la proposición considera que, en lo sucesivo, el Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá establecer el monto, las modalidades y las condiciones para el traspaso de los montos que el Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud, con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

 
El Senador señor Larraín sostuvo que resulta adecuado especificar la entidad encargada de determinar el monto que el Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

 
Asimismo, afirmó que corresponde especificar que la fuente de tales recursos serán consignados en las respectivas leyes de presupuesto del sector público y el aporte de los empleadores.

 
El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes Barrientos, explicó que la propuesta contiene una hipótesis que se verifica actualmente, en que los Ministerios del Trabajo y Previsión Social y de Salud suscriben un decreto para el traspaso de los fondos respectivos, los que, a 2016, alcanzaron a MM$10.297 para el pago de las prestaciones de la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, y cerca de MM$7.000 para los subsidios de reposo y prestaciones médicas de obreros, las que, en lo sucesivo, serán administradas por el Instituto de Seguridad Laboral.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, añadió que, en conformidad a la iniciativa, los montos transferidos financiarán las prestaciones médicas en conformidad a los respectivos convenios, lo que exige distinguir dicho rubro del resto de las prestaciones en materia de seguridad y salud en el trabajo.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, expuso que la propuesta legislativa contiene la adecuación de la normativa contenida en la ley N° 16.744, la que, en su formulación vigente, cuenta con un mecanismo de traspaso de fondos de larga data, cuyo financiamiento ha sido consignado en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.

 
En razón de lo anterior, el Senador señor Larraín dejó expresa constancia respecto a que la iniciativa no introduce una modificación al régimen de financiamiento del Instituto de Seguridad Laboral, el que deberá circunscribirse a lo dispuesto por los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.

 
-Puesto en votación el numeral 5 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 6

Sustituye el artículo 23 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

Contabilización por separado de las sumas de dinero que perciba el Ministerio de Salud por aplicación de la ley

 
-Puesto en votación el numeral 6 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

Numeral 7

Modifica el artículo 25 de la Ley sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales

Se pone término a la distinción entre obrero y empleado para los efectos de la ley

 
-Puesto en votación el numeral 7 del artículo único aprobado en general por la Comisión, fue aprobado por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

ARTÍCULO PRIMERO

Entrada en vigencia de la ley el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación

 
El Senador señor Letelier manifestó su disconformidad con el plazo de vacancia legal que establece la iniciativa, toda vez que ello implica mantener una situación discriminatoria hacia un grupo de trabajadores.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, explicó que, coincidiendo con las observaciones reseñadas, se realizaron las consultas a los organismos pertinentes, entre otros el Ministerio de Salud, las que permiten concluir que la vigencia inmediata del proyecto de ley se vincula necesariamente con la ley de presupuestos del Sector Público actualmente en vigor, lo que requiere establecer un plazo de vacancia legal para la entrada en vigencia del proyecto de ley en estudio.

 
Agregó que dicha circunstancia ha sido considerada en el informe financiero que se acompañó a la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo durante el primer trámite constitucional del proyecto, que da cuenta de un gasto fiscal anual, en régimen, que asciende a MM$13.729, toda vez que el Instituto de Seguridad Laboral deberá ocuparse de gestionar directamente más de 24.500 nuevos accidentes o enfermedades profesionales por cada año.

 
En la misma línea, el Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes Barrientos, añadió que el plazo de vacancia se explica en la necesidad de sustanciar los requeridos procedimientos de contratación de personal y licitación e instalación de las respectivas Unidades de Salud Ocupacional.

 
El Senador señor Larraín afirmó que el mayor gasto que supone la aplicación del proyecto constituye un costo elevado que debe ser asumido de modo gradual.

 
-Puesto en votación el artículo primero transitorio, fue aprobado por 2 votos a favor, de la Senadora señora Muñoz y del Senador señor Larraín, y 1 voto en contra, del Senador señor Letelier.

ARTÍCULO SEGUNDO

Financiamiento del mayor gasto fiscal durante el primer año presupuestario de vigencia, con cargo al presupuesto del Instituto de Seguridad Laboral y al Tesoro Público. En los años posteriores, con cargo a los recursos que contemplen las leyes de presupuestos del Sector Público

 
El Senador señor Letelier reiteró que el período de vacancia legal que establece el proyecto mantiene, por el plazo de un año, una situación discriminatoria en contra de un grupo de trabajadores.

 
-Puesto en votación el artículo segundo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

MODIFICACIONES

 
La Comisión de Trabajo y Previsión Social, en conformidad con los acuerdos adoptados propone las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados:

ARTÍCULO ÚNICO

Numeral 2

Artículo 8


Ha reemplazado la frase “y de las mutualidades de empleadores” por la siguiente: “o de las mutualidades de empleadores, según corresponda”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Larraín y Letelier).

Numeral 4

Artículo 10

Inciso cuarto

Ha sustituido la palabra “ministros” por “Ministros”.

(Adecuación formal)

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone la aprobación, en general y en particular, del proyecto de ley en informe, en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en la forma que a continuación se indica:

1. Sustitúyese el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Para los efectos de este seguro, todos los empleadores se entenderán afiliados al Instituto de Seguridad Laboral respecto de la totalidad de sus trabajadores, salvo que se adhieran a alguna mutualidad de empleadores.

Lo dispuesto en el inciso anterior también se aplicará a los trabajadores independientes afectos al seguro de esta ley.”.

2. Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

“Artículo 8.- La administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral o de las mutualidades de empleadores, según corresponda, en adelante denominados los organismos administradores.”.

3. Derógase el artículo 9.

4. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- El Instituto de Seguridad Laboral administrará este seguro, incluida la realización de actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, respecto de las entidades empleadoras afiliadas a él, de sus trabajadores y de los trabajadores independientes que corresponda.

El Instituto de Seguridad Laboral podrá contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los servicios de salud, las mutualidades de empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

Para los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, y para los establecimientos de salud experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud, será obligatorio convenir el otorgamiento y proporcionar tales prestaciones cuando se lo solicite el Instituto de Seguridad Laboral, sujeto al pago de tarifas establecidas según los aranceles vigentes.

Los convenios de atención celebrados por el Instituto de Seguridad Laboral con los organismos públicos y privados se someterán a las normas de contratación general del Estado y a las modalidades, condiciones y aranceles que señale un reglamento emanado del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por los Ministros de Salud y de Hacienda.”.

5. Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:

“Artículo 21.- El Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud un porcentaje de sus ingresos con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Mediante decreto dictado anualmente por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Salud, se establecerán el monto, las modalidades y condiciones para el traspaso de los aportes señalados en el inciso precedente.”.

6. Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23. - Todas las sumas de dinero que le corresponda percibir al Ministerio de Salud por aplicación de lo dispuesto en esta ley se contabilizarán por separado, para destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.”.

7. En el artículo 25 sustitúyese la frase “a toda persona, empleado u obrero, que trabaje para alguna empresa, institución, servicio o persona” por “a toda persona que preste servicios por cuenta propia o como dependiente para alguna entidad empleadora”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. 

En los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.”. 

-------

Acordado en sesión celebrada el 6 de septiembre de 2017, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidenta accidental), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora, del Senador señor Andrés Allamand Zavala y del Senador señor Patricio Walker Prieto (en reemplazo de la Senadora señora Goic) y en sesión celebrada el 4 de octubre de 2017, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta Accidental) y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.


Sala de la Comisión, a 6 de octubre de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 16.744, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR LA DISTINCIÓN ENTRE EMPLEADOS Y OBREROS

(11.053-13 Y 11.103-13, refundidos)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en mociones de varios Diputados, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara; el Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, los asesores del gabinete de la Ministra, señores Claudio Fuentes y Ariel Rossel; los asesores de la Subsecretaria, señores Yuri Vásquez y Roberto Barraza; el asesor legislativo, señor Pedro Contador, y el Coordinador Legislativo del Ministerio, señor Francisco Del Río.

Del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora María Jesús Mella.

De la Dirección de Presupuestos, el analista presupuestario, señor Jorge Carikeo.

La asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez.

Del Comité Demócrata Cristiano, la asesora legislativa, señora Constanza González.

Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

De la Fundación Jaime Guzmán, el asesor, señor Diego Vicuña.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los números 1, 3, 4 y 5 del artículo único permanente, y de los artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

Se deja constancia de que la Comisión de Hacienda no introdujo enmiendas al texto despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social en su informe.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Actualizar la normativa sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, para lo cual se elimina la distinción entre obreros y empleados, otorgando igualdad de trato para los trabajadores en materia de prestaciones de salud y de seguridad, sea que estén afiliados al Instituto de Seguridad Laboral o en alguna mutualidad de empleadores.

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

I. Antecedentes

Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo

Dentro de los principios definidos por la Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo, se incorporó la universalidad e inclusión que sostiene expresamente:

“La Política Nacional de Seguridad y Salud en el Trabajo y las acciones y programas que se desarrollen bajo su amparo favorecerán a todos los trabajadores y trabajadoras, cualquiera que sea su condición contractual o laboral. Dichas acciones serán aplicadas en todo lugar de trabajo, ya sea del sector público o privado, en forma equitativa, inclusiva, sin discriminación alguna.”. 

Por su parte, se establecieron determinados compromisos para su implementación, en distintos ámbitos. Al respecto, sobre el ámbito normativo y de fiscalización, sostiene:

“Promover la modernización de la ley N° 16.744 en materias tales como la eliminación de diferenciación entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral…”.

Iniciativas Legislativas

Destacan las diversas iniciativas a través de las cuales el Congreso Nacional ha manifestado su voluntad expresa de eliminar esta distinción, con el objeto de resolver esta grave situación para un número importante de trabajadores y trabajadoras afiliados al Instituto de Seguridad Laboral.

- Boletín N° 11.053-13 de los H. Diputados Osvaldo Andrade Lara, Aldo Cornejo González, Iván Fuentes Castillo, Pablo Lorenzini Basso, Juan Enrique Morano Cornejo, Sergio Ojeda Uribe, Yasna Provoste Campillay, Gabriel Silber Romo, Víctor Torres Jeldes y Patricio Vallespín López;

- Boletín N° 11.103-13 de los H. Diputados Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Marcela Hernando Pérez, Felipe Letelier Norambuena, Vlado Mirosevic Verdugo y Alejandra Sepúlveda Orbenes.

II. Objetivo 

Eliminación de la distinción entre obrero y empleado 

- Mediante el presente proyecto se pone término a la distinción entre obreros y empleados en el Instituto de Seguridad Laboral, para lo cual este organismo administrador de la ley N° 16.744, deberá desarrollar íntegramente: 

Actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes.

Otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias.

Fortalecer el registro relativo a los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.

- Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al Instituto de Seguridad Laboral para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los servicios de salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos.

III. Contenido 

Modificaciones a la ley N° 16.744

- Se sustituye el artículo 4, que establece el régimen de afiliación al seguro, adecuando la denominación de las antiguas entidades gestoras del seguro, cuyo continuador legal es el Instituto de Seguridad Laboral. 

- En relación a lo señalado anteriormente, se modifica el artículo 8, individualizando los organismos administradores del seguro de la ley N° 16.744. 

- Se deroga el artículo 9, que obliga al ex Servicio del Seguro Social a otorgar las prestaciones médicas y el subsidio por incapacidad laboral, a los trabajadores calificados como obreros, a través de ex Servicio Nacional de Salud, sin posibilidad de convenir el otorgamiento de estas prestaciones mediante terceros. 

- Se reemplaza el artículo 10 de manera de concentrar las competencias respecto de la administración del seguro en el Instituto de Seguridad Laboral como gestor público del sistema y, por tanto, deberá otorgar a todos sus trabajadores afiliados las prestaciones pecuniarias, preventivas y médicas. 

- Adicionalmente, el Instituto de Seguridad podrá convenir el otorgamiento de prestaciones médicas con los servicios de salud, con las mutualidades de empleadores, o con otros establecimientos de salud públicos o privados. 

- Se propone sustituir, en el artículo 21, la referencia al ex Servicio Nacional de Salud por el Ministerio de Salud. Sin perjuicio de lo anterior, se mantienen las atribuciones y financiamiento para el desarrollo de las labores propias de la administración del seguro que actualmente detenta el Ministerio de Salud y que ejecutan a través de sus organismos o servicios dependientes.

- Asimismo, acorde a las ideas matrices de las mociones presentadas, se procede a actualizar el concepto de trabajador contenido en el artículo 25 de la ley N° 16.744.

- La presente ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.

El Superintendente de Seguridad Social, señor Claudio Reyes, añadió que la distinción entre empleados y obreros sólo se verifica y mantiene respecto del Instituto de Seguridad Laboral (ISL) como continuador de las prestaciones del antiguo sistema previsional. Observó que los empleadores pueden migrar al sistema de mutualidades donde no existe la mencionada distinción, por lo que se termina produciendo una doble discriminación, debido a que en el sistema sólo van quedando los trabajadores que presentan mayor vulnerabilidad o que provienen de empresas más pequeñas o más riesgosas.

Acotó que, actualmente, se produce una situación que no se encuentra cuantificada pero conviene tener presente, que son las prestaciones que otorgan por este concepto los servicios de salud, que terminan constituyéndose en un subsidio cruzado, dado que se tratan de atenciones laborales que se prestan como comunes y no son cobradas al respectivo seguro. Manifestó que, con la aprobación del proyecto de ley, dicho subsidio cruzado terminará.

Planteó que el mayor gasto fiscal que representa la iniciativa legal, se provoca por las prestaciones médicas y pecuniarias que, actualmente, efectúan los servicios de salud, asumiendo un grado de siniestralidad mayor al que hoy enfrenta el Instituto de Seguridad Laboral.

Agregó que el plazo de entrada en vigencia responde a que se requiere un tiempo considerable para que las unidades de salud ocupacional se instalen y el Instituto pueda celebrar los convenios de prestación médica necesarios para prestar los referidos servicios.
- - -


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo único

Modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales mediante siete numerales.

Número 1

Sustituye el artículo 4 de la ley, adecuando la denominación “Caja de Previsión” por “Instituto de Seguridad Laboral”, resultando que los empleadores se pueden afiliar al Instituto de Seguridad Laboral o a alguna mutualidad, aplicándose también a los trabajadores independientes afectos al seguro.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.
Número 3

Deroga el artículo 9 de la ley, que regula la situación de los afiliados al Servicio de Seguro Social.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.
Número 4

Reemplaza el artículo 10, regulando las competencias del Instituto de Seguridad Laboral como gestor público del sistema.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.

Número 5

Sustituye el artículo 21, regulando el aporte del Instituto de Seguridad Laboral al Ministerio de Salud para financiar labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, y para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Dispone que la entrada en vigencia de la ley será el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.
Artículo segundo

El financiamiento del mayor gasto fiscal durante el primer año presupuestario de vigencia, se hará con cargo al presupuesto del Instituto de Seguridad Laboral y al Tesoro Público. En los años posteriores, con cargo a los recursos que contemplen las leyes de presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, García-Huidobro, Lagos y Montes.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 5 de junio de 2017, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

La presente indicación sustitutiva al proyecto de ley que modifica la Ley N°16.744, que Establece Normas sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, tiene por objeto eliminar la distinción entre empleados y obreros en el Instituto de Seguridad Laboral. Para ello, este organismo administrador de la Ley N°16.744 deberá desarrollar actividades permanentes de prevención en las respectivas empresas cotizantes, otorgar las prestaciones médicas y pecuniarias y mantener un registro respecto de los accidentes del trabajo y enfermedades profesionales ocurridos en cada empresa afiliada.

Respecto del otorgamiento de prestaciones médicas, se faculta al referido Instituto para celebrar convenios de atenciones médicas con diferentes prestadores públicos y privados, sin perjuicio de mantener los convenios que se encuentren vigentes con los Servicios de Salud, igualando de esta manera el trato entre los trabajadores protegidos.

Por esta razón, se modifican las normas que establecen las transferencias de recursos para las actividades descritas en el inciso primero del artículo 21 de la ley N°16.744 para el financiamiento de las prestaciones médicas por parte del sector salud respecto de los trabajadores calificados como obreros afiliados al Instituto de Seguridad Laboral, manteniéndose, no obstante, estas transferencias para que el Ministerio de Salud financie el desarrollo de las labores de inspección y de prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

II. Efecto de la Indicación Sustitutiva sobre el Presupuesto Fiscal

Los contenidos de la presente indicación sustitutiva implicarán un mayor gasto fiscal neto de $13.729 millones anuales en régimen, considerando que la eliminación de la distinción entre obreros y empleados significará que el Instituto de Seguridad Laboral deberá gestionar directamente más de 24.500 nuevos accidentes o enfermedades profesionales al año, con su consiguiente impacto en mayores gastos en prestaciones médicas.

El mayor gasto señalado incluye el incremento del Gasto en Prevención y el Gasto Operacional, dado que se deberán reforzar los recursos humanos del Instituto en 50 personas para la atención de estos nuevos beneficiarios, con un costo anual de $1.010 millones.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos del Sector Público.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo único.- Modifícase la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, en la forma que a continuación se indica:

1. Sustitúyese el artículo 4 por el siguiente:

“Artículo 4.- Para los efectos de este seguro, todos los empleadores se entenderán afiliados al Instituto de Seguridad Laboral respecto de la totalidad de sus trabajadores, salvo que se adhieran a alguna mutualidad de empleadores.

Lo dispuesto en el inciso anterior también se aplicará a los trabajadores independientes afectos al seguro de esta ley.”.

2. Reemplázase el artículo 8 por el siguiente:

“Artículo 8.- La administración del seguro estará a cargo del Instituto de Seguridad Laboral o de las mutualidades de empleadores, según corresponda, en adelante denominados los organismos administradores.”.

3. Derógase el artículo 9.

4. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:

“Artículo 10.- El Instituto de Seguridad Laboral administrará este seguro, incluida la realización de actividades de prevención de riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, respecto de las entidades empleadoras afiliadas a él, de sus trabajadores y de los trabajadores independientes que corresponda.

El Instituto de Seguridad Laboral podrá contratar el otorgamiento de las prestaciones médicas con los servicios de salud, las mutualidades de empleadores o con otros establecimientos de salud públicos o privados.

Para los servicios de salud señalados en el artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 2.763, de 1979, y de las leyes N° 18.933 y N° 18.469, y para los establecimientos de salud experimental creados por los decretos con fuerza de ley Nos 29, 30 y 31, de 2000, todos del Ministerio de Salud, será obligatorio convenir el otorgamiento y proporcionar tales prestaciones cuando se lo solicite el Instituto de Seguridad Laboral, sujeto al pago de tarifas establecidas según los aranceles vigentes.

Los convenios de atención celebrados por el Instituto de Seguridad Laboral con los organismos públicos y privados se someterán a las normas de contratación general del Estado y a las modalidades, condiciones y aranceles que señale un reglamento emanado del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito por los Ministros de Salud y de Hacienda.”.

5. Reemplázase el artículo 21 por el siguiente:

“Artículo 21.- El Instituto de Seguridad Laboral deberá aportar al Ministerio de Salud un porcentaje de sus ingresos con el objeto de financiar el desarrollo de las labores de inspección y prevención de riesgos profesionales, así como para el funcionamiento de la Comisión Médica de Reclamos.

Mediante decreto dictado anualmente por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito por el Ministro de Salud, se establecerán el monto, las modalidades y condiciones para el traspaso de los aportes señalados en el inciso precedente.”.

6. Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:

“Artículo 23. - Todas las sumas de dinero que le corresponda percibir al Ministerio de Salud por aplicación de lo dispuesto en esta ley se contabilizarán por separado, para destinarlas exclusivamente a los objetivos que esta ley le encomienda.”.

7. En el artículo 25 sustitúyese la frase “a toda persona, empleado u obrero, que trabaje para alguna empresa, institución, servicio o persona” por “a toda persona que preste servicios por cuenta propia o como dependiente para alguna entidad empleadora”.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el primer día del año subsiguiente a la fecha de su publicación.

Artículo segundo.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Seguridad Laboral y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público. 

En los años posteriores el gasto se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de Presupuestos del Sector Público.”.

---

Acordado en sesión celebrada el día 21 de noviembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), José García Ruminot, Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 27 de noviembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE  LOS SENADORES SEÑORA VAN RYSSELBERGHE Y SEÑOR MOREIRA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN LO RELATIVO AL CUMPLIMIENTO DE LA PENA IMPUESTA AL CONDENADO MAYOR DE SETENTA AÑOS O QUE PADEZCA UNA ENFERMEDAD INCURABLE EN ESTADO TERMINAL

(11.517-07)

Honorable Senado:

Con fecha 10 de junio de 2004, el diputado del Partido Socialista de Chile y entonces Presidente de la Cámara de Diputados, e internacionalmente reconocido profesor de Derecho Penal, don Juan Bustos Ramírez, presentó a tramitación legislativa una moción de su autoría, suscrita también por los entonces diputados señores Jorge Burgos Varela, Edgardo Riveros Marín, Eduardo Saffirio Suárez, Rodolfo Seguel Molina, Exequiel Silva Ortíz todos de la Democracia Cristiana y Patricio Hales Dib del Partido por la Democracia.

Dicha iniciativa facultaba al juez competente para, por resolución fundada, establecer el cumplimiento de la pena impuesta al condenando mayor de setenta años o el que padezca una enfermedad incurable en periodo terminal, en detención domiciliaria, cuando mediare solicitud de un familiar, persona o institución responsable que asuma su cuidado, previo informes médico, psicológico y social que lo justifique.

Fundamentando dicha iniciativa, el reconocido penalista, citando al tratadista alemán Hans H. Jescheck, señalaba que "el Derecho Penal moderno, en lo que se refiere a las consecuencias jurídicas del delito ha ido transitando hacia una máxima: 'asistencia social toda la que sea posible, pena solo cuando sea necesaria". Agregaba que "Nuestro derecho no ha estado ajeno a lo anterior, y aunque de manera más lenta, poco a poco ha ido introduciendo reformas de esta naturaleza, (como) las leyes de cumplimiento alternativo de penas privativas de libertad, la incorporación de penas pecuniarias, la inclusión, aunque todavía, indiciaría de normas de justicia restaurativa y muy particularmente la actual discusión sobre un nuevo sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.".

Según reconoce el propio autor de la iniciativa, ni nuestro Código Penal ni sus leyes complementarias tienen norma alguna relativa al cumplimiento de penas por personas mayores o que sufran enfermedades terminales, a diferencia de lo que ocurre en otras legislaciones.

Por ello, ya hace más de una década estimaba necesario "dar un paso legislativo que permita poner a tono nuestra legislación, con aquellas que dan cuenta de avances en estas materias.".

En esencia, el proyecto permitía, de acuerdo a las circunstancias de cada caso, que pueda decretarse el cumplimiento bajo régimen de detención domiciliaria, de la condena que importe una privación de libertad para quienes tengan 70 o más años de edad.

Con todo, la medida propuesta en el proyecto citado, no opera de oficio, sino que, a falta de la figura del juez de ejecución, corresponde al que dictó la sentencia condenatoria, ponderar la aplicabilidad de la medida alternativa, teniendo en cuenta circunstancias tales como la dificultad para volver a delinquir y la peligrosidad actual del condenado.

La moción en comento fue archivada el 9 de junio de 2009, a solicitud de la Comisión de Constitución de la Cámara de Diputados y desarchivada el 28 de julio de 2010 a petición del H. Diputado Jorge Ulloa. Sin embargo, a más de siete años de su desarchivo en la Cámara de Diputados y más de trece desde su presentación original, no presenta avance alguno en su tramitación.

La necesidad de establecer una forma alternativa de cumplimiento de las penas privativas de libertad para las personas mayores de 70 años o que se encuentran aquejadas de una enfermedad en estado terminal independientemente de su edad, ha sido planteada en diversas iniciativas tanto en proyectos de ley como en Proyectos de Acuerdo presentados ante esta misma Corporación, sin que a la fecha se hayan transformado en normativa vigente.

Entre otras iniciativas destaca la moción de los H. Senadores Prokurica, Chahuán y Moreira, que modifica el artículo 86 del Código Penal, con el objeto de establecer el cumplimiento alternativo de la pena para las personas que padecen de una enfermedad grave, invalidante o terminal, presentada el 14 de junio de 2016 (Boletín 10.746-07).

Del mismo modo, el Proyecto de Acuerdo, presentado en sesión del 14 de junio de 2016 por las H. senadoras señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los senadores Allamand, Coloma, Chahuán, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, y Zaldívar, solicitó a S. E. la Presidenta de la República adoptar las medidas administrativas necesarias para dar cumplimiento al derecho penal humanitario en la aplicación de penas privativas de libertad a condenados aquejados de enfermedades graves e incurables (Boletín N° S 1.888-12).

Considerando la transversalidad política de las diversas iniciativas presentadas sobre la materia, el reconocido prestigio internacional del extinto profesor de Derecho Penal y diputado don Juan Bustos Ramírez y la urgencia de adaptar la legislación nacional a los estándares internacionales de aplicación de las penas privativas de libertad, es que venimos en someter a la aprobación de este Honorable Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY

"Artículo único.- Agréguese el siguiente Artículo 87 bis en el Código Penal:

'Artículo 87 bis: El condenando mayor de setenta años o el que padezca una enfermedad incurable en periodo terminal, podrá cumplir la pena impuesta en detención domiciliaria, por  resolución  fundada del  juez competente,  cuando  mediare  solicitud  de un familiar, persona o institución responsable que asuma su cuidado, previo informes médico, psicológico y social que lo justifique.

Si lo estimare conveniente, el juez podrá disponer alguna de las medidas cautelares personales consignadas en las letras b y c del artículo 155 del Código Procesal Penal.

El juez competente revocará la detención domiciliaria cuando el condenado quebrantare injustificadamente la obligación de permanecer en el domicilio fijado o cuando los resultados de la supervisión efectuada así lo aconsejaren.'.".
(Fdo.): Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Iván Moreira Barros, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GIRARDI, ARAYA, BIANCHI, CHAHUÁN Y QUINTEROS, CON LA QUE COMIENZAN UN PROYECTO DE LEY PARA ESTIMULAR LA ACTIVIDAD FÍSICA Y EL DEPORTE EN LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES

(11.518-11)
CONSIDERANDOS

Una de las amenazas de salud pública más importantes que afectan al mundo, es el de las enfermedades no transmisibles. Se estima que el 63% de los fallecimientos registrados el 2008, fueron producto de este tipo de afecciones, particularmente de enfermedades cardiovasculares (48%), cánceres (21%), enfermedades respiratorias crónicas (12%) y diabetes (3,5%).

Muchas de estas patologías están asociadas a un estilo de vida sedentario, acompañado también de una alimentación poco saludable. La conjunción de estos elementos ha contribuido a generar un aumento de la población con sobrepeso y obesidad, enfermedad que afecta un importante porcentaje de la población, cuyos primeros indicios surgen en la etapa escolar.

El 2013, la OMS cifró en más de 45 millones la población de niños menores de cinco años con sobrepeso. En este aspecto, Chile se encuentra en una situación crítica, siendo el sexto país con más obesidad infantil de la OCDE y el país con mayor obesidad en Sudamérica. Además, según la Global School-based Student Health Survey (2013), encuesta encargada de recabar datos sobre la salud de estudiantes en el mundo, el 41,9% de los estudiantes entre 13 y 17 años tienen sobrepeso.1
La obesidad y el sobrepeso se producen por un desequilibrio entre las calorías consumidas y las gastadas, por ello toda iniciativa que busque reducir el sobrepeso, la obesidad y el riesgo de padecer enfermedades no transmisibles deben estar enfocadas a combatir ambos aspectos.

El Plan de acción mundial para la prevención y el control de las enfermedades no transmisibles 2013-2020 desarrollado por la OMS, indica que la principal tarea de los gobiernos es contribuir a la creación de entornos saludables y, por tanto, combatir el riesgo de padecer estas enfermedades por medio de:

- El fomento de las dietas saludables, que tiene entre sus medidas la formulación de políticas dirigidas a vendedores minoristas de alimentos para así disminuir el acceso y disponibilidad de productos poco saludables. Y el fomento de la oferta y disponibilidad de alimentos saludables en toda institución pública, particularmente en establecimientos educacionales.

- La promoción de la actividad física, aumentando los niveles de actividad física en la población en general y creando entornos educativos que mejoren la oferta de una educación física de calidad antes, durante y después de la jornada escolar.

El "Conjunto de recomendaciones sobre la promoción de alimentos y bebidas no alcohólicas dirigidas a los niños" realizado por la OMS destaca la importancia de que los entornos donde se reúnen los niños estén libres de la promoción y exposición a alimentos altos en grasas saturadas, ácidos grasos, azúcares y sal, como una forma de asegurar su bienestar nutricional.

Se ha demostrado científicamente que la actividad física contribuye, no  sólo a la salud de nuestro cuerpo, sino también a la salud mental. Si bien el efecto que genera la actividad física en el bienestar psíquico de las personas no es observable, si se trata de un efecto importante, puesto que la actividad física actúa en el sistema nervioso central generando endorfinas, que son neurotransmisores que producen sensaciones de relajación y felicidad. Además, la práctica de un deporte o actividad física de forma regular, produce efectos físicos que a su vez generan sensaciones de autovalencia, mejoran el autoestima y la autoconfianza. El conjunto de estos elementos facilita el desarrollo de entornos sociales más amigables, participativos, y contribuyen incluso a combatir el estrés, la ansiedad, y reducir la depresión.

En Chile el panorama no es favorable. Según la Encuesta nacional de Salud (2017) el sedentarismo alcanzaría al 86.7% de la población nacional. Además, existe una prevalencia del sobrepeso (39.8% de la población) y la obesidad (31.2%), que en conjunto con la obesidad mórbida estarían afectando al 74.2% de la población chilena2.

Para combatir los perjuicios del sedentarismo en la salud, la OMS en su informe "Recomendaciones mundiales sobre actividad física para la salud sugiere que las personas entre 5 y 17 años realicen, al menos, 60 minutos de actividad física diaria, sea moderada o vigorosa. Este tipo de rutinas reduciría de forma concreta el riesgo cardiorrespiratorio, la diabetes tipo 2, el síndrome del metabolismo y la depresión. Según este informe, los 60 minutos deben estar distribuidos en sesiones.

Si bien la promulgación de la ley N° 20.606, más conocida como la Ley de Etiquetado, ha significado un importante avance en la materia, pudiendo informar y a su vez contribuir a desincentivar el consumo de alimentos malsanos, es necesario ampliar su acción mediante la creación de medidas que además aborden la cuestión del sedentarismo.

Observando el contexto actual de nuestro país, y recogiendo estas recomendaciones, es que nos vemos en la necesidad de plantear un marco regulatorio especial sobre actividad física y alimentación saludable que recoja los principios y orientaciones internacionales y los haga aplicables en el plano nacional, orientando principalmente a niños y jóvenes hacía patrones de conducta saludable que puedan reducir considerablemente los riesgos de padecer las patologías anteriormente mencionadas.

Con tal objeto proponemos una iniciativa legal, con medidas tendientes a disminuir los niveles de sedentarismo, obesidad y sobrepeso en menores de edad, aumentando los tiempos de actividad física destinada dentro de la jornada escolar, fomentando el acceso en sus distintos niveles, incrementando la oferta de actividades deportivas dentro de los centros educacionales y promover la educación sobre la importancia de desarrollar hábitos saludables en torno al deporte y la actividad física. De esta forma, pretendemos contribuir significativamente en la reducción de los factores de riesgo en salud predominantes en nuestros tiempos.

Por estas consideraciones es que proponemos el siguiente,

PROYECTO DE LEY

Artículo 1.- El acceso a la práctica la actividad física y el deporte son integrantes de los derechos fundamentales a la integridad síquica y síquica consagrados en la Constitución. El Estado podrá promover y fomentar su inclusión en las diferentes etapas del desarrollo humano.

Artículo 2.- Se considerará actividad física, para efectos de esta ley, aquella práctica física realizada por menores de edad en etapa preescolar y escolar, dentro de los establecimientos educacionales consistentes en ejercicios de alta o baja intensidad, de carácter formativo, lúdico, no profesional, integrativo, no discriminativo, que active al estudiante a lo largo de toda su jornada escolar.

Artículo 3.- Todo el sistema educativo, tanto público como privado, promoverá la inclusión de la actividad física y el deporte. Para ello, todo establecimiento educacional considerará dentro de sus planes y programas educativos planes inclusivos, adaptativos y seguros con el objeto de promover su incorporación en edad preescolar y escolar.

Artículo 4.- Al inicio de cada jornada escolar, la institución promoverá la realización de 30 minutos de actividad física. A su vez, al inicio de cada asignatura, el profesor a cargo, instará a realizar 5 minutos de actividad física de baja intensidad.

Artículo 5.- En los tiempos de recreo, pausa o receso estudiantil, se promoverá el deporte y la realización de juegos, ejercicios o actividades físicas colectivas, competitivas o no competitivas. Para ello, el establecimiento educacional pondrá a disposición todos los recursos e implementos deportivos con los que cuente.

Artículo 6.- En ningún caso se podrá conmutar los minutos de actividad física realizada dentro de la jornada escolar como parte de la asignatura de Educación Física y Deporte.

Artículo 7.- El establecimiento educacional deberá garantizar la protección de la salud integral de los menores de edad durante la realización actividad física o deportiva.

Artículo 8.- Aquellos alumnos que según su edad, estado nutricional, estado de salud o cualquier otro impedimento físico, les implique no poder realizar adecuadamente la actividad, podrán eximirse de realizarla.

Para poder eximirse, es necesario que el apoderado o tutor del alumno entregue al establecimiento educacional, por medio del profesor de Educación Física y/o Deporte, un certificado emitido por el profesional del área de la salud correspondiente que acredite dicho estado.

Artículo 9.- Se prohíbe la venta formal e informal, incluyendo el comercio estacionario o ambulante, en las afueras de establecimientos educacionales que vendan o comercialicen alimentos a que se refiere el artículo 5 de la Ley N° 20.606 "Sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad".

Artículo 10.- Cada establecimiento educacional contará con un instructivo de capacitación para el cuerpo docente, asesorado por el profesor de educación física y deporte, que determine la forma en que deberán ejecutarse las diferentes actividades descritas en los artículos anteriores.
(Fdo.): Guido Girardi Lavín, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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